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MATERIA CIVIL
Tercera Sala 
concubinato, acción personal sustentada en la ter-
minación de éste, el o la concubina que tenga el ca-
rácter de poseedor derivado deberá desocupar el 
inmueble en el que se haya hecho vida en común, por 
haber finalizado el acto jurídico causal de su pose-
sión.

Hechos: Dos personas estuvieron unidas en concubinato y, al 
disolverse éste, el concubino demandó a la concubina la devo-
lución del bien que tuvieron como domicilio común. El juez 
de origen ordenó la desocupación del inmueble a la concubi-
na, quien se inconformó e interpuso recurso de apelación. 

Criterio jurídico: Al analizar las prestaciones y hechos de 
la demanda de manera conjunta con los documentos exhi-
bidos como base de la acción, se advierte claramente que lo 
que el actor planteó fue una acción personal sustentada en la 
terminación del concubinato que lo unía con la demandada, 
solicitando la desocupación del inmueble que cohabitaban. 
Es decir, se advierte que la causa de pedir es la disolución 
del vínculo de concubinato, ejerciendo una acción personal 
sustentada en la terminación de dicha relación, solicitando 
la desocupación del inmueble que de forma derivada ocupa 
la demandada. 

En esa tesitura, no resulta compatible con el presente 
controvertido que se analicen cuestiones relativas al derecho 
de propiedad, que aduce tener el actor, pues ello es propio 

1
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de una acción real, que no es materia de juicio que nos atañe. 
En ese sentido, se tiene por cierto que la causa que generó la 
posesión que ostenta la demandada del inmueble materia de 
la litis, lo fue la relación de concubinato existente entre las 
partes. Razón por la cual, resulta procedente que se condene 
a la demandada a desocupar y entregar del inmueble materia 
de controversia que solicita el actor. 

Justificación: La demandada reconoció que carece de título 
que la avale como propietaria del inmueble basal, teniéndose 
por demostrado mediante la prueba confesional a su cargo, 
que la posesión que detenta respecto del inmueble materia de 
juicio es derivada y, por ende, tiene obligación de devolverla a 
quien se la entregó, es decir, al actor, y no alegó diversa causa 
o vinculo jurídico como la o el, generador de su posesión. De 
igual forma, se tiene por demostrado que el concubinato en 
comento ha cesado. 

El Código Civil aplicable para la Ciudad de México dispo-
ne en su artículo 291 Bis, que las concubinas y los concubi-
nos tienen derechos y obligaciones recíprocos, siempre que 
sin impedimentos legales para contraer matrimonio, hayan 
vivido en común en forma constante y permanente por un pe-
riodo mínimo de dos años que precedan inmediatamente a 
la generación de derechos y obligaciones a los que alude este 
capítulo. 

Como puede observarse, lo relevante en torno al concubi-
nato lo es la vida en común en forma constante y permanente 
de los concubinos, quienes tienen, entre otras obligaciones, la 
de proporcionar alimentos, puesto que, la ley les otorga dere-
chos y obligaciones a ese respecto.
Los concubinos pueden establecer su domicilio, en el que ha-
rán vida en común en forma constante y permanente, en un 
inmueble que no sea propio de ninguno de ellos; que sea pro-
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piedad de ambos o, en el que el dominio pertenezca sólo a 
uno de ellos, ya sea que lo haya adquirido antes o durante el 
concubinato.

En el último de los supuestos indicados, el inmueble res-
pectivo permanecerá en todo momento como propiedad del 
concubino respectivo, quien conservará la posesión origina-
ria, mientras que el diverso concubino o concubina tendrá una 
posesión derivada, puesto que, su posesión deriva precisamen-
te de la existencia de la relación jurídica de concubinato. En 
esa tesitura, una vez que se disuelve el concubinato existente 
entre las partes, el o la concubina que tenga el carácter de po-
seedor derivado deberá desocupar el inmueble, pues terminó 
el acto jurídico causal de su posesión derivada. 

Ello en virtud de que la posesión que detenta el o la con-
cubina que carece del carácter de propietario es derivada, pre-
cisamente porque tiene su origen en un acto jurídico consis-
tente en el vínculo del concubinato, en virtud del cual el o la 
concubina propietario le entregó la posesión del inmueble al 
establecerse el domicilio en el que hicieron vida en común en 
forma constante y permanente. Razón por la cual, se estima 
acertado y procedente que la demandada en su carácter de 
poseedora derivada sea compelida a restituir el bien inmueble 
que posee, a través de la acción personal relacionada con la 
terminación del concubinato.

JUZGADO TRIGÉSIMO QUINTO DE LO CIVIL
daño moral, conforme a la teoría de la comproba-
ción objetiva, la demostración del hecho ilícito 
conlleva la del daño, por lo que es dable sostener 
una afectación de ese tipo, al haberse dado la venta 
de unos neumáticos caducos que ocasionaron un ac-
cidente automovilístico. 

41
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Hechos: Un establecimiento mercantil dedicado al comercio 
de partes automotrices vendió a una persona física dos neu-
máticos, cuya fecha de caducidad se encontraba vencida por 
más de diez años. Posteriormente ocurrió un accidente auto-
movilístico por haber estallado uno de los neumáticos adqui-
ridos, cuya causa, según el comprador, se debió al mal estado 
de la llanta, razón por la cual presentó una demanda contra 
la vendedora, reclamando, entre otras prestaciones, el reem-
bolso de las cantidades erogadas por dichos neumáticos, así 
como una indemnización por daño moral, que sostuvo, le fue 
ocasionado.

Criterio jurídico: Conforme a la interpretación realizada por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, respecto del 
derecho de reparación, el daño causado es el que determina 
la indemnización. Las reparaciones, como el término lo indi-
ca, consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer 
los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su 
monto depende del nexo causal con los hechos del caso, las 
violaciones declaradas, los daños acreditados, así como con 
las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Las 
reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empo-
brecimiento para las víctimas.

Y debe valorarse especialmente en aquellos casos, como en 
éste, en los que la responsable obtiene un beneficio o lucro por 
la actividad que originó el daño. Así, también debe tomarse en 
cuenta si la parte responsable recibe un beneficio económico 
por la actividad que afectó los derecho e interés de la víctima.

Por lo cual, esta juzgadora, atendiendo a las particularida-
des del presente caso en estudio, estima procedente imponer 
una condena a la parte demandada, por concepto de indem-
nización como compensación por los daños ocasionados a la 
parte actora, al surgir el deber de reparar el daño inmaterial 
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por concepto de daño moral, que comprende tanto los sufri-
mientos y las aflicciones causados a las víctimas, hoy accio-
nantes, incluyendo el menoscabo de valores significativos a 
estas personas, por la cantidad de $1,000,000.00 un millón de 
pesos 00/100 m. n.), con el objeto de reparar las afectaciones 
sufridas por los hoy accionantes, así como el disuadir la con-
ducta negligente de la parte vendedora y prevenir conductas 
ilícitas futuras.

Justificación: Con base en los dictámenes rendidos en el pre-
sente juicio se desprende que existen datos objetivos para es-
tablecer que de forma clara evidencian la existencia de ele-
mentos para determinar que los neumáticos vendidos a la hoy 
parte actora, no se encontraban en condiciones de ser comer-
cializados, faltando con ello la hoy parte demandada a un de-
ber de debido cuidado.

Pues de acuerdo con los dictámenes de las pruebas peri-
ciales rendidas, se desprende que los neumáticos no contaban 
con las características de unas llantas nuevas, por lo que, de 
forma alguna podían tener la resistencia propia del neumático 
nuevo, debido al envejecimiento de la banda de rodamiento, 
que según describieron los peritos de acuerdo con las especifi-
caciones de la fecha de fabricación el propio fabricante, fueron 
manufacturadas en el año 2003.

Por lo que, con base en los razonamientos expuestos se tie-
ne que la parte demandada dejó de realizar aquellos actos de 
cuidado a los que se encontraba obligada, causándose así un 
daño, al vender los neumáticos a la parte actora sin las condi-
ciones de uso necesarias para su debida funcionabilidad.
Ahora bien, por lo que hace al elemento de la acción, consis-
tente en que exista afectación en la persona, de cualesquiera 
de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil para 
la hoy Ciudad de México, al respecto debe reiterarse que se 
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trata de un elemento inmaterial propio de los derechos de la 
personalidad, el cual consiste en acreditar la afectación de va-
lores morales.

Siendo que en el caso a estudio, se establece una afectación 
a los sentimientos, que la accionante argumentó que le fue 
ocasionada a los miembros de su familia que viajaban en su 
automóvil, en términos del artículo 1916 citado, como conse-
cuencia directa del hecho ilícito que manifiesta fue cometido 
por la demandada, al haberles vendido unas llantas que fue-
ron fabricadas en el año 2003, sin que se les hubiera hecho de 
su conocimiento; lo que argumenta generó y fue el motivo de-
terminante por el cual sufrieron un accidente automovilístico, 
que aun cuando no tuvo consecuencias fatales, sí repercutió 
en y produjo una afectación a sus sentimientos, afectos, creen-
cias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y 
aspectos físicos y en la consideración que de ellos tienen las 
demás personas, además del daño material.

En ese sentido, debe contemplarse que el daño puede acre-
ditarse indirectamente, es decir, el juez puede inferir, a través 
de los hechos probados, el daño causado a las víctimas; en 
efecto, el Código de Procedimientos Civiles para la hoy Ciu-
dad de México permite la prueba indirecta a través de las pre-
sunciones humanas.

Así, debe contemplarse que, desde el punto de vista objeti-
vo, el accionante no tiene por qué demostrar ante el juzgador 
la intensidad o la magnitud del daño internamente causado, 
sino que el daño moral será justificado desde el momento en 
que se acredite la ilicitud de la conducta y la realidad del ata-
que, lo que igualmente demostrará la vinculación jurídica en-
tre el agresor y agraviado. La legislación mexicana adopta la 
comprobación objetiva del daño moral y no la subjetiva, como 
se advierte en la parte conducente de la exposición de moti-
vos del decreto de reformas publicado en el Diario Oficial de 
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la Federación el 31 de diciembre de 1982, en relación con el 
artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal. De ahí 
que se considere que la citada teoría tiene como presupuesto 
que la demostración del hecho ilícito conlleva también la del 
daño, debido a la vinculación existente. Por lo cual, resulta 
procedente la acción de pago por daño moral.

JUZGADO SEXTO CIVIL DE PROCESO ORAL
perspectiva para eliminar la discriminación, análi-
sis de la negativa a permitir el abordaje a un vuelo 
comercial con un animal de servicio para persona 
con discapacidad.

Hechos: Una persona contrató con una aerolínea comercial 
un pasaje aéreo, y pretendió abordar el avión con un perro de 
apoyo, ya que indicó que se trataba de un animal de servicio 
que la auxilia por tener una discapacidad. La compañía aérea 
le negó el acceso a la mascota, al exigir diversos requisitos para 
ello. Ante tal situación el usuario no hizo el traslado aéreo que 
había adquirido y, posteriormente, demandó en la vía ordina-
ra mercantil el pago de diversas sumas, entre ellas, la erogada 
con motivo de los boletos de avión.

Criterio jurídico: No existen elementos para negar el aborda-
je a la actora con un perro de servicio en el vuelo contratado, 
y no corresponde a la enjuiciada exigir mayores elementos de 
prueba sobre la condición de la actora, bajo el argumento poco 
sensible de que debía acreditar su situación de discapacidad 
en el momento de presentarse a solicitar los pases de abor-
dar. Exigirle a la accionante un certificado médico expedido 
por un médico psiquiatra, en donde se indique la necesidad 
de viajar con un animal a causa de una discapacidad relacio-
nada con la salud mental, atenta contra la dignidad humana, 

137
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así como haber llenado el formulario que se encuentra en la 
página de internet para las mascotas de apoyo emocional, as-
pectos que son contrarios a lo previsto en la Ley General para 
la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Si la actora justificó que su animal es de servicio, como se 
advierte del registro correspondiente, ello bastaba para permi-
tirle el abordaje al vuelo contratado con el perro de servicio, sin 
mayores requisitos sobre el acreditamiento de la condición de 
la actora. A mayor abundamiento, la demandada tampoco de-
bió requerir a la actora la documentación para los pasajeros que 
viajen con animales de apoyo emocional, como lo es el certifi-
cado expedido por médico psiquiatra que indique la necesidad 
de viajar con el animal a causa de una discapacidad relacionada 
con la salud mental, en razón de que al haberse exhibido el re-
gistro del animal de servicio, se demuestra por sí mismo, que el 
dueño del perro tiene una discapacidad, ya sea física o mental, 
sin que sea menester justificar en qué consiste la misma, y el 
hecho de tratar de ceñir la discapacidad de la actora a sus polí-
ticas publicadas en su página de internet, contraviene las legis-
laciones emitidas para regular la inclusión de las personas con 
discapacidad, así como la relativa para prevenir y eliminar la 
discriminación, las cuales deben prevalecer y estar por encima 
de las políticas de vuelo establecidas por la enjuiciada. 

Por lo anterior, la parte demandada debe resarcir a su 
contraria el importe de los gastos que erogó con motivo del 
incumplimiento señalado.

Justificación: La Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad prevé como uno de los derechos de las 
personas con discapacidad, la accesibilidad, seguridad, como-
didad, calidad y funcionalidad en los medios de transporte 
público aéreo, terrestre y marítimo, tal y como se advierte de 
su artículo 19, fracción I.
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Por su parte, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación prevé en su artículo 4, que queda prohibida 
toda práctica discriminatoria que tenga por objeto o efecto 
impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos 
y la igualdad real de oportunidades en términos del artícu-
lo 1 constitucional y el artículo 1, fracción III, de la referida 
Ley; a su vez esta fracción dispone que debe entenderse por 
discriminación toda distinción, exclusión, restricción o prefe-
rencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no 
sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o re-
sultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos 
y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes 
motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, 
el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición so-
cial, económica, de salud física o mental, jurídica, la religión, 
la apariencia física, las características genéticas, la situación 
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferen-
cias sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la 
situación familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, 
los antecedentes penales o cualquier otro.

Asimismo, el artículo 9, fracción XXII, de la Ley Federal 
invocada, prevé que se considera como discriminación, entre 
otras hipótesis: impedir el acceso a cualquier servicio público 
o institución privada que preste servicios al público, así como 
limitar el acceso y libre desplazamiento en los espacios públi-
cos.

De igual manera resulta relevante para efectos del presente 
asunto, considerar lo dispuesto por la Ley de Protección a los 
Animales de la Ciudad de México, cuyo artículo 4, fracción 
VIII, prevé que se entenderá por  perro de asistencia  y sus 
clasificaciones, al adiestrado individualmente en instituciones 
y centros especializados, nacionales o del extranjero, para lle-
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var a cabo actividades de apoyo a personas con discapacidad 
física, mental o sensorial. Y destaca que el artículo 34 de la 
Ley invocada dispone que todo perro de asistencia tiene acce-
so libre e irrestricto al espacio público, establecimientos mer-
cantiles, instalaciones o transportes, individuales o colectivos, 
sean de carácter público o privado, siempre que vaya acompa-
ñado de la persona a la que asiste. 

Bajo las anteriores premisas legales es menester valorar las 
pruebas allegadas a juicio con perspectiva para eliminar la dis-
criminación, así como con la sensibilidad que exige la circuns-
tancia de los elementos puestos a consideración de esta juzga-
dora y, sobre el particular, aun cuando el registro del animal 
de servicio se encuentre emitido en el extranjero tal aspecto 
no es obstáculo para restarle validez, en razón de que en tér-
minos de artículo 4, fracción VIII, de la Ley de Protección 
a los Animales de la Ciudad de México, se considera como 
perro de asistencia al adiestrado individualmente en institu-
ciones y centros especializados, nacionales o del extranjero.

MATERIA FAMILIAR
Juzgado Segundo de Proceso Oral y de Tutela 
de Derechos Humanos 

acción de nulidad de matrimonio, caso en que ha de 
juzgarse con perspectiva de género y de protección 
a los derechos de familia, y reconocer todas las pre-
rrogativas que la ley prevé tratándose de cónyuge 
inocente o de buena fe. 

Hechos: Un cónyuge demandó a su consorte la nulidad de 
matrimonio, bajo el argumento de que ya existía un matrimo-
nio, el cual no había sido objeto de disolución. El juzgador al 

169
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momento de resolver decidió tomar en consideración las cir-
cunstancias especiales de la cónyuge demandada, para valorar 
los efectos de la nulidad solicitada. 

Criterio jurídico: Ante la demanda de nulidad de matrimonio 
intentada, con motivo de haber otra unión marital preexisten-
te, este juzgador considera que, en pro y salvaguarda de los 
derechos humanos de la demandada, nos apartaremos de lo 
que prevé la fracción III del artículo 198 del Código Civil para 
el Distrito Federal, y se reconocen a la antes nombrada todos 
los derechos de familia que operen a su favor al igual que a un 
cónyuge inocente, como son los previstos en la fracción I del 
precepto legal antes invocado. 

Por lo que, para la división de los bienes, quedan a salvo 
los derechos de las partes para que los hagan valer en la vía y 
forma que corresponda, debiéndose estar a lo señalado en el 
artículo 261 en concordancia con el numeral 198 del Código 
Civil para la Ciudad de México. 

Justificación: El actor en el desahogo de la prueba de declara-
ción a su cargo reconoció que la demandada no sabía escribir 
bien, incluso señaló que él la impulsó para que tomara el pro-
grama de alfabetización, así como que trabajó para ayudarle, 
que empezaron a superarse; asimismo, en actuaciones obran 
sendos atestados de nacimiento de las cinco hijas que procrea-
ron durante el matrimonio, circunstancias todas éstas que se 
deben de tomar en consideración para efecto de analizar y re-
solver el presente asunto bajo un enfoque de derechos huma-
nos, con perspectiva de género y en protección a los derechos 
de familia que consagra el artículo 4° de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, pues una realidad en 
nuestro país es que pueden coexistir diversas formas y tipos 
de familia sin importar el modo en que fueron conformadas; 
la nulidad de un matrimonio con base en una distinción del 
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estado civil de las personas que se unen sin estar divorciadas 
del anterior no encuentra una finalidad constitucionalmente 
imperiosa que justifique robustamente la utilización de dicha 
categoría sospechosa, sino que, por el contrario, afecta el prin-
cipio de igualdad al establecer privilegios de protección sólo 
para las familias conformadas por la primera unión familiar y 
no para las subsecuentes, aunado a que esta nulidad reitera un 
estereotipo de género prejuicioso en contra de las relaciones 
extramaritales, cuando además de actuaciones claramente se 
advierte que tanto el actor como la demandada vinieron cum-
pliendo con los fines del matrimonio, estableciendo un domi-
cilio conyugal, contribuyendo al sostenimiento del mismo, a 
su alimentación y a la de sus hijas e incluso al haber referido 
el demandante que trabajó durante varios años como chofer, 
por lo que es incuestionable que la persona que cuidaba a sus 
hijas mientras el actor salía a trabajar lo era la demandada, así 
como que ambos formaron un patrimonio. Se insiste lo ante-
rior, ya que estaríamos frente a un grave acto de discrimina-
ción y desigualdad al pretender que la demandada no tuviera 
derecho a los bienes y utilidades en razón de la nulidad de ma-
trimonio que se declare, cuando ella ha dado cuarenta y siete 
años de su vida a una familia. No debemos perder de vista, 
que muchas mujeres al igual que la demandada se encuentran 
en la misma situación y precisamente las leyes mexicanas, bajo 
un estándar de protección de derechos humanos, tienen como 
objetivo primordial que lo que está plasmado en la letra se 
puede materializar; se busca que esa protección a sus dere-
chos sea coincidente con las situaciones y sus vivencias del día 
a día y, por ello, se debe resolver partiendo de las implicacio-
nes sistemáticas que la reforma constitucional al artículo 1º 
ha impuesto en nuestro orden jurídico nacional y local.
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Para resolver el recurso de apelación que hace valer la parte demanda-
da en contra de la sentencia definitiva, al resolver en el juicio ordinario 
civil promovido.

TERCERA SALA CIVIL 

MAGISTRADOS: MÓNICA VENEGAS HERNÁNDEZ, JAIME SIL-
VA GAXIOLA Y ELISEO JUAN HERNÁNDEZ VILLAVERDE.
MAGISTRADO PONENTE: ELISEO JUAN HERNÁNDEZ VILLA-
VERDE

SUMARIO: 
concubinato, acción personal sustentada en la terminación 
de éste, el o la concubina que tenga el carácter de posee-
dor derivado deberá desocupar el inmueble en el que se haya 
hecho vida en común, por haber finalizado el acto jurídico 
causal de su posesión.
Hechos: Dos personas estuvieron unidas en concubinato y, al disol-
verse éste, el concubino demandó a la concubina la devolución del bien 
que tuvieron como domicilio común. El juez de origen ordenó la des-
ocupación del inmueble a la concubina, quien se inconformó e inter-
puso recurso de apelación. 
Criterio jurídico: Al analizar las prestaciones y hechos de la demanda 
de manera conjunta con los documentos exhibidos como base de la ac-
ción, se advierte claramente que lo que el actor planteó fue una acción 
personal sustentada en la terminación del concubinato que lo unía 
con la demandada, solicitando la desocupación del inmueble que co-
habitaban.  Es decir, se advierte que la causa de pedir es la disolución 
del vínculo de concubinato, ejerciendo una acción personal sustentada 
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en la terminación de dicha relación, solicitando la desocupación del 
inmueble que de forma derivada ocupa la demandada. 

En esa tesitura, no resulta compatible con el presente controverti-
do que se analicen cuestiones relativas al derecho de propiedad, que 
aduce tener el actor, pues ello es propio de una acción real, que no es 
materia de juicio que nos atañe. En ese sentido, se tiene por cierto que 
la causa que generó la posesión que ostenta la demandada del inmue-
ble materia de la litis, lo fue la relación de concubinato existente entre 
las partes. Razón por la cual, resulta procedente que se condene a la 
demandada a desocupar y entregar del inmueble materia de contro-
versia que solicita el actor.
Justificación: La demandada reconoció que carece de título que la 
avale como propietaria del inmueble basal, teniéndose por demostra-
do mediante la prueba confesional a su cargo, que la posesión que de-
tenta respecto del inmueble materia de juicio es derivada y, por ende, 
tiene obligación de devolverla a quien se la entregó, es decir, al actor, y 
no alegó diversa causa o vinculo jurídico como la o el, generador de su 
posesión. De igual forma, se tiene por demostrado que el concubinato 
en comento ha cesado.

El Código Civil aplicable para la Ciudad de México dispone en su 
artículo 291 Bis, que las concubinas y los concubinos tienen derechos 
y obligaciones recíprocos, siempre que sin impedimentos legales para 
contraer matrimonio, hayan vivido en común en forma constante y 
permanente por un periodo mínimo de dos años que precedan inme-
diatamente a la generación de derechos y obligaciones a los que alude 
este capítulo.

Como puede observarse, lo relevante en torno al concubinato lo es 
la vida en común en forma constante y permanente de los concubinos, 
quienes tienen, entre otras obligaciones, la de proporcionar alimentos, 
puesto que, la ley les otorga derechos y obligaciones a ese respecto.
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Los concubinos pueden establecer su domicilio, en el que harán 
vida en común en forma constante y permanente, en un inmueble que 
no sea propio de ninguno de ellos; que sea propiedad de ambos o, en 
el que el dominio pertenezca sólo a uno de ellos, ya sea que lo haya 
adquirido antes o durante el concubinato.

En el último de los supuestos indicados, el inmueble respectivo 
permanecerá en todo momento como propiedad del concubino res-
pectivo, quien conservará la posesión originaria, mientras que el di-
verso concubino o concubina tendrá una posesión derivada, puesto 
que, su posesión deriva precisamente de la existencia de la relación 
jurídica de concubinato. En esa tesitura, una vez que se disuelve el 
concubinato existente entre las partes, el o la concubina que tenga 
el carácter de poseedor derivado deberá desocupar el inmueble, pues 
terminó el acto jurídico causal de su posesión derivada.

Ello en virtud de que la posesión que detenta el o la concubina que 
carece del carácter de propietario es derivada, precisamente porque 
tiene su origen en un acto jurídico consistente en el vínculo del con-
cubinato, en virtud del cual el o la concubina propietario le entregó la 
posesión del inmueble al establecerse el domicilio en el que hicieron 
vida en común en forma constante y permanente. Razón por la cual, 
se estima acertado y procedente que la demandada en su carácter de 
poseedora derivada sea compelida a restituir el bien inmueble que po-
see, a través de la acción personal relacionada con la terminación del 
concubinato.
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Ciudad de México, a diecisiete de noviembre del dos mil veintiuno.
VISTOS los autos del toca *** para resolver el recurso de apelación 

que hace valer la parte demandada en contra de la sentencia definitiva 
de trece de julio del dos mil veintiuno, dictada por el C. JUEZ CUA-
DRAGÉSIMO DE LO CIVIL DE PROCESO ESCRITO DE ESTE 
TRIBUNAL en el JUICIO ORDINARIO CIVIL promovido por *** 
en contra de *** en el expediente***.

RESULTANDO

1.- La sentencia impugnada concluyó con los siguientes puntos 
resolutivos:

PRIMERO-Ha sido procedente la vía ORDINARIA CIVIL, en la que 
la parte actora *** acredito (sic) su acción, y se le reconoce como propie-
taria del DEL(sic) TERRENO Y CASA UBICADA EN ***siguientes 
medidas y colindancias:

Al Noreste. - En quince metros veintiocho centímetros con lote die-
cinueve, cuatro metros con catorce centímetros con lote diez, cinco me-
tros sesenta y cuatro centímetros con ***.

Al Suroeste. En catorce metros y cuarenta y ocho centímetros con 
lote dieciséis y diez metros con diez centímetros con***.

SEGUNDO. - Se condena a la demandada *** a desocupar y entre-
gar el inmueble (sic) *** quien sus derechos legalmente los represente, 
CINCO DIAS después de que le sea notificado el auto de ejecución de 
ésta sentencia, apercibido que de no hacerlo o de oposición, deberá ser 
lanzado a su costa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 525 
del Código de Procedimientos Civiles.
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TERCERO. - No se hace condena en costas en el presente Juicio.

CUARTO. - Notifíquese...

II.- La parte demandada *** se inconformó con la resolución cuyos 
puntos resolutivos quedaron transcritos en el resultando que ante-
cede, mediante recurso de apelación, que fue admitido y tramitado 
ante esta Sala y que ahora se resuelve:

CONSIDERANDO

I.- Los agravios expresados por la parte demandada *** por conducto 
de su mandatario judicial Licenciado *** son los que se contienen en 
su escrito presentado en la Oficiala de Partes del Juzgado de origen el 
veintitrés de agosto del dos mil veintiuno - foja 11 a la 31 del presente 
toca-, mismos que se tienen aquí por reproducidos, en obvio de repe-
ticiones innecesarias, puesto que. para cumplir con los principios de 
congruencia y exhaustividad es innecesaria su transcripción.

Robustece la anterior consideración, la siguiente jurisprudencia, 
aplicable por analogía1

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 
CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVI-
DAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA 
SU TRANSCRIPCIÓN.

De los preceptos integrantes del capítulo X “De las sentencias”, del 
título primero “Reglas generales”, del libro primero “Del amparo en 

1 Novena Época, Registro: I64618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: jurisprudencia. Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 
2a./J. 58/2010, Página: 830
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general”, de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para juz-
gador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agra-
vios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad 
en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los 
puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del es-
crito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual 
debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad 
o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspon-
diente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin 
embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando 
al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las ca-
racterísticas especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los 
principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamien-
tos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan he-
cho valer. 

En ese sentido y por cuestión de método, los agravios que expone la 
recurrente se engloban a continuación por temas. 

II.- Agravio relativo a que la resolución impugnada vulnera los 
principios de congruencia y exhaustividad, carece de motivación y 
fundamentación. 

La recurrente aduce que el fallo impugnado carece de fundamen-
tación y motivación y que vulnera en su perjuicio los principios de 
congruencia, exhaustividad, así como los principios generales del de-
recho, en virtud de que el Juzgador no realizó una correcta valoración 
lógica-jurídica de la petición. 

Lo anterior lo sustenta en que solicitó la protección de los derechos 
adquiridos por la relación de concubinato existente con el actor por 
veintidós años, en virtud de la cual ambas partes adquirieron el in-
mueble materia del juicio. 
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Asimismo, la recurrente manifiesta que adquirió derechos y obli-
gaciones durante la vigencia de la relación de concubinato con el actor, 
que éste no negó dicha relación y que fue incorrecto que se tuviera por 
probada la acción cuando la posesión del inmueble basal la ha tenido 
con conocimiento y consentimiento del actor.

De igual forma, la recurrente manifiesta que acordó con el actor 
en combinar sus recursos y sus esfuerzos para lograr la realización 
de un fin común, que, en el caso, lo fue la adquisición del inmueble 
materia de la litis. Afirmando que con su propio peculio puso las ven-
tanas, puertas, closet, pintura, lámparas y acabados de interior de la 
casa, lo que aduce implica la unión voluntaria del patrimonio de las 
partes. Dice, que las partes se hicieron coparticipes voluntaria y ex-
presamente de derechos y obligaciones derivado de la naturaleza del 
concubinato. 

Refiere que siempre apoyó con su esfuerzo en la administración de 
los bienes comunes o personales que sirvieron para el sostenimiento 
del hogar, cuidado y educación de los hijos, sin que la propiedad y la 
posesión fueran afectadas, sino todo lo contrario, que se realizaron di-
versas mejoras al inmueble materia de la litis de su peculio. Reiteran-
do que tiene derecho a la repartición del inmueble adquirido dentro 
de la duración del concubinato. 

Señala la recurrente que el Juzgador debió considerar como una fi-
gura creadora de consecuencias jurídicas al concubinato, pues afirma 
que, mientras duró esa relación, siempre apoyó al actor para la adqui-
sición del inmueble materia del juicio, refiriendo que dicho bien fue 
el resultado del trabajo común de ambas partes y que, por ello, tiene 
derecho al cincuenta por ciento del inmueble materia de juicio, pues 
privarla de ese derecho seria discriminatorio. 

Agrega la recurrente que es ilógico que el actor pretenda recupe-
rar la propiedad (sic)que fue adquirida por ambos, coartando con su 
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actuar derechos adquiridos, pues afirma que generó derecho a ganan-
ciales durante la relación de concubinato. Además. refiere que ad-
ministró los bienes comunes que sirvieron para el sometimiento del 
hogar y cuidado y educación de los hijos -sin perjuicio de la propiedad 
a nombre del actor-, que la posesión la conserva y tiene derecho a ella 
o, en su caso, a una medida compensatoria. 

Aunado a lo anterior, solicita la aplicación del control judicial di-
fuso y de convencionalidad, pues refiere que nos encontramos ante la 
violación de sus derechos humanos, fundamentales y de una inexacta 
aplicación de la ley, que fue vulnerado en su perjuicio el artículo 16 
Constitucional, puesto que, existe una falta absoluta de fundamenta-
ción, ya que, el Juzgador no cita precepto alguno, que existe una falta 
de motivación porque no se adecuan los hechos al caso de la norma, 
que no se aplicó la figura de equidad de las partes, que se inaplicaron 
los artículos 1, 8, 14, 16 y 17 de la Constitución. 

De igual forma señala que el Juzgador cometió violaciones mate-
riales y formales, al no fundamentar y motivar su determinación con-
forme a la legislación, que impidió el esclarecimiento de la verdad no 
obstante de haber tenido conocimiento de los hechos por parte de la 
demandada, con todas las diligencias desahogadas en autos, que se 
cometió violación procesal al abstenerse de allegarse de los elementos 
de pruebas de las partes para el esclarecimiento de la verdad. Lo que 
aduce trascendió al resultado del fallo dejándola en un estado de inde-
fensión total, ya que, el A quo no entró al estudio del fondo. 

Aunado a lo anterior, la recurrente manifiesta que la resolución 
impugnada transgrede en su perjuicio el artículo 1° Constitucional, 
puesto que, desde el escrito inicial de demanda señaló que adquirió 
derechos y obligaciones como lo señalan los artículos 291 Bis, 291 Ter 
del Código Civil Vigente para el Distrito Federal, aunado a que pro-
crearon dos hijos, por lo que, reitera que tiene derecho al cincuenta 
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por ciento del bien inmueble materia de la litis, al haber formado un 
régimen patrimonial. 

II. Analizados los citados motivos de agravios de manera concate-
nada con las constancias de autos de valor probatorio pleno de con-
formidad con el artículo 327 fracción VIII en relación con el 403 del 
Código de Procedimientos Civiles, aplicable para la Ciudad de Mé-
xico y con el contenido de la sentencia definitiva impugnada, se tiene 
que los mismos resultan fundados y suficientes para modificar el fa-
llo impugnado. 

Para justificar lo anterior, en primer término, se precisa que el 
principio de congruencia implica que las resoluciones deben atender 
todos los planteamientos de la litis, tal como quedó formulada por 
medio de los escritos de demanda, contestación y desahogo a la vista 
dada con esta última, en su caso. Además de desarrollar su estructura 
de manera lógica, debiendo existir correspondencia entre el estudio y 
los puntos resolutivos.

Lo anterior, se robustece con la siguiente Jurisprudencia.2

SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS.

El principio de congruencia previsto en el artículo 81 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, consiste en que la au-
toridad resuelva sobre todas y cada una de las cuestiones oportunamen-
te sometidas a su consideración. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Correlativamente, el principio de exhaustividad está relacionado con 
el examen que debe efectuar la autoridad respecto a todas las cues-
tiones o puntos litigiosos, sin omitir alguno, es decir, dicho principio 

2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Registro: 184268, Instancia: Tri-
bunales Colegiados de Circuito, Tomo XVII, Mayo de 2003, Materia(s): Civil, Tesis: 1.6º. C. J/42, Pá-
gina: 1167
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implica la obligación del Juzgador de decidir las controversias que se 
sometan a su conocimiento, tomando en cuenta los argumentos adu-
cidos tanto en la demanda como en aquellos en los que se sustenta la 
contestación y demás pretensiones hechas valer oportunamente en el 
juicio, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resol-
viendo sobre todos los puntos litigiosos que hubieran sido materia del 
debate. 

Es aplicable al tema precedente, la siguiente tesis aislada:3 

EXHAUSTIVIDAD. SU EXIGENCIA IMPLICA LA MAYOR CA-
LIDAD POSIBLE DE LAS SENTENCIAS, PARA CUMPLIR CON 
LA PLENITUD EXIGIDA POR EL ARTICULO 17 CONSTITU-
CIONAL El artículo 17 constitucional consigna los principios rectores 
de la impartición de justicia, para hacer efectivo el derecho a la juris-
dicción. Uno de estos principios es el de la completitud, que impone 
al juzgador la obligación de resolver todos los litigios que se presenten 
para su conocimiento en su integridad, sin dejar nada pendiente, con el 
objeto de que el fallo que se dicte declare el derecho y deje abierto el ca-
mino franco para su ejecución o cumplimiento, sin necesidad de nuevos 
procedimientos judiciales o administrativos. Para cumplir cabalmente 
con la completitud exigida por la Constitución, se impone a los tribu-
nales la obligación de examinar con exhaustividad todas las cuestiones 
atinentes al proceso puesto en su conocimiento, y esto se refleja en un 
examen acucioso, detenido, profundo, al que no escape nada de lo que 
pueda ser significativo para encontrar la verdad sobre los hechos con-
trovertidos, o de las posibilidades que ofrezca cada medio probatorio 
El vocablo exhaustivo es un adjetivo para expresar algo que se agota 
o apura por completo. El vocablo agotar hace referencia a llevar una 

3 Registro digital 2005968. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Mate-
ria(s): Constitucional, Común. Tesis: 1.4o C.2 K (10a). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración. Libro 4, Marzo de 2014, Tomo II, pagina 1772. Tipo: Aislada
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acción de la manera más completa y total, sin dejarla inconclusa ni en la 
más mínima parte o expresión como lo ilustra el Diccionario de la Len-
gua Española: «Extraer todo el líquido que hay en una capacidad cual-
quiera, gastar del todo, consumir, agotar el caudal de las provisiones, el 
ingenio, la paciencia, agotarse una edición; cansar extremadamente». 
Sobre el verbo apurar, el diccionario expone, entre otros, los siguientes 
conceptos: «Averiguar o desentrañar la verdad ahincadamente o expo-
nerla sin omisión; extremar, llevar hasta el cabo, acabar, agotar, purifi-
car o reducir algo al estado de pureza separando lo impuro o extraño; 
examinar atentamente». La correlación de los significados destacados, 
con miras a su aplicación al documento en que se asienta una decisión 
judicial, guía hacia una exigencia cualitativa, consistente en que el juz-
gador no sólo se ocupe de cada cuestión planteada en el litigio, de una 
manera o forma cualquiera, sino que lo haga a profundidad, explore y 
enfrente todas las cuestiones atinentes a cada tópico, despeje cualquier 
incógnita que pueda generar inconsistencias en su discurso, enfrente las 
diversas posibilidades advertibles de cada punto de los temas sujetos a 
decisión, exponga todas las razones que tenga en la asunción de un cri-
terio, sin reservarse ninguna, y en general, que diga todo lo que le sir-
vió para adoptar una interpretación jurídica, integrar una ley,. valorar 
el material probatorio, acoger o desestimar un argumento de las partes 
o una consideración de las autoridades que se ocuparon antes del asun-
to, esto último cuando la sentencia recaiga a un medio impugnativo de 
cualquier naturaleza. El principio de exhaustividad se orienta, pues, a 
que las consideraciones de estudio de la sentencia se revistan de la más 
alta calidad posible, de completitud y de consistencia argumentativa. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. 
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En segundo término, se puntualiza que de conformidad con los artí-
culos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la 
que México es parte, la tutela judicial efectiva comprende además del 
derecho que el gobernado tiene de poder ser parte en un proceso judi-
cial, el derecho que éste tiene a obtener una sentencia sobre el fondo 
de la cuestión planteada y su cabal ejecución, que deberá ser pron-
ta, completa e imparcial. Pues los artículos en cita prescriben que las 
normas procesales deben interpretarse de manera que se maximice 
el acceso a la justicia, por lo que se prefiere la interpretación que sea 
tendente a la prosecución de una resolución que decida el fondo de la 
cuestión planteada.

Es decir, para que el Juzgador que le corresponde resolver un con-
flicto, esté en aptitud de ello, primeramente, debe entender los tér-
minos en que dicha controversia se plantea. Lo que solo podrá lograr 
cuando analice la intención de los contendientes a través de las mani-
festaciones que al efecto se produzcan, de manera íntegra asumiendo 
como un todo, los capítulos de prestaciones y de hechos, así como el 
estudio de los documentos exhibidos, a fin de advertir de manera ple-
na lo realmente planteado, en relación a la causa de pedir. 

Lo anterior se robustece con la siguiente tesis:4 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA EL ACCESO A UN RECURSO 
EFECTIVO, SENCILLO Y RÁPIDO, ES CONSECUENCIA DE 
ESE DERECHO FUNDAMENTAL EI artículo 1° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las per-
sonas gozan de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y 
en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 

4 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Registro: 2002096, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Libro XIII, Octubre de 2012, 
Tomo 4. Materia(s) Constitucional, Tesis II. 8º (1 Región) 1 K (10a.). Página: 2864
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así como de las garantías para su protección. Por su parte, el artículo 17 
constitucional prevé el derecho fundamental a la tutela judicial efecti-
va, que supone, en primer término, el acceso a la jurisdicción, es decir, 
que el gobernado pueda ser parte en un proceso judicial y, en segundo, 
el derecho que tiene a obtener una sentencia sobre el fondo de la cues-
tión planteada y su cabal ejecución, que deberá ser pronta, completa e 
imparcial, lo cual se encuentra íntimamente relacionado con el princi-
pio del debido proceso, contenido en el artículo 14 del señalado ordena-
miento, por lo que para dar cabal cumplimiento al derecho inicialmente 
mencionado, debe otorgarse la oportunidad de defensa previamente a 
todo acto privativo de la libertad, propiedad, posesiones o derechos, lo 
que impone, además, que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento. Por tanto, el acceso a un recurso efectivo, sencillo y rá-
pido, mediante el cual los Jueces y tribunales tutelen de manera eficaz 
el ejercicio de los derechos humanos de toda persona que lo solicite, 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal, es 
consecuencia del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, en 
tanto que asegura la obtención de justicia pronta, completa e imparcial, 
apegada a las exigencias formales que la propia Constitución consagra 
en beneficio de toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción.

Asimismo, resulta aplicable la siguiente tesis:5

“DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR 
LA CAUSA DE PEDIR. La demanda debe analizarse de manera ín-
tegra, asumiendo como un todo los capítulos de prestaciones y de he-
chos, así como el estudio de los documentos exhibidos, a fin de ad-
vertir de manera plena lo realmente planteado, en relación a la causa 

5 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Registro: 162385, Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Tomo XXXIII, abril de 2011, Materia(s): 
Civil, Tesis: l.3o.C.109 K, Página: 1299
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de pedir. De esta manera, si la parte demandada opuso excepciones, 
e incluso reconvención, en función de esa causa de pedir, debe con-
cluirse que no se le dejó en estado de indefensión y, por ende, el órga-
no jurisdiccional se encuentra constreñido a resolver la litis realmente 
planteada; por tanto, los errores de cita de las fechas del contrato base 
de la acción, no deben ser obstáculo para resolver el fondo del asunto. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO.

En esa tesitura, se tiene que le asiste la razón a la recurrente respecto 
a que el fallo impugnado no guarda la debida congruencia con lo peti-
cionado por las partes, puesto que, el Juzgador analizó la acción plan-
teada como si fuera una acción reivindicatoria, cuando del estudio 
integral de la demanda, analizando las prestaciones, y hechos de la 
misma de manera conjunta con los documentos exhibidos como base 
de la acción, a efecto de desentrañar la causa de pedir del actor y de 
respetar el derecho de tutela judicial efectiva de las partes, se advierte 
claramente que lo que el actor planteó fue una acción personal susten-
tada en la terminación del concubinato que lo unía con la demandada. 

Lo que se afirma, puesto que, el juzgador inobservó que el actor 
precisó en la foja uno de su escrito de demanda que ejercía la “acción 
personal basada en la terminación de concubinato”. Manifestando en 
los hechos de su demanda que ejercía la acción basada en la disolución 
del concubinato que existía con la demandada, tanto de hecho como 
por resolución judicial, al no existir motivo alguno para que la deman-
dada continúe con la citada posesión, solicitando la desocupación y 
entrega del inmueble a su favor.

Aunado a lo anterior, del escrito inicial de la actora se advierte que 
señaló como antecedentes al juicio que nos atañe que, promovió juicio 
en contra de la demandada en el cual ejerció la acción reivindicatoria, 
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del que conoció el Juez Vigésimo Cuarto de lo Civil de ésta Ciudad 
de México, bajo el expediente ***, resultando improcedente su acción 
porque la demandada tiene la posesión derivada de una relación de 
concubinato, determinando el Juzgador que debía ejercer la acción 
personal basada en la disolución de dicho vinculo. 

Refiere que, en virtud de lo anterior, promovió Diligencias de Ju-
risdicción Voluntaria a la hoy apelante, mismas que fueron radicadas 
ante el Juez Octavo de lo Familiar de éste Tribunal, bajo el expediente 
***, en las que se emitió resolución el veintisiete de noviembre del dos 
mil diecinueve, que se encuentra firme, mediante la cual se declaró 
la conclusión de la relación de concubinato existente entre las partes. 
Que en razón de ello ejerce la acción personal basada en la disolución 
de ese vínculo. No obstante lo anterior, de la resolución controvertida 
se evidencia que el Juzgador analizó la acción intentada por el actor, 
como una reivindicatoria, estableciendo como elementos que debía 
acreditar, la propiedad de la cosa que reclama, la posesión por la de-
mandada de la cosa perseguida y la identidad de la misma. Cuestión 
que no resulta acorde con la causa de pedir del actor, quien se insiste 
ejerció una acción personal sustentada en la disolución del concubina-
to que lo unía con la demandada. 

En esa tesitura, es posible concluir que le asiste la razón a la in-
conforme respecto a que el fallo impugnado vulnera los principios de 
congruencia y exhaustividad, pues de su contenido se advierte que el 
Juzgador primigenio consideró que la acción que hizo valer la parte 
actora lo fue la acción real reivindicatoria, precisando los elementos 
de dicha acción y con base a los mismos resolvió la controversia que 
nos ocupa. 

Lo que se estima inexacto, pues, como se ha visto, lo que el ac-
tor ejerció lo fue una acción personal sustentada en la termina-
ción del concubinato que lo unía con la demandada, solicitando la 
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desocupación del inmueble. Lo que permite confirmar lo fundado del 
agravio que se analiza. 

Por otra parte, se considera que al desestimar las excepciones que 
opuso la demandada, el Juzgador se limitó a señalar que lo relativo 
al derecho que aduce tener la demandada respecto del cincuenta por 
ciento del inmueble controvertido, derivado de la relación de concu-
binato existente entre las partes y que el mismo se adquirió con el 
esfuerzo y trabajo de ambas partes, es un tema familiar que no tiene 
relación alguna con el juicio reivindicatorio, debido a que, lo que se 
busca es que el inmueble controvertido regrese a su titular y que la 
fuente de las obligaciones civiles no son las relaciones familiares. 

Lo que confirma que el fallo impugnado carece de congruencia y 
exhaustividad, pues como ya se ha indicado la litis primigenia no ver-
só sobre una acción real reivindicatoria, sino en una acción personal 
sustentada en la terminación de concubinato que unía a las partes.

Aunado a que, le asiste la razón a la recurrente en lo relativo a 
que, la determinación del Juzgador primigenio para declarar infunda-
dos los argumentos que hizo valer al contestar la demanda carecen de 
fundamentación. 

Para sustentar lo anterior, se precisa que el contenido formal de la 
garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional, relativa 
a la fundamentación y motivación, tiene como propósito primordial, 
que se exprese el precepto normativo o principio de derecho en que 
se funda la decisión, así como que se exponga la razón de tal decisión, 
es decir, que el justiciable conozca el “porqué” de su determinación. 

Lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera com-
pleta la esencia de todas las circunstancias y condiciones que deter-
minaron el acto de voluntad, de manera que, sea evidente y muy claro 
para la parte afectada, y así poder cuestionar y controvertir el mérito 
de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. 
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Se cita al respecto la siguiente Jurisprudencia:6 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. ARGUMENTOS QUE 
DEBEN EXAMINARSE PARA DETERMINAR LO FUNDADO O 
INFUNDADO DE UNA INCONFORMIDAD CUANDO SE ALE-
GA LA AUSENCIA DE AQUÉLLA O SE TACHA DE INDEBIDA. 
Al atender un motivo de desacuerdo relacionado con la fundamenta-
ción y motivación, para producir una respuesta congruente debe, del 
contexto integral de la argumentación del inconforme, advertirse si lo 
que imputa es ausencia de aquélla, o solamente la tacha de indebida, 
pues en la primer hipótesis bastará observar si la resolución contiene 
o no argumentos apoyados en la cita de preceptos legales para quedar 
en aptitud de declarar fundado o infundado el atinente motivo de des-
acuerdo. En cambio, en el segundo supuesto, cuando la fundamenta-
ción y motivación se tachan de indebidas, es menester apreciar los ar-
gumentos del motivo de desacuerdo, expresados para explicar por qué 
la invocación de preceptos legales se estima errónea, o por qué la mo-
tivación es incorrecta o insuficiente, pues será a la luz de tales razones 
que pueda establecerse lo fundado o infundado de la inconformidad. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
CUARTO CIRCUITO.

Lo cual no fue cumplido por el juzgador de origen, pues se limitó a 
establecer que las cuestiones familiares que aducía la actora no eran 
fuente de obligaciones civiles, sin sustentar su razonamiento en pre-
cepto legal alguno. Razón por la cual se confirma lo fundado del agra-
vio en estudio. 

6 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena época, Registro digital: 162826, Tribu-
nales Colegiados de Circuito. Materias(s): Común, Tesis: lV.2o.C. .1/12,. Tomo XXXIII, febrero de 
2011, página 2053
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III. En reparación del agravio que se ha declarado fundado, esta 
alzada procede con plenitud de jurisdicción a analizar la litis primi-
genia, para lo cual es menester atender a los términos en que quedó 
planteada la misma. 

Advirtiéndose de las constancias que el actor ejerció una acción 
personal sustentada en que el concubinato que lo unía con la deman-
dada, ha terminado, por lo cual solicitó las siguientes prestaciones:

a) La declaración que su Señoría se sirva producir en el sentido de que 
soy propietario de la casa y terreno ubicados en el lote de terreno *** así 
marcada en escrituras y actualmente conocido en nomenclaturas de ca-
lles como la casa marcada con el numero ***.

b) Como consecuencia de lo anterior, ordenar la desocupación y en-
trega al suscrito de la casa y terreno antes mencionados. 

c) El pago de los gastos y costas que el presente juicio lleguen a 
originar.

Las prestaciones en comento las sustentó en que es propietario del 
terreno y la casa ubicados en el lote de terreno (sic) ***actualmente 
conocido en nomenclaturas de calles como la casa marcada con el *** 
especificando las medidas y colindancias de dicho bien. 

Asimismo, refirió que adquirió dicho inmueble mediante compra-
venta celebrada con la Comisión para la Regularización de la Tenen-
cia de la Tierra (CORETT), que se hizo constar en la escritura ***. 
de siete de noviembre de mil novecientos noventa, otorgada ante la fe 
del Notario Público sesenta y seis del Distrito Federal hoy Ciudad de 
México, Licenciado José Luis Altamirano Quintero. La cual quedó 
inscrita en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de ésta 
Ciudad bajo el folio real *** 

Asimismo, el actor indicó que vivía con la demandada en el inmue-
ble motivo de juicio, en una relación de concubinato con sus hijos, 
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pero que la relación no funcionó, por lo que, se salió de domicilio en 
julio de mil novecientos noventa y cinco. 

De igual forma, afirma que la demandada le dijo que se iría a la 
casa que tiene en ***, pero que no lo ha hecho, a pesar de que se lo ha 
pedido desde el dos mil catorce. 

Señala el actor que, en virtud de lo anterior, promovió juicio en 
contra de la demandada en el cual ejerció la acción reivindicatoria, 
del que conoció el Juez Vigésimo Cuarto de lo Civil de ésta Ciudad 
de México, bajo el expediente *** resultando improcedente su acción 
porque la demandada tiene la posesión derivada de una relación de 
concubinato, determinando el Juzgador que debía ejercer la acción 
personal basada en la disolución de dicho vinculo. 

Refiere que, en virtud de lo anterior, promovió Diligencias de Ju-
risdicción Voluntaria a la hoy apelante, mismas que fueron radi-
cadas ante el Juez Octavo de lo Familiar de éste Tribunal, bajo el 
expediente ***, en las que se emitió resolución el veintisiete de no-
viembre del dos mil diecinueve, que se encuentra firme, mediante la 
cual se declaró la conclusión de la relación de concubinato existente 
entre las partes.

Además, el actor manifiesta que ejerce la acción basada en la diso-
lución del concubinato que existía con la demandada, tanto de hecho 
como por resolución judicial, al ser de su propiedad el inmueble que 
posee la demandada y no existir motivo alguno para que ésta conti-
núe con la citada posesión, solicitando la desocupación y entrega del 
inmueble a su favor. 

Agregando, que no le ampara ningún derecho a la demandada, ya 
que, como lo declaró ante autoridad judicial, siempre ha trabajado y lo 
sigue haciendo. Aunado a que se encuentra bajo el amparo de la casa 
que tiene ubicada en Calle ***, aduce. apoyó en terminar de construir 
y amueblar.
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Por su parte, al contestar la demanda incoada en su contra, la en-
juiciada manifestó que es cierto que el inmueble que tiene en su po-
sesión es propiedad del demandado, que lo adquirió por compraventa 
celebrado con la Comisión para la Regularización de Tenencia de la 
Tierra y que dicho bien se encuentra inscrito en el Registro Público de 
la Propiedad y del Comercio bajo el folio real ***.

De igual forma, señaló que es cierto que procreó dos hijos con el 
actor, que uno de ellos falleció y que la otra actualmente tiene cuaren-
ta y dos años quien también habita en el inmueble objeto de la acción, 
así como que, el actor decidió salirse del citado bien y que también es 
cierto lo relativo a la existencia del juicio y de las diligencias de juris-
dicción voluntaria a que hace alusión el actor. 

Por otro lado, refirió que la relación de concubinato con el actor fue 
de veintidós años, que en virtud de la misma adquirió derechos y obli-
gaciones, como lo es el derecho al cincuenta por ciento del bien ma-
teria de la litis, al haber formado un régimen patrimonial. Indicando 
que ello no puede quedar sin la protección de los derechos adquiridos 
derivados de la relación de concubinato al haber adquirido entre am-
bas partes el citado bien. 

Aunado a lo anterior, refirió que el inmueble materia de la litis lo 
adquirieron las partes en obra negra, sin ventanas, puertas y sin nin-
gún acabado, por lo que, con su peculio puso las ventanas, puertas, 
closet, pintura, lámparas y acabados del interior de la casa. Exponien-
do que después de que el actor se salió del domicilio, ella fue quien 
pagó el predio, el agua y que siempre apoyó con su esfuerzo en la ad-
ministración de los bienes comunes y personales, que sirvieron para el 
sostenimiento del hogar, cuidado y educación de sus hijos. Aduciendo 
que tiene derecho a la repartición del bien inmueble adquirido dentro 
de la duración del concubinato. 

Lo anterior lo sustenta en que, durante la vigencia de la relación de 
concubinato las partes acordaron combinar sus recursos y esfuerzos 
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para lograr la realización de un fin común que, en el caso, lo fue la ad-
quisición del inmueble materia de la litis, aunado a que con su propio 
peculio realizó los acabados del interior de la casa y que, ello, implica 
la unión voluntaria del patrimonio de las partes, al hacerse copartíci-
pes de manera expresa y voluntaria de derechos y obligaciones deriva-
do de la naturaleza del concubinato.

Insistiendo en que, el concubinato es una figura creadora de con-
secuencias jurídicas, que mientras duró el concubinato siempre apo-
yó al actor para la adquisición del inmueble materia de juicio, como 
resultado del trabajo común de ambas partes y que, por ende, tie-
ne derecho del cincuenta por ciento del bien materia de juicio, pues 
sería discriminatorio para quienes sostuvieron una relación de con-
cubinato el privar de ese derecho a la concubina a solicitar la repar-
tición de los bienes acumulados durante la vigencia de la relación de 
concubinato.

Del mismo modo, dice, que no pretende quedarse con la propie-
dad del inmueble, sino que se reparta el mismo al haber aportado su 
esfuerzo y trabajo, junto con el actor para la adquisición y remodela-
ción del mismo. Pues, aunque trabaja, siempre estuvo dedicada a las 
labores del hogar de manera cotidiana y que, con base a ello, es que 
solicita la repartición de los bienes acumulados durante la vigencia de 
la relación de la cual deberá ser al 50% (cincuenta por ciento) del valor 
del inmueble materia de la litis. 

Siendo esos los términos en que quedó planteada la litis, reiterán-
dose que, del estudio integral de la demanda, se advierte que la causa 
de pedir en que la que el actor sustenta su acción, lo es la disolución 
del vínculo de concubinato que lo unía con la demanda, ejerciendo 
una acción personal sustentada en la terminación de dicha relación, 
solicitando la desocupación del inmueble que de forma derivada ocu-
pa la demandada. 
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Establecidos los términos en los que se fijó la litis se procede en 
primer término al análisis de la prestación a) en la que el actor solicita 
que se le declare que es propietario del inmueble materia de contro-
versia, misma resulta improcedente por las siguientes razones:

Como quedó precisado en el considerando que antecede, el actor 
ejerció una acción personal a efecto de obtener de la demandada la en-
trega y desocupación del inmueble materia de la litis. En esa tesitura, 
no resulta compatible con el presente controvertido que se analicen 
cuestiones relativas al derecho de propiedad, que aduce tener el actor, 
pues ello es propio de una acción real, que no es materia de juicio que 
nos atañe.

Máxime que, como el propio actor lo manifestó, mediante resolu-
ción de veintisiete de febrero de dos mil diecinueve emitida en el Juicio 
Ordinario Civil seguido por ***** en contra de *****, radicado ante el 
Juzgado Vigésimo Cuarto de lo Civil de ésta Ciudad de México, bajo 
el expediente *****, se declaró improcedente su acción reivindicatoria, 
mediante la cual pretendió que se le declarara propietario del inmue-
ble objeto del juicio. Determinando el citado Juzgador que la deman-
dada tenía la posesión derivada de una relación de concubinato, y que, 
por ende, el hoy actor, debía ejercer la acción personal basada en la di-
solución de dicho vinculo, lo que hizo mediante la acción materia del 
presente controvertido.

Amén que por la naturaleza de la acción personal sustentada en la 
terminación del concubinato, no es procedente se declare la propiedad 
del inmueble, puesto que, derivado del estudio integral de la demanda 
que se ha realizado, se advierte que la pretensión del actor tiene como 
fin, únicamente, que la demandada desocupe y entregue al actor el 
inmueble que posee derivado del vínculo de concubinato que los unía, 
al haber concluido dicha relación. Sin que ello implique desconocer el 
valor probatorio de la escritura el segundo testimonio de la escritura 
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setecientos setenta, de siete de noviembre de mil novecientos noven-
ta, pues como se verá más adelante en la presente acción únicamente 
resulta eficaz para demostrar que el actor es el poseedor originario.

2. Se continúa con el estudio de la prestación b) en la que el ac-
tor solicita de la demandada, la desocupación y entrega del inmueble 
ubicado en el Lote de terreno dieciocho de la manzana ***** actual-
mente conocido en nomenclaturas de calles como la casa marcada 
con el número *****

Pretensión que sustenta en que al haber concluido el concubinato 
existente entre las partes, es procedente la desocupación y entrega del 
inmueble en comento. En ese sentido, para acreditar la pretensión en 
comento el actor se encontraba constreñido a demostrar los siguien-
tes elementos:

1.- La existencia del concubinato existente entre las partes y que 
éste fue el que dio lugar a que la demandada posea el inmueble ma-
teria de la litis.

2.- La terminación del citado concubinato y la solicitud del actor 
de la devolución de la posesión que detenta la demandada.

Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente tesis aislada:7

ACCIÓN REIVINDICATORIA ES IMPROCEDENTE CUANDO 
SE PROMUEVE CONTRA QUIEN TIENE LA POSESIÓN DERI-
VADA DE UNA RELACIÓN DE CONCUBINATO. La acción reivin-
dicatoria no es idónea para que el propietario de un inmueble lo recupere 
de su concubina o concubinario, en su caso, cuando le permitió ocupar 
ese bien con motivo de ese vínculo y con pleno conocimiento de aquél, 
pues es evidente que la causa generadora de la posesión que detenta el de-
mandado nació de una relación de convivencia común. De esta manera, 

7 Registro digital: 161408. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Mate-
rias(s): Civil. Tesis: 1.5o. C. 149. C. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXXIV, Agosto de 2011, página 1273.
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si el concubinato hubiere terminado por voluntad de los contendientes, 
la restitución del inmueble debe intentarse a través de las acciones perso-
nales que deriven de la conclusión de esa unión o vida en común, pero no 
mediante la acción real reivindicatoria Inclusive, las semejanzas que, en 
ciertos aspectos, guarda dicha figura jurídica con el matrimonio tornan 
aplicable, en lo esencial, la jurisprudencia 1a/J.89/2006 de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: «ACCIÓN 
REIVINDICATORIA. ES IMPROCEDENTE SI SE INTENTA 
CONTRA QUIEN DETENTA LA POSESIÓN QUE DERIVA DEL 
VÍNCULO MATRIMONIAL CELEBRADO BAJO EL RÉGIMEN 
DE SEPARACIÓN DE BIENES, POR LO QUE DEBE EJERCERSE 
LA ACCIÓN PERSONAL BASADA EN LA DISOLUCIÓN DE ESE 
VÍNCULO.» QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Los referidos elementos de la acción, 
se tienen por demostrados, puesto que, al contestar la demanda incoada 
en su contra la enjuiciada ***** manifestó que era cierto que sostuvo una 
relación de concubinato con el actor, que ésta duró veintidós años, hasta 
que el actor decidió salirse del inmueble materia de la litis, que es cierto 
que dicha relación cesó y que tiene la posesión de inmueble materia de la 
litis. Confesión que se valora de conformidad con el artículo 402 del Có-
digo de Procedimientos Civiles aplicable para la Ciudad de México y que 
al ser clara y precisa tiene valor probatorio pleno.

Lo que se robustece con la siguiente Jurisprudencia, aplicable por 
analogía.8

PRUEBA CONFESIONAL. ALCANZA PLENO VALOR CUANDO 
ES CLARA Y PRECISA. Si bien es cierto que la prueba confesional 

8 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Registro digital: 196523. Instancia: Tribu-
nales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materias(s): Común. Tesis: I. 1o.T. J/34. Tomo VII, Abril 
de 1998, página 669.
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puede decidir una controversia y ser bastante para resolverla, hacien-
do inútil el estudio de otros medios de convicción, esto sólo es admisi-
ble cuando la confesión es expresa, clara y perfectamente referida a los 
términos de la controversia, de manera que, sin lugar a dudas, impli-
que el reconocimiento de la pretensión o bien de la excepción opuesta. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO.

En ese sentido, se tiene por cierto que la causa que generó la posesión 
que ostenta la demandada del inmueble materia de la litis, lo fue la re-
lación de concubinato existente entre las partes.

Máxime que la demandada no alegó diversa causa o vinculo jurídi-
co como la o el, generador de su posesión. De igual forma, se tiene por 
demostrado que el concubinato en comento ha cesado.

Lo anterior se encuentra robustecido, con las copias certificadas de 
las diligencias de Jurisdicción Voluntaria promovidas por ***** radi-
cadas ante el Juzgado Octavo de lo Familiar de éste Tribunal bajo el 
expediente *****, que tienen valor probatorio pleno de conformidad 
con el artículo 327 fracción VIII en relación con el 403 del Código 
de Procedimientos Civiles, aplicable en la Ciudad de México. Puesto 
que, de las copias en comento, se advierte que el primero de los cita-
dos promovió las diligencias indicadas con el fin de que se declarara la 
terminación del concubinato que unía a las partes.

En las diligencias en cita expresó, entre otras cuestiones, que sostu-
vo una relación de concubinato con la demandada desde inicios de mil 
novecientos setenta y siete y que terminó en julio de mil novecientos 
noventa y cinco.

Las citadas diligencias le fueron notificadas a la hoy demanda-
da el treinta y uno de agosto del dos mil diecinueve, quien mediante 
ocurso que obra de la foja 131 a la 136 de la documental en estudio, 
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reconoció que terminó la relación de concubinato que existía entre 
las partes.

Asimismo, de las copias certificadas que se analizan se advierte 
que el veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve, el Juez Octavo 
de lo Familiar de éste Tribunal, declaró que la relación de concubinato 
que sostuvo ***** con ***** se tenía por concluida.

Aunado a lo anterior, se tiene que en la audiencia de dos de julio 
del dos mil veintiuno, al desahogar la prueba confesional ofrecida a su 
cargo, la demandada reconoció –al contestar a las posiciones tercera 
y cuarta que se le formularon– que carece de título que la avale como 
propietaria del inmueble basal y de comprobantes con los demuestre 
fehacientemente haber aportado para la compra de la casa. Confesio-
nal que se valora de conformidad con el artículo 402 del Código de 
Procedimientos Civiles aplicables para la Ciudad de México, tenién-
dose por robustecido con la misma que la posesión que detenta la de-
mandada respecto del inmueble materia de juicio, es derivada y por 
ende, que tiene obligación de devolverla a quien se la entregó, es decir, 
al actor.

Lo que permite reiterar que quedó demostrada la existencia de la 
relación de concubinato existente entre las partes, así como que ésta 
concluyó, según lo expresaron los propios contendientes, desde el mes 
de julio de mil novecientos noventa y cinco.

Razón por la cual, resulta procedente que se condene a la deman-
dada a desocupar y entregar del inmueble materia de la litis que so-
licita el actor, lo que deberá realizar en el término de CINCO DÍAS 
contados a partir de que el presente fallo cause ejecutoria, apercibida 
que en caso de no hacerlo será lanzada a su costa.

Ahora bien, no pasa desapercibido para esta alzada que además de 
los medios de prueba ya valorados el actor ofreció recibos de pago del 
servicio de agua correspondientes al año dos mil, dos mil cinco, dos 
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mil seis y dos mil siete; así como estados de cuenta y pagos de predial 
de correspondientes a mil novecientos noventa y tres, noventa y ocho, 
noventa y nueve, dos mil, dos mil uno, dos mil dos, dos mil tres, dos 
mil seis, dos mil siete, dos mil ocho, dos mil nueve, dos mil diez, dos 
mil dieciséis, dos mil diecisiete. Con lo que únicamente es posible tener 
por demostrado la recepción de los servicios en comento y los pagos 
que los recibos amparan, no así alguno de los elementos de la acción.

En lo atinente a las copias simples de depósitos a la cuenta *****, 
aperturada en el Banco BBVA Bancomer a nombre de *****, que exhi-
bió el actor se tiene que de únicamente constituyen un indicio de los 
depósitos en comento, que no se encuentran robustecidos con medio 
de prueba alguno ni tienen relación con los elementos de la acción.

3. Estudio de las excepciones
La enjuiciada opuso las excepciones que denominó «derivada de 

la liquidación de bienes», «derivada del acuerdo de voluntades entre 
concubina y concubino» y la «sine actione», en las que en esencia ma-
nifiesta que las partes, como concubinos, acordaron combinar sus re-
cursos y sus esfuerzos para lograr la realización de un fin común, esto 
es, la constitución de un núcleo familiar, cuyo trabajo conjunto tiene 
el objetivo de sufragar las necesidades de sus integrantes. Por lo que, 
aduce que dentro del concubinato se formó una sociedad civil de he-
cho y que, no existe ningún impedimento para llevar a cabo su diso-
lución y ulterior liquidación de conformidad con el artículo 2691 del 
Código Civil aplicable en la Ciudad de México.

Asimismo, en las excepciones en estudio, la demandada indicó que 
adquirió derechos y obligaciones durante la vigencia del concubinato 
respecto de la adquisición en común, por ambas partes, con el esfuer-
zo de su trabajo del bien inmueble materia de juicio, pues, aunque 
trabajaba, siempre estuvo dedicada a las labores del hogar de manera 
cotidiana. Indicando que tiene derecho a la repartición del inmueble 
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adquirido dentro de la duración del concubinato, la cual aduce deberá 
ser al cincuenta por ciento del valor del inmueble materia de la litis.

Las excepciones en comento resultan infundadas para desvirtuar la 
acción personal en estudio.

Para justificar lo anterior, en primer término, se precisa que el Dic-
cionario jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la Universidad Nacional Autónoma de México, refiere en relación 
al concubinato que procede del latín concubinatos, comunicación o 
tratado de un hombre con su concubina. Se refiere a la cohabitación 
más o menos prolongada y permanente entre un hombre y una mujer 
solteros, hecho lícito que produce efectos jurídicos.

El Código Civil aplicable para la Ciudad de México, dispone en su 
artículo 291 Bis, que las concubinas y los concubinos tienen derechos 
y obligaciones recíprocos, siempre que sin impedimentos legales para 
contraer matrimonio, han vivido en común en forma constante y per-
manente por un periodo mínimo de dos años que precedan inmedia-
tamente a la generación de derechos y obligaciones a los que alude este 
capítulo. Sin que sea necesario el transcurso del periodo mencionado 
cuando, reunidos los demás requisitos, tengan un hijo en común.

Asimismo, el citado cuerpo normativo en sus artículos 291 Ter al 
291 Quintus, disponen lo siguiente.

Articulo 291 Ter. Regirán al concubinato todos los derechos y obliga-
ciones inherentes a la familia, en lo que le fueren aplicables.

Artículo 291 Quáter. El concubinato genera entre los concubinos 
derechos alimentarios sucesorios, independientemente de los demás 
derechos y obligaciones reconocidos en este código o en otras leyes.

Articulo 291 Quintus. Al cesar la convivencia, la concubina o el 
concubinario que carezca de ingresos o bienes suficientes para su sos-
tenimiento, tiene derecho a una pensión alimenticia por un tiempo 
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igual al que haya durado el concubinato. No podrá reclamar alimentos 
quien haya demostrado ingratitud, o viva en concubinato o contraiga 
matrimonio.

El derecho que otorga este artículo podrá ejercitarse solo durante el 
año siguiente a la cesación del concubinato.

Como puede observarse de los citados preceptos normativos, lo rele-
vante en torno al concubinato lo es la vida en común en forma cons-
tante y permanente de los concubinos, quienes tienen, entre otras 
obligaciones, la de proporcionar alimentos, puesto que, la ley les otor-
ga derechos y obligaciones a ese respecto.

Los concubinos pueden establecer su domicilio, en el que harán 
vida en común en forma constante y permanente, en un inmueble que 
no sea propio de ninguno de ellos; que sea propiedad de ambos o, en 
el que el dominio pertenezca sólo a uno de ellos, ya sea que lo haya 
adquirido antes o durante el concubinato.

En el último de los supuestos indicados, el inmueble respectivo 
permanecerá en todo momento como propiedad del concubino res-
pectivo, quien conservará la posesión originaria, mientras que el di-
verso concubino o concubina tendrá una posesión derivada, puesto 
que, su posesión deriva precisamente de la existencia de la relación 
jurídica de concubinato.

En esa tesitura, una vez que se disuelve el concubinato existente 
entre las partes, el o la concubina que tenga el carácter de poseedor 
derivado deberá desocupar el inmueble, pues terminó el acto jurídico 
causal de su posesión derivada.

Ello en virtud de que la posesión que detenta el o la concubina que 
carece del carácter de propietario es derivada, precisamente porque 
tiene su origen en un acto jurídico consistente en el vínculo del con-
cubinato, en virtud del cual él o la concubina propietario le entregó la 
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posesión del inmueble al establecerse el domicilio en el que hicieron 
vida en común en forma constante y permanente.

Teniéndose por demostrado que el actor es poseedor originario del 
inmueble base de la acción, pues al respecto exhibió el segundo tes-
timonio de la escritura *****, de siete de noviembre de mil novecien-
tos noventa, otorgada ante la fe del Notario Público sesenta y seis 
del Distrito Federal hoy Ciudad de México, Licenciado José Altami-
rano Quintero, en la que se hizo constar el contrato de compraventa 
celebrado por la Comisión para la Regularización de la Tenencia de 
la Tierra «CORETT» en su carácter de vendedora y por otra parte, 
como comprador ***** respecto del Lote de terreno *****.

La citada escritura quedó inscrita en el folio *****, según se advier-
te de la constancia de folio real exhibida por la parte actora, desde el 
doce de noviembre de mil novecientos noventa. En ese sentido, se in-
siste que con las pruebas en comento se tiene por demostrado que el 
actor es poseedor originario del inmueble objeto de la acción y, por lo 
tanto, el derecho que tiene a demandar de la enjuiciada, en su carácter 
de poseedora derivada, la posesión del inmueble en litigio.

Razón por la cual, se estima acertado y procedente que la deman-
dada en su carácter de poseedora derivada sea compelida a restituir 
el bien inmueble que posee, a través de la acción personal relacionada 
con la terminación del concubinato que la unía con el poseedor origi-
nario del bien en comento.

Lo anterior, se robustece con la siguiente tesis aislada:9

ACCIÓN REIVINDICATORIA. ES IMPROCEDENTE SI SE IN-
TENTA CONTRA QUIEN DETENTA LA POSESIÓN QUE DE-
RIVA DE LA UNIÓN DE HECHO ENTRE LOS CONCUBINOS, 

9 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Registro digital 165641. Instancia: Tri-
bunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materias(s): Civil. Tesis: 1.70.C. 140 C. Tomo XXXI, 
Enero de 2010, página 2000. Tipo: Aislada
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POR LO QUE DEBE EJERCERSE LA ACCIÓN PERSONAL BA-
SADA EN LA TERMINACIÓN DEL CONCUBINATO. La posesión 
que tiene el concubino del inmueble en el que se constituyó el domicilio 
y que es propiedad del otro concubino, es una posesión derivada de la 
unión de hecho generada por la relación de concubinato, cuando volun-
tariamente deciden vivir juntos, y el propietario del inmueble lleva al 
concubino a vivir al bien de su propiedad. Efectivamente, el concubina-
to es la unión de hecho formada entre un hombre y una mujer que coha-
bitan públicamente haciendo vida en común, sin estar unidos en matri-
monio; la unión de hecho entre los concubinos produce efectos jurídicos 
a favor de éstos y de los hijos que procreen durante el periodo que ha-
yan vivido en común. La permanencia de esta vida en común genera el 
derecho para ambos concubinos de disfrutar una casa en la que tendrá 
lugar la cohabitación y, como consecuencia de ello, que establezcan su 
domicilio en un inmueble que no sea propiedad de ninguno de ellos, 
que sea propiedad de ambos, o que el dominio del inmueble pertenez-
ca sólo a uno de ellos, ya sea que lo haya adquirido antes o durante la 
relación de concubinato. En este último caso, el concubinario o con-
cubina propietario del inmueble en donde se instaló el domicilio, con-
servará la posesión originaria, mientras que su concubino tendrá una 
posesión derivada, cuya causa precisamente se encuentra en la unión de 
hecho que provocó el concubinato. En el entendido de que, sin menos-
cabo del dominio exclusivo del concubino propietario, el inmueble de-
berá ser destinado preponderantemente a la satisfacción de los alimen-
tos del otro concubino y de sus hijos, para el caso de que los haya. Esto 
ocasionará que se cubra el rubro de habitación como uno de los diversos 
conceptos que comprenden los alimentos que deben proporcionarse los 
concubinos entre sí y los padres a los hijos, en términos del artículo 308 
del Código Civil para el Distrito Federal. En esa medida, una vez que el 
concubino propietario del inmueble decida por voluntad propia dar 
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por terminada la unión de hecho que tenía con su concubina, ésta 
deberá desocupar el inmueble al terminar el hecho causal de la po-
sesión, si no procrearon hijos, una vez que se lo solicite el concubinario 
propietario del bien. Por otro lado, si los concubinos procrearon hijos 
durante todo el tiempo que hicieron vida en común, la concubina, 
también estará obligada a desocupar el inmueble, pero en este caso, 
el deudor alimentario deberá otorgarles el valor correspondiente al 
rubro de habitación que dejará de cubrirse con el que fuera domicilio 
común. En caso de que la concubina o concubino no desocupe el inmue-
ble voluntariamente tras la terminación del concubinato, el concubina-
rio tiene derecho a recuperar la posesión, pero no podrá ejercerlo a tra-
vés de una acción real, como la reivindicatoria, sino que deberá intentar 
la acción personal basada en la terminación de la unión de hecho. Esto 
porque el concubino que no es propietario del inmueble, detenta una 
posesión derivada que tiene su origen en la unión de hecho que lo llevó 
a hacer vida en común con el concubino propietario del bien, quien le 
entregó la posesión al establecerse el domicilio común. De modo que, 
el concubino poseedor derivado sólo puede ser compelido a restituir el 
bien a través de acción personal nacida de la unión de hecho que le per-
mitió poseer el bien inmueble. Del mismo modo, a través del ejercicio 
de la acción personal correspondiente, se podrá reclamar la desocupa-
ción del bien a los hijos con derecho a alimentos que, tras la terminación 
del concubinato, hayan permanecido en el mismo a fin de satisfacer la 
habitación como parte integrante de la obligación alimentaria, lo que 
implicará otorgarles el valor correspondiente por ese concepto. La ac-
ción personal que tiene el concubino propietario del bien inmueble se 
relaciona directamente con el hecho de que la propiedad que defiende es 
un derecho individualizado frente al otro concubino que obtuvo la po-
sesión del inmueble porque aquél se la entregó de manera implícita, sin 
requerir un acuerdo de voluntades expreso. Dicha posesión convierte 
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al concubino que tiene la calidad de poseedor derivado, en el sujeto pa-
sivo de la acción y obligado a entregar el inmueble que no es de su pro-
piedad. Es decir, cuando existe una unión de hecho que permite a un 
concubino poseer un bien inmueble, el propietario del mismo, sólo debe 
hacer válido su derecho frente al concubino, quien tendrá una obliga-
ción de dar, esto es, de restituir el inmueble a su legítimo propietario. 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO.

Asimismo, por analogía, se cita la siguiente jurisprudencia:

ACCIÓN REIVINDICATORIA. ES IMPROCEDENTE SI SE IN-
TENTA CONTRA QUIEN DETENTA LA POSESIÓN QUE DE-
RIVA DEL VÍNCULO MATRIMONIAL CELEBRADO BAJO EL 
RÉGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES, POR LO QUE DEBE 
EJERCERSE LA ACCIÓN PERSONAL BASADA EN LA DISOLU-
CIÓN DE ESE VÍNCULO. En el régimen de separación de bienes, cada 
uno de los cónyuges conserva la propiedad y administración de sus res-
pectivos bienes y pueden establecer su domicilio conyugal en un inmue-
ble que sea o no propiedad de ambos o que pertenezca sólo a uno de 
ellos, ya sea que lo haya adquirido antes o durante el matrimonio. En 
este último supuesto, cuando existe un régimen de separación de bienes, 
el inmueble ocupado como domicilio conyugal permanece como propie-
dad del cónyuge que lo adquirió, conservando éste la posesión origina-
ria, mientras que el otro integrante del vínculo tendrá una posesión que 
deriva a causa del matrimonio. Ahora bien, sin menoscabo de ese domi-
nio exclusivo de uno de los cónyuges, el bien inmueble debe destinarse 
principalmente a la satisfacción de los alimentos del otro cónyuge y de 
los hijos que, en su caso, se hayan procreado, cubriéndose así, específi-
camente, el rubro relativo a la habitación. Por tanto, una vez disuelto el 
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matrimonio celebrado bajo el régimen de separación de bienes, sin haber 
hijos procreados por ambos esposos, el cónyuge que tenga el carácter de 
poseedor derivado debe desocupar el inmueble, por haber terminado el 
acto jurídico causal de la posesión, e incluso puede ser condenado a ello, 
si así se reclamó, en la sentencia que declare el divorcio; además, tal des-
ocupación también procede si el cónyuge poseedor derivado tiene dere-
cho a alimentos, pero en tal supuesto el esposo deudor alimentario debe 
otorgarle el valor correspondiente al rubro de habitación que dejará de 
cubrirse con el que fuera el domicilio conyugal. En ese sentido, y en caso 
de que no exista la condena a la desocupación y entrega del inmueble en 
la sentencia de divorcio, y el cónyuge poseedor derivado se abstenga de 
desocuparlo voluntariamente tras la disolución del vínculo matrimonial, 
el propietario del bien tiene derecho a recuperar la posesión, pero no a 
través de una acción real, como la reivindicatoria, sino de la acción per-
sonal basada en dicha disolución, en virtud de que los poseedores deri-
vados sólo pueden ser compelidos a restituir un bien mediante acciones 
personales relacionadas con el vínculo jurídico que les permitió adquirir 
la calidad de poseedores. De similar forma, es decir, por medio del ejer-
cicio de la acción personal correspondiente, puede reclamar la desocupa-
ción del inmueble a los hijos con derecho a alimentos que, tras el divorcio 
de sus padres, hayan permanecido en él, pero en tal caso debe otorgar-
le el valor correspondiente al rubro habitación. Asimismo, igual acción 
personal debe ejercerse si el cónyuge o los hijos, como acreedores ali-
mentarios, permanecieron en el inmueble con posterioridad al divorcio 
por virtud de un convenio o sentencia que así lo previniera, ya que en esa 
hipótesis la modificación o cesación de la obligación alimenticia que pro-
mueva el cónyuge propietario del bien puede llevar a su desocupación.”

En esa tesitura, las manifestaciones de la demandada resultan in-
suficientes para destruir la acción intentada en su contra, pues las mis-
mas van encaminadas al reconocimiento del derecho que aduce tener 
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respecto a la repartición del inmueble materia de juicio, al haberse ad-
quirido éste, según su dicho, por el esfuerzo y trabajo de ambos concu-
binos y haberse dedicado cotidianamente a las labores del hogar, no así 
a controvertir el hecho de que su posesión es derivada del vínculo de 
concubinato existente con el actor y que, éste, es el poseedor originario. 
Confirmándose así lo infundado de las excepciones en estudio.

Amén que, durante la secuela procesal la demandada únicamente 
ofreció y le fueron admitidas, como pruebas, la confesional a cargo del 
actor, la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y huma-
na, sin que su contenido le beneficie para desvirtuar que su posesión 
es derivada y, por ende, la acción incoada en su contra.

Lo que se afirma, puesto que, por lo que hace a la confesional, se 
tiene que se desahogó en audiencia de dos de julio de dos mil veintiu-
no –foja 101 a la 103 del expediente principal–, sin que el absolvente 
contestara de manera afirmativa a ninguna de las posiciones que se le 
formularon. De ahí que, de su contenido no se advierta confesión al-
guna del actor que beneficie a los intereses de la demandada.

Aunado a que, de autos no se desprende, alguna instrumental, diver-
sa a las ya valoradas, ni presunción alguna, que le beneficie a la deman-
dada para desvirtuar que su posesión es derivada y que, por lo tanto, 
debe restituirla al actor en su carácter de poseedor originario. Por haber 
cesado el vínculo jurídico de concubinato que dio origen a su posesión.

Aunado a lo anterior, se considera que los argumentos que expone 
la demandada los hace valer como excepción, que es el medio por el 
cual se opone a la pretensión del actor y sólo tiende a destruir la ac-
ción que se ejerce en su contra –en el caso, la acción personal respecto 
a la desocupación del inmueble objeto de la acción por haber cesado 
el concubinato que dio origen a la misma– no así, a constituir un de-
recho en su favor en torno a la repartición a que aduce tener derecho, 
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pues al esgrimir sus manifestaciones como excepción, sus efectos se 
limitan a obtener un pronunciamiento absolutorio, no así a la decla-
ración de derechos en su beneficio.

Amén que, las meras manifestaciones de la demandada resultan in-
suficientes para desvirtuar la acción personal incoada en su contra, pues 
lo cierto es que, el actor demostró que su posesión es derivada y que el 
concubinato que le dio origen a la misma ha concluido, sin que duran-
te la secuela procesal la actora demostrara derecho alguno respecto del 
inmueble materia de juicio que le permita seguir poseyendo dicho bien.

De ahí que lo procedente sea que se ordene que desocupe y entre-
gue el inmueble objeto de la acción al actor en los términos ordenados 
en la parte resolutiva de este fallo.

Por lo que, hace a la excepción que la demandada tituló ”oscuridad 
de la demanda», también resulta infundada, ya que, contrario a lo re-
ferido por ésta, del escrito de demanda se advierten las circunstancias, 
de modo, tiempo y lugar en las que el actor sustentó su acción, las que 
incluso fueron controvertidas por la demandada alegando tener dere-
cho a una repartición del inmueble objeto de la litis. Por lo cual, no se 
advierte oscuridad alguna de la demanda.

4. En relación a las costas de la primera instancia, no se hace es-
pecial condena en costas al no actualizarse ninguna de las hipótesis 
normativas del artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles, 
aplicables para la Ciudad de México.

En las relatadas consideraciones, al haber resultado fundados los 
agravios que hizo valer la demandada, lo procedente es modificar la 
resolución impugnada, para quedar en los términos precisados en el 
segundo punto resolutivo de este fallo.

IV. No ha lugar a la condena en costas en esta segunda instancia, 
al no actualizarse ninguno de los supuestos contenidos en el artículo 
140 del Código de Procedimientos Civiles aplicable para la Ciudad 
de México.
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Por lo anteriormente expuesto, se

RESUELVE:

PRIMERO. Resultaron fundados los agravios que hizo valer la parte 
demandada.

SEGUNDO. Se modifica la sentencia definitiva impugnada para 
quedar en los siguientes términos:

PRIMERO. Ha sido procedente la vía ORDINARIA CIVIL, en la que 
la parte actora *** ejerció la acción personal sustentada en la termina-
ción del concubinato que unía a las partes, acreditando parcialmente 
sus pretensiones y las excepciones y defensas o puestas por la demanda-
da, resultaron infundadas .

SEGUNDO. Se condena a la demandada *** a desocupar y entregar 
a favor del actor *** o a quien sus derechos legalmente represente, la 
casa y terreno ubicados en el lote de terreno *** actualmente conocido 
como la casa marcada con el número ***.

Lo anterior, deberá realizarlo en el término de CINCO DÍAS con-
tados a partir de que la presente resolución cause ejecutoria, apercibida 
que en caso de no hacerlo, será lanzada a su costa.

TERCERO. La prestación a) que hizo valer la actora resultó impro-
cedente , por las razones expuestas en la parte considerativa de esta 
sentencia.

CUARTO. No se hace condena en costas en el presente Juicio.

TERCERO. No se hace condena en costas en esta segunda instancia.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 391 •  sept iembre -octubre •  202440

CUARTO. Notifíquese; remítase copia debidamente autorizada 
de la presente resolución al C. Juez del conocimiento, y en su oportu-
nidad archívese el toca como asunto total y definitivamente concluido.

Así, por unanimidad de votos, de conformidad con el artículo 51 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, lo resol-
vieron y firman quienes integran la Tercera Sala Civil, C. magistrada 
licenciada Mónica Venegas Hernández, C. magistrado licenciado Jai-
me Silva Gaxiola y el C. magistrado, licenciado Eliseo Juan Hernán-
dez Villaverde, siendo ponente el último de los nombrados, ante la C. 
secretaria de Acuerdos licenciada Elsa Zaldívar Cruz, que autoriza y 
da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Persona-
les en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Se dicta sentencia definitiva en los autos del juicio ordinario civil, en 
el cual se reclamó el pago ocasionado por responsabilidad extracon-
tractual u objetiva.

JUZGADO TRIGÉSIMO 
QUINTO DE LO CIVIL 

JUEZA: MAGDALENA MENDOZA GUERRERO

SUMARIO:  
daño moral, conforme a la teoría de la comprobación objeti-
va, la demostración del hecho ilícito conlleva la del daño, 
por lo que es dable sostener una afectación de ese tipo, al 
haberse dado la venta de unos neumáticos caducos que oca-
sionaron un accidente automovilístico. 
Hechos: Un establecimiento mercantil dedicado al comercio de partes 
automotrices vendió a una persona física dos neumáticos, cuya fecha 
de caducidad se encontraba vencida por más de diez años. Posterior-
mente ocurrió un accidente automovilístico por haber estallado uno 
de los neumáticos adquiridos, cuya causa, según el comprador, se de-
bió al mal estado de la llanta, razón por la cual presentó una demanda 
contra la vendedora, reclamando, entre otras prestaciones, el reembol-
so de las cantidades erogadas por dichos neumáticos, así como una in-
demnización por daño moral, que sostuvo, le fue ocasionado.
Criterio jurídico: Conforme a la interpretación realizada por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, respecto del derecho de re-
paración, el daño causado es el que determina la indemnización. Las 
reparaciones, como el término lo indica, consisten en las medidas que 
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tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. 
Su naturaleza y su monto depende del nexo causal con los hechos del 
caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como con 
las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Las repa-
raciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento 
para las víctimas.  

Y debe valorarse especialmente en aquellos casos, como en éste, 
en los que la responsable obtiene un beneficio o lucro por la actividad 
que originó el daño. Así, también debe tomarse en cuenta si la parte 
responsable recibe un beneficio económico por la actividad que afectó 
los derecho e interés de la víctima.

Por lo cual, esta juzgadora, atendiendo a las particularidades del 
presente caso en estudio, estima procedente imponer una condena a 
la parte demandada, por concepto de indemnización como compen-
sación por los daños ocasionados a la parte actora, al surgir el deber 
de reparar el daño inmaterial por concepto de daño moral, que com-
prende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas, 
hoy accionantes, incluyendo el menoscabo de valores significativos a 
estas personas, por la cantidad de $1,000,000.00 un millón de pesos 
00/100 m. n.), con el objeto de reparar las afectaciones sufridas por 
los hoy accionantes, así como el disuadir la conducta negligente de la 
parte vendedora y prevenir conductas ilícitas futuras, 
Justificación: Con base en los dictámenes rendidos en el presente jui-
cio se desprende que existen datos objetivos para establecer que de 
forma clara evidencian la existencia de elementos para determinar 
que los neumáticos vendidos a la hoy parte actora, no se encontraban 
en condiciones de ser comercializados, faltando con ello la hoy parte 
demandada a un deber de debido cuidado.

Pues de acuerdo con los dictámenes de las pruebas pericia-
les rendidas, se desprende que los neumáticos no contaban con las 
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características de unas llantas nuevas, por lo que, de forma alguna 
podían tener la resistencia propia del neumático nuevo, debido al en-
vejecimiento de la banda de rodamiento, que según describieron los 
peritos de acuerdo con las especificaciones de la fecha de fabricación 
el propio fabricante, fueron manufacturadas en el año 2003.

Por lo que, con base en los razonamientos expuestos se tiene que la 
parte demandada dejó de realizar aquellos actos de cuidado a los que 
se encontraba obligada, causándose así un daño, al vender los neu-
máticos a la parte actora sin las condiciones de uso necesarias para su 
debida funcionabilidad.

Ahora bien, por lo que hace al elemento de la acción, consistente en 
que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes que 
tutela el artículo 1916 del Código Civil para la hoy Ciudad de Méxi-
co, al respecto debe reiterarse que se trata de un elemento inmaterial 
propio de los derechos de la personalidad, el cual consiste en acreditar 
la afectación de valores morales.

Siendo que en el caso a estudio, se establece una afectación a los 
sentimientos, que la accionante argumentó que le fue ocasionada a los 
miembros de su familia que viajaban en su automóvil, en términos del 
artículo 1916 citado, como consecuencia directa del hecho ilícito que 
manifiesta fue cometido por la demandada, al haberles vendido unas 
llantas que fueron fabricadas en el año 2003, sin que se les hubiera he-
cho de su conocimiento; lo que argumenta generó y fue el motivo de-
terminante por el cual sufrieron un accidente automovilístico, que aun 
cuando no tuvo consecuencias fatales, sí repercutió en y produjo una 
afectación a sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputa-
ción, vida privada, configuración y aspectos físicos y en la consideración 
que de ellos tienen las demás personas, además del daño material 

En ese sentido, debe contemplarse que el daño puede acreditarse 
indirectamente, es decir, el juez puede inferir, a través de los hechos 
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probados, el daño causado a las víctimas; en efecto, el Código de Pro-
cedimientos Civiles para la hoy Ciudad de México permite la prueba 
indirecta a través de las presunciones humanas.

Así, debe contemplarse que, desde el punto de vista objetivo, el ac-
cionante no tiene por qué demostrar ante el juzgador la intensidad o 
la magnitud del daño internamente causado, sino que el daño moral 
será justificado desde el momento en que se acredite la ilicitud de la 
conducta y la realidad del ataque, lo que igualmente demostrará la 
vinculación jurídica entre el agresor y agraviado. La legislación mexi-
cana adopta la comprobación objetiva del daño moral y no la subjetiva, 
como se advierte en la parte conducente de la exposición de motivos 
del decreto de reformas publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 31 de diciembre de 1982, en relación con el artículo 1916 del Códi-
go Civil para el Distrito Federal. De ahí que se considere que la citada 
teoría tiene como presupuesto que la demostración del hecho ilícito 
conlleva también la del daño, debido a la vinculación existente. Por lo 
cual, resulta procedente la acción de pago por daño moral.
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Ciudad de México, a trece de diciembre de dos mil veintidós.
Vistos, para dictar sentencia definitiva, en los autos del juicio ordi-

nario civil, promovido por *** en contra de *** expediente ***, y:

RESULTANDOS

1. Mediante escrito presentado el veintisiete de noviembre de dos mil 
dieciocho, ante la Oficialía de Partes Común para Juzgados y Salas 
de este Tribunal Superior de Justicia, y oportunamente turnado a 
este juzgado, la parte actora *** por su propio derecho, demandó en 
la vía ordinaria civil de *** el cumplimiento de las prestaciones seña-
ladas en el escrito inicial, y que son las siguientes:

De la señora ***, se reclama lo siguiente:

A) El pago de una indemnización en dinero, por concepto de repa-
ración con motivo del daño moral que sufrimos, como consecuencia di-
recta del hecho ilícito cometido por la demandada, el cual, produjo una 
afectación a nuestros sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, 
reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos y en la con-
sideración que de nosotros, tienen las demás personas, solicitando que 
el monto de dicha indemnización, sea determinada por su señoría, to-
mando en cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, 
la situación económica del responsable y de las víctimas, así como las 
demás circunstancias del caso.

B) El pago de la cantidad de $7,229.00 (siete mil doscientos veinti-
nueve pesos 00/100 M.N.), por la compra de dos llantas nuevas cuyas 
características y especificaciones quedarán debidamente señaladas en la 
narración de los hechos que integran esta demanda, una de las cuales, 
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se averió relacionada con el hecho ilícito cometido por la demandada, 
que generó un daño moral en nuestra contra.

C) El pago de la cantidad de $12,920.01 (doce mil novecientos veinte 
pesos 01/100 M.N.), importe que se tuvo que erogar para la compra de 
dos llantas nuevas, como consecuencia del remplazo de las llantas que 
adquirí, una de las cuales, se averío, relacionada con el hecho ilícito co-
metido por la demandada, que generó un daño moral en nuestra contra.

D) Los gastos y costas que se ocasionen con motivo de la tramitación 
del presente asunto.
II. De ***, se reclama lo siguiente:

A) El pago de una indemnización en dinero, por concepto de repara-
ción con motivo del daño moral que sufrimos, como consecuencia direc-
ta del hecho ilícito cometido en nuestra contra, por parte de la empresa 
demandada, quien incurrió en una culpa in vigilando, al haber omitido 
tomar las precauciones necesarias para evitar que sus productos, se co-
mercialicen sin que cumpla con las reglas mínimas de calidad y seguri-
dad, al permitir que la señora *** persona física con actividad empresa-
rial a nombre de quien se encuentra dado de alta, el establecimiento que 
se localiza en *** en la Ciudad de México, comercializara producto en 
mal estado, lo que produjo un hecho ilícito que generó un daño moral en 
nuestra contra, al haber producido una afectación a nuestros sentimien-
tos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configu-
ración y aspectos físicos y en la consideración que de nosotros, tienen las 
demás personas, solicitando que el monto de dicha indemnización, sea 
determinada por su señoría, tomando en cuenta los derechos lesionados, 
el grado de responsabilidad, la situación económica del responsable y de 
las víctimas, así como las demás circunstancias del caso.

B) El pago de los gastos y costas que se originen con motivo de la tra-
mitación de este asunto.
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Fundando su demanda, en los hechos y consideraciones de derecho, 
que apuntó en su líbelo inicial, los cuales se tiene aquí por íntegra-
mente reproducidas, como si fuesen hechos a la letra, para los efectos 
que legalmente resulten procedentes.

2. Admitida que fue demanda, en la vía y forma propuesta por 
auto de treinta de noviembre de dos mil dieciocho, se ordenó empla-
zar a juicio a los demandados ***, lo que se llevó a cabo en los siguien-
tes términos:

Por lo que hace a ***, su emplazamiento se efectuó mediante di-
ligencia practicada el quince de enero de dos mil diecinueve, dando 
contestación a la demanda instaurada en su contra, por escrito pre-
sentado el seis de febrero de dos mil diecinueve, oponiendo las si-
guientes excepciones y defensas: la de falta de acción o derecho para el 
ejercicio de la acción intentada; la de falta de legitimación en la causa.

Por lo que hace a ***, se le emplazó mediante diligencia practicada el 
doce de febrero de dos mil diecinueve, dando contestación a la deman-
da instaurada en su contra, por escrito presentado el primero de marzo 
de dos mil diecinueve, oponiendo las siguientes excepciones y defensas: 
la de falta de acción y derecho; la de plus petitio; la de inepto líbelo; la de 
sine actione agis; la de facta non praesumuntur, sed probantur.

Con las excepciones y defensas opuestas por las demandadas, se 
dio vista a la parta actora, quien las desahogó mediante escrito pre-
sentado el doce de marzo de dos mil diecinueve, manifestando lo que 
su derecho e interés convino.

3. Substanciado el procedimiento conforme a derecho, desahoga-
das las pruebas ofrecidas debidamente admitidas a las partes, y que 
así constan en autos, se pasó al periodo de alegatos, en el que las par-
tes hicieron uso de ese derecho, alegando lo que a su derecho convi-
no, citándoseles para oír sentencia definitiva, la que ahora se pronun-
cia de conformidad con los siguientes:
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CONSIDERANDOS

Primero. Cuestiones preliminares.
I. Reglas para el estudio de la acción.
Antes de entrar al análisis de fondo para resolver la controver-

sia planteada entre las partes, es necesario establecer las siguientes 
precisiones:

1. En primer lugar, debe resaltarse la facultad procesal de esta 
juzgadora, para estudiar la acción ejercitada con la finalidad de de-
terminar ya sea su procedencia o no, aún de oficio, por tratarse de 
una cuestión de orden público, lo anterior conforme a los artículos 
55, 81, 255, 281 y 402 del Código de Procedimientos Civiles; cobra 
aplicabilidad a lo anterior el criterio jurisprudencial que a la letra 
versa de la siguiente forma:

acción. estudio oficioso de la. Si bien es cierto que el estudio de los 
elementos de la acción debe hacerse de oficio, también lo es que ello úni-
camente es así, en tratándose de las sentencias de primer grado, o bien 
de aquellas de segunda instancia, cuando el inferior omita su estudio y 
la Sala responsable resuelva en plenitud de jurisdicción; pero si existe 
por parte de aquél pronunciamiento al respecto, el tribunal de alzada 
sólo podrá ocuparse de su análisis cuando exista agravio en ese sentido. 
Época: Novena Época, registro 190846, instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito, tipo de tesis: Jurisprudencia, fuente Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, tomo XII, diciembre de 2000, materia: Civil, 
tesis: I.6º. C. J/25, página:1137.

acción. las condiciones especiales para su procedencia, de-
ben ser analizadas de oficio por el juzgador en la sentencia 
definitiva (legislación del estado de puebla). Es verdad que el 
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artículo 174 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, es-
tablece determinados requisitos formales que deben cumplirse cuan-
do se ejercita una acción, independientemente de cuál sea ésta (dicho 
precepto legal estatuye: «Al ejercitarse una acción, se determinará con 
claridad la prestación que se exige, el título o causa de la acción y la dis-
posición legal aplicable.»). El cumplimiento de tales condiciones, debe 
ser analizado por el juzgador a fin de determinar la admisión o desecha-
miento de una demanda. Sin embargo, los citados requisitos formales 
no son los únicos que deben ser analizados oficiosamente por el juzga-
dor para determinar la procedencia de la acción, pues al momento de fa-
llar, los órganos jurisdiccionales comunes pueden estimar, aun de oficio, 
tanto los presupuestos procesales como las condiciones necesarias para 
el ejercicio de la acción. Ahora bien, independientemente de las condi-
ciones que deben satisfacerse para el ejercicio de cualquier acción civil, 
la ley de la materia establece también condiciones para la procedencia 
de las acciones en particular; estas condiciones especiales deben ser es-
timadas de oficio por el juzgador, en los términos del artículo 456 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, en relación 
con la jurisprudencia número 3, visible a foja 11, de la Cuarta Parte, 
Tercera Sala, del último Apéndice al Semanario Judicial de la Federa-
ción, con el rubro: «acción. Estudio oficioso de su improcedencia.», pues 
es obvio que para declarar probada una acción, deben analizarse, tanto 
las condiciones generales y especiales para su ejercicio, como sus ele-
mentos constitutivos. Tercer Tribunal Colegiado En Materia Civil Del 
Sexto Circuito. Amparo Directo 214/89. Josefina Morales Ramírez. 20 
de junio de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Ma-
rroquín Zaleta. Secretario: Othón Manuel Ríos Flores.  Amparo di-
recto 386/99. Gildardo López Hernández y otra. 5 de agosto de 1999. 
Unanimidad de votos. Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. Secreta-
ria: Florida López Hernández. Amparo directo 285/2000. Bancomer, 
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S.A. 22 de junio de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Norma Fia-
llega Sánchez. Secretaria: Paulina Negreros Castillo. Amparo directo 
332/2000. Instituto Poblano de la Vivienda Popular. 7 de agosto de 
2000. Unanimidad de votos. Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. Se-
cretaria: Florida López Hernández. Amparo directo 348/2000. Banco 
Bilbao Vizcaya México, S.A., Institución de Banca Múltiple Grupo Fi-
nanciero BBV-Probursa. 11 de agosto de 2000. Unanimidad de votos. 
Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. Secretaria: Carla Isselin Talave-
ra. Época: Novena Época, registro: 191148, instancia. Tribunales Co-
legiados de Circuito, tipo de tesis: Jurisprudencia, fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XII, septiembre de 2000, 
materia: Civil, tesis: VI 3º. C.J/36, página 593.

2. Asimismo, es necesario tomar en cuenta, que al ejercitar las par-
tes su derecho de audiencia, es indispensable que se analicen los ar-
gumentos en que sustentan sus pretensiones, y establecer su certeza 
con la tramitación del presente proceso, conforme a la carga de la 
prueba que corresponde a cada parte, ya que se trata de un derecho 
fundamental como parte de los derechos humanos de los justiciables; 
de acuerdo a lo establecido en los artículos 281 y 282 del Código de 
Procedimientos Civiles aplicable a Ciudad de México, que contienen 
las reglas para la distribución de la carga de la prueba que rige en los 
juicios de orden civil, para determinar a quién  corresponde la carga 
de la prueba: mediante las reglas mencionadas, como son:

• 	 El actor está obligado aprobar los hechos constitutivos de su ac-
ción y el demandado los de sus excepciones.

• 	 El que niega sólo está a probar cuando su negación envuelva la 
afirmación de un hecho y cuando desconozca la presunción le-
gal que tenga a su favor el colitigante.

Las premisas descritas, conducen a establecer, como principio 
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fundamental, que aquél que afirma está obligado a probar, esto es, el 
que toma la iniciativa de la contienda judicial (parte actora), debe pro-
bar la existencia del derecho que afirma tener, y aquél a quien se exige 
el cumplimiento de una obligación (parte demandada) debe probar el 
hecho en el cual funda su defensa.

Lo anterior implica el mandato legal y por lógica jurídica, que no 
puede determinarse una carga probatoria unilateral o que correspon-
da del todo a una sola de las partes, pues en la medida que cada na 
hace afirmaciones así le corresponde acreditarlas.

Bajo esta tesitura, se tiene que, el accionante debe aportar elemen-
tos de convicción fehacientes, mediante los cuales acredite los elemen-
tos constitutivos de la acción que ejercitó, por lo tanto, es indudable 
que cuando no prueba dichos elementos, su acción no puede prospe-
rar, independientemente de que la parte demandada haya o no opues-
to excepciones y defensas.

3.  Las pruebas aportadas por los interesados serán valoradas en 
su conjunto de acuerdo a las reglas de la lógica y la experiencia, con 
fundamento en el artículo 402 del ordenamiento legal citado.

II. Análisis de las condiciones necesarias para la procedencia de 
la acción.

1. Legitimación de las partes.
A efecto de arribar al análisis de la procedencia del asunto plan-

teado por la parte actora, esta juzgadora considera pertinente entrar 
en primer lugar al estudio de la legitimación en la causa de las pastes, 
como condición necesaria para la procedencia de la acción, ya que es 
indispensable para verificar la procedencia de la misma que se cum-
pla el elemento necesario de ser ejercitada precisamente por quien 
cuenta con la titularidad de un derecho, esto es, que pueda calificarse 
como apropiado para demandar y contra la persona que efectivamen-
te se encuentre obligada por la ley para satisfacerlo; y de esa forma se 
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integre debidamente la relación jurídica sustancial, cuestión que debe 
analizarla el juzgador, aun de oficio; lo que se hace en los siguientes 
términos:

A. Por lo que hace a la legitimación activa, debe contemplarse que 
conforme al artículo 1º del Código de Procedimientos Civiles para 
esta Ciudad de México, solamente puede iniciar un procedimiento ju-
dicial o intervenir en él, quien tenga interés en que la autoridad judi-
cial declare o constituya un derecho o imponga una condena y quien 
tenga el interés contrario; en ese sentido se tiene que las accionantes 
pretende una indemnización económica por concepto de daño moral, 
que argumenta les fue ocasionado a los miembros de su familia que 
viajaban en su automóvil, en términos del artículo 1916 del Código 
Civil del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, como consecuen-
cia directa del hecho ilícito que manifiesta que fue cometido por la 
demandada, al haberles vendido una llantas nuevas que fueron fa-
bricadas en el año 2023, sin que se les hubiera hecho de su conoci-
miento, lo que argumenta generó y fue el motivo determinante por 
el cual sufrieron un accidente automovilístico que afortunadamente, 
no tuvo consecuencias fatales, pero que sí repercutió y produjo una 
afectación a sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, repu-
tación, vida privada, configuración y aspectos físicos y en la considera-
ción que de ellos tienen las demás personas, además del daño material 
correspondiente, ya que a consecuencia del percance automovilístico 
que sufrieron se vulneró y menoscabó indebidamente su integridad 
física y psíquica, ocasionándoles diversos daños y alteraciones en su 
salud emocional, lo que hizo que tuvieran que buscar ayuda profe-
sional, para someterse a tratamientos psicológicos con la finalidad de 
superar el temor y la angustia que les producía recordar lo que les 
ocurrió, aunado al miedo y la ansiedad que tenían al darse cuenta de 
que pudieron haber perdido la vida, a consecuencia de un accidente 
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automovilístico producido por el mal estado de una de las llantas que 
adquirieron, y que argumentan que dolosamente se le ocultó que la 
misma había sido fabricada desde el año 2023, no obstante que tam-
bién, dolosamente se les vendió como si se tratara de una llanta nue-
va, hecho ilícito que por sí mismo señalan que establece la presunción 
a su favor, sobre la existencia del daño moral que se reclama debido 
a que se vulneró y menoscabó ilegítimamente su integridad física y 
emocional, sin perjuicio del perjuicio material que resintieron a con-
secuencia de ese acontecimiento.

Bajo este contexto, es de contemplarse que conforme lo reclama-
do por la parte actora con la instauración del presente juicio, ejerce 
legalmente la protección de los derechos que considera se ven vulne-
rados, con lo cual, se tienen las bases suficientes para determinar que 
en el presente asunto, le asiste el derecho a la parte actora para acudir 
ante un órgano jurisdiccional a efectuar el reclamo de la procedencia 
de sus pretensiones y asimismo que se valore la procedencia de las in-
demnizaciones que persigue, conforme a un examen orientador de las 
normas de derecho fundamental, de acuerdo al alcance y desenvolvi-
miento de dichos derechos dentro del sistema jurídico, como elemen-
tos objetivos que informan y permean todo el ordenamiento legal.

B. En relación a la legitimación pasiva, debe señalarse que, como 
anteriormente se precisó, la legitimación en la causa se refiere a la ca-
lidad de las partes en el juicio e implica que la acción debe ser inten-
tada por el titular del derecho y contra la persona obligada por la ley 
para satisfacerlo; lo anterior encuentra sustento legal en el contenido 
del siguiente criterio federal:

Legitimación pasiva. Es una condición necesaria para la proce-
dencia de la acción, no un presupuesto para el ejercicio de ésta 
y su estudio es de oficio en cualquier etapa del procedimiento. 
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No son lo mismo los presupuestos para el ejercicio de la acción, que las 
condiciones para la procedencia de ésta. Los primeros son los requisi-
tos para ejercer la acción y necesarios para la admisión de la demanda 
y la validez del procedimiento, mientras que las segundas constituyen 
las condiciones necesarias para el acogimiento de la acción en la sen-
tencia definitiva. Una de esas condiciones es la legitimación en la causa 
o relación jurídica sustancial (activa o pasiva) que se refiere a la calidad 
de las partes en el juicio e implica que la acción debe ser intentada por 
el titular del derecho y contra la persona obligada por la ley para satis-
facerlo; esa relación jurídica sustancial, como una de las condiciones 
para acoger la acción, en principio corresponde al actor acreditarla de-
mostrando su calidad de titular del derecho y la calidad de obligado del 
demandado; sin embargo, debe analizarla el juzgador aun de oficio e 
incluso el tribunal de alzada aunque no haya sido tema de la apelación. 
Por tanto, al determinar la Sala responsable que la demandada en la reconven-
ción carecía de legitimación pasiva para responder por la acción de prescrip-
ción positiva, no analizó un presupuesto procesal para el ejercicio de la 
acción ni un elemento de ésta sino una condición necesaria para su sa-
tisfacción en la sentencia y la podía analizar aunque no haya sido tema 
de apelación, pues no podía pronunciar un fallo declarando procedente 
la acción que ejerció el demandado en vía de reconvención, si no se lla-
mó a juicio a una parte interesada y la persona a quien se reconvino no 
es la persona que vincula la ley con relación a la prescripción positiva. 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Am-
paro Directo 3050/99. José Iber Rojas Martínez. 26 de agosto de 1999. 
Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretario: 
José Manuel Quistián Espericueta. Notas: Por ejecutoria de fecha 21 de 
noviembre de 2001, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción 
de tesis 52/2001 en que participó el presente criterio. Por ejecutoria 
de fecha 17 de octubre de 2007, la Primera Sala declaró inexistente la 
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contradicción de tesis 65/2007-PS en que participó el presente criterio. 
Época: Novena Época, registro: 192912. Instancia. Tribunales Colegia-
dos de Circuito, tipo de Tesis: aislada, fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo X, noviembre de 1999, materia: Civil, te-
sis: I.5º. C87, página 993.

En esa tesitura, se tiene que es indispensable que se analice que la par-
te demandada en el presente asunto, efectivamente tenga la calidad 
obligada frente al titular del derecho, esto el que la parte demandada 
sea la persona obligada por la ley para responder por la acción instau-
rada en su contra.

Al respecto, se tiene que la parte actora instauró su demanda en 
contra de *** pretendiendo el pago por concepto de daño moral que 
argumenta le fue causado en términos del artículo 1916 del Código 
Civil del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, derivado de los da-
ños que argumenta le fueron causados en su honor, sentimientos, re-
putación, como consecuencia directa del hecho ilícito que manifiesta 
que fue cometido por la codemandada *** al hacerles vendido unas 
llantas nueva que fueron fabricadas en el año 2003, sin que se les hu-
biera hecho de su conocimiento, lo que argumenta generó y fue el mo-
tivo determinante por el cual sufrieron un accidente automovilístico 
que afortunadamente, no tuvo consecuencias fatales, pero que sí re-
percutió y produjo una afectación a sus sentimientos afectos, creen-
cias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos 
físicos y en la consideración que de ellos tienen las demás personas, 
además del daño material correspondiente.

a. Bajo esa tesitura se tiene que la codemandada física *** se en-
cuentra plenamente legitimada pasivamente para exigir de ella el 
cumplimiento de las obligaciones que reclama la accionante, con ins-
tauración del presente juicio, en ese sentido, debe contemplarse que 
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el carácter para ser demandada deriva de la venta de los neumáticos, 
los cuales argumentó la accionante, que no contaban con los están-
dares de calidad y seguridad y que no eran aptos para la venta al pú-
blico, y que para lo cual se deben tomar en cuenta el estado físico, las 
características y especificaciones de dichos neumáticos, que señala, 
les causó los daños en los que sustenta la procedencia de sus preten-
siones, conducta ilícita a que hace referencia que es susceptible de de-
mostrarse, mediante las pruebas que acrediten los hechos relevantes 
de la demanda.

 b. Por lo que respecta a la codemandada *** debe señalarse que la 
parte actora al instaurar la demanda en su contra, señaló que la em-
presa codemandada, es la encargada de la fabricación y distribución 
de las llantas en cuestión, y que las distribuye con sus concesionarias 
autorizadas por ellos mismos, por que señala que tiene la responsa-
bilidad de vigilar la calidad de su producto, con todos y cada uno sus 
distribuidores autorizados para la venta de su producto, y que deben 
de tener el control de calidad para que no le afecte a terceros, y que su 
omisión de vigilar o en su momento, de haber distribuido artículos de 
mala calidad y caducados, les afectó, ocasionando un hecho ilícito que 
originó un daño moral y material en su contra.

Atento a lo anterior, debe establecerse que se acuerdo a los hechos 
en los que la parte actora sustenta la procedencia de sus pretensiones, 
se advierte que el ilícito que argumenta le ocasionó un daño moral y 
material, deriva de la venta de los neumáticos los cuales argumentó 
la accionante, que no contaban con los estándares de calidad y se-
guridad y que no eran aptos para la venta al público, y que para ello 
se deben tomar en cuenta el estado físico, las características y espe-
cificaciones de dichos neumáticos, pues refiere que le fueron vendi-
das unas llantas nuevas que fueron fabricadas en el año dos mil tres, 
sin que se le hubiera hecho de su conocimiento, lo que argumenta 
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generó y fue el motivo determinante por el cual sufrieron un acciden-
te automovilístico.

Bajo este contexto, se establece que la accionante de forma alguna 
soporta la procedencia de sus pretensiones en un defecto de fabrica-
ción de las llantas, aunado a que en el juicio no se aportaron las bases 
suficientes para de determinar que la vendedora, hoy codemandada 
física, sea distribuidora de dicha moral, condiciones por las cuales 
deba responder el fabricante de los neumáticos, lo que se reitera con 
las manifestaciones de la accionante en las que señaló que:

... en ningún momento se ha establecido como un elemento que pudie-
ra dar motivo a una responsabilidad, la calidad en la fabricación de los 
neumáticos, sino el hecho de que los mismos, fueron fabricados desde 
hace más de diez años a la fecha en que los mismos fueron adquiridos y 
montados para su uso, siendo dicho lapso de tiempo, uno de los motivos 
principales, por el que esos neumáticos, dejaron de contar con las carac-
terísticas comerciales y de uso, provocando que uno de ellos sufriera un 
incidente que estuvo a punto de costar la vida a cuatro personas…

Bajo estas consideraciones, debe señalarse que no existen las condicio-
nes para establecer que la codemandada *** se encuentre legitimada 
pasivamente en el presente asunto, por lo cual no se integra la relación 
sustancial necesaria para continuar en el presente asunto como parte 
demandada.

c. En vista de lo anterior, debe establecerse que en el presente asun-
to la relación jurídico sustancial se integra debidamente en contra de 
la demandada *** ya que los hechos en los que la actora argumenta 
que se deriva el hecho ilícito que se llevó a cabo en su contra, fue del 
tiempo de fabricación de los neumáticos, a la fecha en que los mis-
mo fueron adquiridos y montados para su uso, siendo dicho lapso de 
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tiempo, uno de los motivos principales, por el que esos neumáticos, 
dejaron e contar con las características comerciales y de uso, provo-
cando que uno de ellos sufriera un incidente, que estuvo a punto de 
costar la vida a cuatro personas, por lo que, la intervención de dicha 
demandada en el presente asunto deriva de la responsabilidad civil 
para responder del daño generado por el producto puesto a la venta, 
sin cubrir las especificaciones necesarias y que argumenta la actora, 
produjo las afectaciones que sostiene sufrió con su familia, lo cual de-
fine el grado de interés de dicha demandada, para responder por la ac-
ción instaurada en su contra; lo anterior se robustece con el contenido 
del criterio federal, que se ilustra de la forma siguiente:

terceros en el proceso civil. sus grados de interés (simple, le-
gítimo y jurídico). La utilidad jurídica de llamar a juicio a un tercero 
es que éste puede ser condenado en el juicio siempre que se demuestren 
los elementos de la acción, o sea, que él es titular de una obligación prin-
cipal acreditada plenamente, siempre que haya tenido audiencia previa 
con toda plenitud. El tercero que es llamado a juicio puede quedar asi-
milado a una de las partes, con legitimación en la causa activa o pasiva, 
por lo que en función del principio de congruencia puede ser condena-
do o absuelto, y no limitarse a una simple declaración de que le para o 
no perjuicio la sentencia dictada. En sentido ordinario es contrario a la 
esencia y finalidad de un juicio que una persona intervenga y no pueda 
obtener una declaración de fondo en su favor, incluso, el derecho a las 
costas; porque todo resultado del juicio debe atender a los elementos 
de la acción, requisitos de procedibilidad, objeto o pretensión y sujetos, 
que comprende la intervención de terceros en un juicio, la función de és-
tos en el procedimiento y los efectos que puede producir en su contra la 
sentencia. Luego, la titularidad de un derecho en la legitimación activa 
o de una obligación contractual o extracontractual, para la legitimación 
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pasiva, que corresponde a la situación específica que guarda una perso-
na en determinada relación jurídica, o que tenga su origen en un hecho, 
es un elemento necesario para poder ejercer una acción y responder de 
ella; para la acción la legitimación en la causa se trata de una condición 
necesaria para obtener sentencia favorable. Existe un vínculo necesario 
entre interés jurídico y la legitimación activa en la causa, porque es una 
condición necesaria para obtener sentencia favorable y, generalmente, 
por su naturaleza, es un elemento que se analiza al dictarse la senten-
cia de fondo, que se ocupa precisamente de decidir sobre la procedencia 
de la acción en relación con las excepciones y defensas. La legitimación 
procesal pasiva se presenta cuando a través del ejercicio de la acción, se 
vincula a una persona como demandado, a quien se le exige que cum-
pla con una determinada obligación y aquélla nace del solo ejercicio de 
la acción, que vincula al demandado con las prestaciones que se le de-
mandan, mientras que la legitimación en la causa implica la demostra-
ción plena de que determinada persona es la titular de una obligación, 
o sea, la que debe responder frente al derecho exigido, sea que tenga su 
origen en un contrato o en un hecho u omisión en responsabilidad ex-
tracontractual. En el proceso pueden intervenir otras personas como 
sería un tercero, pues éste podría tener interés en el resultado de la sen-
tencia. Existe legitimación de los terceros que justifiquen su interven-
ción, cuando éstos tienen que hacer valer intereses jurídicamente tute-
lados en un proceso dado, o cuando por existir una relación material o 
disposición legal, pueden ser llamados de oficio o a petición de alguna 
de las partes. El tercero en un principio no es parte formal y material 
en el juicio de que se trate, pues no está identificado expresamente en 
la demanda con la calidad de demandado o sujeto pasivo de la preten-
sión del actor; pero cuando es emplazado al juicio deja de ser un ter-
cero y puede llegar a asimilarse a la situación de una de las dos partes 
que iniciaron con la presentación de la demanda. En esos grados entre 
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el interés simple, el legítimo y el jurídico se puede dar la posibilidad de 
intervención en un juicio, para que sean objeto de la decisión en la sen-
tencia, o que por esa vinculación con la relación sustancial, el interés de 
los terceros puede ser molestado o perturbado de alguna manera, con la 
decisión jurisdiccional del litigio, que le puede beneficiar o perjudicar. 
Por ese grado de interés una o ambas partes, o la ley, consideran conve-
niente o necesario llamar al tercero o acudir al proceso en curso, para 
fijar su posición y actuar en defensa de su propio interés, para tratar de 
asegurar el beneficio al que creen tener derecho, o evitar el perjuicio po-
sible o previsible, y en casos de legitimación en la causa respecto de una 
obligación sustancial materia de la controversia obtener una sentencia 
estimatoria de absolución o condena. Por otra parte, dentro del proceso 
civil pueden surgir los terceros con un interés jurídico propio respecto 
de un derecho de propiedad que se perjudique con la materia de la con-
troversia, o de un crédito para que se pague de modo preferente, tienen 
una acción propia e independiente a la del juicio en el que intervienen y 
da lugar a la acción de tercería excluyente de dominio o de preferencia. 
Otra clase de terceros es la que formal y materialmente queda asimi-
lada a una de las partes por virtud del litisconsorcio pasivo necesario 
activo o pasivo, como el tercero llamado a la evicción. Finalmente, otro 
tipo de tercero con interés jurídico propio es el que resulta de la misma 
situación del tercero respecto de la relación sustancial materia del juicio 
al que es llamado o al que comparece voluntariamente y que puede ser 
condenado o absuelto. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito. Amparo directo 73/2015. Roxana Pacheco Martínez. 
2 de julio de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ra-
mos. Secretaria: Montserrat C. Camberos Funes. Nota: Por ejecutoria 
del 17 de enero de 2018, la Primera Sala declaró inexistente la contra-
dicción de tesis 174/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto 
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes 
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los criterios materia de la denuncia respectiva. Esta tesis se publicó el 
viernes 23 de septiembre de 2016 a las 10:32 horas en el Semanario Ju-
dicial de la Federación. Época: Décima Época, registro: 2012657. Instancia. 
Tribunales Colegiados de Circuito, tipo de tesis: Aislada, fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, septiembre de 2016, tomo 
IV, materia: Civil. Tesis: I.3º. C234 C (10ª.), página 3020.

Segundo. Análisis y resolución de fondo del asunto. 
I. Litis planteada.
A. Analizando la acción ejercitada por la parte actora, tenemos que 

dicha accionante pretende una indemnización económica por concep-
to de daño moral, que argumenta les fue ocasionado a los miembros 
de su familia que viajaban en su automóvil, en términos del artículo 
1916 del Código Civil del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, 
como consecuencia directa del hecho ilícito que manifiesta que fue 
cometido por la demandada, al haberles vendido unas llantas nuevas 
que fueron fabricadas en el año 2003, sin que se les hubiera hecho de 
su conocimiento, lo que argumenta generó y fue el motivo determi-
nante por el cual sufrieron un accidente automovilístico que afortu-
nadamente, no tuvo consecuencias fatales, pero que sí repercutió en 
y produjo una afectación a sus sentimientos, afectos, creencias, deco-
ro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos 
y en la consideración que de ellos tienen las demás personas, además 
del daño material correspondiente, ya que a consecuencia del percan-
ce automovilístico que sufrieron, se vulneró y menoscabó indebida-
mente su integridad física y psíquica, ocasionándoles diversos daños 
y alteraciones en su salud emocional, lo que hizo que tuvieran que 
buscar ayuda profesional para someterse a tratamientos psicológicos 
con la  finalidad de superar el temor y la angustia que le producía re-
cordar lo que les ocurrió, aunado al miedo y la ansiedad que tenían al 
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darse cuenta de que pudieron haber perdido la vida, a consecuencia 
de un accidente automovilístico producido por el mal estado de una 
de las llantas que adquirieron, y que argumentan que dolosamente 
se le ocultó que la misma había sido fabricada desde el año 2003, no 
obstante de  que también, dolosamente se le vendió como si se tratara 
de na llanta nueva, hecho ilícito que por sí mismo, señala que, estable-
ce la presunción a  su favor, sobre la existencia del daño moral que se 
reclama debido a que se  vulneró y menoscabo ilegítimamente su in-
tegridad física y emocional, sin perjuicio del menoscabo material que 
resintieron a consecuencia de ese  acontecimiento.

B).  Por su parte, la demandada ***, al dar contestación a la deman-
da instaurada en su contra, niega la procedencia de la acción, aducien-
do la improcedencia de las prestaciones reclamadas, manifestando 
sustancialmente lo siguiente:

Que reconoce que en el establecimiento de su propiedad fueron 
vendidas las cuatro llantas que se describen en las facturas *** y ***, y 
que de igual forma se proporcionó el servicio de montaje, alineación y 
balanceo que se indican en las facturas correspondientes y que por tal 
motivo dicho hechos quedan fuera de controversia.

Que los demandantes no acreditan de manera fehaciente que los 
hechos hayan acontecido en el lugar, tiempo y circunstancias en que 
lo narran; por otra parte la fracción “sufrimos un accidente, consis-
tente en la pérdida de una llanta trasera de la camioneta”, es obscura 
e imprecisa, pues no especifica en qué consistió la pérdida de la llan-
ta, pues eso implica que bien pudo haber sido robada en el supuesto 
de que haya sufrido una pinchadura y que como consecuencia de ello 
haya sido rodada baja, esto lógicamente ocasiona daños irreparables 
a los neumáticos; ahora bien los cruces y cargos, así como la factura a 
que se refiere el segundo apartado no demuestran que los hechos ha-
yan sucedido de la manera en que lo señala, los documentos acreditan 
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el pago y efectivamente el haber transitado por una carretera, más no 
que en esa carretera haya sucedido lo que indica.

Que niega lo referente a que ***, tenga el cargo de gerente de ventas 
y que trabaje para la hoy demandada, por lo cual queda a cargo de los 
demandantes su demostración.

Que niega que la llanta que ahora dice se le reventó haya estado 
caducada, en el particular corresponde a los demandantes probar su 
afirmación, en el sentido de que la llanta dañada de la cual exhiben 
fotografías corresponde a la que le fue vendida por la demandada.

Que con independencia a la subjetiva manifestación acerca de la 
supuesta vida que tienen las llantas, la parte actora no acredita que las 
llantas que indica son las que compró en el establecimiento de la de-
mandada, por lo cual deberá probarlo en lo particular.

Que en el supuesto no concedido de que la conducta que le atribu-
ye la actora a la hoy demandada constituye un ilícito, por lo que aduce 
que esta juzgadora no sería competente para conocer y resolver de di-
cho ilícito. Ahora bien, el artículo 1916 de la ley sustantiva en la ma-
teria establece. Por daño moral se entiende:

…la afectación que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y as-
pectos físicos, o bien en la consideración que de sí misma tienen los 
demás, se presume que hubo daño moral cuando se vulnere o menos-
cabe ilegítimamente la libertad o la integridad física o psíquica de las 
personas…

Señalado que no se actualiza en el particular ninguno de dichos su-
puestos, pues se omite de manera precisa especificar cuál fue la afecta-
ción a su integridad física o psíquica, en el particular los demandantes, 
no ofrecen el medio de prueba pertinente para acreditar el supuesto 
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daño moral, el cual debe contener un diagnóstico y un pronóstico, 
para que pudiera cuantificarse dicho daño, y que en consecuencia es 
improcedente del todo la acción intentada.

Que no se actualiza causal alguna que obligue legalmente a la de-
mandada al pago de la cantidad de dinero que reclama o a la repara-
ción del daño moral.

Que para el ejercicio de las acciones civiles, se requiere la existencia 
de un derecho y el interés del actor para deducir la acción, esto es que 
el actor tenga un derecho tutelado por la ley y que el demandado se 
encuentre obligado a respetarlo y que en su caso haya omitido hacerlo, 
para que de esa forma mediante sentencia de fondo se reconozca su 
derecho y se declare procedente su acción, en el particular son impro-
cedentes sus pretensiones, en razón de que no se actualiza la causal 
invocada por los actores, pues no ofrece medio de prueba alguno para 
demostrarlas.

II. Sistema de valoración.
Ahora bien, bajo esa tesitura debe establecerse que la valoración de 

la procedencia de las prestaciones que reclama la accionante, se efec-
tuará de la siguiente forma:

1. 	En primer lugar, se establece un análisis de la acción de pago 
por concepto del daño moral, que la parte actora señaló le fue 
causado por la parte demandada, en términos de lo establecido 
en el artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal hoy 
Ciudad de México, a efecto de establecer su trascendencia y su 
alcance, para verificar la procedencia de las pretensiones de la 
parte actora.

2. 	Posteriormente, se procederá a analizar los argumentos en que 
la parte actora sustenta la procedencia de los argumentos en los 
que la parte actora sustentó la acción de pago por daño moral, 
que manifestó que les fue ocasionado por la parte demandada, 
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a efecto de verificar su procedencia, bajo el análisis de los ele-
mentos de convicción allegados al presente juicio y a la luz de los 
preceptos legales que norman la acción hecha valer.

3. 	De resultar procedente la acción ejercitada en el presente juicio, 
se procederá con el análisis de las prestaciones reclamadas, por 
la comisión del daño moral.

4. 	A su vez, se analizarán los argumentos de defensa de la parta 
demandada conforme a las excepciones y defensas opuestas en 
el escrito de contestación a la demanda.

Bajo este esquema se resolverá el fondo del presente asunto en los 
siguientes términos:

1. Acción de daño moral (concepto y generalidades).
Al de abordar el estudio de la procedencia de las pretensiones re-

clamadas por la parte actora, atento a la causa de pedir, es preciso 
puntualizar lo siguiente:

 A. Consideraciones generales.
De acuerdo con la teoría clásica de la responsabilidad civil, la per-

sona que cause un daño a otra está obligada a repararlo. Este daño 
puede ser de carácter contractual, por el incumplimiento de un con-
trato que vincula a las partes o de tipo extracontractual, por la viola-
ción del deber genérico de no afectar a terceros.

En otras palabras, la responsabilidad contractual deriva de la 
transgresión de un acuerdo de voluntades, mientras que, en la res-
ponsabilidad extracontractual, el vínculo surge por la realización de 
los hechos dañosos.

Asimismo, la responsabilidad extracontractual puede ser de tipo 
subjetivo (cuando está de por medio la intención de dañar o negligen-
cia) u objetiva (cuando no hay culpa o negligencia).

Este entendimiento tradicional de la responsabilidad civil ha sido 
expandido y profundizado a partir de una serie de decisiones recientes 
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de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y desarrollos legales afi-
nes. Estas transformaciones en la materia responden, en gran parte, a 
la incorporación de estándares internacionales y de Derechos Huma-
nos al derecho de daños.

La incorporación de Derecho de fuente convencional al derecho 
de daños, ha ampliado los alcances de éste de forma significativa, por 
ejemplo, el caso de la “ justa indemnización” que en el ámbito civil se 
ha entendido como sinónimo del derecho a una reparación integral 
y como un derecho con eficacia horizontal y oponible a particulares.

Por otra parte, la Corte ha introducido figuras innovadoras para el 
ámbito del derecho de daños en México. Un ejemplo de esto fue la de-
cisión 30/2013 que introdujo los daños punitivos y redefinió los fines 
sociales de la indemnización en el país.

En última instancia, el desarrollo reciente del Derecho de daños en 
el país y, en particular, las decisiones de la Corte han posicionado a la 
vía civil como una alternativa viable y efectiva para garantizar el acce-
so a la justicia de las personas.

Las decisiones de la Corte no sólo han definido los alcances y ob-
jetivos del derecho a la reparación del daño, también han dado certe-
za respecto de las rutas procesales para lograr un efectivo acceso a la 
justicia y la reparación para las personas que han sufrido daños patri-
moniales o morales.

En este sentido, frente a la saturada vía penal o el tradicional juicio 
de amparo, la Corte ha reafirmado el enorme potencial dela vía civil 
para resolver muchos conflictos cotidianos en el país. [1]

i. Responsabilidad Civil
El concepto de responsabilidad civil, se define en los siguientes 

términos: 
a. La responsabilidad civil consiste en la obligación de quien cau-

sa un daño a otro a repararlo. Este daño puede ser originado por el 
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incumplimiento de un contrato o por la violación del deber genérico a 
toda persona de no dañar a otra.

b. La responsabilidad extracontractual puede ser objetiva o subje-
tiva. La responsabilidad subjetiva consiste en el deber de reparar un 
daño provocado por culpa o negligencia, mientras la responsabilidad 
objetiva proviene del daño ocasionado por el uso de objetos peligro-
sos, aunque no se obre ilícitamente.

ii. Justificación de los criterios
a. La Corte destacó que:

de acuerdo con la teoría de la responsabilidad civil, el que causa un daño 
a otro está obligado a repararlo. Este daño puede ser originado por el 
incumplimiento de un contrato o por la violación del deber genérico de 
toda persona de no dañar a otra. Así, mientras en la responsabilidad con-
tractual las partes están vinculadas con anterioridad al hecho productor 
de la responsabilidad, en la extracontractual el vínculo nace por la reali-
zación de los hechos dañosos. Por lo que la responsabilidad contractual 
emana de un acuerdo de voluntades que ha sido transgredido por algu-
na de las partes, en tanto que la responsabilidad extracontractual deriva 
del incumplimiento del deber genérico de no afectar a terceros. Por otro 
lado, para que exista responsabilidad contractual basta con que se in-
cumpla con la obligación pactada, mientras que la extracontractual pue-
de tratarse de responsabilidad objetiva o subjetiva. La responsabilidad de 
índole subjetiva se funda de un elemento de carácter psicológico, ya sea 
porque existe la intención de dañar o porque se incurre en descuido o ne-
gligencia. En cambio, en la responsabilidad objetiva se encuentra ausente 
el elemento subjetivo, esto es, la culpa o negligencia.

b. La Corte acudió a la doctrina y estableció que la responsabilidad 
civil se define como:



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 391 •  sept iembre -octubre •  202468

la obligación de responder ante la justicia por un daño, y de reparar sus 
consecuencias indemnizando a la víctima. Su objetivo principal es la re-
paración, que consiste en reestablecer el equilibrio que había sido roto, 
por el autor del daño, entre su patrimonio y el de la víctima; presenta 
también un aspecto preventivo (que conduce a los ciudadanos actuar 
con prudencia, a fin de evitar el compromiso de responsabilidad). La 
responsabilidad civil permite también diluir la carga de un daño, cuan-
do es inequitativo que éste sea soportado por quien lo ha causado (por 
la vía de la Seguridad Social y del Seguro). Finalmente, la reparación 
conlleva un aspecto punitivo (de pena privada), especialmente cuando 
una indemnización es concedida a la víctima de un daño moral, pese a 
que el dolo no es apreciable en dinero.

iii. Los elementos para acreditar la responsabilidad extracontractual 
subjetiva son:

a) Hecho u omisión ilícita;
b) Daño y
c) Nexo causal entre hecho y daño.
Asimismo, se deben analizar las peculiaridades que acompañan al 

daño moral.
De acuerdo a lo anterior, debe establecerse que, para la determina-

ción de la existencia de la reparación a este tipo de daño, será necesario 
establecer la existencia de la responsabilidad subjetiva de la demandada, 
por lo que deberán analizarse los elementos generales que acompañan 
el acreditamiento de dicha responsabilidad, a saber: 1) Hecho u omi-
sión ilícita, 2) Daño causado, y 3) Nexo causal entre el hecho y el daño. 
Además, en tanto se está determinando la existencia de un daño extra-
patrimonial, así como la procedencia de su indemnización, interven-
drán en el análisis genérico de la responsabilidad de la demandada, las 
peculiaridades que acompañan al denominado “daño moral”.
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a. Hecho ilícito. Para efectos de la responsabilidad extracontractual, 
el hecho ilícito consiste en la acción u omisión de una persona que pro-
voque un daño como resultado de incumplir con un deber genérico de 
cuidado o por incumplir una obligación establecida por una norma.

En ese sentido se tiene que en la raíz de la responsabilidad extra-
contractual se encuentra necesariamente una conducta humana, ca-
lificación que excluye los hechos naturales cuando son objetivamente 
incontrolables e independientes de cualquier voluntad humana. El 
Código Civil para el Distrito Federal prevé que el daño puede ser 
causado por hecho u omisión. El hecho debe ser comprendido como 
un comportamiento positivo, es decir, una acción. Las omisiones son 
comportamientos de carácter negativo y que consisten en no hacer al-
guna cosa o no llevar a cabo una determinada conducta. Cabe señalar 
que los hechos u omisiones sólo son fuente de responsabilidad cuan-
do son ilícitos, por tanto, no cualquier hecho u omisión que cause un 
daño dará lugar a responsabilidad, sino que es necesario que además 
se configuren los demás elementos de la responsabilidad.

El Código Civil para el Distrito Federal dispone que es ilícito el 
hecho contrario a las disposiciones de orden público y a las buenas 
costumbres, por tanto, la conducta del responsable será ilícita cuando 
incumpla con alguna obligación legal a su cargo.

Por otra parte, la conducta también será ilícita cuando el respon-
sable sea negligente. La negligencia presupone un deber de cuidado 
incumplido, es decir, que el agente a que le compete cierta conducta, 
deja de realizar aquellos actos de cuidado a los que se encuentra obli-
gado, causándose así un daño.

La Corte precisó que entonces que la ilicitud puede derivar de dos 
fuentes distintas: 

(i) Que la responsable haya incumplido con un deber genérico de 
cuidado que exige la prestación del servicio; o 
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(ii) Que la responsable haya estado obligada a actuar de acuerdo con 
alguna norma y que ésta haya incumplido con esa obligación legal.

b. El Código Civil para esta Ciudad de México, define al daño, en el 
Artículo 2108, de la siguiente manera: Se entiende por daño la pérdi-
da o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento 
de una obligación.

Por su parte en el artículo 1916, del código sustantivo en cita defi-
ne al daño moral de la siguiente forma: 

Por daño moral se entiende la afectación que una persona sufre en sus 
sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida priva-
da, configuración y aspecto físicos, o bien en la consideración que de sí 
misma tienen los demás. Se presumirá que hubo daño moral cuando se 
vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertad o la integridad física o 
psíquica de las personas.

Cuando un hecho u omisión ilícitos produzcan un daño moral, el 
responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo mediante una 
indemnización en dinero, con independencia de que se haya causado 
daño material, tanto en responsabilidad contractual como extracon-
tractual. Igual obligación de reparar el daño moral tendrá quien incu-
rra en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1913, así como el 
Estado y sus servidores públicos, conforme a los artículos 1927 y 1928, 
todos ellos del presente Código.

La acción de reparación no es transmisible a terceros por acto entre 
vivos y sólo pasa a los herederos de la víctima cuando ésta haya intenta-
do la acción en vida.

El monto de la indemnización lo determinará el juez tomando en 
cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la situa-
ción económica del responsable, y la de la víctima, así como las demás 
circunstancias del caso.
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c. Nexo Causal. Para efectos de la responsabilidad extracontractual, el 
nexo causal consiste en que el daño experimentado sea consecuencia 
de la conducta del agente. El nexo debe estar debidamente acreditado, 
porque el origen de la responsabilidad depende de la atribución del he-
cho dañoso al demandado. De lo contrario, se impondría una respon-
sabilidad a una persona sin vínculo alguno con el daño ocasionado.

Respecto del nexo causal, debe contemplarse que es necesario que 
el daño experimentado sea consecuencia de la conducta del agente, de 
lo contrario se le estaría imponiendo responsabilidad a una persona 
que nada tiene que ver con el daño ocasionado.

El nexo causal entre la conducta imputable al demandado y el efec-
to adverso que de ella se deriva para el demandante, debe estar de-
bidamente acreditada porque el origen de la responsabilidad gravita 
precisamente en la atribución del hecho dañoso al demandado. Así 
las cosas, la responsabilidad supone la atribución de la autoría de un 
hecho que tenga la eficacia causal suficiente para generar el resultado.

B. Daño moral.
De acuerdo con la Corte, «el texto del artículo 1916, del Código 

Civil para la hoy Ciudad de México, se desprende que el daño moral 
es la afectación que una persona sufre en derechos de naturaleza in-
tangible, propios de los derechos de la personalidad, como lo son: los 
sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida priva-
da, configuración y aspecto físicos, o bien en la consideración que de 
sí misma tienen los demás los cuales ante su afectación provocan un 
perjuicio extrapatrimonial, no económico. Asimismo, agregó que: «la 
responsabilidad por daño moral se distingue entre otras cuestiones 
por ser intransmisible a terceros por actos entre vivos, pasando a los 
herederos de la víctima cuando ésta haya intentado la acción en vida; 
pues precisamente los sentimientos, afectos, honor y consideración 
de sí mismo adquieren una relevancia y dimensión en el fuero interno 
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de la persona, sin que su daño o afectación pueda encontrar de mane-
ra general reparación a través de un tercero, ya que se insiste, se trata 
de derechos personales y no reales, que únicamente incumbe a quien 
fue herido en tales aspectos. Es precisamente por ello, que el resarci-
miento de los derechos morales, se determina con base en criterios de 
relatividad, pues el juzgador la fijará tomando en cuenta los derechos 
lesionados, el grado de responsabilidad, la situación económica del 
responsable y de la víctima y las circunstancias concretas del caso, lo 
cual no necesariamente tiende al restablecimiento de la situación an-
terior –lo que en la mayoría de los casos sería imposible–, más bien 
se trata de una función compensatoria por el sufrimiento o la humi-
llación sufrida.

El daño moral se determina por el carácter extrapatrimonial de la 
afectación: la cual puede tratarse de la lesión a un derecho o a un sim-
ple bien o interés de carácter no pecuniario, en este sentido se tiene 
que, la conceptualización del daño moral centra su objeto y contenido 
en los intereses no patrimoniales o espirituales que pueden verse afec-
tados, en tal sentido, las angustias, las aflicciones, las humillaciones 
el padecimiento o el dolor constituyen daños a la moral en tanto son 
afectaciones a intereses no patrimoniales.

El daño moral consiste en la lesión a un interés de carácter extra-
patrimonial, que es a su vez presupuesto de un derecho. Así, resulta 
adecuado definir al daño moral como la lesión a un derecho o inte-
rés no patrimonial (o espiritual) que es presupuesto de un derecho 
subjetivo.

Asimismo, la Corte retomó el amparo directo 8/2012 para señalar 
que el daño moral puede clasificarse de acuerdo con el carácter del in-
terés afectado. En específico, se puede sostener que el daño moral es 
un género el cual a su vez se divide en tres especies, a saber. (1) daño 
al honor; (ii) daños estéticos; y (ii) daños a los sentimientos.
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El daño al honor, o el daño a la parte social del patrimonio moral, 
como se le conoce en la doctrina, se entiende como aquellas afecta-
ciones a una persona en su vida privada, su honor a su propia imagen.

Por otra parte, el artículo 1916 del Código Civil para el Distrito 
Federal establece que existirá daño moral cuando se afecte la configu-
ración y aspectos físicos de las personas. Así el daño estético causa un 
daño moral al damnificado, mortificándolo, como consecuencia de la 
pérdida de su normalidad y armonía corporal.

Por último, los daños a los sentimientos, o a la parte afectiva del 
patrimonio moral, como se les ha denominado en la doctrina, hieren 
a un individuo en sus afectos.

Sobre el daño, la Corte determinó que este «debe ser cierto, es de-
cir, constatable su existencia desde un aspecto cualitativo, aún cuando 
no pueda determinarse su cuantía con exactitud; un daño puramen-
te eventual o hipotético no es idóneo para generar consecuencias 
resarcitorias.

Debe decirse que el daño moral, por regla general, debe ser pro-
bado ya que se trata de un elemento constitutivo de la pretensión de 
los actores, solamente, en aquellos casos en los que deba presumirse 
el daño moral, el actor se verá relevado de la carga de la prueba. En 
aquellos casos en los que el daño moral deba ser probado, podrá acre-
ditarse su existencia directamente a través de periciales en psicología 
u otros dictámenes periciales que puedan dar cuenta de su existencia.

Asimismo, el daño puede acreditarse indirectamente, es decir, el 
juez puede inferir, a través de los hechos probados, el daño causado 
a las víctimas, en efecto, el Código de Procedimientos Civiles para la 
hoy Ciudad de México, permite la prueba indirecta a través de las pre-
sunciones humanas.

Al respecto, debe precisarse que el sistema de presunciones es ade-
cuado para tener por acreditados los daños de difícil acreditación, 
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esto puede trasladarse a la acreditación del daño moral en los senti-
mientos, en tanto es sumamente complicado probar este tipo de afec-
tación, así, de acuerdo con el legislador basta probar el evento lesivo y 
el carácter del actor para que opere la presunción legal y éste se tenga 
por probado. Por lo que, en los casos en que opere la presunción será 
el demandado quien deberá desahogar pruebas para revertir la pre-
sunción de la existencia del daño.

La conceptualización de daño moral, permite distinguir entre el 
daño en sentido amplio (la lesión a un derecho o un interés extrapa-
trimonial) y daño en sentido estricto (sus consecuencias). Así, una 
cosa sería el interés afectado y otra, las consecuencias que la afecta-
ción produce. Al respecto, debe contemplarse, que no es exacto que 
la lesión a un derecho extrapatrimonial arroje necesariamente un 
daño en estricto sentido de esa misma índole, la realidad demuestra 
que, por lo general, un menoscabo de aquella naturaleza (v.gr. lesión 
a la integridad psicofísica de una persona) puede generar además del 
daño moral, también uno de carácter patrimonial (si, por ejemplo, 
repercute sobre la aptitud productiva del damnificado, producien-
do una disminución de sus ingresos). Inversamente, es posible que 
la lesión a derechos patrimoniales sea susceptible de causar, al mis-
mo tiempo, no sólo un daño patrimonial sino también de carácter 
moral.

Por otra parte, el daño moral tiene dos tipos de proyecciones: pre-
sentes y futuras. En todos ellos el juez debe valorar no sólo el daño ac-
tual, sino también el futuro. Por tanto, además del carácter económico 
o extraeconómico de las consecuencias derivadas del daño moral en 
sentido amplio, estas pueden distinguirse de acuerdo al momento en 
el que se materializan. Así, el daño es actual cuando éste se encuentra 
ya producido al momento de dictarse sentencia. Este daño compren-
de todas las pérdidas efectivamente sufridas, tanto materiales como 
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extrapatrimoniales, en estas últimas entrarían los desembolsos reali-
zados en atención del daño.

Por otra parte, el daño futuro es aquel que todavía no se ha pro-
ducido al dictarse sentencia, pero se presenta como una previsible 
prolongación o agravación de un daño actual, o como un nuevo me-
noscabo futuro, derivado de una situación del hecho actual. Para que 
el daño futuro pueda dar lugar a una reparación, la probabilidad de 
que el beneficio ocurriera debe ser real y serio, y no una mera ilusión 
o conjetura de la mente del damnificado.

Al respecto, se precisa que el daño inmaterial comprende tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas y a sus allega-
dos, incluyendo el menoscabo de valores significativos a estas perso-
nas, como alteraciones de carácter no pecuniario, en las condiciones 
de existencia de las víctimas o su familia, en este sentido, no siendo 
posible asignar al daño inmaterial un preciso equivalente monetario, 
sólo puede, para los fines de la reparación adecuada a las víctimas, ser 
objeto de compensación, mediante el pago de una cantidad de dinero 
que el Tribunal determina en aplicación razonable del arbitrio judicial 
y en términos de equidad.

El derecho a una justa indemnización se entiende como un derecho 
fundamental que rige en las relaciones entre particulares, cuya aplica-
ción se ha presentado principalmente en los juicios de responsabilidad 
civil y responsabilidad patrimonial del Estado, a través de estos juicios 
se busca la reparación económica de las afectaciones patrimoniales o 
extrapatrimoniales derivadas de un hecho ilícito o la actividad irregu-
lar del Estado, por ende, su objetivo es eminentemente patrimonial.

2. Valoración de los supuestos que en que se encuentra sustentada 
la acción de daño moral.

Con base en los razonamientos expuestos con anterioridad, con-
juntamente con los elementos de convicción que allegaron las partes 
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para sustentar la procedencia de sus pretensiones, se procede con el 
análisis del presente asunto, lo que se hace de la siguiente forma:

Atento a la causa de pedir, descrita con anterioridad, la parte acto-
ra reclama en el presente asunto, una reparación extrapatrimonial por 
concepto de daño moral en términos del artículo 1916 del Código Civil 
del Distrito Federal hoy Ciudad de México, que argumenta le fue oca-
sionado a él como a los integrantes de su familia, como consecuencia di-
recta del hecho ilícito, que manifiesta que fue cometido por la hoy parte 
demandada ***, al haberles vendido unas llantas nuevas que fueron fa-
bricadas en el año dos mil tres, sin que se les hubiera hecho de su cono-
cimiento, lo que argumenta generó y fue el motivo determinante por el 
cual, sufrieron un accidente automovilístico que afortunadamente, no 
tuvo consecuencias fatales, pero que sí repercutió en y produjo una afec-
tación a sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, 
vida privada, configuración y aspectos físicos y en la consideración que 
de ellos tienen las demás personas, además del daño material correspon-
diente, ya que a consecuencia del percance automovilístico que sufrieron, 
se vulneró y menoscabó indebidamente, su integridad física y psíquica, 
ocasionándoles diversos daños y alteraciones en su salud emocional.

En estas condiciones, debe señalarse que por daño moral debe en-
tenderse la alteración profunda que una persona sufre en sus senti-
mientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, 
configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración que de sí 
misma tienen los demás, producida por un hecho ilícito. Por tanto, 
para que se produzca el daño moral se requiere:

a) Que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bie-
nes que tutela el artículo 1916 del Código Civil;

b) Que esa afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y,
c) Que haya una relación de causa-efecto entre ambos 

acontecimientos.
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a) Atento a lo anterior, debe contemplarse que la parte actora esta-
blece la realización del hecho dañoso (hecho ilícito) de la que se derivó 
la afectación que resintieron los miembros de su familia, al haber ad-
quirido unos neumáticos que ya no se encontraban aptos para su co-
mercialización, lo que argumenta generó y fue el motivo determinante 
por el cual, sufrieron un accidente automovilístico.

Ahora bien, como anteriormente se estableció, el hecho ilícito con-
siste en la acción u omisión de una persona que provoque un daño 
como resultado de incumplir con un deber genérico de cuidado o por 
incumplir una obligación establecida por una norma, la conducta tam-
bién será ilícita cuando el responsable sea negligente. La negligencia 
presupone un deber de cuidado incumplido, es decir, que el agente a 
que le compete cierta conducta, deja de realizar aquellos actos de cui-
dado a los que se encuentra obligado, causándose así un daño.

Al respecto, es de contemplarse que se allegaron al presente juicio 
diversos medios objetivos de prueba mediante los cuales se crea la 
presunción de certeza de las pretensiones que pretenden hacer valer 
las partes en el presente juicio, los cuales se valoran en su conjunto de 
forma integral con las diversas constancias que integran el presente 
asunto.

En vista de lo anterior, se advierte que, a efecto de sustentar la pro-
cedencia de sus pretensiones, la parte actora allegó diversos medios de 
prueba, consistentes en:

1. La confesional a cargo de la demandada ***.
2. La documental marcada como anexo 6, consistente en dos acu-

ses de recibo de declaración de los ejercicios 2017 y 2018, a nombre 
de ***.

3. La documental marcada como anexo 7, consistente en copia 
fotostática simple de factura número *** de fecha 28 de febrero de 
2017, a nombre de ***** respecto de dos llantas, descripción ***.
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4. La documental marcada como anexo 8, consistente en copia fo-
tostática simple de factura de fecha veintiocho de febrero de dos mil 
diecisiete, a nombre de ***, respecto de montaje y balanceo de llanta.

5. La documental marcada como anexo 9, consistente en copia fo-
tostática simple de factura número *** de fecha 7 de julio de 2017, a 
nombre de ***, respecto de dos llantas, descripción ***, y servicio de 
montaje, balanceo y alineación.

6. La documental marcada como anexo 10, consistente en impre-
sión de los cruces realizados el día ocho de julio de 2017, cargos y 
expedición de la factura expedida por ***, impresión fotográfica de 
llanta

7. La documental marcada como anexo 11, consistente en copia 
fotostática simple de factura *** expedida por *** por concepto de la 
compra de artículos con número de código *** y ***.

8. La documental marcada como anexo 12, consistente en evalua-
ción psicológica practicada por la doctora ***.

9. La ratificación de contenido y firma del informe de evaluación 
psicológica, de fecha abril de dos mil dieciocho, a cargo de la psicó-
loga ***.

10. La documental consistente en el catálogo de llantas que fue 
exhibida por la codemandada ***.

11. Los neumáticos, mismos que la parte actora pone a disposición 
de los peritos que sean nombrados en el presente juicio, en el domi-
cilio señalado en su escrito de fecha nueve de abril del año en curso.

12. La prueba pericial en materia de tránsito terrestre.
13. La prueba pericial en materia de Psicología.
14. La prueba pericial en materia de Ingeniería Civil.
15. La Instrumental de actuaciones.
16. La presuncional Legal y Humana.
Por su parte la demandada ***, allegó las siguientes pruebas:



Materia Civil 79

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

1. La confesional a cargo de la parte actora ***, ***, *** y ***.
2. La Instrumental de actuaciones.
3. La presuncional Legal y Humana.
Asimismo, se advierte que se allegaron al presente juicio los si-

guientes medios de prueba:
La pericial en materia de Psicología e Ingeniería Civil
La documental, consistente en el catálogo de llantas.
Elementos que deben tomarse como medios de prueba, que son 

las actuaciones judiciales a través de las cuales las fuentes de prueba 
se incorporan al proceso, y cuando ello ocurre, dejan de pertenecer a 
las partes, pues se prueba para el proceso y, en virtud del principio de 
adquisición procesal, cualquiera de éstas, o incluso el juzgador, puede 
prevalerse de ellas, como lo establecen los artículos 278 y 279 del Có-
digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal hoy Ciudad de 
México; lo anterior encuentra apoyo legal en el contenido del criterio 
federal, de rubro y texto siguiente:

fuentes de prueba y medios de prueba. su distinción para efec-
tos de su valoración por el juzgador. La doctrina distingue entre 
fuentes de prueba y medios de prueba; las primeras, existen antes y con 
independencia del proceso, los segundos surgen en el proceso y corres-
ponden con lo que ha de valorar el juez para la resolución del juicio. 
Ciertamente, las fuentes de prueba pertenecen a las partes, sólo ellas 
saben de su existencia, son anteriores e independientes del proceso por-
que, por regla general, a éste se llevan afirmaciones o enunciados sobre 
hechos producidos con anterioridad a los escritos donde se narran (de-
manda y contestación) y sólo puede hablarse de confesión, testimonios, 
etcétera, si existe un proceso, de forma que si éste no surge, existirán 
simplemente personas que tienen conocimiento de determinados he-
chos, ya sea por ser protagonistas o percatarse de lo ocurrido, pero no 
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existiría razón alguna para atribuirles la calidad de partes, ni para dar 
a sus conocimientos la calidad de confesión o de testimonios. Por su 
parte, los medios de prueba son las actuaciones judiciales a través de 
las cuales las fuentes de prueba se incorporan al proceso, y cuando ello 
ocurre, dejan de pertenecer a las partes, pues se prueba para el proceso 
y, en virtud del principio de adquisición procesal, cualquiera de éstas, 
o incluso el juzgador, puede prevalerse de ellas, como lo establecen los 
artículos 278 y 279 del Código de Procedimientos Civiles para el Dis-
trito Federal. Esto es, el conocimiento de las partes sobre los actos que 
dieron lugar al debate (fuentes de prueba) se incorporan al proceso me-
diante la confesión (medio de prueba); el conocimiento de los hechos 
litigiosos que personas ajenas al juicio pueden tener (fuente de prue-
ba) se traen al juicio cuando declaran ante el juzgador con la calidad 
de testigos (medio de prueba); y las características de la cosa o un bien 
sujeto a controversia (fuente de prueba) se reciben en el proceso a través 
de la inspección judicial (medio de prueba). Ahora bien, los medios de 
prueba, por estar relacionados con actuaciones judiciales, pertenecen al 
ámbito del órgano jurisdiccional y, por ende, están sujetos a una regla-
mentación, pues la ley prevé las formas y los formalismos que las partes 
o el propio juzgador deben observar, para que las fuentes de prueba se 
incorporen al proceso. Por tanto, al ejercer su arbitrio judicial en la va-
loración de los medios de prueba, el juzgador debe atender a la forma en 
que éstos fueron ofrecidos y desahogados de acuerdo a la reglamenta-
ción, formas y formalismos previstos en la Ley Amparo directo ***. 21 
de mayo de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
por lo que hace a la concesión del amparo. El Ministro Jorge Mario Par-
do Rebolledo formuló voto concurrente en el que manifestó apartarse 
de las consideraciones relativas al tema contenido en la presente tesis. 
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La Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas manifestó que si 
bien vota por conceder el amparo, no comparte las consideraciones ni 
los efectos, y formuló voto concurrente. Ponente: José Ramón Cossio 
Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. Esta tesis se publicó el 
viernes 21 de noviembre de 2014 a las 9:20 horas en el Semanario Judi-
cial de la Federación. Época: Décima Época. Registro: 2007985. Instan-
cia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 12, noviembre de 2014, tomo I. Materia: 
Civil. Tesis: 1a. CCCXCVII/2014 (10a.). Página: 718.

Atento a lo anterior, es de señalarse que para verificar la existencia 
del hecho ilícito que se le atribuye a la hoy parte demandada ***, es 
preciso atender al resultado de los dictámenes periciales en materia 
de tránsito terrestre e Ingeniería Civil, allegados al presente juicio, 
puesto que las cuestiones a dilucidar en el presente juicio conforme a 
los planteamientos de las partes, tienen que ver con menaje técnico, 
concerniente al estado de los neumáticos que le fueron vendidos a la 
hoy accionante, por parte de la demandada, tomando consideración 
que dicha actora manifestó que los mismos fueron fabricados desde 
hace más de diez años, a la fecha que fueron adquiridos y montados 
para su uso, siendo dicho lapso de tiempo, el motivo principal en el 
que la actora argumenta que dichos neumáticos dejaron de contar con 
las características comerciales y de uso, provocando que uno de ellos 
sufriera un accidente que estuvo a punto de costar la vida de cuatro 
personas, atento a ello, debe contemplarse que a efecto de llegar a 
una plena convicción de la procedencia de dichos planteamientos, es 
necesario que los mismos se diluciden a través de la prueba pericial 
que se relacione a los hechos discutidos, que se haya desahogado en el 
presente juicio, esto es, a través del desahogo de las periciales que se 
hayan ofrecido en el presente juicio se dilucidarán las pretensiones de 
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las partes, lo anterior conforme a lo prevenido en el numeral 346 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal hoy aplica-
ble en Ciudad de México.

Debe mencionarse, que el resultado de las periciales no crea prueba 
plena, sino que se consideran pruebas de libre convicción, puesto que 
se fundan en la sana crítica, y que constituyen las reglas del correcto 
entendimiento humano; en las cuales interfieren las reglas de la lógica 
con las reglas de la experiencia del juez, que contribuyen a que pue-
da analizar la prueba con arreglo a la sana razón y a un conocimiento 
experimental de las cosas; lo anterior encuentra sustento legal en el 
contenido del siguiente criterio federal:

prueba pericial, valoración de la. sistemas. En la valoración de 
las pruebas existen los sistemas tasados o legales y pruebas libres, o de 
libre convicción. Las pruebas legales son aquellas a las que la ley señala 
por anticipado la eficacia probatoria que el juzgador debe atribuirles. 
Así, el Código de Comercio en sus artículos 1287, 1291 a 1294, 1296, 
1298 a 1300, 1304 y 1305, dispone que la confesión judicial y extraju-
dicial, los instrumentos públicos, el reconocimiento o inspección judi-
cial y el testimonio singular, hacen prueba plena satisfechos diversos 
requisitos; que las actuaciones judiciales, los avalúos y las presunciones 
legales hacen prueba plena, y que el documento que un litigante presen-
ta, prueba plenamente en su contra. Por otra parte, las pruebas de libre 
convicción son las que se fundan en la sana crítica, y que constituyen 
las reglas del correcto entendimiento humano. En éstas interfieren las 
reglas de la lógica con las reglas de la experiencia del Juez, que contri-
buyen a que pueda analizar la prueba con arreglo a la sana razón y a un 
conocimiento experimental de las cosas. Esos principios se encuentran 
previstos en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal, al establecer que los medios de prueba aportados y 
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admitidos serán valorados en su conjunto por el juzgador, atendiendo 
a las reglas de la lógica y de la experiencia, exponiendo cuidadosamen-
te los fundamentos de la valoración jurídica y de su decisión. De modo 
que salvo en aquellos casos en que la ley otorga el valor probatorio a 
una prueba, el Juez debe decidir con arreglo a la sana crítica, esto es, 
sin razonar a voluntad, discrecionalmente o arbitrariamente. Las re-
glas de la sana crítica consisten en su sentido formal en una operación 
lógica. Las máximas de experiencia contribuyen tanto como los prin-
cipios lógicos a la valoración de la prueba. En efecto, el Juez es quien 
toma conocimiento del mundo que le rodea y le conoce a través de sus 
procesos sensibles e intelectuales. La sana crítica es, además de la apli-
cación de la lógica, la correcta apreciación de ciertas proposiciones de 
experiencia de que todo hombre se sirve en la vida. Luego, es necesa-
rio considerar en la valoración de la prueba el carácter forzosamente 
variable de la experiencia humana, tanto como la necesidad de mante-
ner con el rigor posible los principios de la lógica en que el derecho se 
apoya. Por otra parte, el peritaje es una actividad humana de carácter 
procesal, desarrollada en virtud de encargo judicial por personas dis-
tintas de las partes del proceso, especialmente calificadas por su expe-
riencia o conocimientos técnicos, artísticos o científicos y mediante la 
cual se suministran al Juez argumentos y razones para la formación de 
su convencimiento respecto de ciertos hechos, también especiales, cuya 
percepción o cuyo entendimiento escapa a las aptitudes del común de 
la gente y requieren esa capacidad particular para su adecuada percep-
ción y la correcta verificación de sus relaciones con otros hechos, de 
sus causas y de sus efectos o, simplemente, para su apreciación e inter-
pretación. Luego, la peritación cumple con una doble función, que es, 
por una parte, verificar hechos que requieren conocimientos técnicos, 
artísticos o científicos que escapan a la cultura común del Juez y de la 
gente, sus causas y sus efectos y, por otra, suministrar reglas técnicas 
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o científicas de la experiencia especializada de los peritos, para formar 
la convicción del Juez sobre tales hechos y para ilustrarlo con el fin de 
que los entienda mejor y pueda apreciarlos correctamente. Por otra par-
te, en materia civil o mercantil el valor probatorio del peritaje radica 
en una presunción concreta, para el caso particular de que el perito es 
sincero, veraz y posiblemente acertado, cuando es una persona hones-
ta, imparcial, capaz, experta en la materia de que forma parte el hecho 
sobre el cual dictamina que, además, ha estudiado cuidadosamente el 
problema sometido a su consideración, ha realizado sus percepciones 
de los hechos o del material probatorio del proceso con eficacia y ha 
emitido su concepto sobre tales percepciones y las deducciones que de 
ellas se concluyen, gracias a las reglas técnicas, científicas o artísticas de 
la experiencia que conoce y aplica para esos fines, en forma explicada, 
motivada, fundada y conveniente. Esto es, el valor probatorio de un pe-
ritaje depende de si está debidamente fundado. La claridad en las con-
clusiones es indispensable para que aparezcan exactas y el Juez pueda 
adoptarlas; su firmeza o la ausencia de vacilaciones es necesaria para 
que sean convincentes; la lógica relación entre ellas y los fundamen-
tos que las respaldan debe existir siempre, para que merezcan absoluta 
credibilidad. Si unos buenos fundamentos van acompañados de unas 
malas conclusiones o si no existe armonía entre aquéllos y éstas o si el 
perito no parece seguro de sus conceptos, el dictamen no puede tener 
eficacia probatoria. Al Juez le corresponde apreciar estos aspectos in-
trínsecos de la prueba. No obstante ser una crítica menos difícil que la 
de sus fundamentos, puede ocurrir también que el Juez no se encuentre 
en condiciones de apreciar sus defectos, en cuyo caso tendrá que acep-
tarla, pero si considera que las conclusiones de los peritos contrarían 
normas generales de la experiencia o hechos notorios o una presunción 
de derecho o una cosa juzgada o reglas elementales de lógica, o que son 
contradictorias o evidentemente exageradas o inverosímiles, o que no 
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encuentran respaldo suficiente en los fundamentos del dictamen o que 
están desvirtuadas por otras pruebas de mayor credibilidad, puede re-
chazarlo, aunque emane de dos peritos en perfecto acuerdo. Por otra 
parte, no basta que las conclusiones de los peritos sean claras y firmes, 
como consecuencia lógica de sus fundamentos o motivaciones, porque 
el perito puede exponer con claridad, firmeza y lógica tesis equivoca-
das. Si a pesar de esta apariencia el Juez considera que los hechos afir-
mados en las conclusiones son improbables, de acuerdo con las reglas 
generales de la experiencia y con la crítica lógica del dictamen, éste no 
será conveniente, ni podrá otorgarle la certeza indispensable para que 
lo adopte como fundamento exclusivo de su decisión, pero si existen en 
el proceso otros medios de prueba que lo corroboren, en conjunto po-
drán darle esa certeza. Cuando el juez considere que esos hechos son 
absurdos o imposibles, debe negarse a aceptar las conclusiones del dic-
tamen. Tercer Tribunal Colegiado en materia Civil del Primer Circuito. 
Amparo Directo 483/2000. Pablo Funtanet Mange. 6 de abril de 2001. 
Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José 
Álvaro Vargas Ornelas. Amparo directo 16363/2002, María Luisa Gó-
mez Mondragón. 13 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretario: Williams Arturo Nucamendi Esco-
bar. Amparo directo 4823/2003. María Felipa González Martínez, 9 de 
mayo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. 
Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Amparo directo 595/2003 Su-
cesión a bienes de Pedro Santillán Tinoco. 13 de noviembre de 2003. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gabriel Montes Alcaraz. Secretario: 
José Luis Evaristo Villegas. Amparo directo 641/2003. Carlos Manuel 
Chávez Dávalos. 13 de noviembre de 2003. Unanimidad de votos. Po-
nente: Gabriel Montes Alcaraz. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. 
Época: Novena Época. Registro: 181056. Instancia: Tribunales Cole-
giados de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
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Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XX, julio de 2004, materia: 
Civil. Tesis: 1.30.C. J/33. Página: 1490.

Bajo esa tesitura, se procede a valorar la eficacia probatoria que 
aportan al presente juicio los dictámenes emitidos por los peritos, que 
fueron allegados al caso en estudio, lo anterior conforme a las reglas 
de la sana crítica que consiste en su sentido formal en una operación 
lógica, las máximas de experiencia, que contribuyen tanto como los 
principios lógicos a la valoración de la prueba.

Con base en los dictámenes debidamente desahogados en el juicio, 
deben aportar las bases para contemplar las condiciones de las llan-
tas materia del presente juicio, a efecto de verificar si las mismas se 
encontraban en condiciones de uso para su debida comercialización, 
para esclarecer si en el presente asunto existe negligencia que presu-
pone un deber de cuidado incumplido por la hoy parte demandada.

Atento a lo anterior, se advierte que una vez que los expertos en las 
materias designadas, antes señaladas, cumplieron con los requisitos 
legales para su debida admisión, allegaron sus respectivos dictámenes 
en los siguientes términos:

1. La parte actora allegó al presente juicio, como pruebas a su favor, 
las siguientes periciales:

i). La pericial en materia de tránsito terrestre, a cargo del maes-
tro Domingo Alejandro García Chávez, quien rindió su dictamen 
mediante escrito presentado el dieciocho de junio de dos mil dieci-
nueve, en el que estableció, que su dictamen tiene la finalidad de de-
terminar las causas que motivaron o contribuyeron a la producción 
del hecho de tránsito terrestre que aquí se juzga, en relación con la 
calidad y deterioro de las llantas marca BRIDGESTONE 285/45 
R19, 107V DURANZA ER30 E STEELBELTD RADIAL DOT EJ 
WW DJL2403. MAXLAD875Kg (2148 LBS), mismas que fueron 
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instaladas en la camioneta marca BMW X5, modelo 2013, con placas 
de circulación *** del Estado de Morelos, el día 28 de febrero de 2017, 
donde adquirió el actor dichas llantas nuevas, a efecto de establecer 
las causas técnicas que dieron origen al estallamiento de una de ellas 
y la otra que se compró en la misma empresa, con un deterioro con 
lo cual se provocó el accidente en la carretera el día ocho de julio del 
dos mil diecisiete, en la autopista México- Querétaro a la altura del 
Municipio denominado Soyaniquilpan de Juárez, Estado de México, 
dictamen pericial que concluyó en lo siguiente:

Que de acuerdo a las consideraciones y pruebas técnicas, con 
muestras fotográficas adjuntas a dicho dictamen, estableció que el 
hecho y causa principal que dio origen al desarrollo del accidente 
del día ocho de julio de dos mil diecisiete, fueron las llantas que 
llevaba la camioneta BMW X5 MODELO 2013, con placas de cir-
culación *** del Estado de Morelos, al estar caducadas (sic), ya que 
está demostrado que no tuvieron la resistencia propia del neumático, 
debido al envejecimiento de la banda de rodamiento de las descri-
tas en especial, ya que éstas no tuvieron la capacidad para soportar 
la presión del calor ante la velocidad del vehículo por estar viejas y 
no tener la elasticidad propia, (menor al promedio de 120 km/h, 
no obstante que esa marca dice soportar técnicamente la presión de 
240 km/h, según las especificaciones impresas del fabricante), por 
la pérdida de sus propiedades físicas de elasticidad durante catorce 
años un mes desde su fabricación, de dichas bandas de rodamiento 
por estar degradadas.

ii). La pericial en materia de ingeniería industrial, a cargo del in-
geniero José Luis Salinas Bravo, quien rindió su dictamen mediante 
escrito presentado el diecinueve de junio de dos mil diecinueve, en el 
que concluyó lo siguiente:
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EL FACTOR DETERMINANTE QUE DIO ORIGEN AL HECHO 
QUE NOS OCUPA FUE QUE:

A). LAS BANDAS DE RODAMIENTO MARCA BRIDGES-
TONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V CON DOT 
DJL2403, DE ACUERDO A LA ESPECIFICACIÓN DE LA FECHA 
DE FABRICACIÓN EL PROPIO FABRICANTE, (ES DECIR, LA 
NOMENCLATURA DJL2403), FUERON MANUFACTURADAS 
LA SEMANA 24 DEL AÑO 2003.

C. JUEZ, LO ANTERIOR SIGNIFICA, QUE DICHA BANDA 
DE RODAMIENTO AL MOMENTO DE SER VENDIDA A LA 
PARTE ACTORA, CONTABA YA CON UN ENVEJECIMIEN-
TO DE APROXIMADAMENTE 13 AÑOS Y OCHO MESES, Y 
AL MOMENTO DEL HECHO CONTABA CON UN ENVEJE-
CIMIENTO DE 14 AÑOS UN MES EN LOS COMPONENTES 
DE LA MISMA, PERDIENDO PROPIEDADES FÍSICAS COMO 
ELASTICIDAD, Y POR ENDE, SU DUREZA, POR LO QUE CON-
TABA YA CON UNA RIGIDEZ POR CRISTALIZACIÓN, MA-
YOR A LA NORMAL, PROVOCANDO CON ESTO QUE SUS 
FLANCOS NO PRESENTARAN LA RESISTENCIA MECÁNICA 
ADECUADA A LAS CARACTERÍSTICAS PROPIAS DE LA BAN-
DA DE RODAMIENTO, TRADUCIÉNDOSE LO ANTERIOR EN 
LA RUPTURA DE DICHA BANDA DE RODAMIENTO EN UNO 
DE SUS PERFILES. 

B). ES IMPORTANTE MENCIONAR QUE LA BANDA DE RO-
DAMIENTO MARCA BRIDGESTONE TIPO TURANZA ER 30 
285/45R19 107V COM DOT DJL2403, DAÑADA, NO PRESENTÓ 
NINGÚN INDICIO CRIMINALÍSTICO POR DAÑO POR OB-
JETO PUNZANTE, ES DECIR, NO PERDIÓ SU PRESIÓN MA-
NOMÉTRICA, POR UN OBJETO EXTRAÑO, SINO QUE DEBI-
DO AL ENVEJECIMIENTO DE LA BANDA DE RODAMIENTO, 
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ESTA NO SOPORTÓ DICHA PRESIÓN MANOMÉTRICA EX-
PLOTANDO POR LA PÉRDIDA DE SUS PROPIEDADES FÍSI-
CAS DE ELASTICIDAD Y DUREZA DURANTE 14 AÑOS Y UN 
MES, DICHAS BANDAS DE RODAMIENTO NO DEBIERON 
HABER SIDO VENDIDAS A LA PARTE ACTORA, YA QUE SE 
ENCONTRABAN ENVEJECIDAS, Y SUS PROPIEDADES FÍSI-
CAS YA SE ENCONTRABAN DEGRADADAS.

2. Por otra parte, se advierte que ***, allegó al presente juicio la peri-
cial en materia de ingeniería industrial, a cargo del ingeniero Ubaldo 
Chimalpopoca Valdéz, quien rindió su dictamen mediante escrito 
presentado el veinticuatro de junio de dos mil diecinueve, en el que 
estableció, lo siguiente: 

Conclusiones:

De la revisión practicada se desprende que:

La llanta siniestrada en fecha del 08 de julio del 2017 sufrió la pene-
tración de un objeto punzocortante en la zona del hombro opuesto a la 
serie DOT, dicho objeto perforó del exterior hacia el interior totalmen-
te la estructura de la llanta involucrando banda de rodadura, paquete de 
cinturones, cuerdas de la carcasa y sellante.

Como consecuencia de la perforación, la llanta sufrió una pérdida 
de presión de inflado, ocasionando que ésta rodara baja (sin presión de 
inflado al interior).

Derivado de rodar sin presión de inflado, la llanta sufrió una ruptu-
ra estructural en un costado hasta llevarlo a desprenderse totalmente 
como consecuencia de una excesiva flexión, sobre esfuerzo de los mate-
riales y generación de calor.

La ruptura es total involucrando costado, cuerdas de la carcasa y se-
llante por la condición antes mencionada.
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Las evidencias adicionales a la perforación observadas tales como la 
degradación del sellante y rozamiento en la parte alta del costado, in-
dican que la llanta sufrió una pérdida de presión gradual, hasta llegar a 
rodar sin presión de inflado y originar el colapso de uno de los costados 
(colapsa un punto del costado y derivado de la fuerza centrífuga ejerci-
da en la llanta al rodar, se desprenden totalmente).

No se observa ninguna condición relacionada a materiales y/o a la 
manufactura de la llanta.

En virtud de la revisión, se concluye que ésta llanta no presenta nin-
gún defecto que pueda atribuirse a la calidad de la llanta o a su proceso 
de manufactura.

Por lo que hace a la segunda llanta/revisada ésta no presenta ningún 
daño en su estructura.

Por otra parte, dicho expertise, estableció lo siguiente:

... La llanta no reventó por sí misma, ni por cuestiones atribuibles a su 
manufactura o fabricación, ya que hay evidencia física de una penetra-
ción de un objeto extraño punzocortante en la zona del hombro del 
neumático, en este particular se observa que la penetración se encuen-
tra en el hombro opuesto a la serie (DOT), dicho objeto perforó total-
mente la estructura de la llanta (exterior al interior) involucrando ban-
da de rodadura, paquete de cinturones, cuerdas de la carcasa y sellante, 
lo que generó la pérdida de presión de inflado para soportar la carga.

Las evidencias adicionales y derivadas de la perforación observadas 
tales como, la degradación del sellante y rozamiento en la parte alta 
del costado, indican que la llanta sufrió una pérdida de presión grad-
ual, hasta llegar a rodar con presión nula en un periodo prolongado y 
originar el colapso de uno de los costados, éste colapsó en un punto del 
costado y derivado de la fuerza centrífuga y la carga ejercida sobre la 
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llanta sin presión la que al continuar rodando, se rompe, y se desprende 
totalmente, lo que no es imputable a la fecha del DOT mencionado ni a 
la fabricación del neumático como quedó establecido, como se aprecia en 
las imágenes marcadas con las letras A, B, C y D del presente dictamen.

En relación con el dictamen pericial antes referido, es de señalarse 
que, el perito señalado al responder las preguntas identificadas con 
los números 3, 6, 7, 8 y 9, del cuestionario formulado por la parte ac-
tora, se advierte que estableció los siguiente:

3. QUE DIGA EL PERITO SI LOS NEUMÁTICOS BRIGESTONE 
TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V CON DOT DJL 2403, 
DESPUÉS DE DIEZ AÑOS SIN MONTAR, PIERDEN PROPIE-
DADES DE FABRICACIÓN SEGÚN LAS RECOMENDACIONES 
DADAS POR SU FABRICANTE.

RESPUESTA: Las llantas Bridgestone tienen un periodo de garan-
tía de cinco años posteriores a la fecha de fabricación, contra defectos de 
manufactura o fabricación, después de este periodo no significa que las 
llantas no sean funcionales y lo que se recomienda es mantener buenos 
hábitos de conducción, siendo responsabilidad del usuario el realizar 
mantenimiento preventivo al vehículo como la rotación de llantas, ba-
lanceo, alineación y revisión de la suspensión para así evitar desgastes 
prematuros en las llantas.

6. QUE DIGA EL PERITO SI LOS NEUMÁTICOS BRIDGES-
TONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V CON DOT DJL 
2403 Y CON MÁS DE DIEZ AÑOS DE FABRICACIÓN ESTÁN 
CADUCADOS SEGÚN FABRICANTE. RECOMENDACIONES 
DE SU FABRICANTE.

RESPUESTA: Bridgestone recomienda para llantas que han esta-
do en operación (rodando) más de 5 años y con fecha de fabricación de 
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más de 10 años el retiro de las mismas, no porque se consideren estas 
caducas, sino porque además de la fecha de su fabricación o producción, 
durante ese periodo la llanta puede acumular deterioros derivados de 
factores de operación como presión de inflado irregular durante el uso 
del neumático, fortuitos como son golpes que deterioren o causen daño 
a la estructura, y externos ejemplo exposición a las inclemencias na-
turales, calor, agua, nieve, luz solar, ozono, expuesta en periodos pro-
longados pudieran causar una alteración a la estructura interna, por lo 
que todos los distribuidores autorizados que comercializan los neumá-
ticos fabricados por la marca «Bridgestone» en todos los países incluido 
México, no comercializarían llantas con una fabricación de diez años o 
más al público en general, sin embargo hay empresas que pueden im-
portar neumáticos (compras en el extranjero) de marcas Pirelli, Miche-
lin, Continental o Bridgestone o cualquier marca existente en el merca-
do internacional sin ser estos distribuidores autorizados de alguna de 
las marcas mencionadas importarlas de países como Usa, Japón, Reino 
Unido, Canadá, Alemania, China, etc., almacenarlas y enajenar estas al 
menudeo o mayoreo a cualquier persona física o moral que no sean dis-
tribuidores de la marca.

7. QUE DIGA EL PERITO SI LOS NEUMÁTICOS BRIDGES-
TONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V CON DOT DJL 
2403 Y CON MÁS DE DIEZ AÑOS DE FABRICACIÓN SE EN-
CONTRABAN CADUCADOS AL MOMENTO EN QUE FUE-
RON VENDIDOS A LA PARTE ACTORA, SEGÚN RECOMEN-
DACIONES DE SU FABRICANTE.

RESPUESTA: Como tal no se considera un producto caduco, pero 
si por el tiempo transcurrido y previa su revisión recomienda el fabri-
cante la sustitución del neumático.

8. QUE DIGA EL PERITO CUÁL ES LA VIDA ÚTIL DE LOS 
NEUMÁTICOS SEGÚN PUBLICACIONES DE PROVEEDORES 
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DE NEUMÁTICOS EN EL MERCADO.

RESPUESTA: La vida útil de los neumáticos está sujeta a diferen-
tes variables de operación tales como: diseño adecuado del neumático 
de acuerdo al vehículo en el cual se instalaron (automóviles compactos, 
deportivos, todo terreno pasajeros, carga), hábitos de manejo, uso del 
automóvil (transporte público), mantenimiento preventivo, monitoreo 
de presión de inflado, características del camino, exposición al calor, 
luz solar, nieve, (clima) entre otros. Por ello, es que los proveedores de 
neumáticos en general manejan un periodo de garantía más no una re-
ferencia de vida útil de las llantas.

Es importante mencionar que resulta viable que la llanta continué en 
servicio incluso después de dicho plazo de garantía, siempre y cuando el 
usuario final atienda las recomendaciones de mantenimiento preventi-
vo y aplicación, como son, entre otras: el cuidar que nuestros productos 
tengan la presión de inflado adecuada durante su operación, efectúe las 
rotaciones necesarias, alineación, balanceo, revisión de la suspensión 
del vehículo, amortiguadores, se practiquen las reparaciones necesarias 
para mantener un rodamiento de los neumáticos adecuado y evitar así 
una desgaste prematuro del neumático. 

9. QUE DIGA EL PERITO CUÁLES SON LAS CARACTE-
RÍSTICAS QUE PIERDE UN NEUMÁTICO CADUCADO SE-
GÚN LAS RECOMENDACIONES DE LOS FABRICANTES DE 
NEUMÁTICOS.

RESPUESTA: Con el paso del tiempo y dependiendo de los cui-
dados y las condiciones externas (clima) a las que son sometidos los 
neumáticos, los materiales disminuyen sus propiedades derivadas de la 
oxidación (envejecimiento). No es determinante el solo transcurso del 
tiempo, sino el cuidado de los neumáticos, presión de aire adecuada, la 
conducción del usuario, el uso (kilometraje) pues como hemos mencio-
nado son muchas variables de operación y factores externos calor, nieve, 
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etc., que inciden en la vida útil de una llanta, la recomendación para 
poder detectar el estado en el que se encuentra la llanta, con indepen-
dencia de la fecha de su fabricación, es mediante una revisión física del 
neumático, acudir al distribuidor autorizado del fabricante.

Ahora bien, debe establecerse que, el valor probatorio de los perita-
jes, de acuerdo a lo establecido por el artículo 402 del Código de Pro-
cedimientos Civiles, radica en una presunción concreta, para el caso 
particular de que el perito es sincero, veraz y posiblemente acertado, 
cuando es una persona honesta, imparcial, capaz, experta en la mate-
ria de que forma parte el hecho sobre el cual dictamina que, además, 
ha estudiado cuidadosamente el problema sometido a su considera-
ción, ha realizado sus percepciones conforme a los hechos y del mate-
rial probatorio del proceso con eficacia y ha emitido su concepto sobre 
tales percepciones y las deducciones que de ellas se concluyen, gracias 
a las reglas técnicas, científicas o artísticas de la experiencia que co-
noce y aplica para esos fines, en forma explicada, motivada fundada 
convenientemente. Esto es, el valor probatorio de un peritaje depende 
de si está debidamente fundado.

Con base en los dictámenes rendidos en el presente juicio, se des-
prende que existen datos objetivos para establecer que de forma clara 
evidencian la existencia de elementos para determinar que los NEU-
MÁTICOS BRIDGESTONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 
107V CON DOT DJL 2403, vendidos a la hoy parte actora, no se en-
contraban en condiciones de ser comercializados, faltando con ello la 
hoy parte demandada, a un deber de divido cuidado.

Pues de acuerdo a los dictámenes de los peritos entes descritos, se 
desprende que dichos neumáticos no contaban con las características 
de unas llantas nuevas, por lo que, de forma alguna podían contar con 
la resistencia propia del neumático nuevo, debido al envejecimiento de 
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la banda de rodamiento, que describieron dichos peritos en sus res-
pectivos dictámenes, debido a que las bandas de rodamiento MARCA 
BRIDGESTONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V CON 
DOT DJL2403, de acuerdo a la especificación de la fecha de fabrica-
ción el propio fabricante, (es decir, la nomenclatura djl2403), fueron 
manufacturadas la semana 24 del año 2003.

Y, a respuestas del ingeniero Ubaldo Chimalpopoca Valdéz, perito 
designado por ***, en materia de ingeniería industrial, se advierte que 
dictaminó que el fabricante Bridgestone, recomienda para llantas que 
han estado en operación (rodando) más de 5 años y con fecha de fabri-
cación de más de 10 años el retiro de las mismas, no porque se consi-
deren éstas caducas, sino porque además de la fecha de su fabricación 
o producción, durante ese periodo la llanta puede acumular deterioros 
derivados de factores de operación como presión de inflado irregular 
durante el uso del neumático, fortuitos como son golpes que deterio-
ren o causen daño a la estructura, y externos ejemplo exposición a las 
inclemencias naturales, calor, agua, nieve, luz solar, ozono, expuesta en 
periodos prolongados pudieran causar una alteración a la estructura 
interna, por lo que todos los distribuidores autorizados que comerciali-
zan los neumáticos fabricados por la marca «Bridgestone» en todos los 
países incluido México, no comercializarían llantas con una fabricación 
de diez años o más al público en general, porque, con el paso del tiempo 
y dependiendo de los cuidados y las condiciones externas (clima) a las 
que son sometidos los neumáticos, los materiales disminuyen sus pro-
piedades derivadas de la oxidación (envejecimiento).

Con base en lo anterior, se tiene que los NEUMÁTICOS BRID-
GESTONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V CON DOT 
DJL 2403, no tuvieron la capacidad para soportar la presión del calor 
ante la velocidad del vehículo al no tener la elasticidad propia, (menor 
al promedio de 120 km/h, no obstante que esa marca dice soportar 
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técnicamente la presión de 240 km/h, según las especificaciones im-
presas del fabricante), por la pérdida de sus propiedades físicas de 
elasticidad durante catorce años un mes desde su fabricación, de di-
chas bandas de rodamiento por su deterioro debido al transcurso del 
tiempo desde su fabricación a la fecha de su instalación y a la fecha 
que aconteció el siniestro en el que la parte actora sustenta la proce-
dencia de sus pretensiones.

Por lo que, con base en los razonamientos expuestos se tiene que la 
parte demandada dejó de realizar aquellos actos de cuidado a los que 
se encontraba obligada, causándose así un daño, al vender los NEU-
MÁTICOS BRIDGESTONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 
107V CON DOT DJL 2403, a la parte actora, sin las condiciones de 
uso necesarias para su debida funcionabilidad.

Lo que se contradijo con las manifestaciones de la parte demanda-
da al desahogar la prueba confesional a su cargo, ofrecida por la parte 
actora, pues manifestó que sí tiene la obligación de vigilar que las llan-
tas que comercializa en su negocio conserven su calidad, lo que en el 
caso no aconteció así puesto que vendió unas llantas que no se encon-
traban en condiciones de uso, debido al tiempo transcurrido desde la 
fecha de fabricación de las mismas a la fecha de su venta, ya que con 
el paso del tiempo los neumáticos disminuyen sus propiedades tal y 
como fue determinado por los peritos que allegaron sus respectivos 
dictámenes al presente asunto.

Sin que la hoy parte demandada, haya aportado diverso medio de 
prueba, apto para determinar que dichos neumáticos se encontraban 
en condiciones aptas para su debido uso, pues fue omisa en aportar 
elemento de prueba al respecto, debiendo asumir las consecuencias de 
su conducta procesal omisiva.

b) Ahora bien, por lo que hace al elemento de la acción, consistente 
en que exista afectación en la persona, de cualesquiera de los bienes 
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que tutela el artículo 1916 del Código Civil para la hoy Ciudad de Mé-
xico, al respecto debe reiterarse que, dicho elemento se trata de un ele-
mento inmaterial propios de los derechos de la personalidad, el cual 
consiste en acreditar la afectación de valores morales.

En específico, se puede sostener que el daño moral es un género el 
cual a su vez se divide en tres especies, a saber. (1) daño al honor; (ii) 
daños estéticos; y (ii) daños a los sentimientos.

Siendo que en el caso a estudio, se establece una afectación a los 
sentimientos, que la accionante argumentó que les fue ocasionado a 
los miembros de su familia que viajaban en su automóvil, en términos 
del artículo 1916 del Código Civil del Distrito Federal, hoy Ciudad de 
México, como consecuencia directa del hecho ilícito que manifiesta 
fue cometido por la demandada, al haberles vendido unas llantas nue-
vas que fueron fabricadas en el año dos mil tres, sin que se les hubiera 
hecho de su conocimiento, lo que argumenta generó y fue el motivo 
determinante por el cual, sufrieron un accidente automovilístico que 
afortunadamente, no tuvo consecuencias fatales, pero que sí repercu-
tió en y produjo una afectación a sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos fí-
sicos y en la consideración que de ellos tienen las demás personas, 
además del daño material correspondiente, ya que a consecuencia del 
percance automovilístico que sufrieron, se vulneró y menoscabó inde-
bidamente, su integridad física y psíquica, ocasionándoles diversos da-
ños y alteraciones en su salud emocional, lo que hizo que tuvieran que 
buscar ayuda profesional, para someterse a tratamientos psicológicos 
con la finalidad de superar el temor y la angustia que les producía re-
cordar lo que les ocurrió, aunado al miedo y la ansiedad que tenían al 
darse cuenta de que pudieron haber perdido la vida, a consecuencia de 
un accidente automovilístico producido por el mal estado de una de 
las llantas que adquirieron, y que argumentan que dolosamente se les 
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ocultó que la misma había sido fabricada desde el año dos mil tres, no 
obstante de que también, dolosamente se les vendió como se tratara 
de una llanta nueva.

En ese sentido, debe contemplarse que el daño puede acreditarse 
indirectamente, es decir, el juez puede inferir, a través de los hechos 
probados, el daño causado a las víctimas, en efecto, el Código de Pro-
cedimientos Civiles para la hoy Ciudad de México, permite la prueba 
indirecta a través de las presunciones humanas.

De acuerdo con lo anterior, se tiene en el presente asunto se allega-
ron pruebas periciales en materia de psicología, a efecto de sustentar 
la procedencia de las pretensiones de las partes en el presente asunto. 

Atento a lo anterior, se advierte que una vez que los expertos en la 
materia designada, antes señalada, cumplieron con los requisitos le-
gales para su debida admisión, allegaron sus respectivos dictámenes 
en los siguientes términos:

1. La parte actora allegó al presente juicio, la pericial en materia 
de psicología, a cargo de licenciada Patricia Oseguera Romaní, quien 
rindió su dictamen mediante escrito presentado en este Juzgado el 
tres de junio de dos mil diecinueve, en el que estableció lo siguiente:

i. Por lo que respecta al C. ***, que el accidente sufrido el ocho de 
julio de dos mil diecisiete, generó en la persona valorada, un trastor-
no por estrés postraumático al vivir una experiencia abrumadora, re-
pentina e inesperada que puso en riesgo su vida y la de su familia, y 
que en su momento tuvo repercusión para desempeñarse funcional-
mente en sus actividades cotidianas con datos de inestabilidad emo-
cional, ansiedad y dificultad para conciliar el sueño, eventos que en la 
actualidad continúan presentándose, sobre todo cuando el valorado, 
tiene la necesidad de viajar en carretera, lo que despierta los recuer-
dos y temores que vivió con mayor intensidad en la fecha cercana al 
incidente ocurrido.
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ii. Por lo que respecta a la C. ***, que el accidente sufrido el ocho 
de julio de dos mil diecisiete, generó en la C. ***, y en toda su familia, 
un trastorno por estrés postraumático al vivir una experiencia abru-
madora, repentina e inesperada que puso en riesgo su vida y la de su 
familia, y que en su momento tuvo repercusión para desempeñarse 
funcionalmente en sus actividades cotidianas con datos de inseguri-
dad, temor de revivir la experiencia, perder a su familia, por lo que 
le fue difícil tolerar circular en un auto, siempre en estado de alerta, 
tensa e “hipervigilante”. Situación que a la fecha continúa presen-
tándose sobre todo cuando tiene la necesidad de viajar por carretera.

iii. Por lo que respecta al C. ***, que el accidente sufrido el ocho de 
julio de dos mil diecisiete, generó en el C. ***, un trastorno por estrés 
postraumático al vivir una experiencia abrumadora, repentina e in-
esperada que puso en riesgo su vida y la de su familia, y que en su mo-
mento tuvo repercusión para desempeñarse funcionalmente en sus 
actividades cotidianas con datos de inseguridad, temor de revivir la 
experiencia, perder a su familia, por lo que le fue difícil tolerar circu-
lar en un auto, siempre en estado de alerta, tenso e “hipervigilante”, 
situación que a la fecha continúa presentándose sobre todo cuando 
tiene la necesidad de viajar por carretera. 

iv. Por lo que respecta a la C. ***, que el accidente sufrido el ocho 
de julio de dos mil diecisiete, generó en la C. ***, y en toda su familia, 
un trastorno por estrés postraumático al vivir una experiencia abru-
madora, repentina e inesperada que puso en riesgo su vida y la de su 
familia, y que en su momento tuvo repercusión para desempeñarse 
funcionalmente en sus actividades cotidianas al tener dificultad para 
dar continuidad en su vida, después del accidente si bien continuó 
con sus actividades de manera funcional, al paso del tiempo mostró 
inseguridad y falta de confianza en sí misma con pensamientos rela-
cionados a la amenaza de su propia vida.
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1.1. Asimismo, es de señalarse que la parte actora adjuntó a su es-
crito de demanda la documental, consistente en evaluación psicoló-
gica, de fecha abril de dos mil dieciocho, practicada por la doctora 
Patricia Oseguera Romaní, la cual fue ratificada en cuanto a su con-
tenido y firma, por parte de la psicóloga Patricia Oseguera Romaní, 
en la audiencia celebrada ***.

2. Por su parte ***, allegó al presente juicio, la pericial en materia 
de psicología, a cargo del licenciado Jesús Vázquez Granillo, quien 
rindió su dictamen sus respectivos escritos presentados el doce de di-
ciembre de dos mil diecinueve y veintitrés de enero de dos mil veinte, 
en el que estableció lo siguiente:

2 … Conclusiones en relación con el C. ***

Primera: *** no padece algún trastorno emocional, de conducta o de 
cualquier otro tipo. Por tanto, es una persona mentalmente sana, capaz 
del querer y entender y no presenta trastorno mental o de personalidad 
que altere su pensamiento, emoción o comportamiento, por lo que sus 
percepciones y conductas le permiten afrontar las tensiones normales 
de la vida y del ambiente de manera flexible, funcional y adaptativa. 
Además, tampoco presenta indicios de alguna alteración cognitiva a ni-
vel cerebral o daño orgánico que pudieran estar alterando su conducta, 
pues presenta íntegras sus facultades de percepción, atención, planea-
ción, codificación, análisis y síntesis, mostrándose orientado en espacio, 
persona, tiempo, lugar y circunstancia.

Segunda: sí existe lógica, coherencia y congruencia en el dicho del 
C. *** respecto a la dinámica de los hechos referidos en su escrito de 
demanda, en participar en el hecho número ocho. A partir de lo ante-
rior, no se pone en duda que los hechos hayan o no ocurrido, pues el 
evaluado mostró congruencia plena entre las manifestaciones emocio-
nales y su discurso al relatarlos. Sin embargo, es facultad únicamente 
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del perito en tránsito terrestre establecer si ese tipo de acontecimiento 
ocurrido puede ser de consecuencias funestas o no, de acuerdo a la par-
ticularidad del evento.

Tercera: *** no cumple con las características, ni tiene el perfil de una 
persona de un trastorno por estrés postraumático, pues *** no padece se-
cuelas psíquicas como consecuencia de los hechos narrados en el escrito 
inicial de demanda, pues una secuela se caracteriza por la estabilización y 
consolidación de esos desajustes introduciendo un elemento cronológico 
(2 años desde la exposición al elemento estresante) en la cual las afecciones 
se han cristalizado y forman parte del día a día del afectado. Sin embargo, 
actualmente (más de dos años después de la exposición al elemento estre-
sante) no se detecta la estabilización, ni consolidación de desajustes en el 
evaluado, mostrándose como una persona flexible, funcional y adaptativa. 
Además, el evaluado comentó que después de la situación estresante acu-
dió a dos sesiones de psicoterapia. Sin embargo, no es lógico que haya de-
sarrollado un trastorno de estrés postraumático toda vez que, de acuerdo 
con la Secretaría de Salud y la Secretaría de Marina, el tratamiento para 
personas que padecieron trastorno de estrés postraumático consistió en 
un mínimo de entre 8 y 12 sesiones mediante la terapia más efectiva, por 
lo que, de haberlo padecido, no pudo haber sido dado de alta en tan solo 
dos sesiones. De igual importancia es que las sesiones psicoterapéuticas 
se imparten una vez por semana, por lo que acudir a dos sesiones psico-
terapéuticas significa que los síntomas perduraron por dos semanas. Sin 
embargo, dentro de los criterios y diagnósticos avalados por la comunidad 
científica, DSM-V señala una prevalencia de síntomas superior a un mes, 
mientras que CIE-10 señala una prevalencia de síntomas durante mínimo 
seis meses. Lo anterior significa que los síntomas no perduraron el tiempo 
necesario para ser clasificados como trastorno. Bajo este orden de ideas 
no es que *** desarrollara un trastorno de estrés postraumático y ahora se 
encuentra mejor, sino que nunca lo desarrolló.
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Cuarta: Los hechos acontecidos el día 08 de julio de 2017 no pudie-
ron haber causado algún tipo de trastorno en el C. ***, pues de acuerdo 
con la Organización Mundial de la Salud, el primer criterio diagnósti-
co para trastorno de estrés postraumático a la letra dice: “a. El paciente 
tiene que haber estado expuesto a un acontecimiento o situación estre-
sante (de corta o larga duración) de naturaleza excepcionalmente ame-
nazante catastrófica, que probablemente causaría malestar profundo en 
casi cualquier persona”. En el caso de *** a pesar de haber estado ex-
puesto a un acontecimiento o situación estresante, no fue de naturaleza 
excepcionalmente amenazante o catastrófica (p. ej. Terremotos, actos 
terroristas, tortura, muerte de ser amado, amputación o deformación 
de una parte de su cuerpo, etc.).

Quinta: Los hechos acontecidos en día 08 de julio de 2017 no pu-
dieron dar lugar a una afectación a los sentimientos, afectos, creencias, 
reputación, vida privada, configuración y aspecto físico, consideración 
que de sí misma tiene, ni honor. Sin embargo, es cierto que existe afec-
tación en su decoro puesto que el origen de la demanda radica en que 
no se le consideró digno de respeto, ya que al llamarle a la dueña de la 
llantera donde había adquirido los neumáticos, le comentó que el neu-
mático se había reventado y señala que ella se mofó, aunque también es 
cierto que señala en la demanda en cuanto a la respuesta que “ellos no 
podían hacer nada en ese momento y que si quería, las llantas aún te-
nían garantía” (sic), lo cual cancelaría que se la haya dado un trato poco 
decoroso.

Sexta: Si se observan características de simulación en el C. ***, pues 
de acuerdo con el inventario de Evaluación de la Personalidad PAI de-
rivado del análisis de las elevaciones en las escalas de validez se ob-
serva un perfil invalido, pues al proceder a integrar sus resultados, se 
observan puntuaciones altas en la escala para detección de mentiras im-
presión positiva, la cual indica que la persona ha intentado mostrarse 
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socialmente más virtuoso que el 93.6% de la población, lo cual de acuer-
do con el manual de la prueba se recomienda extremar las precaucio-
nes en la interpretación del resto de escalas, pues estos resultados se 
asocian con un deseo deliberado del evaluado de falsear y debe consi-
derarse como una variable de la personalidad del evaluado, la misma 
dirección, en la prueba Perfil de Inteligencia Emocional PIEMO 2000 
exhibe la combinación de puntuaciones muy altas en las escalas inhibi-
ción de impulsos y expresión emocional, lo cual muestra a una persona 
proclive a pensar mucho y muy bien lo que tiene y no tiene que decir, lo 
cual es un punto especialmente relevante en ámbitos forenses, siendo 
característico de personas con intención de mostrar una buena imagen 
en términos de aparentar ser gente demasiada controlada.

En relación con la C. ***.

Primera: *** no padece algún trastorno emocional, de conducta o de 
cualquier otro tipo. Por tanto, es una persona mentalmente sana, capaz 
del querer y entender y no presenta trastorno mental o de personalidad 
que altere su pensamiento, emoción o comportamiento, por lo que sus 
percepciones y conductas le permiten afrontar las tensiones normales 
de la vida y del ambiente de manera flexible, funcional y adaptativa. 
Además, tampoco presenta indicios de alguna alteración cognitiva a ni-
vel cerebral o daño orgánico, que pudieran estar alterando su conducta, 
pues presenta integras sus facultades de percepción, atención, planea-
ción, codificación, análisis y síntesis mostrándose orientado en espacio, 
persona, tiempo, lugar y circunstancia.

Segunda: Si existe lógica, coherencia y congruencia en el dicho de 
la C. ***, respecto a la dinámica de los hechos referidos en su escrito 
de demanda, en participar en el hecho número ocho. A partir de lo an-
terior, no se pone en duda que los hechos hayan o no ocurrido, pues la 
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evaluada mostró congruencia plena entre las manifestaciones emocio-
nales y su discurso al relatarlos. Sin embargo, es facultad únicamente 
del perito en tránsito terrestre establecer si ese tipo de acontecimiento 
ocurrido puede ser de consecuencias funestas o no.

Tercera: ***, no cumple con las características, ni tiene el perfil de 
una persona víctima de un trastorno por estrés postraumático, pues *** 
no padece secuelas psíquicas como consecuencia de los hechos narrados 
en el escrito inicial de demanda, ya que una secuela se caracteriza por la 
estabilización y consolidación de esos desajustes introduciendo un ele-
mento cronológico (2 años desde la exposición al elemento estresante) 
en la cual las afectaciones se han cristalizado y forman parte del día a 
día del afectado. Sin embargo, actualmente (más de dos años después 
de la exposición al elemento estresante) no se detecta la estabilización, 
ni consolidación de desajustes en el evaluado, mostrándose como una 
persona flexible, funcional y adaptativa. Por otro lado, si bien se detec-
ta en las pruebas un acontecimiento traumático que generan estrés, al 
realizar un diagnóstico diferencial se observan dos elementos altamen-
te estresantes de naturaleza catastrófica que no guardan relación con 
los hechos motivo de demanda, los cuales explican lo detectado, siendo 
estos: a. El fallecimiento de su hermano *** a causa de cáncer, señalan-
do que fue su hermano al que más cariño, admiración y apego le tenía 
(la evaluada en este momento comienza llanto, a lo cual la entrevista es 
pausada hasta que la evaluada restablece la capacidad para continuar); 
b. Señala que su hija *** fue internada en un hospital psiquiátrico. Esta 
situación es considerada como la más difícil en su historia de vida fami-
liar, reaccionando con el llanto a lo cual se detiene la entrevista en este 
tema por respeto a la evaluada.

Cuarta: Los hechos acontecidos el día 08 de julio de 2017 no pudie-
ron haber causado algún tipo de trastorno en la C. ***, pues de acuerdo 
con la Organización Mundial de la Salud, el primer criterio diagnóstico 
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para trastorno de estrés postraumático a la letra dice: “a. El paciente 
tiene que haber estado expuesto a un acontecimiento o situación estre-
santes (de corta o larga duración) de naturaleza excepcionalmente ame-
nazante o catastrófica, que probablemente causaría malestar profundo 
en casi cualquier persona”. En el caso de *** a pesar de haber estado ex-
puesta a un acontecimiento o situación estresante, no fue de naturaleza 
excepcionalmente amenazante o catastrófica (p. ej. terremotos, actos 
terroristas, tortura, muerte de un ser amado, amputación o deforma-
ción de una parte de su cuerpo, etc.). Sin embargo, al realizar un diag-
nóstico diferencial si se observan dos elementos altamente estresantes 
de naturaleza catastrófica que no guardan relación con los hechos moti-
vo de demanda (el fallecimiento de su hermano *** causa de cáncer, y el 
internamiento de su hija *** en un hospital psiquiátrico).

Quinta: Los hechos acontecidos en el día 08 de julio de 2017 no pu-
dieron dar lugar a una afectación a los sentimientos, afectos, creencias, 
reputación, vida privada, configuración y aspecto físico, consideración 
que de sí misma tiene, ni honor. Sin embargo, es cierto que existe afec-
tación en su decoro puesto que el origen de la demanda radica en que se 
comunicaron con la señora que les vendió la llanta, la cual acusa se burló 
de su accidente, aunque también es cierto que señala en la demanda en 
cuanto a la respuesta que “ellos no podían hacer nada en ese momento 
y que, si quería, las llantas aún tenían garantía” (sic), lo cual cancelaría 
que se le haya dado un trato poco decoroso.

Sexta: no se observan características de simulación en la C. ***, pues 
de acuerdo con las escalas para la detección de mentiras contenidas en el 
Inventario de Evaluación de la Personalidad PAI, el Manual Multifásico 
de la Personalidad Minnesota 2 Forma Reestructurada MMPI-2RF, y 
el Perfil de Inteligencia Emocional PIEMO 2000 la evaluada respondió 
de manera sincera los instrumentos. Además, exhibió en todo momento 
congruencia plena entre las manifestaciones emocionales y su discurso.
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En relación con el C. *** 

Primera: *** padece algún trastorno emocional, de conducta o de cual-
quier otro tipo. Por tanto, es una persona mentalmente sana, capaz del 
querer y entender y no presenta trastorno mental o de personalidad que 
altere su pensamiento, emoción o comportamiento, por lo que sus per-
cepciones y conductas le permiten afrontar las tensiones normales de la 
vida y del ambiente de manera flexible, funcional y adaptativa. Además, 
tampoco presenta indicios de alguna alteración cognitiva a nivel cere-
bral o daño orgánico, que pudieran estar alterando su conducta, pues 
presenta integras sus facultades de percepción, atención, planeación, 
codificación, codificación, análisis y síntesis, mostrándose orientado en 
espacio, persona, tiempo, lugar y circunstancia.

Segunda: Si existe lógica, coherencia y congruencia en el dicho del 
C. *** respecto a la dinámica de los hechos referidos en su escrito de de-
manda, en participar en el hecho número ocho. A partir de lo anterior, 
no se pone en duda que los hechos hayan o no ocurrido, pues el evalua-
do mostró congruencia plena entre las manifestaciones emocionales y 
su discurso al relatarlos, sin embargo, es facultad únicamente del Perito 
en Tránsito Terrestre establecer sí ese tipo de acontecimiento ocurrido 
puede ser de consecuencias funestas o no.

Tercera: *** no cumple con las características, ni tiene el perfil de 
una persona víctima de un trastorno por estrés postraumático, pues *** 
no padece secuelas psíquicas como consecuencia de los hechos narrados 
en el escrito inicial de demanda; el evaluado comentó que después de la 
situación estresante acudió a dos sesiones de psicoterapia. Sin embargo, 
no es lógico que haya desarrollado un Trastorno de Estrés Postraumá-
tico toda vez que, de acuerdo con la Secretaría de Salud y la Secretaría 
de Marina, el tratamiento para personas que padecieron Trastorno de 
Estrés Postraumático consistió en un mínimo de entre 8 y 12 sesiones 
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mediante la terapia más efectiva, por lo que, de haberlo padecido, no 
pudo haber sido dado de alta en tan solo dos sesiones. Además, las se-
siones psicoterapéuticas se imparten una vez a la semana, por lo que 
acudir a dos sesiones psicoterapéuticas significa que los síntomas per-
duraron por dos semanas. Sin embargo, dentro de los criterios diag-
nósticos avalados por la comunidad científica, DSM-V señala una pre-
valencia de síntomas superior a un mes, mientras que CIE-10 señala 
una prevalencia de síntomas durante mínimo seis meses. Lo anterior 
significa que los síntomas no perduraron el tiempo necesario para ser 
clasificados como trastorno. Bajo este orden de ideas no es que *** de-
sarrollara un Trastorno de Estrés Postraumático y ahora se encuentra 
mejor, sino que nunca lo desarrolló.

Cuarta: Los hechos acontecidos el día 08 de julio de 2017 no pudie-
ron haber causado algún tipo de trastorno en la C. ***, pues de acuerdo 
con la Organización Mundial de la Salud, el primer criterio diagnóstico 
para tratamiento de estrés postraumático a la letra dice: “a. El paciente 
tiene que haber estado expuesto a un acontecimiento o situación estre-
santes (de corta o larga duración) de naturaleza excepcionalmente ame-
nazante o catastrófica, que probablemente causaría malestar profundo 
en casi cualquier persona”. En el caso de *** a pesar de haber estado ex-
puesta a un acontecimiento o situación estresante, no fue de naturaleza 
excepcionalmente amenazante o catastrófica (p.ej. terremotos, actos te-
rroristas, tortura, muerte de un ser amado, amputación o deformación 
de una parte de su cuerpo, etc.). 

Quinta. Los hechos acontecidos el día 8 de julio de 2017 no pudie-
ron dar lugar a una afectación a los sentimientos, afectos, creencias, 
reputación, vida privada, configuración y aspecto físico, consideración 
que de sí misma tiene, ni honor. Sin embargo, es cierto que existe afec-
tación en su decoro puesto que el origen de la demanda radica en que 
su madre llamó a los vendedores de llantas, quienes les respondieron de 
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manera muy déspota y grosera, aunque también es cierto que señala en 
la demanda en cuanto a la respuesta “ellos no podían hacer nada en ese 
momento y que si quería, las llantas tenían garantía”, lo cual cancelaría 
que se le haya dado un trato poco decoroso.

Sexta: Sí se observan características de simulación en el C. ***, pues 
de acuerdo con las escalas para la detección de mentira contenidas en el 
Inventario de Evaluación de la Personalidad PAI y el Manual Multifási-
co de la Personalidad Minnesota 2 Forma Restructurada MMPI-2-RF, 
el evaluado intentó manipular los resultados de las pruebas para pre-
sentarse como una persona extremadamente bien adaptada a un grado 
mayor que el 98% de la población. Estos intentos de simulación fueron 
contrastados con su historia donde aunque señala ajustarse a las nor-
mas y expectativas sociales a un grado mayor que el 99% de la pobla-
ción, en su historia de vida perdió su carrera de Lic. En Comunicación 
por presentar un certificado de preparatoria falsificado; aunque señala 
una historia sin problemas de conducta en la escuela, sin ser influencia-
do de manera negativa por sus pares, o conductas impulsivas, se detecta 
que fue dado de baja en la preparatoria por sus bajas calificaciones de-
bido a ausentarse de clases; pese a señalar mantener el control, no ser 
agresivo ni impulsivo a un grado mayor que el 99% de la población, en 
su historia de vida se observa que peleó, tuvo una pelea con uno de sus 
mejores amigos donde resultó fracturado de su nariz. 

En relación con la C. ***.

Primera: *** no padece algún trastorno emocional, de conducta o de 
cualquier otro tipo. Por tanto, es una persona mentalmente sana, capaz 
del querer y entender y no presenta trastorno mental o de personalidad 
que altere su pensamiento, emoción o comportamiento, por lo que sus 
percepciones y conductas le permiten afrontar las tensiones normales 



Materia Civil 109

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

de la vida y del ambiente de manera flexible, funcional y adaptativa. 
Además, tampoco presenta indicios de alguna alteración cognitiva a ni-
vel cerebral o daño orgánico, que pudieran estar alterando su conducta, 
pues presenta íntegras sus facultades de percepción, atención, planea-
ción, codificación, análisis y síntesis, mostrándose orientado en espacio, 
persona, tiempo, lugar y circunstancia.

Segunda: Si existe lógica, coherencia y congruencia en el dicho de la 
C. *** respecto a la dinámica de los hechos referidos en su escrito de de-
manda, en participar en el hecho número ocho. A partir de lo anterior, 
no se pone en duda que los hechos hayan o no ocurrido, pues la evalua-
da mostró congruencia plena entre las manifestaciones emocionales y 
su discurso al relatarlos. Sin embargo, es facultad únicamente de Perito 
en Tránsito Terrestre establecer si ese tipo de acontecimiento ocurrido 
puede ser de consecuencias funestas o no, en este particular no lo fue.

Tercera: *** no cumple con las características, ni tiene el perfil de 
una persona víctima de un trastorno por estrés postraumático, pues *** 
no padece secuelas psíquicas como consecuencia de los hechos narrados 
en el escrito inicial de demanda, ya que una secuela se caracteriza por la 
estabilización y consolidación de esos desajustes introduciendo un ele-
mento cronológico (2 años desde la exposición al elemento estresante) 
en la cual las afectaciones se han cristalizado y forman parte del día a 
día del afectado. Sin embargo, actualmente (más de dos años después 
de la exposición al elemento estresante) no se detecta la estabilización, 
ni consolidación de desajustes en la evaluada, mostrándose como una 
persona flexible, funcional y adaptativa. Por otro lado, a pesar de ha-
ber estado expuesta a un acontecimiento o situación estresante, no fue 
de naturaleza excepcionalmente amenazante o catastrófica (p. ej. te-
rremotos, actos terroristas, tortura, secuestro, muerte de un ser ama-
do, amputación o deformación de una parte de su cuerpo, etc.). Ade-
más, existen antecedentes de tratamiento e internamiento psicológico y 
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psiquiátrico cuando la evaluada tenía alrededor de quince años de edad, 
por lo que no podría determinarse de manera fehaciente si dichas afec-
taciones emocionales son derivadas de los hechos narrados en el escrito 
inicial de demanda, o si son derivadas de la situación que detonó el in-
ternamiento psiquiátrico.

Cuarta: Los hechos acontecidos el día 08 de julio de 2017, no pudie-
ron haber causado algún tipo de trastorno en la C. ***, pues de acuerdo 
con la Organización Mundial de la Salud, el primer criterio diagnóstico 
para tratamiento de estrés postraumático a la letra dice: “a. El paciente 
tiene que haber estado expuesto a un acontecimiento o situación estre-
santes (de corta o larga duración) de naturaleza excepcionalmente ame-
nazante o catastrófica, que probablemente causaría malestar profundo 
en casi cualquier persona”. En el caso de *** a pesar de haber estado ex-
puesta a un acontecimiento o situación estresante, no fue de naturale-
za excepcionalmente amenazante o catastrófica (p.ej. terremotos, actos 
terroristas, tortura, muerte de un ser amado, amputación o deforma-
ción de una parte de su cuerpo, etc.). Asimismo, la evaluada verbalizó 
que un elemento crucial del evento fue dirigirse hacia Querétaro por el 
fallecimiento de su tío padrino, lo cual, si es un elemento estresante de 
naturaleza catastrófica que no guarda relación con los hechos motivo 
de la demanda, pero si guarda relación directa con posibles síntomas.

Quinta: Los hechos acontecidos el día 08 de julio de 2017, no pu-
dieron dar lugar a una afectación a los sentimientos, afectos, creencias, 
reputación, vida privada, configuración y aspecto físico, consideración 
que de sí misma tiene, ni honor. Sin embargo, es cierto que existe afec-
tación en su decoro puesto que el origen de la demanda radica en que 
su madre llamó al establecimiento donde había adquirido las llantas, 
quienes le respondieron de manera muy déspota y grosera, aunque tam-
bién es cierto que señala en la demanda en cuanto a la respuesta que 
no podían hacer nada en ese momento y que si quería, las llantas aún 
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tenían garantía” (sic), lo cual cancelaría que se haya dado un trato poco 
decoroso.

Sexta: No se observan características de simulación en el C. ***, pues 
aún cuando las escalas para la detección de mentira contenidas en el in-
ventario de Evaluación de la Personalidad PAI y el Manual Multifásico 
de la Personalidad Minnesota 2 Forma Reestructurada MMPI-2-RF, 
las cuales aún cuando indican que la evaluada exagera en su grado de 
adaptación a un grado no creíble, existen antecedentes de tratamiento e 
internamiento psicológico y psiquiátrico cuando la evaluada tenía alre-
dedor de quince años de edad, por lo que estos resultados no exponen el 
deseo deliberado de la evaluada de falsear, sino que son el resultado de 
dicho tratamiento e internamiento.

3. Por otra parte, es de señalarse que en audiencia celebrada el seis 
de marzo de dos mil veinte, se determinó que, al desprenderse del 
estado de autos, que existían diferencias en las experticias rendidas 
por los peritos de las partes, en consecuencia, con fundamento en lo 
dispuesto por el artículo 349 del Código de Procedimientos Civiles, 
se designó perito tercero en discordia en materia de psicología.

Por lo que, una vez cumplidos los requisitos procesales para su de-
bido desahogo, el perito tercero en discordia, en materia de psicología, 
licenciado Misael Meléndez Martínez, rindió su dictamen mediante 
el escrito presentado el catorce de diciembre de dos mil veintiuno. 

Respecto del dictamen pericial, emitido por el perito tercero en 
discordia debe contemplarse que no es dable otorgarle valor demostra-
tivo alguno en el presente juicio, puesto que la valoración de la eficacia 
de los dictámenes ofrecidos por las partes queda a cargo del juzgador 
y no así que le correspondiera emitir juicio de valor de los respectivos 
dictámenes allegados al presente juicio, por lo cual, su análisis no es 
apto para aportar elemento de convicción alguno al presente asunto.
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En relación con los dictámenes allegados al presente juicio debe es-
tablecerse, que desde el punto de vista subjetivo, la prueba de la exis-
tencia del daño moral sería imposible, en virtud de que atendiendo a 
la posición irreconciliable de posturas habida entre actor y demanda-
do, como se advierte de las periciales antes descritas, de las que se tie-
ne que de forma alguna coinciden en cuanto a si un bien moral está o 
no verdaderamente conculcado, pues existen diversos criterios subje-
tivos sobre la actualización y certeza del daño y de su gravedad, ya que 
hay dificultad para demostrar la existencia del dolor, del sentimiento 
herido por atender a las afecciones íntimas, al honor y a la reputación, 
por eso la víctima debe acreditar únicamente la realidad del ataque.

En ese sentido debe contemplarse que, desde el punto de vista ob-
jetivo, el accionante no tiene por qué demostrar ante el juzgador la 
intensidad o la magnitud del daño internamente causado, sino que 
el daño moral será justificado desde el momento en que se acredite la 
ilicitud de la conducta y la realidad del ataque, lo que igualmente de-
mostrará la vinculación jurídica entre el agresor y agraviado. La legis-
lación mexicana adopta la comprobación objetiva del daño moral y no 
la subjetiva, como se advierte en la parte conducente de la exposición 
de motivos del decreto de reformas publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y 
dos, en relación con el artículo 1916 del Código Civil para el Distrito 
Federal.

Lo anterior encuentra apoyo legal, de forma análoga y en su parte 
conducente, en el contenido de los criterios federales, que a la letra 
versan de la forma siguiente:

daño moral en el derecho positivo mexicano. En el dictamen de 
la Cámara Revisora del decreto de veintinueve de diciembre de mil no-
vecientos ochenta y dos, que reforma, entre otros, el artículo 1916 del 



Materia Civil 113

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

Código Civil para el Distrito Federal, se establece, en lo que interesa: 
«... La iniciativa se fundamenta en la doctrina civilista contemporánea 
de los derechos de la personalidad, la cual tiende a garantizar a la perso-
na el goce de sus facultades y el respeto al desenvolvimiento de su perso-
nalidad física y moral.». Los bienes que tutela esa figura son, de manera 
sólo enunciativa: a) afectos; b) creencias; c) sentimientos; d) vida priva-
da; e) configuración y aspectos físicos; f) decoro; g) honor; h) reputa-
ción; e, i) la consideración que de uno tienen los demás. Estos derechos 
no pueden ser tasables o valorables perfecta ni aproximadamente en 
dinero, por referirse a la persona en su individualidad o intimidad. Por 
esa razón, la legislación mexicana adopta la teoría de la comprobación 
objetiva del daño y no la subjetiva; es decir, basta la demostración de: 
1) la relación jurídica que vincula al sujeto activo con el agente pasivo o 
agraviado, y 2) la existencia de un hecho u omisión ilícitos que lesione 
uno o varios de los bienes que tutela la figura, enunciados con anterio-
ridad. Entonces, no se requiere la justificación de la existencia efectiva 
ni la extensión o gravedad del daño, lo cual conduciría a una prueba im-
posible, y esa demostración y tasación se dejan al prudente arbitrio del 
juzgador. Cuarto Tribunal Colegiado en materia Civil del Primer Cir-
cuito. Amparo Directo 14424/2002. El Espectáculo Editorial, S.A. de 
C.V. y otras. 13 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gil-
da Rincón Orta. Secretaria: Carmina S. Cortés Pineda. Véase: Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, 
noviembre de 2002, página 1131, tesis I.3o.C.368 C, de rubro: «daño 
moral. Presupuestos necesarios para la procedencia de la acción relativa 
(legislación del distrito federal).». Nota: Por ejecutoria de fecha 25 de 
noviembre de 2009, la Primera Sala declaró inexistente la contradic-
ción de tesis 328/2009 en que participó el presente criterio. Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 184505. Instancia: Tri-
bunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materias: Civil. Tesis: 
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I.4o.C.58 C. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XVII, abril de 2013, tomo 3, página 1073. Tipo: Aislada.

teoría objetiva de la prueba del daño moral. Su aplicación 
cuando se afectan el honor y la reputación de una persona por informa-
ción divulgada a través de internet. La indicada teoría procesal tiene su 
base en el principio ontológico conforme al cual lo ordinario se presume 
y lo extraordinario se prueba, en razón de que existe consenso genera-
lizado de que ciertos actos, al recaer sobre alguien, producen la afecta-
ción de valores morales indiscutibles como la dignidad, los sentimien-
tos o la autoestima, sin que esto requiera de una mayor acreditación, ni 
se pueda conocer la magnitud de la afectación en cada caso; de ahí que 
se considere que la citada teoría tiene como presupuesto que la demos-
tración del hecho ilícito conlleva también la del daño, debido a la vincu-
lación existente entre ambos, por la naturaleza de las cosas o las máxi-
mas de la experiencia, de las que se deduce en forma natural y ordinaria 
la consecuencia de la lesión subjetiva. En ese contexto, cuando se ana-
liza la divulgación en internet de un acto ilícito, dirigido directamente 
al afectado y alegado como causante de daño moral por la afectación de 
los derechos al honor y a la reputación, debe aplicarse la teoría objetiva 
de la prueba del daño moral sin ninguna variante o vertiente, en tanto 
que tal divulgación de información, por las características que reviste el 
medio tecnológico al que fue ingresada, puede implicar una presunción 
ordinaria sobre la existencia de la afectación del valor moral controver-
tido; sin que requiera de una mayor acreditación, ni se pueda conocer 
la magnitud de la afectación en el caso, pues no puede dudarse la per-
turbación que produce en el fuero interno de un individuo, la difusión 
de información falsa o inexacta sobre su persona en un nuevo ámbito 
virtual conocido como «ciberespacio», por el impacto, influencia y efec-
tos que genera la circulación de dicha información en este nuevo ámbi-
to, en tanto que una vez ingresada en internet, su circulación y acceso 
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por los potenciales usuarios, se hace más universal, dinámica y directa 
que en cualquier otro medio de comunicación tradicional. Quinto Tri-
bunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo directo 
4/2012. Germán Pérez Fernández del Castillo. 31 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de 
Mosqueda. Secretario: Hiram Casanova Blanco. Época: Décima Épo-
ca. Registro: 2003785. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Libro XX, mayo de 2013, tomo 3, materia Civil, tesis: I.5o.C.21 
(10ª). Página: 2147.

Teoría de la prueba objetiva del daño moral. Sólo es aplicable 
cuando el daño se presume. La interpretación del artículo 1916 del Có-
digo Civil para el Distrito Federal, en relación con los trabajos legislati-
vos por los cuales se incorporó dicho precepto, y la teoría de la prueba 
objetiva del daño moral establecida por la doctrina y la jurisprudencia 
mexicana, mediante la cual no se exige la acreditación directa de los da-
ños, lleva a concluir que dicha modalidad de comprobación constituye 
una excepción a la regla general que impone la prueba del ilícito, de los 
daños y perjuicios y de la relación causal entre ambos elementos, excep-
ción que no es aplicable a todo el universo del acervo moral, sino sólo a 
los bienes de éste que son de carácter intangible e inasible, y que ordi-
nariamente mantienen su esencia en el fuero interno de las personas, 
como los sentimientos, la dignidad y la autoestima, en atención a que 
la prueba directa de su afectación es difícil o imposible de allegar, y sin 
embargo, resulta evidente o indiscutible que ciertos actos ilícitos me-
noscaban esos valores, como consecuencia natural u ordinaria, según lo 
enseñan las máximas de la experiencia y la aplicación de las reglas de la 
lógica, pues nadie duda de la perturbación que produce, normalmente, 
la muerte de un ser querido como los padres, los hijos o el cónyuge, ni 
la socavación de la autoestima por actos de mofa o ridiculización, como 
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tampoco del menoscabo de la dignidad, con actos degradantes de cual-
quiera especie. La teoría en comento tiene su fundamento indiscutible 
en el principio ontológico de prueba, según el cual, lo ordinario se pre-
sume, lo extraordinario se prueba. En estas condiciones, dicha teoría no 
resulta aplicable para los valores del patrimonio moral que no compar-
ten en la misma medida las mencionadas cualidades de intangibilidad, 
inasibilidad o interioridad, sino que surgen y dependen de la interac-
ción del sujeto con factores externos y de su relación con otras personas, 
como la fama o la reputación, respecto de los cuales la afectación no es 
resultado necesario, natural y ordinario del acto ilícito, pues para em-
pezar no todas las personas los poseen, sino que pueden tenerse o no, y 
por otra parte, como se mueven dentro del mundo material, son suscep-
tibles de prueba en mayor medida; por tanto, respecto de estos valores 
prevalece la carga de comprobar la existencia y magnitud del valor adu-
cido, su afectación, y que el ilícito fue la causa eficiente de la merma del 
valor. Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Amparo Directo 279/2010. Centro contra la Discriminación, A.C. 24 
de junio de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo Gon-
zález. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación. Registro digital: 163713. Instancia: Tribunales Cole-
giados de Circuito. Novena Época. Materia: Civil. Tesis: I. 4o.C. 300 C. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII. 
Septiembre de 2010, página 1525, tipo: Aislada.

Bajo esa tesitura, debe señalarse que en el presente juicio se aportaron 
bases objetivas para verificar una afectación de carácter intangible que 
resintieron los accionantes, lo cual mantiene su esencia en el fuero in-
terno de dichas personas, como son los sentimientos, la dignidad y la 
autoestima, sin embargo, no puede desconocerse que la prueba directa 
de su afectación es difícil o imposible de allegar.
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Por lo cual, es preciso atender a la teoría objetiva de la prueba del 
daño moral, la cual tiene su base en el principio ontológico, conforme 
al cual, lo ordinario se presume y lo extraordinario se prueba, en ra-
zón de que, como se señaló, existen ciertos actos que al recaer sobre 
alguien, producen la afectación de valores morales indiscutibles como 
la dignidad, los sentimientos o la autoestima, sin que esto requiera de 
una mayor acreditación, ni se pueda conocer la magnitud de la afec-
tación en cada caso; de ahí que se considere que la citada teoría tiene 
como presupuesto que la demostración del hecho ilícito conlleva tam-
bién la del daño, debido a la vinculación existente entre ambos, por 
la naturaleza de las cosas o las máximas de la experiencia, de las que 
se deduce en forma natural y ordinaria la consecuencia de la lesión 
subjetiva.

Así entonces, debe contemplarse que no es dable desconocer en el 
presente asunto la existencia de una afectación a los hoy accionantes, 
de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil; que en el 
presente asunto se determinó que se tratan de daños a los sentimien-
tos, o a la parte afectiva del patrimonio moral, que hieren a los indivi-
duos en sus afectos.

Puesto que en el presente asunto quedó plenamente acreditado el 
hecho ilícito en el que incurrió la parte demandada, violando una obli-
gación de debido cuidado, incurriendo en una conducta negligente, lo 
cual derivó en el accidente, al no contar los neumáticos vendidos con 
las condiciones necesarias para su uso y comercialización, por lo que 
indiscutiblemente se tiene por acreditada la afectación de valores mo-
rales indiscutibles como la dignidad, los sentimientos o la autoestima, 
sin que esto requiera de una mayor acreditación, ni se pueda conocer 
la magnitud de la afectación en el caso a estudio, pues no puede du-
darse la perturbación que produce en el fuero interno de los hoy accio-
nantes, el siniestro sufrido por las condiciones que les fueron vendidas 
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las llantas objeto del juicio, de ahí que el segundo de los elementos 
constitutivos de la acción quede plenamente acreditado.

c) Bajo estos señalamientos, es por lo que además se tiene acredi-
tado el nexo causal, existe entre el hecho ilícito y la afectación sufri-
da puesto que como se señaló, la parte demandada dejó de realizar 
aquellos actos de cuidado a lo que se encontraba obligada, causán-
dose así un daño, al vender los NEUMÁTICOS BRIDGESTONE 
TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V CON DOT DJL 2403, 
a la parte actora, sin las condiciones de uso necesarias para su debida 
funcionabilidad, ya que de las propias recomendaciones del fabricante 
se tiene que, para las llantas que han estado en operación (rodando) 
más de 5 años y con fecha de fabricación de más de 10 años el retiro de 
las mismas, no porque se consideren caducas, sino porque además de 
la fecha de su fabricación o producción, durante ese periodo la llanta 
puede acumular deterioros derivados de factores de operación como 
presión de inflado irregular durante el uso del neumático, fortuitos 
como son: golpes que deterioren o causen daño a la estructura y exter-
nos ejemplo exposición a las inclemencias naturales, calor, agua, nieve, 
luz solar, ozono, expuesta en periodos prolongados pudieran causar 
una alteración a la estructura interna, por lo que todos los  distribui-
dores autorizados que comercializan los neumáticos fabricados por la 
marca “Bridgestone” en todos los países incluido México, no comer-
cializarían llantas con una fabricación de diez años o más al público 
en general, porque, con el paso del tiempo y dependiendo de los cui-
dados y las condiciones externas (clima) a las que son sometidos los 
neumáticos, los materiales disminuyen sus propiedades derivadas de 
la oxidación (envejecimiento).

Con base en lo anterior, se tiene que los neumáticos Bridgestone 
tipo Turanza ER 30285/45R19 107V CON DOT DJL 2403, no tu-
vieron la capacidad para soportar la presión del calor ante la velocidad 
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del vehículo al no tener la elasticidad propia, (menor al promedio de 
120 km/h, no obstante que esa marca dice soportar técnicamente la 
presión de 240 km/h, según las especificaciones impresas del fabri-
cante), por la pérdida de sus propiedades físicas de elasticidad du-
rante catorce años un mes desde su fabricación, de dichas bandas de 
rodamiento por su deterioro debido al transcurso del tiempo desde 
su fabricación a la fecha de su instalación y a la fecha que aconteció 
el siniestro en el que la parte actora sustenta la procedencia de sus 
pretensiones. 

Por lo que, la parte demandada violó una obligación de debido cui-
dado, incurriendo en una conducta negligente, lo cual derivó en el 
accidente, al no contar los neumáticos vendidos con las condiciones 
necesarias para su uso y comercialización, por lo que se tiene por acre-
ditada la afectación de valores morales indiscutibles como la dignidad, 
los sentimientos o la autoestima, sin que esto requiera de una mayor 
acreditación, ni se pueda conocer la magnitud de la afectación en el 
caso a estudio, pues no puede dudarse la perturbación que produce 
en el fuero interno de los hoy accionantes, el siniestro sufrido por las 
condiciones que les fueron vendidas las llantas objeto del juicio.

Motivos por los cuales, se tiene que la afectación sufrida derivó 
directamente de la conducta negligente en que incurrió la hoy parte 
demandada, por lo cual el elemento del nexo causal constitutivo de la 
acción de resarcimiento por la responsabilidad extrapatrimonial por 
daño moral que le fue cometido a los hoy accionantes, ejercitada en el 
presente asunto, quedó plenamente acreditado.

Por lo cual, resulta procedente la acción de pago por daño moral, al 
haberse acreditado los elementos constitutivos de dicha acción, por lo 
tanto, se procede a valorar la procedencia de las prestaciones reclama-
das por la parte actora, en los siguientes términos:

3. Estudio de las prestaciones reclamadas.
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En vista de la procedencia de la acción instaurada, se procede al es-
tudio de las prestaciones reclamadas, lo que se verifica de la siguiente 
forma:

I. En relación a la prestación identificada con el inciso a), consis-
tente en el pago de una indemnización por concepto de reparación 
con motivo del daño moral, la misma resulta procedente, al haber 
acreditado la afectación por el daño moral cometido a los hoy accio-
nantes, se generan consecuencias resarcitorias, debiéndose contem-
plar que el daño es actual cuando éste se encuentra ya producido 
al momento de dictarse sentencia. Este daño comprende todas las 
pérdidas efectivamente sufridas, tanto materiales como extrapatri-
moniales, en estas últimas entrarían los desembolsos realizados en 
atención del daño.

Al respecto, se precisa que el daño inmaterial comprende tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas y a sus allega-
dos, incluyendo el menoscabo de valores significativos a estas perso-
nas, como alteraciones de carácter no pecuniario, en las condiciones 
de existencia de las víctimas o su familia; en este sentido, no siendo 
posible asignar al daño inmaterial un preciso equivalente monetario, 
sólo puede, para los fines de la reparación adecuada a las víctimas, ser 
objeto de compensación, mediante el pago de una cantidad de dinero 
que el Tribunal determina en aplicación razonable del arbitrio judicial 
y en términos de equidad.

En ese sentido, debe contemplarse que de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos se desprende el derecho a una justa 
indemnización ante la vulneración de los derechos fundamentales de 
la parte lesionada.

Así se tiene que, una justa indemnización o indemnización integral 
implica volver las cosas al estado en que se encontraban, el restableci-
miento de la situación anterior y de no ser esto posible, establecer el 
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pago de una indemnización como compensación por los daños ocasio-
nados al surgir el deber de reparar.

La reparación debe, en la medida de lo posible, anular todas las 
consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió ha-
ber existido con toda probabilidad, si el acto no se hubiera cometido.

Conforme a la interpretación realizada por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, respecto del derecho de reparación, el 
daño causado es el que determina la indemnización. Las reparacio-
nes como el término lo indica, consisten en las medidas que tienden a 
hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su natura-
leza y su monto depende del nexo causal con los hechos del caso, las 
violaciones declaradas, los daños acreditados, así como con las medi-
das solicitadas para reparar los daños respectivos. Las reparaciones 
no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para las 
víctimas.  

En la cuantificación del daño moral, deben considerarse los si-
guientes factores, los cuales pueden calificarse en leve, medio o grave: 
a) respecto de la víctima, i) el aspecto cualitativo del daño moral (tipo 
de interés lesionado y el daño y su gravedad), ii) el aspecto cuantita-
tivo patrimonial (gastos devengados y por devengar) y b) respecto del 
responsable, i) el grado de responsabilidad, ii) su situación económica. 
Estos elementos son indicativos no limitativos.

Asimismo, se debe considerar respecto a la persona responsable: 
i) El grado de responsabilidad, la reparación del daño debe ser justa 
y además cumplir los fines propios del daño moral. Por tanto, la gra-
vedad de la culpa debe ser tomada en cuenta, para disuadir el tipo de 
conductas que causan daños morales y cumplir con los demás fines 
sociales de la reparación. ii) Situación económica. En tanto la repa-
ración por daño moral tiene una faceta punitiva y resarcitoria, debe 
valorarse la capacidad de pago de la responsable para efectivamente 
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disuadirla a cometer actos parecidos en el futuro. Aunque la situación 
económica de la responsable no es definitoria el quantum compensa-
torio derivado del daño moral, es un elemento que debe valorarse, es-
pecialmente en aquellos casos, como en este en los que la responsable 
obtiene un beneficio o lucro por la actividad que originó el daño. Así, 
también debe tomarse en cuanta si la parte responsable recibe un be-
neficio económico por la actividad que afectó los derecho e interés de 
la víctima.

Los elementos de cuantificación antes señalados, así como sus ca-
lificadores de intensidad, son meramente indicativos, por lo que el 
juzgador, al ponderar cada uno de ellos puede advertir circunstancias 
particulares relevantes. La suma que se imponga debe ser razonable, 
cumplir con el objeto de reparar, pero también de disuadir, imponien-
do reparaciones responsables, justificadas y debidamente motivadas 
en las consideraciones antes señaladas.

Por tanto, debe contemplarse que al valorar el grado de responsabi-
lidad, por la conducta cometida por la hoy parte demandada, se tiene 
que violó una obligación de debido cuidado, al vender los NEUMÁTI-
COS BRIDGESTONE TIPO TURANZA ER 30 285/45R19 107V 
CON DOT DJL 2403, a la parte actora, sin las condiciones de uso 
necesarias para su debida funcionabilidad, ya que de las propias reco-
mendaciones del fabricante se tiene que, para llantas que han estado 
en operación (rodando) más de 5 años y con fecha de fabricación de 
más de 10 años el retiro de las mismas, no porque se consideren éstas 
caducas, sino porque además de la fecha de su fabricación o produc-
ción, durante ese periodo la llanta puede acumular deterioros deriva-
dos de factores de operación, incurriendo en una conducta negligente, 
lo cual derivó en el accidente, al no contar los neumáticos vendidos 
con las condiciones necesarias para su uso y comercialización, con lo 
cual se verifica el aspecto cualitativo del daño moral (tipo de interés 
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lesionado y el daño y su gravedad), dado que sin lugar a dudas se tie-
ne por acreditada la afectación de valores morales indiscutibles como 
la dignidad, los sentimientos o la autoestima, sin que esto requiera de 
una mayor acreditación, ni se pueda conocer la magnitud de la afecta-
ción en el caso a estudio, pues no puede dudarse la perturbación que 
produce en el fuero interno de los hoy accionantes, el siniestro sufri-
do por las condiciones que les fueron vendidas las llantas objeto del 
juicio.

Por lo que, a efecto de fijar una reparación integral del daño y el de 
individualización de la condena según las particularidades del presen-
te caso a estudio, en el que la parte demandada con conocimiento de 
causa se vio beneficiada o lucro por la actividad que originó el daño, al 
comercializar unos neumáticos que ya no se encontraban en condicio-
nes de uso, atendiendo a la fecha de fabricación o producción, ya que 
durante ese periodo la llanta puede acumular deterioros derivados de 
factores de operación, sin tal cuestión se haya hecho del conocimiento 
de la hoy parte actora al adquirirlas, por lo que de forma alguna pudo 
asumir el riesgo de comprar un producto que no contara con las cua-
lidades de una llanta nueva.

Por lo cual, esta juzgadora, atendiendo a las particularidades del 
presente caso en estudio estima procedente, imponer una condena a 
la parte demandada, por concepto de indemnización como compen-
sación por los daños ocasionados a la parte actora, al surgir el deber 
de reparar el daño inmaterial por concepto de daño moral, que com-
prende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas 
hoy accionantes, incluyendo el menoscabo de valores significativos a 
estas personas, por la cantidad de $1,000,000.00 un millón de pesos 
00/100 m. n.) con el objeto de reparar las afectaciones sufridas por 
los hoy accionantes, así como el de disuadir la conducta negligente 
de la parte vendedora y prevenir conductas ilícitas futuras, cantidad 
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que deberá pagar en el término de cinco días, contados a partir de que 
la presente resolución sea ejecutable, apercibida que de no hacerlo se 
le embargarán bienes suficientes de su propiedad y con su producto 
pago a la actora.

Lo anterior se robustece, en su parte conducente, con el contenido 
del criterio jurisprudencial, de rubro y texto siguiente:

daño moral. no se pude excluir de la responsabilidad civil ob-
jetiva en atención al derecho a la reparación integral. He-
chos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil 
objetiva por la muerte de su hermano, quien fue atropellado por un au-
tomóvil conducido por un adolescente. En primera instancia se conde-
nó solidariamente a los demandados (padre y madre del adolescente y 
aseguradora) a indemnizar tanto el daño patrimonial como el daño mo-
ral. Tras la apelación y la interposición de juicios de amparo por ambas 
partes, el respectivo Tribunal Colegiado de Circuito concedió el am-
paro únicamente a los demandados. Desde su punto de vista y contra-
rio a las decisiones previas, de conformidad con el Código Civil para el 
Estado de Sonora, en la responsabilidad extracontractual objetiva no 
es posible condenar por daño moral al no existir un hecho ilícito. En 
desacuerdo con esta decisión, se presentó un recurso de revisión. Cri-
terio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que resulta inviable excluir el daño moral de la res-
ponsabilidad civil objetiva, de conformidad con el contenido del dere-
cho a la justa reparación. La elección por parte del legislador de un ré-
gimen de responsabilidad civil extracontractual no puede condicionar 
de antemano el tipo de daños que pueden ser reclamados ni los tipos de 
perjuicios a incluir, bajo una idea preconcebida de lo que debe o puede 
repararse según dicho sistema. Justificación: El derecho humano reco-
nocido en la Constitución General a una justa indemnización implica 
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volver las cosas al estado en que se encontraban (el restablecimiento de 
la situación anterior) y, de no ser posible, establecer una indemnización 
como compensación por los daños ocasionados; asimismo, la repara-
ción debe, en la medida de lo posible, anular todas las consecuencias 
de la fuente del daño y restablecer la situación que debió haber existido 
con toda probabilidad si el acto no hubiera acontecido. Además, con la 
reforma del artículo 1 de la Constitución General y el reconocimiento 
del derecho a una justa indemnización en toda su dimensión, los prin-
cipios y objetivos de ésta permean en el ordenamiento jurídico mexica-
no, incluido el aspecto civil y la relación entre particulares (los derechos 
humanos irradian en la relación entre particulares). Así, es sustancial 
comprender que, en atención al derecho de reparación, el daño causa-
do es el que determina la indemnización y que las reparaciones son las 
medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 
cometidas. No son los tipos de regímenes de responsabilidad los que 
necesariamente condicionan los daños que se pueden sufrir. Por lo tan-
to, se estima que el derecho a la justa indemnización o reparación inte-
gral, tal como se encuentra reconocido en nuestro ordenamiento cons-
titucional, no permite limitar de manera generalizada y de antemano 
las tipologías de daños que pueden repararse como consecuencia de la 
actividad de otra persona. Primera Sala. Amparo directo en revisión 
538/2021. Irma del Carmen Campoy Salguero y otro. 10 de noviembre 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucia Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcán-
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Re-
bolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio 
Nuñez Valadez. Tesis de Jurisprudencia 167/2022 (11a). Aprobada por 
la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de 
noviembre de dos mil veintidós. Nota: La sentencia dictada en el am-
paro directo en revisión 538/2021, aparece publicada en el Semanario 
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Judicial de la Federación del viernes 26 de agosto de 2022 a las 10:34 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 16, Tomo III, agosto de 2022. página 2534, con número 
de registro digital: 30855. Esta tesis se publicó el viernes 09 de diciem-
bre de 2022 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 
de diciembre de 2022, para los efectos previstos en el punto noveno 
del Acuerdo General Plenario 1/2021 Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Registro digital: 2025632, Instancia: Primera Sala, Undécima 
Época, Materias(s): Constitucional, Civil, Tesis: 1a./J. 167/2022 (11a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia. 

II. En relación con la prestación identificada con el inciso b), consis-
tente en el pago por la compra de dos llantas nuevas, la cual una de 
ellas se averió, relacionada con el hecho ilícito cometido por la de-
mandada, la misma resulta procedente. 

Al respecto debe contemplarse que la parte actora estableció en su 
escrito de demanda que el veintiocho de febrero de dos mil diecisie-
te, acudió al establecimiento comercial localizado en ***, a efecto de 
adquirir dos llantas nuevas con las siguientes características: 285/45 
R19 107V TURANZA ER30 E, por las que pagó la cantidad total de 
$11,658.14 (once mil seiscientos cincuenta y ocho pesos 4/100 m.n.). 

Lo que acredita con la copia de la factura número *** expedida a 
su favor por la persona física con actividades empresariales y profesio-
nales de nombre *** hoy parte demandada, y que ese mismo día, una 
vez que adquirió las dos llantas nuevas, solicitó que las montaran a mi 
camioneta de marca BMW X5 MODELO 2013, placa del Estado de 
Morelos número ***, y que realizaran el servicio de alineación y ba-
lanceo correspondiente, por todo lo cual, cubrió la cantidad total de 
$310.00 (trescientos diez pesos 00/100 m.n.). 
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Dichas llantas que fueron materia de examinación en el presen-
te asunto, a efecto de verificar el estado y condiciones de uso, por lo 
que, al haber aceptado expresamente la parte demandada la venta de 
dichos neumáticos, al dar contestación a la demanda, así como al des-
ahogar la prueba confesional a su cargo ofrecida por la parte actora, y 
que se determinó que no contaban con las condiciones aptas para su 
uso, derivando en un daño sufrido por las hoy accionantes, motivos 
por los cuales, es por lo que resulta procedente, atendiendo a la causa 
de pedir, condenar a la parte demandada a pagar a la parte actora o 
a quien legalmente sus derechos represente, la cantidad de $7,229.00 
(siete mil doscientos veintinueve pesos 00/100 m. n.), por concepto de 
reparación material cantidad que deberá pagar en el término de cin-
co días, contados a partir de que la presente resolución sea ejecutable, 
apercibida que de no hacerlo se le embargarán bienes suficientes de su 
propiedad y con su producto pago a la actora. 

III. Por lo que respecta a la prestación identificada con el inciso 
c), consistente en el pago que tuvo que erogar la parte actora, para la 
compra de dos llantas nuevas, como consecuencia del remplazo de las 
llantas que adquirió, relacionada con el hecho ilícito cometido por la 
demandada, que generó un daño moral en nuestra contra, la misma 
resulta procedente.

Lo anterior es así ya que de constancias de autos se tiene que la 
parte actora sustentó en su escrito de demanda, que se percató que las 
llantas que adquirió de la hoy parte demandada, habían sido fabrica-
das en el año dos mil tres, por lo que los trabajadores de ese lugar, les 
recomendaron que las cambiaran de inmediato, para evitar otro acci-
dente como el que acababan de tener ese día, quienes también les ex-
plicaron que el tiempo de vida de una llanta es de cinco años contados 
a partir de la fecha de fabricación, ya que por el tiempo que permane-
cen guardadas, aún y cuando no hubieran sido rodadas, se cuartean 
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y sufren deterioros, por lo que ya no se encuentran en condiciones de 
ser utilizadas, salvo en los casos en que el cliente está de acuerdo en 
comprarlas en esas condiciones, y bajo su más estricta responsabili-
dad, lo que en el caso que nos ocupa, no ocurrió, ya que, bajo protesta 
de decir verdad, manifestó que nunca fue informado por parte de las 
personas que laboran en el establecimiento comercial en donde adqui-
rió esas llantas, que las mismas, fueron fabricadas en el año dos mil 
tres, ya que de haber sabido esa circunstancia, no las hubiera compra-
do, por representar un peligro inminente tanto para él como para su 
familia. 

Y que, como consecuencia de la explicación que le dieron acerca de 
la caducidad de la vida de las llantas, decidieron reemplazar las dos 
llantas que había comprado en el mes de febrero de dos mil diecisiete, 
para evitar que volviera a ocurrir otro accidente como el anterior, por 
lo que ante esas circunstancias, tuvo que comprar dos llantas nuevas, 
con las siguientes características: 285/45 R19, 107W ROSSO (MO), 
por las que pagó, incluyendo el servicio de montaje, alineación y ba-
lanceo, la cantidad de $12,920.01 (doce mil novecientos veinte pesos 
01/100 m. n.) Lo que acredita con la factura expedida a su favor por el 
establecimiento comercial denominado ***.

Hechos que la parte demandada de forma alguna demeritó, ni 
ofreció medio de convicción alguno para verificar la improcedencia 
de dicha prestación, por lo cual deben asumir las consecuencias de su 
conducta procesal omisiva. 

En mérito de lo anterior, es por lo que resulta procedente, conde-
nar a la parte demandada a pagar a la parte actora o a quien legalmen-
te represente sus derechos, por concepto de reparación material, la 
cantidad de $12,920.01 (doce mil novecientos veinte pesos 01/100 m. 
n.), la cual deberá pagar en el término de cinco días, contados a par-
tir de que la presente resolución sea ejecutable, apercibida que de no 
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hacerlo se le embargaran bienes suficientes de su propiedad y con su 
producto pago a la actora. 

4. Excepciones y defensas
Respecto de las excepciones y defensas opuestas por la parte de-

mandada al dar contestación a la demanda instaurada en su contra, 
denominadas: LA DE FALTA DE ACCIÓN O DERECHO PARA 
EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN INTENTADA, LA DE FALTA 
DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA, las mismas fueron analiza-
das en el cuerpo de la presente resolución, las cuales resultaron im-
procedentes, al no haber aportado los elementos objetivos de prueba 
que crearan la certeza de las manifestaciones que hizo valer, motivo 
por el cual, la parte demandada debe asumir las consecuencias de su 
conducta procesal omisiva. 

Por tanto, como la conducta procesal es un elemento básico para 
la resolución de los asuntos judiciales, puesto que proporciona ele-
mentos objetivos de convicción al juzgador, de tal manera que si la 
parte demandada, omitió proporcionar elementos que permitieran 
presumir la procedencia de sus pretensiones, consecuentemente esta 
juzgadora carece de elementos para determinar la procedencia de sus 
argumentos de defensa sirve de apoyo a lo anterior determinado, el 
criterio federal que a la letra versa de la siguiente forma:

presunciones derivadas de la conducta procesal de las partes. 
La conducta procesal de las partes es un elemento básico, puesto que 
proporciona al juzgador elementos objetivos de convicción que deben 
tomarse en cuenta para derivar de ellas las presunciones que lógica y le-
galmente se deduzcan por tanto, si se advierte que durante el juicio al-
guna de las partes obró dolosamente, al afirmar hechos o circunstancias 
de los que posteriormente se contradice, deberá ponderarse esa con-
ducta contradictoria, la cual es un dato objetivo que puede utilizarse 
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como argumento de prueba, el cual, adminiculado con el resto del ma-
terial probatorio y las circunstancias del caso, será de utilidad para ave-
riguar la verdad de los hechos controvertidos. La apreciación conjunta 
de estos elementos determinará el grado de probabilidad del hecho que 
se pretende demostrar, en la inteligencia de que el hecho presumido 
debe inferirse, de manera lógica, de la conducta procesal. Cuarto Tri-
bunal Colegiado en materia Civil del Primer Circuito. Amparo Directo 
964/2004. Constructora Abourmrad Amodio Berho, S.A. de C.V. 10 
de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio 
Rodríguez Barajas. Secretaria: Ana Paola Surdez López. Época: No-
vena Época, registro: 180829, instancia: Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, tipo de tesis: Aislada, fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, tomo XX, agosto de 2004, materia: Civil, común, tesis: 1.4. 
C.69 C. Página: 1653.

Tercero. Condena en costas. 
En relación a la condena en costas, debe señalarse que conforme 

a lo prevenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el derecho de acceso efectivo a la justicia 
implica el ejercicio de la petición judicial mediante una demanda que 
determine con claridad el ejercicio de la pretensión. 

Ahora bien, la condena en costas se sujeta a una serie de hipótesis 
en las cuales se considera la actualización de las conductas relaciona-
das con la improcedencia de la acción o con una defensa en la que la 
resistencia a la pretensión se base en pruebas o en prácticas dilatado-
ras de la litis, también se atiende a la temeridad o mala fe en relación 
con la conducta desplegada por cada uno de los litigantes. 

En el caso concreto, no ha lugar a establecer la condenación en cos-
tas, tomando en consideración que la interposición de la demanda se 
atribuye a la necesidad legal de discutir la razonabilidad en cuanto 
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al derecho de indemnización reclamado por la parte actora, lo cual, 
a través de la presente resolución se dilucido claramente que resultó 
procedente la acción hecha valer, conforme lo destacado en la presente 
litis por las partes, pero no por ello significa que la procedencia de la 
acción se traduzca en la condenación al pago de las costas, puesto que 
ello implicaría también una limitación al derecho de acceso efectivo 
a la justicia, por lo que debe prevalecer el acceso de manera expedita 
a Tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión 
o a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el 
que se respeten las formalidades del procedimiento, se decida sobre 
la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión, por lo 
anterior, no ha lugar a condenar en costas, tomando en consideración 
que no se actualiza ninguno de los supuestos a que se refiere el artí-
culo 140 del código de procedimientos civiles para el distrito federal 
hoy aplicable en Ciudad de México, lo anterior encuentra apoyo, en su 
parte conducente, de acuerdo a lo establecido en el criterio federal de 
rubro y texto siguientes:

derecho de acceso efectivo a la justicia. Etapas y derechos que 
le corresponden. De los artículos 14, 17 y 20, apartados B y C, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, deriva el derecho de ac-
ceso efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición a determinados 
factores socioeconómicos y políticos, el derecho a una tutela jurisdiccio-
nal efectiva y los mecanismos de tutela no jurisdiccional que también 
deben ser efectivos y estar fundamentados constitucional y legalmente. 
Ahora bien, en la jurisprudencia 1a/J. 42/2007, de rubro: “garantía a la 
tutela jurisdiccional prevista en el artículo 17 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos sus alcances.», la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el acceso a la tutela 
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jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, 
dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de ma-
nera expedita a tribunales, independientes e imparciales, a plantear una 
pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un pro-
ceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pre-
tensión o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión; de ahí que este 
derecho comprenda tres etapas, a las que corresponden tres derechos: 
(i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la 
jurisdicción, que parte del derecho de acción como una especie del de 
petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que motiva un pro-
nunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que va desde el inicio del 
procedimiento hasta la última actuación y a la que concierne el derecho 
al debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identificada con la efi-
cacia de las resoluciones emitidas. Ahora los derechos mencionados al-
canzan no solamente a los procedimientos ventilados ante jueces y tri-
bunales del Poder Judicial, sino también a todos aquellos seguidos ante 
autoridades que, al pronunciarse sobre la determinación de derechos 
y obligaciones, realicen funciones materialmente jurisdiccionales. Am-
paro en revisión 352/2012. Braskem, S.A. 10 de octubre de 2012. Cin-
co votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zal-
dívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. Ampa-
ro en revisión 121/2013. Ignacio Salgado García. 12 de junio de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ra-
món Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Olga Sánchez Corde-
ro de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaría: Cecilia Armengol Alonso. 
Amparo en revisión 42/2013. María Dolores Isaac Sandoval. 25 de sep-
tiembre de 2013. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
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Zaldívar Lelo de Larrea. José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jor-
ge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. Recurso de reclamación 131/2013. 
Embotelladoras Bepensa, S.A. de C.V. 19 de febrero de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sán-
chez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escu-
dero Contreras. Amparo directo en revisión 3646/2013. Elías García 
Sánchez. 26 de febrero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz. Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Mario Gerardo Avante Juárez. Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 
42/2007 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 
124. Tesis de jurisprudencia 103/2017 (10a.). Aprobada por la Prime-
ra Sala de este Alto Tribunal en sesión de quince de noviembre de dos 
mil diecisiete. Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 
a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de noviembre 
de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo Ge-
neral Plenario 19/2013. Época: Décima Época, registro: 2015591. Ins-
tancia: Primera Sala. Tipo de tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 48, noviembre de 2017, tomo 
I. Materia: Constitucional. Tesis: 1a./J. 103/2017 (10a.). Página: 151.

Por lo expuesto y fundado, se:
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RESUELVE

Primero. Ha sido procedente la vía de ordinaria civil intentada, en 
la cual la parte actora ***, ***, *** y ***, acreditó la procedencia de su 
acción, y la parte demandada ***, no acreditó sus excepciones y de-
fensas, y por lo que hace a la moral ***, se determinó que carece de 
legitimación pasiva en la causa, en consecuencia: 

Segundo. Se condena a la parte demandada ***, a pagar a la parte 
actora o a quien legalmente sus derechos represente, por concepto 
de indemnización como compensación por los daños ocasionados a 
la parte actora, al surgir el deber de reparar el daño inmaterial por 
concepto de daño moral, que comprende tanto los sufrimientos y las 
af licciones causados a las víctimas hoy accionantes, incluyendo el 
menoscabo de valores significativos a estas personas, por la cantidad 
de $1,000,000.00 (un millón de pesos 00/100 m. n.) con el objeto de 
reparar las afectaciones sufridas por los hoy accionantes, así como el 
de disuadir la conducta negligente de la parte vendedora y prevenir 
conductas ilícitas futuras, cantidad que deberá pagar en el término 
de cinco días, contados a partir de que la presente resolución sea eje-
cutable, apercibida que de no hacerlo se le embargaran bienes sufi-
cientes de su propiedad y con su producto pago a la actora. 

Tercero. Se condena a la parte demandada ***, a pagar a la par-
te actora o a quien legalmente sus derechos represente, la cantidad 
de $7,229.00 (siete mil doscientos veintinueve pesos 00/100 m. n.), 
por concepto de reparación material, cantidad que deberá pagar en 
el término de cinco días, contados a partir de que la presente reso-
lución sea ejecutable, apercibida que de no hacerlo se le embarga-
rán bienes suficientes de su propiedad y con su producto pago a la 
actora. 
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Cuarto. Se condena a la parte demandada ***, a pagar a la parte 
actora o a quien legalmente sus derechos represente, por concepto de 
reparación material, la cantidad de $12,920.01 (doce mil novecientos 
veinte pesos 01/100 m.n.), la cual deberá pagar en el término de cin-
co días, contados a partir de que la presente resolución sea ejecutable, 
apercibida que de no hacerlo se le embargarán bienes suficientes de su 
propiedad y con su producto pago a la actora.

Quinto. No se hace especial condena en costas, conforme lo esta-
blecido en el considerando «tercero», de la presente resolución. 

Sexto. Notifíquese. 
Así, definitivamente juzgado lo sentenció y firma la juez Trigési-

mo Quinto de lo Civil, licenciada Magdalena Mendoza Guerrero, ante 
la Secretaria de Acuerdos «B», licenciada Clara Castillo Rangel, con 
quien actúa y da fe. doy fe. 

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Persona-
les en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Se dicta sentencia definitiva en el juicio oral mercantil, promovido en 
contra de una aerolínea, en el que se decidió, entre otras cuestiones, 
la devolución de la cantidad pagada por boletos de avión comprados, 
por impedimento de abordar o abordaje denegado, por causas que se 
reclamaron como imputables a la demandada.

JUZGADO SEXTO CIVIL
DE PROCESO ORAL 

JUEZA: GLORIA ORTIZ SÁNCHEZ

SUMARIO: 
perspectiva para eliminar la discriminación, análisis de la 
negativa a permitir el abordaje a un vuelo comercial con 
un animal de servicio para persona con discapacidad.
Hechos: Una persona contrató con una aerolínea comercial un pasa-
je aéreo, y pretendió abordar el avión con un perro de apoyo, ya que 
indicó que se trataba de un animal de servicio que la auxilia por tener 
una discapacidad. La compañía aérea le negó el acceso a la mascota, 
al exigir diversos requisitos para ello. Ante tal situación el usuario no 
hizo el traslado aéreo que había adquirido y, posteriormente, deman-
dó en la vía ordinara mercantil el pago de diversas sumas, entre ellas, 
la erogada con motivo de los boletos de avión.
Criterio jurídico: No existen elementos para negar el abordaje a la acto-
ra con un perro de servicio en el vuelo contratado, y no corresponde a la 
enjuiciada exigir mayores elementos de prueba sobre la condición de la 
actora, bajo el argumento poco sensible de que debía acreditar su situa-
ción de discapacidad en el momento de presentarse a solicitar los pases 
de abordar. Exigirle a la accionante un certificado médico expedido por 
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un médico psiquiatra, en donde se indique la necesidad de viajar con 
un animal a causa de una discapacidad relacionada con la salud mental, 
atenta contra la dignidad humana, así como haber llenado el formulario 
que se encuentra en la página de internet para las mascotas de apoyo 
emocional, aspectos que son contrarios a lo previsto en la Ley General 
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Si la actora justificó que su animal es de servicio, como se advierte del 
registro correspondiente, ello bastaba para permitirle el abordaje al vue-
lo contratado con el perro de servicio, sin mayores requisitos sobre el 
acreditamiento de la condición de la actora. A mayor abundamiento, la 
demandada tampoco debió requerir a la actora la documentación para 
los pasajeros que viajen con animales de apoyo emocional, como lo es 
el certificado expedido por médico psiquiatra que indique la necesidad 
de viajar con el animal a causa de una discapacidad relacionada con la 
salud mental, en razón de que al haberse exhibido el registro del animal 
de servicio, se demuestra por sí mismo, que el dueño del perro tiene una 
discapacidad, ya sea física o mental, sin que sea menester justificar en 
qué consiste la misma, y el hecho de tratar de ceñir la discapacidad de 
la actora a sus políticas publicadas en su página de internet, contraviene 
las legislaciones emitidas para regular la inclusión de las personas con 
discapacidad, así como la relativa para prevenir y eliminar la discrimi-
nación, las cuales deben prevalecer y estar por encima de las políticas de 
vuelo establecidas por la enjuiciada. 

Por lo anterior, la parte demandada debe resarcir a su contraria el im-
porte de los gastos que erogó con motivo del incumplimiento señalado.
Justificación: La Ley General para la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad prevé como uno de los derechos de las personas con dis-
capacidad, la accesibilidad, seguridad, comodidad, calidad y funciona-
lidad en los medios de transporte público aéreo, terrestre y marítimo, 
tal y como se advierte de su artículo 19, fracción I.
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Por su parte, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación prevé en su artículo 4, que queda prohibida toda práctica 
discriminatoria que tenga por objeto o efecto impedir o anular el re-
conocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de opor-
tunidades en términos del artículo 1 constitucional y el artículo 1, 
fracción III, de la referida Ley; a su vez esta fracción dispone que debe 
entenderse por discriminación toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea 
objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado obs-
taculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base 
en uno o más de los siguientes motivos: el origen étnico o nacional, 
el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacida-
des, la condición social, económica, de salud física o mental, jurídica, 
la religión, la apariencia física, las características genéticas, la situa-
ción migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias 
sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación 
familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes 
penales o cualquier otro.

Asimismo, el artículo 9, fracción XXII, de la Ley Federal invocada, 
prevé que se considera como discriminación, entre otras hipótesis: im-
pedir el acceso a cualquier servicio público o institución privada que 
preste servicios al público, así como limitar el acceso y libre desplaza-
miento en los espacios públicos.

De igual manera resulta relevante para efectos del presente asun-
to, considerar lo dispuesto por la Ley de Protección a los Animales de 
la Ciudad de México, cuyo artículo 4, fracción VIII, prevé que se en-
tenderá por perro de asistencia y sus clasificaciones, al adiestrado in-
dividualmente en instituciones y centros especializados, nacionales o 
del extranjero, para llevar a cabo actividades de apoyo a personas con 
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discapacidad física, mental o sensorial. Y destaca que el artículo 34 
de la Ley invocada dispone que todo perro de asistencia tiene acce-
so libre e irrestricto al espacio público, establecimientos mercantiles, 
instalaciones o transportes, individuales o colectivos, sean de carácter 
público o privado, siempre que vaya acompañado de la persona a la 
que asiste. 

Bajo las anteriores premisas legales es menester valorar las pruebas 
allegadas a juicio con perspectiva para eliminar la discriminación, así 
como con la sensibilidad que exige la circunstancia de los elementos 
puestos a consideración de esta juzgadora y, sobre el particular, aun 
cuando el registro del animal de servicio se encuentre emitido en el 
extranjero tal aspecto no es obstáculo para restarle validez, en razón 
de que en términos de artículo 4, fracción VIII, de la Ley de Protec-
ción a los Animales de la Ciudad de México, se considera como perro 
de asistencia al adiestrado individualmente en instituciones y centros 
especializados, nacionales o del extranjero.
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VISTOS los autos del expediente ***/2023, para dictar SENTEN-
CIA DEFINITIVA en el JUICIO ORAL MERCANTIL, promovi-
do por ***, en contra de ***. DE C.V., y;

CIUDAD DE MÉXICO, A TRECE DE JUNIO DE DOS MIL 
VEINTITRES.

VISTOS  los autos del expediente ***/2023, para dictar SEN-
TENCIA DEFINITIVA en el JUICIO ORAL MERCANTIL, pro-
movido por ***, en contra de ***. DE C.V., y;

RESULTANDO

1. Por escrito presentado ante la oficina virtual de la Oficialía de Par-
tes Común, el treinta de enero del año en curso, y turnado a este 
Juzgado Sexto Civil de Proceso Oral el treinta y uno del mes y año 
en cita, la parte actora ***, por su propio derecho, demandó en la vía 
ORAL MERCANTIL, de ***. DE C.V., las siguientes prestaciones:

A. El pago de la cantidad de $10,139.00 (DIEZ MIL CIENTO TREIN-
TA Y NUEVE PESOS 00/100 M.N.), por concepto de devolución de 
la cantidad pagada por boletos de avión comprados, por impedimento 
de abordar, o abordaje denegado, por causas imputables a la propia *** 
línea.

B. El pago de la cantidad de $18,381.03 (DIECIOCHO MIL TRES-
CIENTOS OCHENTA Y UN PESOS 03/100 MONEDA NACIO-
NAL), por concepto de boletos de avión comprados con *** y hospe-
daje, por concepto de daños sufridos por la suscrita, derivado del ilegal 
actuar de ***.

C. El pago de una indemnización por motivo del ilícito actuar y con-
secuente discriminación de la que fui objeto, en términos de lo que al 
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efecto establecen los artículos 1910, 1915 y 1916 del Código Civil y el 
inciso III del artículo 1 de la Ley Federal para prevenir y eliminar la dis-
criminación, la cual en ejecución de sentencia se cuantificará.

D. El pago del interés legal, calculado al 9% anual sobre cualquier 
cantidad que se llegue a condenar a ***, misma que en ejecución de sen-
tencia se cuantificará.

E. El pago de la indemnización del 25% del precio de los boletos a 
que se refiere el contrato de transporte aéreo de pasajeros de ***.

F. El pago de los gastos y costas que por motivo del presente juicio 
se generen.

2. Admitida que fue a trámite la demanda, se practicó el emplaza-
miento de la demandada el ocho de marzo del año en curso, tal y 
como aparece de las constancias que obran de la foja veintiocho a 
treinta del expediente.

El diez de marzo del actual, la Secretaría de Acuerdos realizó el 
cómputo del término concedido a la demandada para producir la con-
testación a la demanda instaurada en su contra, el cual transcurrió del 
diez al veintitrés de marzo del año corriente.

3. El veintitrés de marzo del año en curso, la moral demandada, 
por conducto de su apoderado legal ***, dio contestación a la deman-
da instaurada en su contra, haciendo valer las excepciones y defen-
sas que ahí se contienen, así como también ofreció las pruebas que 
estimó pertinentes a sus intereses. Con la contestación de demanda, 
se dio vista a la parte actora, quien no la desahogó oportunamente.

4. El veintisiete de abril del año corriente, tuvo verificativo la AU-
DIENCIA PRELIMINAR, a que se refiere el artículo 1390 Bis-20 
del Código de Comercio, una vez agotadas las etapas de la referida 
Audiencia se señalaron las doce horas del seis de junio del año en 
curso, para que tuviera verificativo la   AUDIENCIA DE JUICIO, 
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en la que se desahogaron las pruebas descritas en el acta respectiva; 
asimismo, a las nueve horas con quince minutos de la presente fecha, 
se concluyó con el desahogo de las pruebas que les fueron admitidas 
a ambas partes, enseguida se aperturó la etapa de alegatos, en la que 
la parte actora, única compareciente, alegó lo que a su derecho con-
vino, no así la demandada, al no haber comparecido a la Audiencia 
en comento; una vez cerrada dicha fase, se declaró visto el asunto, y 
se decretó un receso, que concluyó a las diez horas con once minu-
tos de la presente fecha, en la que se dispensó la exposición de los 
fundamentos de hecho y de derecho que motivaron el sentido de la 
presente determinación, dada la inasistencia de las partes; por lo 
que se emite la sentencia definitiva que resuelve el presente asunto, 
como sigue;

CONSIDERANDO

I. 	 La suscrita es competente para conocer del presente asunto, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 104, fracción II, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
1090, 1092, 1093, 1094, fracción I, 1390-Bis y demás relativos del 
Código de Comercio y 105 de la Ley orgánica del Poder judicial de 
esta Ciudad.

II. 	La VIA ORAL MERCANTIL resultó procedente para sustanciar 
este procedimiento atento lo dispuesto por los artículos 1390-Bis 
y 1390-Bis-1 y demás aplicables del Código de Comercio, tomando 
en consideración el vínculo existente entre las partes, así como la 
clase de prestaciones que se reclaman en la misma.

III. Entrando al estudio de la legitimación de las partes, la actora 
cuenta con legitimación activa en la causa, en razón de que aparece 
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como titular de los boletos electrónicos exhibidos como base de 
la acción, y por lo tanto se encuentra facultada para reclamar las 
prestaciones contenidas en el escrito inicial.

Por su parte, la demandada cuenta con legitimación pasiva en la 
causa, en razón de que aparece como emisora de los boletos electró-
nicos base del reclamo, y, por lo tanto, se encuentra facultada para 
responder de las prestaciones contenidas en el escrito de deman-
da. Asimismo, la correspondiente de la audiencia preliminar.
IV. La litis en el presente asunto quedó fijada en torno a dilucidar, si 

como refiere la actora, tiene derecho al pago de las prestaciones 
contenidas en el escrito de demanda, en razón de que la deman-
dada le impidió abordar el vuelo que tenía contratado el doce de 
diciembre de dos mil veintidós; o si como en contrario adujo la en-
juiciada, las mismas son improcedentes, toda vez que fue la actora 
la que incumplió con requisitar el formulario necesario para viajar 
con animales de apoyo emocional.

En ese orden de ideas, debe tenerse presente que, el artículo 1949 
del Código Civil para ésta Ciudad prevé:

Artículo 1949. La facultad de resolver las obligaciones se entiende im-
plícita en las recíprocas, para el caso de que uno de los obligados no 
cumpliere lo que le incumbe.

El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la re-
solución de la obligación, con el resarcimiento de daños y perjuicios en 
ambos casos. También podrá pedir la resolución aún después de haber 
optado por el cumplimiento, cuando éste resultare imposible.

De lo anterior se tiene que, la procedencia de la acción de rescisión de 
un contrato, generalmente descansa en el acreditamiento que debe 
existir de los siguientes de ésta, y el incumplimiento del deudor.
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En ese orden de ideas, la relación jurídica sustantiva que vinculó a 
las partes, quedó justificada con los boletos electrónicos de avión que 
emitió la demandada el dieciocho de noviembre de dos mil veintidós, 
los cuales fueron para viajar el doce de diciembre del citado año, de 
Tijuana a la Ciudad de México, con vuelo de regreso el cuatro de ene-
ro de 2023 de la Ciudad de México, a Tijuana; en el entendido que los 
citados boletos fueron emitidos a nombre de la actora y de ***. Por lo 
que en términos del contrato de transporte exhibido por la actora, los 
referidos boletos contienen la confirmación electrónica que contiene 
el contrato realizado entre el concesionario o permisionario y el pasa-
jero para efectuar el servicio de transporte, por lo tanto, los boletos en 
cita, se valoran en términos del artículo 1296 del Código de Comer-
cio y sirven para justificar que la demandada se obligó con la actora 
a prestar el servicio de transporte indicado en los boletos antes deta-
llados, por el cual, la actora satisfizo el importe que en los mismos se 
contiene.

Ahora bien, la actora expuso que al presentarse en el aeropuerto 
de Tijuana el doce de diciembre de dos mil veintidós, el personal de 
la *** línea, le impidió abordar el avión con su perro de servicio de 
nombre Noa, no obstante haber exhibido la documentación necesaria 
para que pudiera abordar en cabina de pasajeros, motivo por el cual se 
vio en la necesidad de erogar los gastos de hospedaje relativos al doce 
de diciembre del año citado, así como por la compra de otros boletos 
de avión, con diversa *** línea para realizar el viaje que tenía progra-
mado, por lo que reclama de la demandada, el reembolso del servicio 
no prestado, así como el pago de los gastos erogados con motivo del 
incumplimiento de la enjuiciada.

Por su parte, la demandada se excepcionó en el hecho de que el 
perro con el que la actora pretendió abordar el vuelo, es un animal 
de apoyo emocional, no así un animal de servicio, y que por lo tanto, 
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debió llenar el formulario que se encuentra en la página Web de la *** 
línea, con cuarenta y ocho horas de anticipación; asimismo, refirió que 
para permitir el abordaje de un animal de apoyo emocional es indis-
pensable que el pasajero cuente con un certificado médico no mayor 
a un año de antigüedad expedido por médico psiquiatra, en donde se 
indique la necesidad de dicha persona para viajar con el animal a causa 
de una incapacidad relacionada con la salud mental.

En ese contexto, aun cuando es cierto que la demandada exhibió 
con el escrito de contestación, las políticas para viajar con mascotas 
de servicio y apoyo emocional, también lo es que lo hizo de manera 
incompleta a la en que aparecen en el portal electrónico de la *** línea, 
por lo tanto, con fundamento en el artículo 88 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, esta juzgadora procedió a realizar la con-
sulta de la página electrónica https://***mexico.com/es-mx/informa-
cion-de-vuelos/mascotas-de-servicio-y-apoyo-emocional, por tratarse 
de un hecho notorio por la accesibilidad a la información en ella con-
tenida, y consecuentemente procede a valorarse para la resolución del 
presente asunto, sirve de apoyo a lo anterior, el criterio emitido por la 
Autoridad Federal bajo el rubro:

“PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO 
ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER VALO-
RADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL”, visible en el Registro di-
gital 2004949.

Por lo tanto, la referida consulta arrojó lo siguiente, la demandada 
emitió políticas aplicables a partir del uno de octubre de dos mil vein-
tiuno, a través de las cuales ofrece el servicio de viajes con mascotas 
de servicio y mascotas de apoyo emocional bajo los lineamientos que 
ahí se expresan, y al efecto, distingue entre un Animal de Servicio 
(SVAN) y un Animal de Apoyo Emocional (ESAN), en las que esta-
blecen requisitos distintos para el abordaje en cada caso. Y al efecto, 
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se advierte que la *** línea prevé como Animales de Servicio (SVAN), 
los siguientes:

• 	 Los perros guía que apoyan a personas ciegas o con debilidad 
visual.

• 	 Animales que dan señales a una persona con sordera.
• 	 Animales entrenados para alertar a una persona ante una 

convulsión.
• 	 Animales para asistir a personas con discapacidad motriz.
Siendo el caso que, en las políticas emitidas por la demandada, 

se señala que únicamente serán permitidos perros como animales de 
servicio, los perros guía deben portar arnés e identificación al cuello, 
el tiempo de presentación a mostrador de documentación es de dos 
horas previas a la salida del vuelo, los animales de servicio deben com-
portarse en público y obedecer las órdenes de su dueño, no se genera 
cargos adicionales por el abordaje del perro de servicio.

Asimismo, los requisitos de transportación de animales de servicio 
dentro de la República Mexicana, son los siguientes:

• 	 Carnet de vacunación, que contenga vacuna contra la rabia vi-
gente, indicando fecha de aplicación y vigencia de la misma.

• 	 Certificado de buena salud, vigente por cinco días a partir de la 
fecha de expedición, el certificado deberá ser expedido por mé-
dico veterinario, en papel membretado, con número de cédula 
profesional impresa y deberá contener nombre y dirección del 
propietario, raza, sexo, edad y color del animal, dirección de ori-
gen y destino.

Ahora bien, por lo que hace a los animales de apoyo emocional, la 
demandada se rige por las siguientes políticas:

Solo serán permitidos como animales de apoyo emocional perros y 
gatos, el tiempo mínimo de presentación a mostrador de documenta-
ción es de dos horas previas a la salida del vuelo, el animal puede estar 
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o no entrenado para realizar funciones visibles, el perro debe estar en-
trenado para comportarse correctamente en sitios públicos.

Y prevé como documentación requerida para los animales de apo-
yo emocional, los siguientes:

• 	Certificado médico no mayor a un año de antigüedad, indican-
do la necesidad de la persona para viajar con el animal a causa 
de una discapacidad relacionada con la salud mental, además 
indicará que el cliente se encuentra bajo supervisión y cuidado 
del médico. El certificado debe ser expedido por un médico psi-
quiatra, y debe presentarse en papel membretado, con la fecha 
de expedición, cédula profesional y especialidad del médico.

• 	 El pasajero deberá llenar el formulario que aparece en la página 
WEB, el cual debe ser completado cuarenta y ocho horas antes 
de la salida del vuelo, y en treinta y seis horas la ***línea notifi-
cará si fue pre aprobada o rechazada la solicitud.

• 	 Estableciendo los requisitos para la transportación de anima-
les en vuelos dentro de la República Mexicana, consistentes en 
Carnet de Vacunación y Certificado de Buena Salud con los re-
quisitos establecidos para los animales de servicio, y que se han 
detallado con antelación, los que se tienen aquí por reproduci-
dos en obvio de repeticiones innecesarias.

En ese contexto, la materia del presente asunto consiste en diluci-
dar si el animal con el que se presentó la actora el doce de diciembre 
de dos mil veintidós, para abordar el vuelo contratado con la deman-
dada, es un animal de servicio o es un animal de apoyo emocional, 
pues en ello radica el actuar debido o no, de la demandada.

Por lo tanto, para justificar la procedencia de su acción, la actora 
refirió que se presentó el doce de diciembre de dos mil veintidós, en 
el aeropuerto de la Ciudad de Tijuana, con los documentos indis-
pensables para abordar con su animal de servicio, los cuales exhibió 
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como medio de prueba en el presente asunto, siendo los siguien-
tes: 1) impresión del registro de animal de servicio de Noa, con la 
traducción correspondiente; 2) impresión del carnet de vacunación 
de Noa; 3) impresión del certificado de salud de ***; documentos que 
si bien es cierto fueron objetados por la demandada, también lo es 
que la reo no allegó a juicio prueba idónea y suficiente para destruir 
o desvirtuar los elementos contenidos en las probanzas de mérito, en 
consecuencia, de las probanzas en cita se desprenden los siguientes 
aspectos, que el animal con el que la actora se presentó ante la de-
mandada que responde al nombre de “***” es un animal de servicio 
registrado a nombre de la actora ***, desde el veinticuatro de octubre 
de dos mil veintidós; siendo que en el certificado de registro se lee en 
la parte que interesa, lo siguiente: “soy una persona discapacitada y 
mis derechos como tal están protegidos por le Ley Federal y Estatal. 
Este animal de servicio está entrenado individualmente para trabajar 
o realizar tareas para su adiestrador. El trabajo o la tarea para la que 
se ha entrenado a este animal está directamente relacionado con la 
discapacidad de su adiestrador, que puede ser una discapacidad físi-
ca o mental”.

Ahora bien, no escapa a esta juzgadora el hecho de que el certifica-
do antes citado fue emitido en Estados Unidos de América, sin em-
bargo, al concatenar dicha documental con lo expuesto por la actora 
en el escrito inicial, en el sentido de que requiere del acompañamiento 
terapéutico de su perro de servicio durante los vuelos que realiza con 
frecuencia, ni lo expresado durante el desahogo de la confesional a su 
cargo en la audiencia de seis de junio del actual, en la que manifestó 
que por el momento tiene su residencia en Estados Unidos de Améri-
ca, que tiene una condición por la que necesita ser acompañada por un 
animal de servicio, y que esa condición consiste en que sufre ataques 
de pánico y ansiedad, los que la incapacitan; que dichos ataques de 
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pánico y ansiedad tienen que ver con la química cerebral y no con un 
aspecto emocional, en consecuencia, con los elementos que se tienen 
hasta este momento, es de advertirse la situación de vulnerabilidad de 
la actora, atento a la condición que refiere.

En ese orden de ideas, en términos del artículo 2, fracción XI, de la 
Ley General de las personas con discapacidad, se tiene que la persona 
con discapacidad es toda persona que presenta una deficiencia física, 
mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que 
limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la 
vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno econó-
mico y social.

Y al efecto, el artículo 4 de la citada Ley prevé que los derechos 
establecidos en tal ordenamiento serán reconocidos a todas las per-
sonas con discapacidad, sin distinción por origen étnico o nacional, 
género, edad, condición social, condiciones de salud, religión, opinio-
nes, preferencias, estado civil, o cualquiera otra que atente contra su 
integridad.

Asimismo, resulta relevante resaltar que uno de los derechos pre-
vistos en la referida Ley, respecto de las personas con discapacidad, 
lo es el transporte público y las comunicaciones, en el que se prevé la 
necesidad de que las referidas personas tengan accesibilidad, seguri-
dad, comodidad, calidad y funcionalidad en los medios de transporte 
público aéreo, terrestre y marítimo, y medios de comunicación, como 
se advierte del artículo 17, fracción I.

Por su parte, la Ley General para la inclusión de las personas 
con discapacidad, prevé en el Artículo 2, en la parte que interesa, lo 
siguiente:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

…..
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IX. Discapacidad. Es la consecuencia de la presencia de una deficien-
cia o limitación en una persona, que al interactuar con las barreras que 
le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva 
en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás;

…..

XI. Discapacidad Mental. A la alteración o deficiencia en el sistema 
neuronal de una persona, que aunado a una sucesión de hechos que no 
puede manejar, detona un cambio en su comportamiento que dificulta 
su pleno desarrollo y convivencia social, y que al interactuar con las ba-
rreras que le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión ple-
na y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás;

…

XIV. Discriminación por motivos de discapacidad. Se entenderá 
cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapaci-
dad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar, menoscabar o 
dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de con-
diciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. 
Incluye las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajus-
tes razonables;

…

XXVI. Perro guía o animal de servicio. Son aquellos que han sido 
certificados para el acompañamiento, conducción y auxilio de personas 
con discapacidad.

XXVII. Persona con Discapacidad. Toda persona que por razón con-
génita o adquirida presenta una o más deficiencias de carácter físico, 
mental, intelectual o sensorial, ya sea permanente o temporal y que al in-
teractuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda impedir 
su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás;
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Asimismo, la Ley General para la inclusión de las personas con disca-
pacidad, prevé como uno de los derechos de las personas con discapa-
cidad, la accesibilidad, seguridad, comodidad, calidad y funcionalidad 
en los medios de transporte público aéreo, terrestre y marítimo, tal y 
como se advierte del artículo 19, fracción I.

Por su parte, la Ley Federal para prevenir y eliminar la discri-
minación prevé en el artículo 4, que queda prohibida toda práctica 
discriminatoria que tenga por objeto o efecto impedir o anualar el 
reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de opor-
tunidades en términos del artículo 1 constitucional y del artículo 1, 
fracción III, de la referida Ley.

Para lo cual, el citado ordenamiento en el artículo 1, fracción III, 
dispone que debe entenderse por discriminación toda distinción, ex-
clusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con in-
tención o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga 
por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y 
libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes motivos: el 
origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, 
la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud 
física o mental, jurídica, la religión, la apariencia física, las caracte-
rísticas genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las 
opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación política, el 
estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el 
idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo.

Asimismo, el artículo 9, fracción XXII, de la Ley Federal invoca-
da prevé que se considera como discriminación, entre otras: impedir 
el acceso a cualquier servicio público o institución privada que preste 
servicios al público, así como limitar el acceso y libre desplazamiento 
en los espacios públicos.
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De igual manera resulta relevante para efectos del presente asunto, 
considerar lo dispuesto por la Ley de protección a los animales de la 
Ciudad de México, en cuyo artículo 4, fracción VIII, prevé que se en-
tenderá por Perro de asistencia y sus clasificaciones, el adiestrado in-
dividualmente en instituciones y centros especializados, nacionales o 
del extranjero, para llevar a cabo actividades de apoyo a personas con 
discapacidad física, mental o sensorial.

Destacando que el artículo 34 de la invocada Ley de protección a 
los animales de la Ciudad de México prevé en la parte que interesa, 
que todo perro de asistencia tiene acceso libre e irrestricto al espacio 
público, establecimientos mercantiles, instalaciones o transportes, in-
dividuales o colectivos, sean de carácter público o privado, siempre 
que vaya acompañado de la persona a la que asiste.

En ese orden de ideas, bajo las anteriores premisas legales, es me-
nester valorar las pruebas allegadas a juicio con perspectiva para eli-
minar la discriminación, así como con la sensibilidad que exige la 
circunstancia de los elementos puestos a consideración de esta juz-
gadora, y sobre el particular, aun cuando es cierto que el registro del 
animal de servicio que responde al nombre de “***”, así como el carnet 
de vacunación y el certificado de buena salud de doce de diciembre 
de dos mil veintidós, hayan sido exhibidos en impresiones a color, es 
de estimar que obedece al hecho que su dueña, la aquí actora, reside 
por el momento, en Estados Unidos de América, como lo expuso al 
desahogar la confesional a su cargo, siendo comprensible que los ori-
ginales de los citados documentos deben permanecer en posesión de 
la accionante, por ser indispensables para los efectos de acreditación y 
justificación del registro del perro como animal de servicio, así como 
de su control de vacunas. Aunado a lo anterior, la parte demandada 
se abstuvo de allegar prueba idónea y suficiente que destruyera o des-
virtuara el contenido de las documentales exhibidas por la actora para 
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acreditar que el perro de su propiedad es de servicio, y no de apoyo 
emocional como lo adujo al contestar la demanda, por lo tanto, aun 
cuando el registro del animal de servicio se encuentre emitido en el 
extranjero tal aspecto no es obstáculo para restarle validez sobre su 
contenido, en razón de que en términos de artículo 4, fracción VIII 
de la Ley de protección a los animales de la Ciudad de México, consi-
dera como perro de asistencia, al adiestrado individualmente en ins-
tituciones y centros especializados, nacionales o del extranjero, para 
llevar a cabo actividades de apoyo a personas con discapacidad físi-
ca, mental y sensorial, por lo tanto, el registro del animal de servicio 
SA-***, y su respectiva traducción, sirven para demostrar que el perro 
que responde a nombre de “***”, propiedad de la actora, fue entrenado 
individualmente para trabajar directamente con la discapacidad de su 
adiestrador, la cual puede ser una discapacidad física o mental.

En ese contexto, si la actora se presentó el doce de diciembre de 
dos mil veintidós, ante el personal de la demandada, con los docu-
mentos aquí exhibidos como medio de prueba, a saber, registro de 
animal de servicio SA-*** del perro que responde al nombre de “***”, 
carnet de vacunación del que se advierte la aplicación de la vacuna con-
tra la rabia, con fecha de última aplicación doce de septiembre de dos 
mil veintidós, y el certificado de salud de doce de diciembre de dos 
mil veintidós, emitido por el M.V.Z. ***, el cual se encuentra en pa-
pel membretado, contiene el número de cédula profesional impresa, 
y contiene el nombre y dirección de la propietaria, así como la raza, 
sexo, edad y color del animal; por lo tanto, con las documentales an-
tes detalladas es inconcuso que el perro con el que se presentó la ac-
tora el día del vuelo contratado con la demandada, es una animal de 
servicio, que reunía los requisitos difundidos por la enjuiciada en sus 
políticas publicadas en la página de internet, por lo que contrario a lo 
expuesto por la reo al dar contestación a la demanda instaurada en su 
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contra, no existieron elementos para negar el abordaje a la actora con 
su perro de servicio al vuelo contratado, sin que a la enjuiciada le co-
rrespondiera exigir mayores elementos de prueba sobre la condición 
de la actora, bajo el argumento poco sensible de que la actora debía 
acreditar su condición de discapacidad en el momento de presentarse 
a solicitar los pases de abordar, así como haber llenado el formulario 
que se encuentra en la página de internet para las mascotas de apoyo 
emocional, aspectos que son contrarios a lo previsto en la Ley General 
de las personas con discapacidad y la Ley General para la inclusión de 
las personas con discapacidad, en donde se prevé que persona con dis-
capacidad lo es toda persona que presenta una deficiencia física, men-
tal o sensorial ya sea permanente o temporal, que al interactuar con las 
barreras que le impone el entorno social, puede impedir su inclusión 
plena y efectiva en igualdad de condiciones con los demás; por lo que 
si la actora justificó que su animal es de servicio, como se advierte del 
registro SA-***, y además le exhibió el carnet de vacunación y el certi-
ficado de buena salud del citado animal, ello bastaba para permitirle 
el abordaje al vuelo contratado con el perro de servicio, sin mayores 
requisitos sobre el acreditamiento de la condición de la actora, en ra-
zón de que el hecho de contar con el registro del animal de servicio es 
suficiente para justificar que la actora tiene una discapacidad, la cual 
puede ser física o mental, tan es así, que el animal fue entrenado indivi-
dualmente para trabajar con la discapacidad de su adiestrador, sin que 
sea dable haberle exigido a la actora el llenado del formulario conteni-
do en las políticas publicadas en la página de internet de la *** línea, 
pues tal aspecto únicamente tiene lugar cuando se trata de animales 
de apoyo emocional, lo que en la especie no ocurre, pues se insiste que 
el animal propiedad de la actora, cuenta con registro como perro de 
servicio. A mayor abundamiento, la demandada tampoco debió soli-
citar a la actora la documentación requerida a los pasajeros que viajen 
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con animales de apoyo emocional, como lo es el certificado expedido 
por médico psiquiatra que indique la necesidad de viajar con el animal 
a causa de una discapacidad relacionada con la salud mental, en razón 
de que al haber exhibido el registro del animal de servicio SA-***, de-
muestra por sí mismo, que el dueño del perro tiene una discapacidad, 
ya sea física o mental, sin que sea menester justificar en qué consiste la 
misma, como lo pretendió la demandada al momento de que le fue so-
licitado el abordaje al vuelo contratado por la actora. Asimismo se con-
sidera que el personal de la demandada no se encontró facultado para 
desestimar que el perro de la actora es de servicio y catalogarlo como 
animal de apoyo, en razón que del registro del animal se advierte con 
claridad que el mismo fue entrenado para trabajar con la discapacidad 
de su dueño, y el hecho de tratar de ceñir la discapacidad de la actora 
a las indicadas en las políticas publicadas por la demandada en su pá-
gina de internet (personas ciegas o con debilidad visual, personas con 
sordera, personas que sufran convulsiones, personas con discapacidad 
motriz), contraviene las legislaciones emitidas para regular la inclusión 
de las personas con discapacidad, así como la relativa para prevenir y 
eliminar la discriminación, que fueron invocadas en párrafos que an-
teceden, las cuales deben prevalecer y estar por encima de las políticas 
de vuelo publicadas por la enjuiciada. Aunado a lo anterior, la legisla-
ción local que regula la protección de los animales en esta ciudad, de 
forma alguna prevé la obligación para la persona que tiene un perro de 
servicio, adiestrado y registrado en el extranjero, de homologar dicho 
registro ante las autoridades nacionales, y antes bien, en el artículo 4 
Fracción VIII, de la ley de la materia, considera como perro de asisten-
cia a los adiestrados individualmente en instituciones y centros espe-
cializados, nacionales o del extranjero, para llevar actividades de apoyo 
a personas con discapacidad física, mental y sensorial, como en el caso 
ocurrió con el perro de servicio de la parte actora.
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A mayor abundamiento, la actora expuso en el hecho once de la de-
manda, que el dos de enero del año corriente, la demandada, a través 
de su ejecutivo, le informó que lo ocurrido el doce de diciembre de dos 
mil veintidós había sido un error, y que podía abordar el vuelo de la 
Ciudad de México hacia Tijuana, el cuatro de enero del año corrien-
te, como se contrató en un principio, junto con su perro de servicio, lo 
que así realizó en la fecha en cita; aspecto que fue reconocido expresa-
mente por la demandada al dar contestación al citado hecho, en el que 
expuso que efectivamente le permitió a la actora el abordaje al vuelo 
AM184 con la ruta Ciudad de México–Tijuana, el cuatro de enero del 
año en curso, y que también fue reconocido por la enjuiciada al mo-
mento de desahogar la confesional a su cargo, con lo cual se robustece 
que el actuar de la demandada el doce de diciembre de dos mil veinti-
dós fue indebido, en razón de que en la fecha en comento permitió el 
abordaje de la actora, junto con su perro de servicio, para lo cual ad-
mitió como suficiente la misma documentación que fue presentada el 
doce de diciembre de dos mil veintidós, para abordar el vuelo AM193, 
respecto del cual se le negó el servicio, lo que pone de manifiesto el 
indebido actuar de la demandada en la fecha del vuelo de salida, por 
haber requerido a la actora de mayores requisitos a los señalados por 
ella misma en la página de internet para realizar el vuelo contratado, y 
más aún, por haber clasificado al perro de servicio de la actora, como 
animal de apoyo emocional, y requerir a la accionante de documentos 
que justificaran su condición de discapacidad, sin contar con facultad 
alguna para ello, atento al contenido del registro SA-***, el cual fue 
suficiente para que la enjuiciada permitiera el abordaje de la actora y 
de su perro de servicio al vuelo contratado, como ha quedado acotado 
en el cuerpo de la presente resolución.

En mérito de lo anterior, es innegable que al no permitir a la ac-
tora abordar el vuelo contratado, con su perro de servicio y exigirle 
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requisitos adicionales a los estrictamente delimitados para viajar con 
un animal de servicio, la demandada contravino los artículos 4 y 9, 
fracción XXII, de la Ley Federal para prevenir y eliminar la discrimi-
nación, así como el artículo 19, fracción I, de la Ley General para la in-
clusión de las personas con discapacidad. Asimismo, se considera que 
al exigirle a la actora un certificado médico expedido por un médico 
psiquiatra, en donde se indique la necesidad de viajar con un animal 
a causa de una discapacidad relacionada con la salud mental, atentó 
contra la dignidad humana de la actora, en razón de que haber exhibi-
do el registro SA-***, del perro de servicio de su propiedad al solicitar 
el abordaje del vuelo contratado, por sí mismo justificó que la dueña 
del animal tiene una discapacidad física o mental, por lo que resultaba 
innecesario que la accionante justificara otros aspectos sobre su con-
dición; lo que tampoco fue materia del presente asunto, como lo pre-
tendió hacer valer la demandada, al momento de desahogar la prueba 
confesional a cargo de la accionante, en donde la cuestionó sobre su 
condición y sobre la razón por la que no presentó el documento en el 
que se indicara su diagnóstico, ante la aerolínea en el momento de so-
licitar el abordaje; lo que se insiste, no fue materia de prueba en el pre-
sente asunto, sino únicamente determinar si el perro de la actora es de 
servicio o de apoyo emocional, lo que en la especie ya quedó delimita-
do en párrafos que anteceden; y más aún, la enjuiciada a través de su 
abogado mostró poca sensibilidad hacia la accionante al cuestionarle 
si la condición que tiene es un aspecto de tipo emocional, preguntarle 
la razón por la que no se presentó a la audiencia de juicio con su perro 
de apoyo, y por último, cuestionarle por qué razón no hizo el mismo 
esfuerzo de realizar el vuelo contratado, sin el perro de apoyo, aspec-
tos todos estos, que en su conjunto, llevan a considerar que se afectó 
la dignidad humana de la actora, en contravención a lo previsto por el 
artículo 1 Constitucional.
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En mérito de todo lo expuesto con antelación, lleva a concluir que 
al no haber cumplido con el contrato de transporte que tenía celebra-
do con la actora, la enjuiciada debe resarcir a su contraria el importe 
de los gastos que dicha persona erogó con motivo del incumplimiento 
antes señalado y, como consecuencia, resultan procedentes las presta-
ciones reclamadas en los incisos A y B del escrito inicial.

En ese contexto, de los dos boletos electrónicos de avión que emitió 
la demandada a la actora el dieciocho de noviembre de dos mil veinti-
dós, se advierte que los mismos fueron pagados con la tarjeta de cré-
dito ***, con terminación ***, por un importe de $9,854.00 (NUEVE 
MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO PESOS 00/100 
MONEDA NACIONAL), cada uno, más $570.00 (QUINIENTOS 
SETENTA PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), por cargo di-
ferido tres meses, lo que da un total de $20,278.00 (VEINTE MIL 
DOSCIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS 00/100 MONEDA 
NACIONAL); siendo el caso que la actora exhibió con el escrito de 
demanda, impresión del estado de cuenta emitido por el banco ***, a 
nombre de la accionante ***, respecto de la tarjeta ***, del periodo del 
dieciséis de noviembre al quince de diciembre de dos mil veintidós, el 
cual se valora en términos del artículo 1296 del Código de Comercio, 
y sirve para demostrar que la actora tiene una tarjeta de crédito, con 
la institución antes nombrada, con terminación ***, por lo que al con-
catenar los boletos electrónicos de avión emitidos por la demandada, 
con la impresión del estado de cuenta antes detallado, y lo narrado 
por la actora en el escrito de demanda, sirven para tener por justifica-
do que la actora sí pagó los boletos materia del presente asunto. Y al 
haber quedado justificado que la demandada negó indebidamente el 
abordaje de la actora con su perro de servicio al vuelo ***, es innega-
ble que la enjuiciada se encuentra obligada a reembolsar el monto del 
segmento de vuelo no utilizado por causas imputables a la reo, atento 
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a lo dispuesto en la cláusula 7.1 del contrato de transporte, que prevé 
lo siguiente:

7.1 SOBREVENTA Y/O ABORDAJE DENEGADO

…..

En caso de que por causas imputables al Transportista le sea denega-
do el embarque a algún Pasajero o por expedición de Boletos en exceso 
a la capacidad disponible del avión, el Transportista podrá solicitar la 
renuncia voluntaria del embarque a los pasajeros a cambio de beneficios 
que acuerden entre ambos. En caso de abordaje denegado involunta-
rio, el Transportista será responsable de hacerle saber al Pasajero las 
siguientes opciones con las que cuenta:

1.  Al reintegro del Boleto o la proporción que corresponda a la parte 
no realizada del viaje, e indemnización de 25% del precio del Boleto o 
de la parte no realizada del viaje; o

2.  ….

En mérito de lo anterior, la demandada se encuentra obligada a rein-
tegrar a la actora la porción que corresponde a la parte no realizada 
del viaje de la actora y su acompañante ***, quien es esposo de la en-
juiciante, como se advierte de la audiencia de juicio celebrada el seis 
de junio del actual, pues es innegable que dicha persona no tomó el 
vuelo de salida, ante la negativa de la aerolínea de permitir el abor-
daje de la actora y el perro de servicio de ésta, pues es inconcuso que 
al planear un viaje, y al adquirir los boletos de avión, las personas los 
realizan conjuntamente con los de sus acompañantes, por lo que sí a 
la actora se le negó tomar el vuelo de salida AM193 el doce de diciem-
bre de dos mil veintidós, tampoco lo realizó el cónyuge de la promo-
vente, más aun teniendo en cuenta la condición de la accionante. En 
ese orden de ideas, el importe de la porción del viaje no realizado por 
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la actora asciende a la cantidad de $10,139.00 (DIEZ MIL CIENTO 
TREINTA Y NUEVE PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), la 
cual se encuentra obligada a resarcir la demandada a la actora; así 
también, la reo se encuentra obligada a pagar a la actora la indemni-
zación del veinticinco por ciento sobre la cantidad antes indicada, por 
concepto de indemnización prevista en la Cláusula 7.1 del contrato de 
transporte antes invocada en líneas que anteceden, la cual asciende a 
la cantidad de $2,534.75 (DOS MIL QUINIENTOS TREINTA Y 
CUATRO PESOS 75/100 MONEDA NACIONAL), y que en este 
acto se cuantifica sin mayor trámite, por tratarse de una simple ope-
ración aritmética que no requiere de elementos especiales para su de-
terminación, a efecto de evitar dilaciones procesales.

Por otra parte, la factura digital *** de trece de diciembre de dos 
mil veintidós, y la confirmación de reservación, de trece y catorce de 
diciembre de dos mil veintidós, emitidas por ***, respecto de los vue-
los VB1243 y VB1250, se valoran en términos del artículo 1296 del 
Código de Comercio, al no existir prueba en contrario que destru-
ya o desvirtúe su contenido, las cuales sirven para demostrar que la 
actora pagó la cantidad de $2,818.09 (DOS MIL OCHOCIENTOS 
DIECIOCHO 09/100 MONEDA NACIONAL), por concepto de 
hospedaje en “CITY EXPRESS PLUS”, así como también pagó las 
cantidades de $9,714.98 (NUEVE MIL SETECIENTOS CATORCE 
PESOS 98/100 MONEDA NACIONAL), y $5,847.96 (CINCO MIL 
OCHOCIENTOS CUARENTA Y SIETE PESOS 96/100 MONE-
DA NACIONAL), por los boletos de avión para que ella y su acom-
pañante ***, realizaran el viaje de Tijuana a la Ciudad de México, el 
trece de diciembre de dos mil veintidós, y de la Ciudad de México a 
Tijuana, el cuatro de enero de dos mil veintitrés, los cuales fueron 
cubiertos con la tarjeta *** terminación ***, cuya titular es la actora, 
como quedó precisado en párrafos que anteceden. Por lo que al haber 
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quedado justificado que la demandada negó el abordaje a la actora y 
a su perro de servicio el doce de diciembre de dos mil veintidós, es in-
concuso que la actora debió realizar el pago de las cantidades antes 
descritas, por los conceptos precisados, los cuales se estima, fueron 
consecuencia inmediata del actuar indebido de la demandada, a efecto 
de contar con una habitación para pernoctar en la fecha en que debía 
abordar el vuelo de salida en la *** línea demandada, así como tener 
la posibilidad de realizar el viaje contratado en las fechas programa-
das, por lo tanto, resulta procedente que la reo pague a su contraria, el 
importe de las cantidades citadas con antelación, las cuales suman un 
total de $18,381.03 (DIECIOCHO MIL TRESCIENTOS OCHEN-
TA Y UN PESOS 03/100 MONEDA NACIONAL), importe recla-
mado por la actora en el inciso B) del escrito de demanda.

No obstante lo anterior, a efecto de cumplir con el principio de 
exhaustividad, se procede a la valoración de las pruebas admitidas a 
la actora, que no han sido tomadas en consideración hasta este mo-
mento, y al respecto, LA DOCUMENTAL, consistente en los correos 
electrónicos entre la actora y la demandada, se valoran en términos 
del artículo 1296 del Código de comercio, los cuales sirven para ro-
bustecer los aspectos debidamente probados con los diversos medios 
de convicción que allegó a juicio la accionante, como lo fue el even-
to acontecido el doce de diciembre de dos mil veintidós, en el que se 
negó el abordaje a la actora y a su perro de servicio, respecto del vuelo 
contratado con al reo, así como que esta justificó su actuar, en el he-
cho de que el perro de la actora es una mascota de apoyo emocional, 
aspectos estos que ya fueron dilucidados en el cuerpo de la presente 
determinación.

La testimonial, a cargo de ***, se valora en términos del artículo 
1302 del Código de Comercio, la cual sirve para robustecer aspec-
tos debidamente probados con los diversos medios de prueba que ya 
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fueron valorados en el cuerpo de la presente resolución, tales como 
que la demandada negó el servicio de abordaje a la actora y a su perro 
de servicio el doce de diciembre de dos mil veintidós, la razón de dicha 
denegación, así como que la actora pagó las cantidades que han sido 
descritas en párrafos que anteceden, aspectos que benefician a los in-
tereses de la accionante

Por último, la Instrumental de actuaciones y la presuncional en su 
doble aspecto, se valoran conjuntamente con las ofertadas por la de-
mandada, en términos de los artículos 1237, 1294, 1277 y 1305 del 
Código de Comercio, las cuales favorecieron los intereses de la actora, 
y se revirtieron a los de la demandada, atento a que con el material 
probatorio allegado a juicio quedó justificado que la demandada negó 
indebidamente el abordaje de la actora y de su perro de servicio, al 
vuelo de salida contratado para el doce de diciembre de dos mil veinti-
dós, en tanto que la demandada se abstuvo de allegar a juicio pruebas 
idóneas y suficientes que demostraran los extremos de sus excepcio-
nes, por lo que resultaron procedentes las prestaciones reclamadas 
por la actora en los incisos A), B) Y E) del proemio de la demanda.

V. Por otra parte, en análisis de las excepciones y defensas que hizo 
valer la parte demandada, tenemos lo siguiente, la EXCEPCIÓN DE 
IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN AL INCUMPLIR CON LOS 
REQUISITOS PARA EL ABORDAJE A CABINA DE UN ANI-
MAL DE SERVICIO Y/O APOYO EMOCIONAL, es improce-
dente, atento lo expuesto en el considerando cuarto de la presente 
determinación, lo que se tiene aquí por reproducido en obvio de repe-
ticiones innecesarias.

LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMACIÓN ACTI-
VA EN LA CAUSA DE LA ACTORA AL NO ACREDITAR EL 
PAGO DE LOS BOLETOS CUYO REEMBOLSO RECLAMA, 
ASÍ COMO LA DE FALTA DE LEGITIMACIÓN ACTIVA AL 
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NO ACREDITAR EL PAGO DE LOS BOLETOS Y HOSPEDA-
JE CUYO REEMBOLSO RECLAMA POR CONCEPTO DE 
DAÑOS, la de IMPROCEDENCIA DE REEMBOLSO POR LA 
CANTIDAD DE $9,714.98 POR CONCEPTO DE BOLETOS DE 
AVION ADQUIRIDOS CON LA ***LÍNEA COMERCIALMEN-
TE CONOCIDA COMO ***, la de DEFICIENCIA DE LA ACCIÓN 
EJERCITADA, AL NO ACREDITAR LA ACTORA REALIZAR 
EL PAGO CORRESPONDIENTE A LOS BOLETOS DE AVIÓN 
CUYO REEMBOLSO SE RECLAMA, la de DEFICIENCIA DE 
LA ACCIÓN EJERCITADA, AL NO ACREDITAR LA ACTORA 
REALIZAR EL PAGO CORRESPONDIENTE A LOS BOLETOS 
DE AVIÓN Y HOSPEDAJE CUYO REEMBOLSO SE RECLAMA 
POR CONCEPTO DE DAÑOS, que hizo valer como Segunda, Ter-
cera, Cuarta, Quinta y Sexta, se analizan en su conjunto, dada la ínti-
ma relación que guardan entre sí, las cuales son improcedentes, atento 
lo expuesto en la parte correspondiente del considerando cuarto de 
este fallo, lo que se tiene aquí por reproducido en obvio de repeticio-
nes inútiles.

La EXCEPCIÓN DE PRECLUSION DEL DERECHO DE LA 
ACTORA A EXHIBIR NUEVOS DOCUMENTOS DERIVADA 
DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 1061 del Código de Co-
mercio, así como la EXCEPCIÓN DE LITIS CERRADA, son im-
procedentes en razón de que la parte actora de forma alguna allegó 
a juicio documentos diversos a los exhibidos con el escrito inicial, así 
como tampoco pretendió modificar ni variar la litis.

Por último, la defensa SINE ACTIONE AGIS, consiste en negar 
el derecho invocado por la actora, y obligó a esta juzgadora a analizar 
los elementos de la acción intentada, lo que en la especie se realizó, 
atento a que con el material probatorio allegado a juicio por la ac-
cionante, quedó justificado que le asiste derecho para reclamar de la 
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demandada las prestaciones contenidas en los incisos A), B) y E) del 
escrito inicial, en tanto que la demandada, se abstuvo de destruir o 
desvirtuar los elementos justificados por su contraria.
VI. 	Por otra parte, sin que haya lugar a hacer pronunciamiento algu-

no respecto de la prestación C) del escrito de demanda, en razón 
de que, mediante escrito de veintidós de febrero del actual, la ac-
tora se desistió de la misma, lo que se acordó favorablemente me-
diante auto de veintiocho de febrero del año en curso.

VII. Por lo que se refiere al pago de los intereses reclamados en el 
inciso B) del proemio del escrito de demanda, al respecto debe 
decirse, que de acuerdo con lo señalado por el artículo 362 del 
Código de Comercio, los deudores que se demoren en el pago de 
sus deudas, deberán satisfacer el interés pactado, o en su defec-
to el seis por ciento anual, por lo que teniendo en cuenta que la 
demandada incumplió indebidamente el contrato de transporte 
que celebró con la actora al haberle negado el abordaje del vuelo 
AM193 el doce de diciembre de dos mil veintidós, es de consi-
derar que la reo se encuentra obligada a pagar a su contraria, los 
intereses generados respecto de las cantidades reclamadas en los 
incisos A) y B) el escrito de demanda, de conformidad con el pá-
rrafo segundo del artículo 362 del Código de Comercio, al tipo 
legal del seis por ciento anual.

En esa virtud, deberá condenarse a la demandada a pagar a la par-
te actora los intereses causados, desde el doce de diciembre de dos mil 
veintidós, así como los que se sigan causando hasta la total solución del 
asunto, al tipo legal del seis por ciento anual, no así al nueve por ciento 
reclamado por la actora, atento la vía en que fue tramitado el presente 
asunto, así como la materia que rige el contrato de transporte celebrado 
entre las partes, los cuales se cuantificarán y liquidarán en ejecución de 
sentencia, mediante la tramitación del incidente respectivo.
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VIII. Por no estar el presente asunto en alguno de los supuestos a que 
se refiere el artículo 1084 del Código de Comercio, no se hace 
especial condena en costas para alguna de las partes.

En mérito de lo anterior, deberá dictarse un fallo en el que se re-
suelva que la actora acreditó parcialmente la procedencia de las pres-
taciones reclamadas en el escrito inicial, y la parte demandada no 
justificó las excepciones y defensas que hizo valer al dar contestación 
a la demanda instaurada en su contra; en consecuencia, deberá con-
denarse a la enjuiciada a pagar a la actora las cantidades contenidas en 
los incisos A) y B), así como el concepto que fue cuantificado respec-
to del inciso E) del escrito de demanda, para lo cual se le concede a la 
parte demandada un término de cinco días contado a partir de que la 
presente resolución cause ejecutoria y sea legalmente ejecutable, aper-
cibida que de no hacerlo así, se dictará auto de ejecución en su contra. 
Asimismo, respecto de los intereses moratorios, deberá estarse a lo 
expuesto en el considerando VII de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y además con apoyo en 
los artículos 1077, 1322, 1324, 1325, 1388 y 1390-Bis-38 del Código 
de Comercio en vigor, es de resolverse y se

RESUELVE

PRIMERO. Ha sido procedente la vía oral mercantil intentada, por 
la que se tramitó el presente juicio, al término del cual, la parte actora 
acreditó parcialmente la procedencia de las prestaciones reclamadas, 
y la demandada no justificó las excepciones y defensas que hizo valer 
al dar contestación a la demanda instaurada en su contra; por ende,

SEGUNDO. Se condena a la parte demandada a pagar a la parte 
actora la cantidad de $10,139.00 (DIEZ MIL CIENTO TREINTA 
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Y NUEVE PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), por concepto 
de reembolso respecto del segmento de vuelo no prestado a la parte 
actora el doce de diciembre de dos mil veintidós;

TERCERO. Se condena a la parte demandada a pagar a la parte 
actora, la cantidad de $18,381.03 (DIECIOCHO MIL TRESCIEN-
TOS OCHENTA Y UN PESOS 03/100 MONEDA NACIONAL), 
por concepto de daños causados, derivado del actuar indebido el doce 
de diciembre de dos mil veintidós.

CUARTO. Se condena a la parte demandada a pagar a la actora, 
la cantidad de $2,534.75 (DOS MIL QUINIENTOS TREINTA Y 
CUATRO PESOS 75/100 MONEDA NACIONAL), por concepto 
de indemnización reclamada en el inciso E) del proemio del escrito de 
demanda, atento los razonamientos lógico jurídicos vertidos en la par-
te correspondiente del considerando cuarto de la presente resolución.

QUINTO. Se concede a la parte demandada el término de cinco 
días contado a partir de que la presente resolución cause ejecutoria y sea 
legalmente ejecutable para que realice el pago de las cantidades a que se 
refieren los resolutivos segundo, tercero y cuarto que anteceden, aper-
cibida que de no hacerlo así, se dictará auto de ejecución en su contra.

SEXTO. Se condena a la parte demandada a pagar a la actora los 
intereses moratorios causados respecto de la cantidad a que fue con-
denada en el resolutivo tercero del presente fallo, a razón del seis por 
ciento anual, los cuales se cuantificarán y liquidarán en ejecución de 
sentencia, mediante la tramitación del incidente respectivo.

SÉPTIMO. No ha lugar a hacer pronunciamiento alguno respec-
to de la prestación C) del capítulo de prestaciones, en razón de que la 
accionante se desistió de la misma;

OCTAVO. No se hace especial condena en costas para alguna de 
las partes, por no colmarse alguno de los supuestos a que se refiere el 
artículo 1084 del Código de Comercio.
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Así, definitivamente juzgando lo resolvió y firma electrónicamen-
te la juez Sexta Civil de Proceso oral, mtra. Gloria Ortiz Sánchez, 
ante la secretaria de Acuerdos “A”, licenciada Érika Soto Ramírez, con 
quien actúa, autoriza y da fe. Doy fe.

En cumplimiento a la CIRCULAR CJCDMX-08/2022 de veinti-
dós de febrero de dos mil veintidós, emitida por el Pleno del Consejo 
de la Judicatura del Poder Judicial de la Ciudad de México, misma q 
ue instruyó a los órganos jurisdiccionales la incorporación de la le-
yenda que ahí se indica, en éste acto en acatamiento a tal disposi-
ción se inserta en los siguientes términos: “SE HACE CONSTAR, 
QUE TODAS LAS ACTUACIONES JUDICIALES DEL PRESEN-
TE EXPEDIENTE HAN SIDO DIGITALIZADAS Y OBRAN EN 
EXPEDIENTE DIGITAL, INTEGRADO FIELMENTE COMO 
EL FÍSICO, GOZANDO AMBAS VERSIONES DE LOS MIS-
MOS EFECTOS LEGALES”.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Para resolver en sentencia definitiva los autos del expediente relativo al 
procedimiento oral en materia familiar sobre nulidad de matrimonio.

JUZGADO SEGUNDO DE PROCESO 
ORAL EN MATERIA FAMILIAR Y DE TUTELA DE 

DERECHOS HUMANOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO

JUEZ: DOCTOR EDUARDO GARCÍA RAMÍREZ

SUMARIO: 
acción de nulidad de matrimonio, caso en que ha de juzgarse 
con perspectiva de género y de protección a los derechos de 
familia, y reconocer todas las prerrogativas que le ley pre-
vé tratándose de cónyuge inocente o de buena fe.
Hechos: Un cónyuge demandó a su consorte la nulidad de matrimo-
nio, bajo el argumento de que ya existía un matrimonio, el cual no 
había sido objeto de disolución. El juzgador al momento de resolver 
decidió tomar en consideración las circunstancias especiales de la cón-
yuge demandada, para valorar los efectos de la nulidad solicitada.
Criterio jurídico: Ante la demanda de nulidad de matrimonio inten-
tada, con motivo de haber otra unión marital preexistente, este juzga-
dor considera que, en pro y salvaguarda de los derechos humanos de 
la demandada, nos apartaremos de lo que prevé la fracción III del artí-
culo 198 del Código Civil para el Distrito Federal, y se reconocen a la 
antes nombrada todos los derechos de familia que operen a su favor al 
igual que a un cónyuge inocente, como son los previstos en la fracción 
I del precepto legal antes invocado.
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Por lo que, para la división de los bienes, quedan a salvo los de-
rechos de las partes para que los hagan valer en la vía y forma que 
corresponda, debiéndose estar a lo señalado en el artículo 261 en 
concordancia con el numeral 198 del Código Civil para la Ciudad de 
México. 
Justificación: El actor en el desahogo de la prueba de declaración a 
su cargo reconoció que la demandada no sabía escribir bien, incluso 
señaló que él la impulsó para que tomara el programa de alfabetiza-
ción, así como que trabajó para ayudarle, que empezaron a superarse; 
asimismo, en actuaciones obran sendos atestados de nacimiento de 
las cinco hijas que procrearon durante el matrimonio, circunstancias 
todas éstas que se deben de tomar en consideración para efecto de 
analizar y resolver el presente asunto bajo un enfoque de derechos 
humanos, con perspectiva de género y en protección a los derechos de 
familia que consagra el artículo 4° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues una realidad en nuestro país es que 
pueden coexistir diversas formas y tipos de familia sin importar el 
modo en que fueron conformadas; la nulidad de un matrimonio con 
base en una distinción del estado civil de las personas que se unen sin 
estar divorciadas del anterior no encuentra una finalidad constitu-
cionalmente imperiosa que justifique robustamente la utilización de 
dicha categoría sospechosa, sino que, por el contrario, afecta el prin-
cipio de igualdad al establecer privilegios de protección sólo para las 
familias conformadas por la primera unión familiar y no para las sub-
secuentes, aunado a que esta nulidad reitera un estereotipo de género 
prejuicioso en contra de las relaciones extramaritales, cuando ade-
más de actuaciones claramente se advierte que tanto el actor como la 
demandada vinieron cumpliendo con los fines del matrimonio, esta-
bleciendo un domicilio conyugal, contribuyendo al sostenimiento del 
mismo, a su alimentación y a la de sus hijas e incluso al haber referido 
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el demandante que trabajó durante varios años como chofer, por lo 
que es incuestionable que la persona que cuidaba a sus hijas mientras 
el actor salía a trabajar lo era la demandada, así como que ambos for-
maron un patrimonio. 

Se insiste lo anterior, ya que estaríamos frente a un grave acto de 
discriminación y desigualdad al pretender que la demandada no tu-
viera derecho a los bienes y utilidades en razón de la nulidad de ma-
trimonio que se declare, cuando ella ha dado cuarenta y siete años de 
su vida a una familia.

No debemos perder de vista, que muchas mujeres al igual que la 
demandada se encuentran en la misma situación y precisamente las 
leyes mexicanas, bajo un estándar de protección de derechos huma-
nos, tienen como objetivo primordial que lo que está plasmado en la 
letra se puede materializar; se busca que esa protección a sus derechos 
sea coincidente con las situaciones y sus vivencias del día a día y, por 
ello, se debe resolver partiendo de las implicaciones sistemáticas que 
la reforma constitucional al artículo 1º ha impuesto en nuestro orden 
jurídico nacional y local.
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Ciudad de México, a treinta de mayo de dos mil veinticuatro.
Vistos para resolver en sentencia definitiva los autos del expediente 

número *** relativo al procedimiento oral en materia familiar sobre 
nulidad de matrimonio promovido por *** en contra de *** y como 
tercero llamado a juicio ***.

RESULTANDOS 

Primero. Por escrito presentando ante la Oficialía de Partes Común 
de este Poder Judicial el día veintidós de marzo de dos mil veintitrés, 
turnado al día hábil siguiente ante este recinto judicial, el C. *** de-
mandó de la C. *** la nulidad del matrimonio que celebraron el día 
veinte de junio de mil novecientos setenta y siete, así como el pago de 
gastos y costas, fundándose para ello en los hechos y consideraciones 
de derecho que estimó pertinentes, ofreciendo pruebas de su parte.

Segundo. Admitido a trámite el presente asunto, se ordenó el em-
plazamiento de la señora *** quien dio contestación a la demanda me-
diante ocurso recibido en este juzgado el veinticinco de octubre del 
año próximo pasado, oponiendo excepciones y ofertando pruebas.

Respecto al C. *** se constituyó en rebeldía.
Tercero. El día dos de febrero de dos mil veinticuatro, tuvo verifi-

cativo la audiencia preliminar y el día diez de abril de año en curso, 
se celebró la audiencia de juicio, en donde se desahogaron las pruebas 
admitidas y se recibieron los alegatos de apertura y cierre.

Razón por la cual, el día treinta de mayo de la presente anualidad, 
se procede a dictar la resolución que en derecho corresponde, misma 
que se formula al tenor de los siguientes:
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Considerandos

I. Este Juzgador es competente para conocer del presente asunto de 
conformidad con lo dispuesto por la fracción II del numeral 62 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México, artículos 
156, fracción XI, y 1019 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal, ahora Ciudad de México.

II. Con las actas de matrimonio exhibidas se acredita la legiti-
mación de los colitigantes para intervenir en la tramitación de este 
asunto, atento a lo que establecen los artículos 39 y 50 del Código 
Civil en correlación con el artículo 327, fracción IV, y 403 del Código 
de Procedimientos Civiles ambos ordenamientos aplicables para esta 
Ciudad de México.

III. Pasando al estudio y resolución del asunto que nos ocupa, pre-
vio análisis de las constancias y medios de prueba aportados en jui-
cio, atendiendo para ello a las reglas de la lógica y de la experiencia 
jurídica tal y como lo preceptúa el artículo 402 del Código de Proce-
dimientos Civiles para esta Ciudad, se tiene que *** demanda de *** 
la nulidad del matrimonio que contrajeron el día veinte de junio de 
mil novecientos setenta y siete, bajo el régimen de sociedad conyugal, 
en virtud de existir un matrimonio anterior entre la demandada y el 
C. *** lo que dice el actor que desconocía y de lo cual se enteró en el 
mes de enero de dos mil veintitrés, aduciendo que la demandada se 
condujo con mala fe en la celebración de su matrimonio.

Por su parte, la C. *** alega en su defensa, que el accionante tenía 
pleno conocimiento de que sus padres la obligaron a casarse con *** 
que cuando conoció al actor ella ya no vivía con esta persona, que el 
demandante le dijo que le ayudaría a divorciarse aprovechándose de 
su ignorancia en el tema, ya que no sabía leer ni escribir, así como que 
ha sufrido violencia familiar por parte de su colitigante.
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Por cuanto hace al C. *** se constituyó en rebeldía.
Fijada así la litis, debemos empezar diciendo que en términos de lo 

dispuesto por el artículo 248 del Código Civil para el Distrito Federal, 
hoy Ciudad de México, el vínculo de un matrimonio anterior, existen-
te al tiempo de celebrarse el segundo, anula éste, aunque se contraiga 
de buena fe.

En este sentido, los CC. *** y *** celebraron matrimonio en esta 
Ciudad de México el día veinte de junio de mil novecientos setenta y 
siete, bajo el régimen de sociedad conyugal, siendo que, con anteriori-
dad a ese matrimonio, la antes nombrada había contraído nupcias con 
el señor *** el día veinte de octubre de mil novecientos setenta y uno, 
también bajo el régimen de sociedad conyugal en esta Ciudad capital, 
como se acredita con las actas de matrimonio exhibidas, consultables 
a fojas 10 y 11 de actuaciones, documentos públicos de pleno valor 
probatorio conforme a lo dispuesto por los artículos 327 fracción IV, 
402 y 403 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 
México.

Cabe mencionar, que del atestado de matrimonio celebrado entre 
*** y **** no se aprecia una anotación marginal que indique que el 
mismo hubiese sido disuelto por divorcio judicial o administrativo.

Por lo que resulta inconcuso que la primigenia unión impedía la 
celebración del matrimonio de *** y *** por lo que deberá declararse 
nulo.

Ahora, conforme a lo dispuesto en el artículo 257 del Código Ci-
vil aplicable para la Ciudad de México, tratándose de nulidad de ma-
trimonio, la buena fe de los cónyuges se presume y para destruir esa 
presunción se requiere prueba plena en contrario; de igual forma, el 
artículo 198, fracción III, del Código en cita nos indica que en el caso 
de nulidad de matrimonio se debe observar que, si uno solo de los cón-
yuges tuvo buena fe, la sociedad subsistirá hasta que cause ejecutoria 
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la sentencia, si la continuación le es favorable al cónyuge inocente; en 
caso contrario, se considerará nula desde un principio, así como que el 
cónyuge que hubiera obrado de mala fe no tendrá derecho a los bienes 
y a las utilidades.

En su defensa, la señora *** al contestar la demanda, manifestó que 
el demandante tenía pleno conocimiento de que ella se encontraba ca-
sada, pero ello no quedó demostrado, pues el actor en el desahogo de 
la prueba de declaración de parte a su cargo no reconoció tal circuns-
tancia y respecto a las testigos de la demandada de nombres *** y *** 
su declaración carece de las mínimas circunstancias de tiempo, modo 
y lugar para ser tomado en consideración, ya que, a manera de guisa, 
ninguna de las dos testigos indicó cuál era el nombre del actor, seña-
lando la primera testigo que las partes se casaron en mil ciento seten-
ta y siete, así como que tenían ciento setenta y siete años de casados, 
y la segunda, mencionó que se casaron en mil novecientos veintisiete.

No obstante, tenemos que el actor en el desahogo de la prueba de 
declaración a su cargo, sí reconoció que la demandada no sabía escri-
bir bien, incluso señaló que él la impulsó para que tomara el programa 
de alfabetización, así como que trabajó para ayudarle, que empezaron 
a superarse, vendiendo pescado, que luego pusieron una tienda, que la 
demandada se encargaba de la tienda mientras él salía a trabajar; asi-
mismo, en actuaciones obran sendos atestados de nacimiento de las 
cinco hijas que procrearon durante el matrimonio de nombres *** to-
das de apellidos ***, circunstancias todas éstas que se deben de tomar 
en consideración para efecto de analizar y resolver el presente asunto 
bajo un enfoque de Derechos Humanos, con perspectiva de género y 
en protección a los derechos de familia que consagra el artículo 4° de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues una 
realidad en nuestro país es que pueden coexistir diversas formas y ti-
pos de familia sin importar el modo en que fueron conformadas; la 
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nulidad de un matrimonio con base en una distinción del estado civil 
de las personas que se unen sin estar divorciadas del anterior, no en-
cuentra una finalidad constitucionalmente imperiosa que justifique 
robustamente la utilización de dicha categoría sospechosa sino que, 
por el contrario, afecta el principio de igualdad al establecer privile-
gios de protección sólo para las familias conformadas por la primera 
unión familiar y no para las subsecuentes, aunado a que esta nulidad 
reitera un estereotipo de género prejuicioso en contra de las relaciones 
extramaritales, cuando además de actuaciones claramente se advierte 
que tanto el actor como la demandada vinieron cumpliendo con los 
fines del matrimonio, estableciendo un domicilio conyugal, contribu-
yendo al sostenimiento del mismo, a su alimentación y a la de sus hijas 
e incluso al haber referido el demandante que trabajó durante varios 
años en la ruta 100 como chofer, lo que se corrobora con la copia sim-
ple del memorándum que acompañó a su escrito recibido en este juz-
gado el ocho de noviembre de dos mil veintitrés, es incuestionable, 
que la persona que cuidaba a sus hijas mientras el actor salía a trabajar 
lo era la demandada, así como que ambos formaron un patrimonio, 
lo que se insiste, toma relevancia, ya que estaríamos frente a un grave 
acto de discriminación y desigualdad de pretender que la señora *** 
no tenga derecho a los bienes y utilidades en razón de la nulidad de 
matrimonio que se declara, cuando ella ha dado cuarenta y siete años 
de su vida a una familia.

No debemos perder de vista, que muchas mujeres al igual que la 
demandada se encuentran en la misma situación y precisamente las 
leyes mexicanas, bajo ese estándar de protección de Derechos Huma-
nos, tienen como objetivo primordial que lo que está plasmado en la 
letra se puede materializar; se busca que esa protección a sus derechos 
sea coincidente con las situaciones y sus vivencias del día a día, por 
ello se debe resolver partiendo de las implicaciones sistemáticas que 
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la reforma constitucional al artículo 1º ha impuesto en nuestro orden 
jurídico nacional y local, a saber, el establecimiento de nuevas reglas 
en las atribuciones de los órganos jurisdiccionales, las cuales son ex-
plicadas por la Suprema Corte de la Nación de la siguiente forma:

a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que significa que 
los jueces del país –al igual que todas las demás autoridades del 
Estados Mexicano–, deben interpretar el orden jurídico a la luz 
y conforme a los Derechos Humanos reconocidos en la Consti-
tución y en los tratados internacionales en los cuales el Estado 
Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas 
con la protección más amplia;

b) Interpretación conforme en sentido estricto, lo que significa que 
cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, los 
jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad 
de las leyes, preferir aquélla que hace a la ley acorde a los Dere-
chos Humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales en lo que el Estado Mexicano sea parte, para 
evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; 
y,

c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son 
posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los prin-
cipios de división de poderes y de federalismo, sino que fortale-
ce el papel de los jueces al ser el último recurso para asegurar la 
primacía y aplicación efectiva de los Derechos Humanos esta-
blecidos en la Constitución y en los tratados internacionales de 
los cuales el Estado Mexicano es parte.

El mismo artículo 1º de nuestra Carta Magna establece que en los 
Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los Dere-
chos Humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados in-
ternacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de 
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las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Cons-
titución establece. Las normas relativas a los Derechos Humanos se 
interpretarán de conformidad con la Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las perso-
nas la protección más amplia. Así como que todas las autoridades, en 
el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, res-
petar, proteger y garantizar los Derechos Humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investi-
gar, sancionar y reparar las violaciones a los Derechos Humanos, en 
los términos que establezca la ley.

Motivo por el cual y en razón de lo antes expuesto, este juzgador 
considera que, en pro y salvaguarda de los Derechos Humanos de la 
C. *** nos apartaremos de lo que prevé la fracción III del artículo 198 
del Código Civil para el Distrito Federal y se reconoce a la antes nom-
brada todos los derechos de familia que operen a su favor al igual que 
a un cónyuge inocente, como son los previstos en la fracción I del pre-
cepto legal antes invocado.

Teniendo apoyo lo anterior en el siguiente criterio que a la letra 
dice:

Registro digital: 160525, instancia: Pleno, Décima Época, Materia: 
Constitucional, tesis: P LXIX/2011 (9a.), fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Libro III, diciembre de 2011, tomo 1, página 
552, tipo: Aislada. pasos a seguir en el control de constituciona-
lidad y convencionalidad ex officio en materia de derechos hu-
manos. La posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del país, en 
ningún momento supone la eliminación o del desconocimiento de la pre-
sunción de constitucionalidad de ellas, sino que precisamente, parte de 
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esta presunción al permitir hace el contraste previo a su aplicación. En ese 
orden de ideas, el Poder Judicial al ejercer un control de convencionalidad 
ex officio en materia de Derechos Humanos, deberá realizar los siguientes 
pasos: a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que significa que 
los jueces del país –al igual que todas las demás autoridades del Estado 
Mexicano–, deben interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los 
Derechos Humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados in-
ternacionales en los cuales el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en 
todo tiempo a las personas con la protección más amplia; b) Interpreta-
ción conforme en sentido estricto, lo que significa que cuando hay varias 
interpretaciones jurídicamente válidas, los jueces deben, partiendo de la 
presunción de constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a 
la ley acorde a los Derechos Humanos reconocidos en la Constitución y 
en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, 
para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, 
c) Inaplicación de la ley cuando las alternativa anteriores no son posibles. 
Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los principios de división 
de poderes y de federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces al 
ser el último recurso para asegurar la primacía y aplicación efectiva de los 
Derechos Humanos establecidos en la Constitución y en tratados inter-
naciones de los cuales el Estado Mexicano es parte.

Varios 912/2010. 14 de julio de 2011. Mayoría de siete votos; vo-
taron en contra: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Jorge Mario Par-
do Rebolledo con salvedades y Luis María Aguilar Morales con salve-
dades. Ausente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Encargado 
de engrose: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía 
Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio.

El Tribunal Pleno, el veintiocho de noviembre en curso, aprobó, con 
el número LXIX/2011(9a.), la tesis aislada que antecede. México, Dis-
trito Federal, a veintiocho de noviembre de dos mil once.
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Nota:

En la resolución emitida el 25 de octubre de 2011 por el pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la solicitud de modificación 
de jurisprudencia 22/2011, en el punto único se determinó: “Único. 
Han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J 73/99 
y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: “control judicial de 
la constitución. Es atribución exclusiva del poder judicial de 
la federación.” Y “control difuso de la constitucionalidad de 
normas generales. No lo autoriza el artículo 133 de la cons-
titución.”, conclusión a la que se arribó en virtud del marco consti-
tucional generado con motivo de la entrada en vigor del Decreto por 
el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero 
y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 
de junio de 2011.

La tesis P./J.73/99 y P./J. 74/99 anteriormente citadas aparecen pu-
blicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo X, agosto de 1999, páginas 18 y 5, respectivamente.

Por ejecutoria del 19 de septiembre de 2012, la Segunda Sala decla-
ró improcedente la contradicción de tesis 283/2012 derivada de la de-
nuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, en razón 
de que la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, no se pronunció en modo alguno en torno a la inconstitu-
cionalidad de algún acto o resolución, ni sobre la interpretación de un 
precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por ejecutoria del 19 de septiembre de 2012, la Segunda Sala decla-
ró improcedente la contradicción de tesis 286/2012 derivada de la de-
nuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, en razón 
de que la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
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Federación, no se pronunció en modo alguno en torno a la inconstitu-
cionalidad de algún acto o resolución, ni sobre la interpretación de un 
precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo que, para la división de los bienes, quedan a salvo los derechos 
de las partes para que los hagan valer en la vía y forma que correspon-
da, debiéndose estar a lo señalado en el artículo 261 en concordancia 
con el numeral 198 del Código Civil para la Ciudad de México, así 
como con apoyo en la siguiente ejecutoria que a la letra dice: registro 
digital: 

177582, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, 
Materia: Civil tesis: I.6o. C360 C, fuente: Semanario Judicial de la Fe-
deración y su Gaceta. Tomo XXII agosto de 2005, página 1940, tipo: 
Aislada. liquidación de sociedad conyugal. Cuando deriva de la 
acción de nulidad de matrimonio debe declararse en la sen-
tencia definitiva, quedando reservado para la etapa de ejecu-
ción, el probarla existencia de los bienes que la conforman. 
Del contenido de los artículos 198, 203, 204 y 261 del Código Civil para 
el Distrito Federal, se advierte en primer término, la facultad judicial 
para decretar la disolución de la sociedad conyugal como consecuencia 
de la declaración de nulidad de matrimonio; en segundo lugar, dichos 
numerales señalan el procedimiento concreto a seguir para efectuar la 
liquidación entre los consortes o sus hijos, de los bienes que integran la 
sociedad, verificando siempre que se cumpla con las reglas que para el 
caso de la nulidad de matrimonio establece el artículo 198 del ordena-
miento legal mencionado. Luego, se colige que la mencionada nulidad 
produce consecuencias de derecho, entre las que se encuentran las rela-
tivas a que si existe la sociedad conyugal procede liquidarla, cumplien-
do con los requisitos que establece la ley, destacando que primero debe 
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existir una sentencia que declare la disolución del matrimonio y, por 
ende, de la sociedad conyugal, facultad que deriva de los dispuesto en 
los artículos 197 y 261 del Código aludido, para después, con la promo-
ción del respectivo incidente de ejecución se cumplimenten las deter-
minaciones de dicho fallo. En este orden, el hecho de que a lo largo de 
la sustanciación de un juicio de nulidad de matrimonio, no se aporten 
las pruebas de la existencia de ciertos bienes que conforman la sociedad 
conyugal, no impide que al finalizar dicho proceso y de ser procedente, 
se declare su liquidación y que sea en el incidente de ejecución, donde 
se aporten las pruebas de los documentos y comprobantes de los bienes 
comunes. Se expone lo anterior, dado que el objeto principal del juicio 
no es probar la existencia de los bienes que forman la sociedad conyu-
gal, sino demostrar la procedencia de la acción de nulidad de matrimo-
nio por alguna de las causas previstas en la ley; por ende, resulta eviden-
te que la liquidación de la referida sociedad, al constituir una prestación 
accesoria o derivada de la acción principal de la nulidad intentada, debe 
desarrollarse en el incidente de ejecución de la sentencia definitiva, por-
que se trata de una cuestión que sólo será motivo de decisión en el aludi-
do incidente, pues en éste, se definirá la existencia, pérdida o subsisten-
cia de bienes aportados al matrimonio, o en su caso, si éstos obtuvieron 
gananciales. Así, a la parte que obtenga sentencia favorable en el juicio, 
para declarar la nulidad del matrimonio y como consecuencia, la diso-
lución, le bastará con acreditar haberse casado bajo el régimen de so-
ciedad conyugal con la contraparte, para que el órgano jurisdiccional 
declare, como consecuencia ineludible de la acción de nulidad, la termi-
nación y liquidación de la sociedad conyugal, en términos de lo dispues-
to en los artículos 197 y 261 del Código Civil. Por lo que si en el propio 
procedimiento establecido en la ley sustantiva civil para efectuar la li-
quidación de la sociedad conyugal, derivada de la acción de nulidad en 
comento, se hace alusión a una serie de pasos los cuales evidencian que 
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es innecesario acreditar durante la sustanciación del juicio, la existen-
cia de los bienes que conforman aquélla, tales como la realización de un 
inventario de los bienes, señalando incluso cuáles no deberán tomarse 
en cuenta para dicho inventario, y también se establece el pago de los 
créditos existentes contra el fondo social; ello patentiza que es hasta la 
etapa de liquidación, en que se verifica cuáles son los bienes que inte-
gran la sociedad en cuestión, cuando se establece de qué manera serán 
repartidos. Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir-
cuito. Amparo directo 8186/2004. 13 de enero de 2005. Unanimidad 
de votos. Ponente: María Soledad Hernández de Mosqueda. Secreta-
rio: Hiram Casanova Blanco.

En consecuencia, una vez que cause ejecutoria la presente resolución, 
deberá girarse atento oficio con los anexos e insertos necesarios al 
Director del Registro Civil de esta Ciudad, para que ordene a quien 
corresponda se haga la inscripción de la nulidad del matrimonio con-
tenida en el artículo 252 del Código Civil para la Ciudad de México.

Por cuanto hace a las excepciones de falta de acción y derecho, así 
como de prescripción, opuestas por la demandada, las mismas devie-
nen inoperantes, toda vez que las hace valer con base en lo dispuesto 
en artículo 236 del código sustantivo de la materia, que prevé que la 
acción de nulidad que nace del error, sólo puede deducirse por el cón-
yuge engañado, pero si éste no denuncia el error dentro de los treinta 
días siguientes a que lo advierte, se tiene por ratificado el consenti-
miento y queda subsistente el matrimonio; sin embargo, dicha hipó-
tesis no aplica en el presente caso, ya  que la nulidad que se demanda 
en este controvertido es con fundamento en el artículo 248 del códi-
go en cita, sin dejar de lado, que el error a que hace referencia dicho 
precepto legal debe ser en cuanto a la persona, no así en cuanto a su 
características o cualidades.
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En relación a las actuaciones que presentó la demandada de la car-
peta judicial ***, carpeta de investigación *** y carpeta de investigación 
***, deberán estarse las partes a sus resultas. Las impresiones fotográ-
ficas que acompañó el demandante a su escrito recibido en este juzga-
do el ocho de noviembre de dos mil veintitrés, son insuficientes para 
acreditar los actos de violencia que refirió en dicho ocurso. Por cuanto 
hace a las copias simples de los contratos que presentó el accionante en 
su ocurso presentado el doce de abril de dos mil veintitrés, así como las 
constancias de búsqueda de antecedentes y copia simple de un contrato 
exhibidos por la demandada al momento de contestar la demanda, dí-
gaseles que deberán atender el resolutivo tercero de este fallo. Por todo 
lo anterior, la prueba instrumental de actuaciones y presuncional en su 
doble aspecto legal y humano, son parcialmente benéficas a los intereses 
de las partes en razón de lo expuesto en este fallo.

IV. No ha lugar a hacer condena en costas por no encontrarse el 
presente asunto en alguna de las hipótesis contenidas en el artículo 
140 del código adjetivo de la materia.

Es de resolverse y se:

RESUELVE:

Primero. Se declara nulo el matrimonio celebrado el día veinte de ju-
nio de mil novecientos setenta y siete entre *** y *** bajo el régimen 
de sociedad conyugal, con datos de registro juzgado ***, libro ***, foja 
***, partida ***, año ***.

Segundo. El matrimonio que ahora se declara nulo, en cuanto a sus 
efectos, proceden a favor de *** y de *** por lo expuesto en la parte 
considerativa de esta sentencia.
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Tercero. Se declara disuelta la sociedad conyugal establecida por 
*** y *** por lo que, para la división de sus bienes, quedan a salvo 
los derechos de las partes para que los hagan valer en la vía y forma 
que corresponda, debiéndose estar a lo señalado en el artículo 261 en 
concordancia con el numeral 198 del Código Civil para la Ciudad de 
México.

Cuarto. Una vez que cause ejecutoria la presente resolución, deberá 
girarse atento oficio con los anexos e insertos necesarios al Director 
del Registro Civil de esta Ciudad para que ordene a quien correspon-
da se haga la inscripción de la nulidad del matrimonio contenida en el 
artículo 252 del Código Civil para la Ciudad de México.

Quinto. No ha lugar a hacer condena en costas por no encontrarse 
el presente asunto en alguna de las hipótesis contenidas en el artículo 
140 del código adjetivo de la materia.

Sexto. Notifíquese y guárdese la presente resolución en el Sistema 
Integral de Gestión Judicial (SIGJ).

Así, definitivamente juzgando lo resolvió y firma el Juez Segundo 
de Proceso Oral en Materia Familiar y de Tutela de Derechos Huma-
nos de la Ciudad de México, doctor Eduardo García Ramírez, ante el 
Secretario Judicial “C” licenciado Lucio Caín García Robles, que au-
toriza y da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Trasparencia y Acceso a la Información 
Pública; 186 de la Ley de Trasparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección 
de datos personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el 
artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos Generales de Protección de Datos Persona-
les en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de México, se hace constar que en esta 
versión pública se suprime la información considerada como reservada o confidencial que 
encuadra en los ordenamientos mencionados.
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ESTUDIO JURÍDICO

EL ESCLARECIMIENTO DE LOS HECHOS EN LA ETAPA DE 
JUICIO. ENTRE EL DEBER Y EL PODER DE PROBAR

Paul Martín Barba1

SÍNTESIS. Si -con excepción de las soluciones alternas-, cualquier 
tipo de proceso judicial o cuasi jurisdiccional, y particularmente, el 
penal, no debe tener diverso fin que el del esclarecimiento de los he-
chos, el Derecho a probar y el Principio de Libertad Probatoria son 
los mecanismos por antonomasia para cumplir con ese propósito, 
de manera que la interpretación de las reglas previstas en el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, debe tener un carácter exten-
sivo y ampliado, a fin de no vedar la posibilidad de obtención de in-
formación para la reconstrucción de la verdad material.
PALABRAS CLAVE.- El esclarecimiento de los hechos. El Dere-
cho a probar y el Principio de Libertad Probatoria. La verdad ma-
terial. El Medio de prueba y la Prueba. La clasificación y la califi-
cación de la prueba.

ABSTRACT. If -with the exception of alternative solutions-, any 
type of judicial or quasi-jurisdictional process, and particularly the 
criminal one, should not have any purpose other than that of cla-
rifying the facts, the Right to prove and the Principle of Probation 
are the mechanisms par excellence to fulfill that purpose, so that 
the interpretation of the rules provided for in the National Code 
of Criminal Procedures must have an extensive and expanded 

1 Juez de Tribunal de Enjuiciamiento del Sistema Penal Acusatorio, del Poder Judicial de la Ciudad 
de México; actualmente Magistrado por Ministerio de Ley adscrito a la Sala Especialidad en Ejecución de 
Sanciones.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

192 Tomo 391 •  septiembre-octubre •  2024

nature, in order not to prohibit the possibility of obtaining infor-
mation for the reconstruction of the material truth.
KEY WORDS.- The clarification of the facts. The Right to Prove 
and the Principle of Probationary Freedom. The material truth. 
The Test Means and the Test. The classification and grading of the 
test.
SUMARIO. - I. Introducción. II.- El principio de esclarecimien-
to de los hechos. III.- Los principios de libertad probatoria y de 
Derecho a probar. IV.- La capacidad de probar en la audiencia de 
juicio. V.- La reconstrucción de un hecho. VI. Conclusiones. VII.- 

Fuentes de consulta.

I. Introducción

La característica primordial de cualquier tipo de proceso, judicial o 
cuasi jurisdiccional, es intentar descubrir una determinada “verdad”, 
independientemente del tipo de materia de que se trate, pues si bien 
existen ciertos énfasis o exigencias cuando hablamos de un derecho 
común, del Derecho penal o del laboral, por ejemplo, en donde se de-
ben privilegiar cierta clase de aspectos o contextos en pro de una de-
terminada tutela, lo cierto es que la entidad rectora del proceso, juez 
o tribunal, tendrá o intentará reconstruir, con lo mucho o con lo poco, 
aquello que se postula por una de las partes.

Esta apreciación inicial, lo sabemos, está peligrosamente cargada de 
consideraciones de orden filosófico (por ejemplo, ¿Cuál verdad?), epis-
témicas (¿Cómo descubrir un determinado tipo de conocimiento?) y 
sobre todo de orden procesal (¿Cómo probar?); no obstante, el aspec-
to sensible a destacar en el presente trabajo es intentar desentrañar de 
algún modo, cómo es que el principio de esclarecimiento de los hechos a 
que se refiere la fracción I, inciso A, del artículo 20 de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante CPEUM), su-
pone una exigencia (un Deber), un Principio, por obvio que parezca, 
un criterio orientador o todos a la vez (un Poder), que lleve a la perso-
na juzgadora a maximizar de forma amplia y efectiva, el principio de 
libertad probatoria y sobre todo, el derecho a probar.

II. El principio de esclarecimiento de los hechos

El solo hecho de que el propio inciso A del artículo 20 de la ley fun-
damental mexicana inicie enumerando los “Principios generales”, nos 
releva de la necesidad de descubrir si cada uno de los apartados supo-
ne o no un “Principio” y, por ende, un enunciado normativo con toda 
la carga ideológica y dogmática que supone un mandato de optimización 
como éste. No obstante, conviene hacer algunas breves acotaciones al 
respecto.

De inicio, y más allá de la aparente nueva orientación de deter-
minados cuerpos normativos –fundamentales o no–, que buscan 
integrar de manera expresa esta clase de fórmulas (una dirección ne-
tamente principialista), con el fin de acentuar o enfatizar aquel aspecto 
o consideración sistemática o teleológica que se pretende, lo cierto es 
que el hecho mismo de que tal incorporación aparezca en el texto de 
una ley suprema, de suyo nos obliga a interpretar de manera reforza-
da la intención del legislador, ya que, no está de más decir, en realidad, 
la materia penal es la única cuya matriz eminentemente jurisdiccio-
nal aparece metódicamente representada de manera expresa en dicho 
instrumento; tan solo preguntémonos la razón por la que, incluso, se 
dispone la manera en que debe de valorarse la prueba en materia penal 
(de manera “libre y lógica”, artículo 20, apartado A, fracción II). 

Ahora bien, ¿qué significado tiene “esclarecer un hecho”?; la inter-
pretación letrística está por demás, supone simplemente traducir la 
parte fáctica que provee la prueba y reconstruir o intentar reconstruir 
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un suceso; pero esto ¿qué implicaciones tiene en materia procesal? 
Muchas y variadas.

En primer lugar, reinterpretar algunos –anquilosados– paradigmas 
en torno al significado que tiene el llamado “derecho a probar”. Por 
consiguiente, humildemente creemos que esto abarca e implica ya de 
inicio, el reconocimiento de un derecho a compilar evidencias, recabar 
registros de investigación, obtener medios de prueba material, en fin, 
recolectar elementos probatorios que ciertamente tengan la vocación 
de ser eventualmente ofrecidos como medios. En otras palabras, poco 
efecto útil tiene que en la fase escrita de la etapa intermedia se puedan 
ofrecer medios de prueba, si en la investigación inicial, pero sobre todo 
en la complementaria, la parte técnica se pueda llegar a enfrentar a 
obstáculos injustificables para cumplir con ese propósito.

Ejemplo nítido de la reglamentación de ese principio es que los artí-
culos 103 (gastos de producción de prueba pericial), 126 (entrevista con 
otras personas), 215 (obligación de suministrar información), 216 (pro-
posición de actos de investigación), entre otros, disponen justamente 
la aptitud jurídica de las partes de contar con la posibilidad de integrar 
toda clase de actos que en su oportunidad, permitan discernir en torno 
a la decisión de ofrecerlos finalmente como medios de prueba.

En todo caso, como cuando, por ejemplo, el artículo 20, aparta-
do B, fracción IV, de la CPEUM, el cual es la fuente de lo así estable-
cido en el Código Nacional de Procedimientos Penales (en adelante 
CNPP) (artículo 113, fracción IX), e incluso en términos del artícu-
lo 8.2, inciso f ) del Pacto de San José; y el numeral 14.3, inciso e) del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, dispone que al 
imputado “se le recibirán los testigos y demás pruebas pertinentes que 
ofrezca…”; debe ser interpretado no solo a partir de un derecho hu-
mano interdependiente, como lo es el de igualdad ante la Ley (artículo 
10 CNPP), sino sobre todo como un derecho que permite cristalizar 
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de manera efectiva, el verdadero derecho a probar, es decir, de poner 
en manos de la persona juzgadora que habrá de resolver la controver-
sia, los insumos precisos y/o adecuados, para la toma de la decisión. 

Siguiendo esta línea, el principio de esclarecimiento de los hechos 
cobra especial sentido en esta fase, etapa u orientación del derecho a 
probar, si consideramos que el diverso derecho interdependiente de li-
bertad probatoria, debe ser interpretado no sólo en cuanto a la aptitud 
jurídica de poder demostrar un hecho por cualquier tipo de medio o 
factor lícito, sino además, prescindiendo de cualquier tipo de obstá-
culo material o legal.

Así, coincidimos en que “…la carencia de prueba y la negligencia 
o impericia en obtenerla, frustran el deber de perseguir e impiden la 
función de juzgar. Se habría enrarecido, merced a la impunidad –pro-
curada o no-, una de las misiones medulares del Estado…”2. De este 
modo, esclarecer un hecho con apariencia de delito u objeto de acusa-
ción, desde esta perspectiva principialista, significa que se considere o 
reconsidere el tipo de sentido teleológico que tiene la prueba, es decir, 
no solo como herramienta ex post o a posteriori de análisis en la culmi-
nación del proceso, sino como el recurso o elemento formador sine qua 
non inicial, ex ante o a priori fundamental en la tentativa de construc-
ción de una afirmación con apariencia de verdad (material), desde el 
inicio mismo del procedimiento (investigación inicial).

Esclarecer un hecho es pues una obligación, sí, de la fiscalía, al pre-
tender sostener una imputación en fase de investigación o una acu-
sación en la etapa de juicio; pero también un derecho de la defensa, 
si su teoría del caso es la de refutación, pues más allá de intentar que 
aquella –la acusación- se demerite o desvanezca, se puede igualmente 
buscar “esclarecer el hecho”, a partir de elementos de prueba heterogé-
neos a los que sustentan la teoría del caso principal.

2 SANTACRUZ LIMA, Rafael, La reconstrucción del hecho en el Proceso Penal en México, Derecho Glo-
bal. Estudios Sobre Derecho y Justicia, Vol. 3 no. 7, Guadalajara, México, Nov. 2017, Epub 23-oct-2020.
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Aunque como ya lo anticipábamos, todo ello pueda llegar a tener 
un tinte idealista, en la medida del perfilamiento filosófico o simple-
mente materialista que significa la obtención de la prueba idónea y 
sobre todo, la interpretación que se le da a la misma, o como expresara 
Daniel González Lagier:

Uno de los temas filosóficos recurrentes a propósito de los hechos es el 
de la posibilidad de su conocimiento. ¿Tenemos la posibilidad de cono-
cer las cosas como son? ¿Tenemos un conocimiento fiable del mundo? ¿O, 
por el contrario, debemos ser escépticos sobre nuestras verdades, po-
nerlas en entredicho y dudar de ellas? Las distintas posturas que puedan 
adoptarse sobre estas cuestiones se sitúan entre lo que llamaremos cog-
noscitivismo ingenuo, por un lado, y escepticismo, por otro.3

Lo cierto es que los intervinientes directos del proceso (autoridad ju-
dicial, por una lado, partes técnicas, tanto como fiscalía y defensa y, 
secundariamente, la asesoría jurídica de la o las personas víctimas u 
ofendidas), deben reconocer de antemano que su papel desde la pri-
mera oportunidad, y en cualquier aspecto y momento, puede llegar a 
ser decisivo si la controversia llega a la fase de juicio, pues lo que se 
hizo o lo que se dejó de hacer, sin duda impactará al momento en que 
se intente armar un rompecabezas como lo es el hecho materia de la 
acusación, con piezas completas, con piezas amorfas y sobre todo, con 
ausencia de éstas.

III. Los principios de libertad probatoria y de derecho a probar
Como se anticipó, estos principios enmarcan por sí mismos el diverso 
de esclarecimiento de los hechos, condición fundamental en materia 
de debido proceso, ya que no sería posible la búsqueda de esa verdad 

3 Manual de Razonamiento Probatorio, FERRER BELTRÁN, Jordi, Coord., Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, Escuela Federal de Formación Judicial, México, 2022, p. 10.
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material, si no se generan las condiciones propicias para la conforma-
ción de las fuentes de información.

En otras palabras, en lo que queremos insistir, es que la libertad 
probatoria debe ser vista como la facultad –deber de las partes pero 
primordial y preferentemente de la fiscalía-, para la integración de evi-
dencia de cualquier tipo de orientación, es decir, de orden incrimina-
torio o no; así, coincidimos en que “…la prueba es libre, en el sentido 
de que todo elemento relevante puede ser empleado, sobre la base 
de los cánones del sentido común y la racionalidad, para probar los 
hechos: esta libertad corresponde a las partes, que tienen que poder 
usar en el proceso cualquier elemento de prueba relevante, y al juez, 
que tiene que poder determinar los hechos mediante una valoración 
racional…”.4

Pero también, este principio debe ser ponderado como la potes-
tad-deber de la autoridad judicial de valorar la producción formal de 
la misma –es decir de la evidencia–, ya como prueba, para la toma de 
la decisión del caso, sin más límite que la “…exteriorización de la jus-
tificación razonada que permite llegar a la conclusión…”5, es decir, la 
motivación suficiente y pertinente para asignarle o no valor demostra-
tivo a tal o cual medio de prueba.

	 De otro modo, no hay duda de que nuestro CNPP es cierta-
mente claro e incluso preciso en enfatizar ambos principios, tanto 
en la actividad de la fiscalía (artículos 129 y 131) como de la de-
fensa (artículo 117), en correlación con el imputado (artículo 113), 
pero de manera particular en lo concerniente a los principios en sí 
mismos (artículos 259, 262 y 263), así como a las causas extraordi-
narias que exceptúan la capacidad de probar (artículos 264, 346 y 
357).

4 TARUFFO, Michele, La prueba de los hechos, Ed. Trota, México, 2011, p. 357.
5 Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparacio-

nes y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350. 
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A virtud de lo dicho, un deber primordial en la dirección del pro-
cedimiento es evitar que el derecho a probar se vea obstaculizado me-
diante interpretaciones restrictivas de la norma, incluso, en fase de 
desahogo, por ejemplo, a través de las figuras de prueba nueva y de 
refutación.

Así, una bien estructurada teoría del caso, en donde se anticipan las 
afirmaciones que se pretenden sostener en audiencia, obligan a pre-
meditar el tipo de medio de prueba necesario, por lo que es preciso 
prever su disponibilidad, tanto en fase de integración (el ya referido de-
recho a compilar), como sobre todo, en su desahogo; sobre esto, nos ha-
bremos de ocupar más adelante, porque estamos convencidos que una 
tarea primordial de la autoridad judicial habrá de estribar en verificar 
el volumen de la prueba generada y en especial, disponer de manera 
metódica su clasificación en “orden de importancia”. Está de más decir 
que la valoración del acervo en la emisión del veredicto debe implicar 
aún más cautela, en el supuesto de plantearse la exclusión de todo o 
de parte de la prueba.

En resumen: es preciso insistir en la pertinencia que tiene la semán-
tica jurídica de la prueba, dentro del contexto reconstructivo de un he-
cho que no deja de ser histórico, a fin de destacar, por un lado, la idea 
que cuantitativamente puede implicar la capacidad de obtener recursos 
comprobatorios y, por otro, el elemento ideológico que deriva de su ob-
tención formal en la audiencia de juicio; planteado de modo diverso:

a) “Prueba” como medios de prueba […] denota todo aquello que per-
mite conocer los hechos relevantes de la causa, es decir, lo que permite 
formular o verificar enunciados asertivos que sirvan para reconstruir 
los hechos […] desempeñan así una función cognoscitiva de los hechos 
que se pretenden probar […] declaración de testigos, la aportación 
de documentos, los informes periciales….



Estudio Jurídico 199

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

b) “Prueba” como resultado probatorio […] que se obtiene a partir de los 
medios de prueba, o sea, el contenido ya obtenido del hecho contro-
vertido o el enunciado fáctico verificado que lo describe.6

IV. La capacidad de probar en la audiencia de juicio
No hay nada diferente a las ideas expresadas en torno al derecho a 

probar, que cambie en la fase de juicio, con excepción de la aparente 
complejidad que puede llegar a presentarse en el desahogo de la prue-
ba, especialmente respecto a las técnicas que dispone el ordenamiento 
para cada uno de los medios previstos.

Un observador lego podría preguntarse: si un testimonio o un peri-
taje que ya fue admitido ¿qué tipo de dificultades pueden presentarse 
para que el operador técnico “presente su información ante la persona 
juzgadora” o para que ésta conozca la información que puede aportar 
ese testigo o ese perito, por ejemplo?

En realidad, muchas y de diversa índole; sin embargo, lo importan-
te ahora es desentrañar cómo ese tipo de mecánica de desahogo o téc-
nica permitirá justamente amplificar de manera eficaz uno o varios de 
los principios que trasminan en la audiencia de debate; si por ejemplo 
se integra al acervo de información un documento o un medio mate-
rial sin permitir su “acreditación”, se estaría conspirando en contra del 
principio de contradicción e interdependientemente, con el de equili-
brio entre las partes y el propio de esclarecimiento de los hechos.

De igual manera, si por incuria se permiten o facilitan preguntas 
sugestivas en el interrogatorio directo o si, por otra parte, se da cauce 
a preguntas coactivas o notoriamente impertinentes, el tipo de infor-
mación que se recabe estará sesgada, y ello a su vez tendrá implicacio-
nes en cuanto a la reconstrucción de lo que afirma la parte oferente, en 
perjuicio además, de la defensa o de los derechos de la víctima.	

6 GASCÓN ABELLAN, Marina, Los Hechos en el Derecho, 3ª. ed., Marcial Pons, México, Barcelona, 
Buenos Aires, 2010, 77-78 pp.
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Si la misma persona juzgadora evita hacer preguntas netamente 
aclaratorias al experto técnico, ante la apatía o indolencia del oferen-
te, de igual forma dejará de abonar en la comprensión de aspectos que 
faltaba más; puede no conocer, pues es preciso seguir recordando, el 
juzgador es ignorante o puede llegar a serlo, en temas o aspectos de 
orden científico o netamente experimental o empírico.

Un aspecto adicional que ya se comentaba en cuanto al significado 
que puede llegar a tener para intentar reconstruir un suceso, gira en 
torno a la figura de la prueba nueva y de refutación; sobre esta cues-
tión sostenemos con contundencia que cada una de estas figuras, al 
menos en los términos a que se refiere el artículo 390 del CNPP, debe 
ser considerada estrictamente como supuesto excepcional, en la ver-
tiente de ofrecimiento y admisión de prueba, ya que de otra manera 
no tendría sentido el elemento central que informa la fase de inves-
tigación complementaria; en otras palabras, si la regla en materia de 
libertad probatoria se vincula al derecho de recolectar y ofrecer de 
manera amplia y efectiva toda clase de medios de prueba, sin más li-
mitaciones que no sean la de haber sido obtenidos de manera lícita y 
sin violación a derechos humanos, en fase de juicio hay una diferencia 
de la misma intensidad, es decir, con la misma fuerza, pero en senti-
do opuesto: sólo es posible ofrecer algún medio de prueba nuevo o de 
refutación cuando de manera excepcional o extraordinaria se generen 
las condiciones fácticas y jurídicas que lo hagan procedente en dicha 
etapa.

Esto es así, pues si bien compartimos y reiteramos la afirmación de 
que el ideal de toda persona juzgadora es contar con el mayor volumen 
de información que permita concretar la aspiración de comprender 
de la manera más amplia posible el hecho materia de la acusación, lo 
cierto es que dejar pasar elementos de prueba en fase de juicio que no 
cumplan con esas condiciones insólitas, ciertamente será del mismo 
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modo, un elemento que podría explicar la transgresión de otros prin-
cipios marco del sistema, como el de contradicción, defensa, derecho 
a la verdad o igualdad entre las partes.

Finalmente, la técnica de litigación en materia de objeciones, mal 
entendida y sobre todo mal ejecutada por la parte técnica y desde lue-
go, por la persona juzgadora, puede ser un mecanismo igualmente no-
civo para esta aspiración de lograr el mayor cúmulo de datos efectivos 
de orden reconstructivo.

Sostenemos que la regla en la formulación de cualquier interro-
gante es “dejar pasar” todo tipo de preguntas; esto puede sonar a una 
verdad de Perogrullo, pero lo que buscamos es extender la idea a la 
técnica misma de objeción, ya que en realidad, muy a pesar de que una 
pregunta pudiera ser objetable –con excepción de cierta clase de su-
puestos específicos que ahora comentaremos– si la pregunta (objeta-
ble) no afecta la teoría del caso de la contraparte, no tiene sentido que 
se objete, por ejemplo, si es reiterativa, ambigua o poco clara; en todo 
caso, lo que diga el o la testigo habrá de complementar lo que ya había 
respondido, por ejemplo, en el examen directo. Incluso, una desasea-
da, por antiética, postura de objeción, puede originar que se altere el 
flujo de información esencial y periférica, y además, la comprensión de 
aspectos igualmente significativos del hecho.

No obstante, existen dos tipos de casos en donde sí creemos que es 
necesario reforzar la idea de la objeción, ya que en esencia, ésta debe 
buscar que la información que obtiene la entidad rectora del proce-
so no venga acompañada de cierta clase de inconsistencias cognitivas, 
omisiones de relevancia o incongruencias sustantivas.

En primer lugar, nos referimos a las preguntas coactivas, es decir, 
las de orden intimidante, amenazante o amedrentadoras, desde luego, 
en razón de que la formulación de una pregunta de este tipo, como re-
gla, puede llegar a limitar, entre otras capacidades, las de reubicación 
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temporal y de rememoración, además de coartar las potencialidades 
de producción de información en torno a una cierta clase de tema, que 
requiere una mayor exactitud.

Reconocemos que efectivamente una técnica de la contraparte de la 
oferente puede dirigirse a someter un testigo a una cierta clase de es-
trés, con el fin de enfocarlo en la confrontación de aquellos datos que 
se hayan dado en el examen directo; incluso, propugnamos porque 
esto se haga de la mejor forma, esto es, con las técnicas que imponen 
los estándares de litigación, ya que sabemos que es en este ejercicio en 
donde se pueden engendrar los datos más “puros” en torno a la delimi-
tación de cierta clase de aspectos ya abordados en el examen directo, 
que ameritan las aclaraciones del caso.

Sin embargo, se debe reconocer que, aunque tenue, sí existe una lí-
nea divisoria entre la amenaza y la presión que se ejerce al o la testigo, 
pues de lo contrario, podría perder eficacia el alcance que puede y que 
sobre todo, debe tener el contraexamen. En todo caso, la aspereza que 
pueda distinguir el trato de la persona que contrainterroga, no debe 
confundirse con el miedo que le pueda provocar al órgano de prueba, 
para demostrar que está siendo coaccionado; planteado de modo di-
verso: la contraparte de la oferente no tiene por qué tener un trato que 
suavice su comportamiento frente al testigo.

De igual manera, el segundo grupo de casos es el relacionado con lo 
que pudiéramos definir como de objeción oficiosa, al implicar de antema-
no la improcedencia de la pregunta por disposición expresa de la ley, 
cuando, por una parte, se trata de preguntas relacionadas con solucio-
nes alternas previstas en el CNPP o con el procedimiento abreviado, 
abordadas en el curso del procedimiento (artículo 384 CNPP); ello 
obedece al hecho de que una interrogante de tal índole involucra prin-
cipios del propio sistema penal en materia de presunción de inocencia 
y, más precisamente, en la vertiente de regla de trato.
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Asimismo, tampoco son procedentes aquellas interrogantes aso-
ciadas con temáticas vinculadas con la conducta sexual posterior de la 
víctima (penúltimo párrafo, artículo 346 CNPP); en este caso, si bien 
de antemano no deben ser admisibles los medios de prueba ofrecidos 
para demostrar una cuestión de esta índole, lo cierto es que en el curso 
de interrogatorio, un medio diverso que se haya admitido, cuyo pun-
to de prueba se encuentre dirigido a demostrar aspectos divergentes 
puede ser sometido a preguntas que tiendan a demostrar aspectos de 
la naturaleza referida, igualmente habrá de ameritar una objeción de 
plano.

Desde luego no debe descartarse que en caso de evidente y notoria 
contumacia, sea indispensable objetar la pregunta y declararla proce-
dente, como en los casos de irrelevancia en o incluso, cuando tienen 
un tono argumentativo, pues en ambos casos se puede desviar de ma-
nera significativa el objeto del interrogatorio, en perjuicio de lo rele-
vante, o bien, inducir al testigo a modificar cierta clase de percepciones 
respecto a la materia de la cuestión específica a conocer. Sin embargo, 
insistimos en el hecho de que siempre será mucho más productivo 
generar información, aunque después se descarte, que no contar con 
aquella que bien pudo haberse considerado idónea o medianamente 
útil.

V. La reconstrucción del hecho.
Estamos de acuerdo con lo afirmado respecto a que:

En los sistemas jurídicos la importancia relativa que le será asignada a la canti-

dad y a la calidad de la información disponible, dependerá en forma importante 

de los estándares de prueba que en ellos hayan sido estipulados. La definición 

de los estándares de prueba juega, así, un papel muy importante al momen-

to de atribuir credibilidad a las piezas de información. Un estándar de prueba 
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exigente incidirá en que las precauciones que se adopten para efectos de dar por 

buena cierta pieza de información, serán mucho mayores que las que resultan 

aplicables en procesos en los cuales el estándar de prueba sea más bajo. En este 

escenario, las variables a considerar para la definición de la calidad epistémica 

no serán las mismas para las distintas familias de procesos judiciales.7

No obstante, la intención de estas breves reflexiones no radica preci-
samente en las complejidades que puede intentar desentrañar el tipo, 
modelo o sistema de valoración que fue adoptado en nuestro CNPP 
y, particularmente, la traducción que se haga al decidir si la acusación 
ministerial quedó o no demostrada, sino tan solo, en las dificultades 
que representa la recolección de los insumos para el ejercicio final di-
rigido a ese fin; si queremos simplificar la idea, diremos con toda hu-
mildad, que hemos buscado no dirigir la atención en unas cuestiones 
netamente cuantitativas en el proceso de deliberación por parte de la 
persona juzgadora, sino en el aspecto por excelencia que significa el 
valor epistémico cuantitativo que implica la generación de la informa-
ción precisa para ese mismo fin, a partir de los principios y, sobre todo, 
las reglas previstas para ello.

Aunque la asociación entre ambos ejercicios (valor cuantitativo de 
la prueba y elemento cualitativo de la misma) es ineludible, nos parece 
que una propuesta de conformación del cuadro que abarca la reflexión 
dirigida a servir como base para el entramado final que puede implicar 
el análisis cualitativo, se puede estructurar a partir de los siguientes 
enunciados:

A) 	 Prueba de relevancia para la demostración, per se, del hecho 
materia de la acusación (HMA) o de la intervención de la o 
las personas en el mismo (IPHMA).

7 COLOMA CORREA, Rodrigo, et. al., Fundamentación de Sentencias Judiciales y Atribución de Cali-
dad Epistémica a las Declaraciones de Testigos en Materia Procesal Penal, Revista de Derecho de la Pontificia 
Universidad Católica de Valparaíso, XXXII, Valparaíso, Chile, 2do Semestre de 2009, p. 306. [pp.303-344]
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B) 	 Prueba para corroborar aspectos de relevancia para el HMA 
o sobre la IPHMA en el mismo.

C) 	 Prueba para corroborar aspectos periféricos del HMA o so-
bre la IPHMA en el mismo.

D) 	 Prueba para refutar la teoría del caso (TC) de la contraparte.
E) 	 Prueba para refutar parcialmente la TC de la contraparte.
F) 	 Prueba irrelevante.
G) 	 Información relevante de la TC no obtenida.
H) 	 Información no relevante no obtenida.
I) 	 Prueba de la contraparte relevante para refutar la TC de la 

fiscalía.
J) 	 Prueba de la contraparte para refutar aspectos periféricos de 

la TC de la fiscalía.
K) 	 Prueba de la contraparte para corroborar aspectos relevantes 

de su TC (en su caso).
L) 	 Prueba de la contraparte para corroborar aspectos periféricos 

de su TC (en su caso).
M) 	 Prueba de la contraparte para corroborar aspectos no rele-

vantes de su TC (en su caso).
N) 	 Información relevante de su TC no obtenida (en su caso).
O) 	 Información no relevante de su TC no obtenida (en su caso).
Más allá de que esta síntesis podría llegar a resultar particularmen-

te útil para los órganos técnicos en la medida del significado que tiene 
el diseño previo, la ejecución inicial (en audiencia inicial), la com-
probación en fase investigativa (investigación complementaria), la 
consolidación preliminar (en etapa intermedia) y la ejecución y com-
probación final (en fase de juicio); lo cierto es que no hay duda en que 
el órgano decisorio tiene la responsabilidad de verificar si en última 
instancia, la acusación quedó demostrada o no, por lo que el mode-
lo de sistematización que elabore para ese propósito deberá tender 
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justamente a clasificar la información de prueba con el fin inmedia-
to de verificar su relevancia, eficacia, pertinencia y completitud, y así, 
mediante la asignación de una cierta clase de valor demostrativo, cul-
minar ese ejercicio deliberativo.

Muestra de esta aparente dicotomía la podemos encontrar en las 
tesis de jurisprudencia con números de registro 2011871 (junio de 
2016) “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR 
DE PRUEBA. CONDICIONES PARA ESTIMAR QUE EXISTE 
PRUEBA DE CARGO SUFICIENTE PARA DESVIRTUARLA” 
y 2013368 (enero de 2017), “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y 
DUDA RAZONABLE. FORMA EN LA QUE DEBE VALORARSE 
EL MATERIAL PROBATORIO PARA SATISFACER EL ESTÁN-
DAR DE PRUEBA PARA CONDENAR CUANDO COEXIS-
TEN PRUEBAS DE CARGO Y DE DESCARGO”, que ciertamente 
acentúan el valor epistémico de la prueba, como factor sustantivo de 
análisis dentro del contexto que implica el estándar de prueba para 
sustentar un fallo de condena (a. 359, convicción de culpabilidad más 
allá de toda duda razonable).

No obstante, en una –esperamos– nueva orientación, la tesis con re-
gistro 2024130 (febrero del 2022), “ESTÁNDAR DE PRUEBA EN 
MATERIA PENAL DENOMINADO “MÁS ALLÁ DE TODA DUDA 
RAZONABLE”. NO PUEDE CONSIDERARSE JUSTIFICADO A 
PARTIR DE LA PROPIA VALORACIÓN DE LOS ELEMENTOS 
DE JUICIO, AL SER MOMENTOS DE LA ACTIVIDAD PROBA-
TORIA LÓGICAMENTE DISTINTOS Y SUCESIVOS ENTRE SÍ”, 
si bien no se desaparta del nivel de relevancia que significa el contexto en 
la materia –estándar de convencimiento–, lo cierto es que esto –el están-
dar– lo coloca en el mismo nivel que la “conformación del conjunto de 
elementos de juicio”, lo cual no puede sino ser el resultado de una ple-
na y efectiva capacidad de probar, la que, como se ha dicho, sólo puede 
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darse cuando se generan las mejores condiciones para poder reunir-
la (recopilarla), como primer paso y desahogarla, para ser valorada, 
como última fase.

Somos conscientes que la metodología para un fin tan alto como 
el que significa determinar si la prueba ha superado el estándar que 
significa más allá de toda duda razonable (que, se insiste, es el modelo con 
el que se tradujo el concepto “convicción de culpabilidad”, de acuerdo 
con la f. VIII, apartado A, a. 20 de la CPEUM), será siempre objeto 
de múltiples alternativas, e incluso, de más de una crítica, dada la abs-
tracción tan notoria que puede significar desentrañar su alcance; sin 
embargo, ningún tipo de ejercicio dirigido a tal fin será útil si carece 
de los insumos ad hoc, y para ello es justamente que se han planteado 
estas ideas; en otras palabras, el enfoque cuantitativo que se ha busca-
do abordar tiende precisamente a fungir como un elemento sin el cual 
no podría cumplirse de manera realmente efectiva, con los principios 
de libertad probatoria, derecho a probar, y por ende, con el de esclare-
cimiento de los hechos.

En todo caso, lo que proponemos es justamente un modelo que 
busque la suficiencia en la obtención de la información, en demérito 
de cierta clase de desviaciones de orden técnico, que en un proceso de 
consolidación del sistema pueden conspirar contra tal fin; que quede 
claro, los principios del sistema, particularmente en materia de contra-
dicción, inmediación e igualdad entre las partes, deben ser observados 
ineludiblemente. Lo que no se puede permitir, en aras de conseguir un 
fin mayor como lo es el de esclarecimiento de los hechos es, por ejem-
plo, someter la técnica de recolección, ofrecimiento, admisión y sobre 
todo, desahogo de la prueba, a un proceso de fanatismo o extremismo 
normativo, como puede suceder, por ejemplo, con la prueba documen-
tal, con los documentos de gran tamaño o con la prueba digital o in-
formática, en donde, en una posición radical, se exija su lectura íntegra 
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o un ejercicio de acreditación improcedente, ya por no referirse al tes-
tigo de acreditación de origen del documento, ya por no ubicarse el ob-
jeto de la prueba respecto a su contenido ideológico. 

VI. Conclusiones
1. 	El principio de esclarecimiento de los hechos constituye quizá el 

elemento finalístico primordial de toda clase de proceso judicial o 
cuasi judicial, y en materia penal, se erige como un mandato que 
trasciende todo el curso del procedimiento, desde la investigación 
inicial y complementaria (recolección de la evidencia) y hasta la 
fase de juicio (valoración de la prueba).

2. 	El derecho a probar y el principio de la libertad probatoria, en es-
pecífico, representan las columnas que en lo esencial vertebran la 
capacidad reconstructiva de un hecho materia de imputación-acu-
sación y que, ejercidos de manera eficaz y plena por los órganos 
técnicos y respetados de forma efectiva por la persona juzgadora, 
pueden conducir a un ejercicio satisfactorio que permita el escla-
recimiento de los hechos, y con ello, el conocimiento más certero 
de la verdad material.

3. 	El derecho de probar debe ser entendido de forma holística, como 
una facultad-deber de las partes, con el fin de generar buenas prác-
ticas para la obtención de la mejor y mayor evidencia de orden re-
constructivo; obligación de la fiscalía para probar el hecho mate-
rial de la acusación; derecho en favor de la víctima para probar los 
daños; y derecho esencial en favor de la persona imputada-acusa-
da para refutar el hecho que se le atribuye y/o para demostrar una 
teoría del caso divergente a la acusatoria.

4. 	Aunque el significado cualitativo del medio de prueba y de la 
prueba en sí son los elementos esenciales que enmarcan cualquier 
procedimiento y, el penal en lo particular, a fin de resolver una 
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controversia, a través del filtro que implica el estándar de prueba 
convicción de culpabilidad más allá de toda duda razonable, lo cierto es 
que una equivocada interpretación de la norma, por antiética o 
por negligente técnica de litigación, puede llegar a repercutir de 
forma trascendental en el significado que tiene el principio de es-
clarecimiento de los hechos, dada la eventualidad de que se evite 
la producción de medios de prueba y de la prueba misma.

5. 	Una obligación esencial de la autoridad judicial, tanto en la fase 
preliminar como en la de juicio, es precisamente transmitir y pro-
vocar una narrativa de facilitación de la prueba, de manera que la 
compilación y la conformación final de la información de prueba, 
llegue, como regla, a ser prolífica y no lo opuesto, de manera que se 
esté en capacidad de clasificarla en orden de importancia, a fin de 
generar de la mejor forma los insumos necesarios para decidir si 
la acusación quedó demostrada y paralelamente, en el mismo nivel 
de importancia, si la hipótesis de inculpabilidad o inocencia refutó 
o no a aquella.
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AMPARO

competencia para conocer de juicios de amparo indirecto re-
lacionados con la materia concursal promovidos a partir 
del siete de marzo de dos mil veintidós. corresponde a los 
juzgados de distrito especializados en materia de concur-
sos mercantiles.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 121/2024 
(11a.); Registro digital: 2029369

competencia por territorio para conocer del recurso de re-
visión en amparo indirecto contra la sentencia dictada por 
un tribunal colegiado de apelación en auxilio a su homólogo 
del circuito más cercano. corresponde al tribunal colegia-
do de circuito con jurisdicción sobre el órgano auxiliado.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/6 K (11a.); Registro digital: 2029371

conflicto competencial entre tribunales colegiados de cir-
cuito para conocer del recurso de queja contra el acuerdo 
que admite un juicio de amparo indirecto. para efectos de fi-
jar el pleno regional que debe resolverlo, adquiere el carác-
ter de órgano requirente o declinante al que se le declinó 
competencia y mediante acuerdo de presidencia inicialmen-
te la aceptó, aun cuando posteriormente, actuando en pleno, 
determinó carecer de ella.
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demanda de amparo directo. la constancia de notificación 
generada automáticamente por el sistema electrónico del 
portal de servicios en línea del poder judicial de la federa-
ción, en términos del artículo 30, fracción ii, segundo párra-
fo, de la ley de amparo, es apta para computar el plazo para 
presentarla.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/5 K (11a.); Registro digital: 2029381

documentos digitalizados presentados electrónicamente 
para acreditar el interés jurídico o legítimo en el amparo. 
la omisión de manifestar bajo protesta de decir verdad que 
son copia íntegra e inalterada del documento impreso no ge-
nera la prevención o reposición del procedimiento, sino que 
deban valorarse como copia simple.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Pleno; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: P./J. 6/2024 (11a.); 
Registro digital: 2029378

incidente de inejecución de sentencia. es potestativa la 
apertura del diverso incidente previsto en el cuarto párra-
fo del artículo 193 de la ley de amparo, si con ello se causara 
una dilación innecesaria.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 154/2024 
(11a.); Registro digital: 2029449
incumplimiento de sentencia de amparo. elementos para te-
ner por acreditada la conducta.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 156/2024 
(11a.); Registro digital: 2029452

omisión en el dictado de la sentencia de amparo indirecto. 
procede el recurso de queja cuando han transcurrido más 
de noventa días desde que el expediente se encuentra en es-
tado de resolución.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 125/2024 
(11a.); Registro digital: 2029439

recurso contra el cumplimiento o ejecución de sentencias 
de amparo. procede el reencauzamiento de la vía como recur-
so de inconformidad, con independencia de la denominación 
que le otorguen quienes lo promuevan.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 126/2024 
(11a.); Registro digital: 2029435

recusación en el amparo. las partes pueden ampliar las cau-
sas de impedimento respecto de las alegadas originalmente, 
por lo que no procede desechar el escrito relativo por el 
hecho de que el expediente se encuentre listo para su reso-
lución, siempre que cumplan los requisitos que exigen la ley 
de amparo y el código federal de procedimientos civiles.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Pleno; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: P./J. 7/2024 (11a.); 
Registro digital: 2029405
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CONSTITUCIONAL

candidaturas a puestos de elección que integran el comisa-
riado ejidal y el consejo de vigilancia. el artículo 37, párra-
fo segundo, de la ley agraria, en su texto vigente hasta el 25 
de abril de 2023, no viola el derecho de libre asociación en su 
vertiente de no asociación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 84/2024 
(11a.); Registro digital: 2029417

conciliación como mecanismo alterno de solución de con-
flictos. protege el derecho de acceso a la tutela judicial 
efectiva y, por tanto, guarda armonía con los marcos norma-
tivos convencional y constitucional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 77/2024 
(11a.); Registro digital: 2029372

contradicción de criterios entre un pleno de circuito y un 
tribunal colegiado de diferente circuito, pero de la misma 
región. la suprema corte de justicia de la nación es compe-
tente para resolverla.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 136/2024 
(11a.); Registro digital: 2029374

crueldad, sufrimiento o trato indigno y no respetuoso a los 
animales. el artículo 19, fracciones x, xii y xxi, del reglamen-
to de bienestar animal para el municipio de tepic, al prohibir 
las peleas de animales (gallos) de forma absoluta, viola el 
principio de subordinación jerárquica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 391 •  septiembre-octubre •  2024216

te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 90/2024 
(11a.); Registro digital: 2029419

denuncia de contradicción de criterios remitida por razón 
competencial. los plenos regionales pueden declararla im-
procedente por falta de legitimación si el denunciante no 
fue parte en alguno de los asuntos recibidos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 122/2024 
(11a.); Registro digital: 2029383

derecho al mínimo vital. su cumplimiento por el legislador 
al diseñar un ordenamiento tributario.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 80/2024 
(11a.); Registro digital: 2029384

infracciones y sanciones en materia medioambiental. las 
previstas en la ley general del equilibrio ecológico y la pro-
tección al ambiente y en la ley general para la prevención y 
gestión integral de los residuos en materia ambiental, res-
petan el principio de legalidad en su vertiente de taxativi-
dad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 141/2024 
(11a.); Registro digital: 2029393

interpretación conforme. metodología para su aplicación 
por parte de los órganos jurisdiccionales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 49/2024 
(11a.); Registro digital: 2029394
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juicio contencioso administrativo federal. es improcedente 
contra la resolución del procedimiento de verificación en 
materia de aguas nacionales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 70/2024 
(11a.); Registro digital: 2029415

patentes. la reserva formulada por el estado mexicano a la 
regla 49.6 del reglamento del tratado de cooperación en esa 
materia, es constitucional.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 86/2024 
(11a.); Registro digital: 2029421

procedimiento sancionador en materia de publicidad o in-
formación sobre productos y servicios de telecomunicacio-
nes. el artículo 13 quintus, fracciones i, iii y iv, del estatuto 
orgánico de la procuraduría federal del consumidor, vigen-
te hasta el 30 de enero de 2020, que concentra su investiga-
ción, sustanciación y resolución en un funcionario, no viola 
el derecho al debido proceso en relación con los principios 
de presunción de inocencia, separación de funciones e impar-
cialidad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 97/2024 
(11a.); Registro digital: 2029458

protección al consumidor. el artículo 76 bis, fracciones iv 
y vii, de la ley federal relativa, que establece obligaciones 
para los proveedores de servicios en materia de prácticas 
comerciales y estrategias de venta, no viola el derecho a la 
seguridad jurídica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
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te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 96/2024 
(11a.); Registro digital: 2029459

renta. el artículo 27, fracción x, de la ley del impuesto rela-
tivo, que establece los requisitos para que sea procedente 
la deducción por asistencia técnica, transferencia de tec-
nología o regalías, no viola el derecho al mínimo vital.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 79/2024 
(11a.); Registro digital: 2029407
 
renta. el artículo 27, fracción x, de la ley del impuesto re-
lativo, que establece los requisitos para que sea proceden-
te la deducción por asistencia técnica, transferencia de 
tecnología o regalías, no viola el principio de razonabi-
lidad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 78/2024 
(11a.); Registro digital: 2029408

uso ilegal de un bien perteneciente a la nación. el delito pre-
visto en la ley general de bienes nacionales es constitucio-
nal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 146/2024 
(11a.); Registro digital: 2029413

DERECHOS HUMANOS

licencia por cuidados médicos. limitarla a los casos de ma-
dres o padres asegurados, cuyos hijos hayan sido diagnosti-
cados con cáncer, transgrede los derechos a la igualdad y 
no discriminación, así como a la seguridad y previsión social 
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(artículos 140 bis de la ley del seguro social y 37 bis de la ley 
del instituto de seguridad y servicios sociales de los traba-
jadores del estado).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 47/2024 
(11a.); Registro digital: 2029399

medida cautelar con efectos restitutorios anticipados en 
el proceso de amparo. debe concederse cuando se acredite un 
riesgo objetivo de afectación a los derechos humanos ante 
la incertidumbre de una eventual negativa del amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: I.20o.A. J/7 K (11a.); 
Registro digital: 2029400

pensión por viudez. el artículo 155, primer párrafo, de la 
ley del seguro social, en su texto publicado en el diario ofi-
cial de la federación el 12 de marzo de 1973, que establece la 
pérdida del derecho a percibir dicha prestación cuando la 
persona pensionada contraiga un nuevo matrimonio o cons-
tituya concubinato, es inconstitucional, al atentar contra 
la igualdad de género.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 91/2024 
(11a.); Registro digital: 2029425

principio de maximización de la autonomía de pueblos y co-
munidades indígenas. requisitos que debe cumplir quien so-
licita su aplicación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 82/2024 
(11a.); Registro digital: 2029426
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principio de progresividad. metodología de análisis en su 
vertiente de prohibición de regresividad para actos legis-
lativos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 150/2024 
(11a.); Registro digital: 2029434

topes máximos para la cuantificación del daño moral. son in-
constitucionales por vulnerar el derecho de las víctimas a 
la reparación integral.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 143/2024 
(11a.); Registro digital: 2029412

CIVIL

actos derivados de las reglas de convivencia de un condomi-
nio. la competencia para resolver los recursos derivados de 
un juicio de amparo se surte a favor de los tribunales cole-
giados en materia civil.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 144/2024 
(11a.); Registro digital: 2029363

FAMILIAR

acción de compensación económica. la exigencia de que se 
detallen pormenorizadamente los hechos que sustentan la 
demanda vulnera el derecho de acceso a la justicia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 147/2024 
(11a.); Registro digital: 2029361
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compensación económica por disolución del matrimonio o 
del concubinato. tiene derecho a reclamarla quien se haya 
dedicado preponderantemente a las labores del hogar y al 
cuidado familiar, con independencia de su género.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 148/2024 
(11a.); Registro digital: 2029368

cosa juzgada material o refleja. no se actualiza en un juicio 
de pérdida de patria potestad cuando previamente se dictó 
sentencia absolutoria en un proceso penal derivado de los 
mismos hechos.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 137/2024 
(11a.); Registro digital: 2029376

LABORAL

apercibimiento de doble pago en el procedimiento de embar-
go. el artículo 958 de la ley federal del trabajo, en su tex-
to anterior a la reforma de 1 de mayo de 2019, no prevé una 
multa excesiva ni transgrede los principios pro persona y de 
progresividad.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 76/2024 
(11a.); Registro digital: 2029366

aportaciones complementarias. las retenciones previstas 
en el “convenio que para dar cumplimiento a la cláusula seis 
segunda del similar de fecha 14 de octubre de 2005”, celebra-
do por el instituto mexicano del seguro social y el sindica-
to correspondiente, no violan los derechos de propiedad y 
de protección al salario.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 73/2024 
(11a.); Registro digital: 2029365

autoridad responsable para los efectos del amparo. tiene 
ese carácter la comisión de trabajo, previsión y seguridad 
social del congreso del estado de morelos, cuando niega el 
otorgamiento de una pensión por jubilación.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/15 L (11a.); Registro digital: 2029367

centros de conciliación laboral (locales y federal). las fun-
ciones que realizan en la etapa prejudicial del procedimien-
to laboral son materialmente jurisdiccionales.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/12 L (11a.); Registro digital: 2029377

competencia en materia laboral. si un tribunal se declara 
incompetente para conocer de un asunto cuya competen-
cia fue declinada originalmente por un diverso órgano 
jurisdiccional, no puede enviarlo a un tercer órgano que 
considere competente, sino que debe remitirlo al tribunal 
colegiado de circuito que deba decidir el conflicto compe-
tencial.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 83/2024 
(11a.); Registro digital: 2029440

conciliación prejudicial. los conflictos inherentes a la de-
signación de beneficiarios por muerte del trabajador, así 
como al pago de prestaciones laborales vinculadas indisolu-
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blemente a ella están exentos de agotarla, en términos de la 
fracción ii del artículo 685 ter de la ley federal del trabajo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: T.C.C.; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: (IV Región) 1o. J/1 
L (11a.); Registro digital: 2029373

contratación temporal de trabajadores al servicio del go-
bierno de la ciudad de méxico. los “lineamientos para el pro-
grama de estabilidad laboral, mediante nombramiento por 
tiempo fijo y prestación de servicios u obra determinados”, 
son insuficientes para justificarla.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/21 L (11a.); Registro digital: 2029431

contrato colectivo de trabajo. el estudio de sus cláusulas 
debe realizarse bajo una interpretación estricta y literal 
sin soslayar el principio de buena fe contractual.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 74/2024 
(11a.); Registro digital: 2029375

declaración de beneficiarios y pago de fondos de la subcuen-
ta individual de retiro y vivienda de una persona trabaja-
dora fallecida. cuando se demanden conjuntamente no debe 
exigirse, como requisito de procedibilidad, la constancia de 
negativa de devolución de las aportaciones o el acuse de re-
cibo de la solicitud ante la administradora de fondos para 
el retiro (afore).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/18 L (11a.); Registro digital: 2029414
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demanda de amparo. no procede su desechamiento de plano 
cuando se reclama la omisión genérica de proveer la ejecu-
ción de un laudo laboral.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 42/2024 
(11a.); Registro digital: 2029448

diferencias salariales y/o pensionarias. puede condenarse a 
su pago acotado por un periodo que abarque hasta la fecha 
de cumplimiento del laudo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 64/2024 
(11a.); Registro digital: 2029389

incidente de inejecución de sentencia. para resolverlo es 
procedente precisar, definir o concretar la forma y térmi-
nos del cumplimiento, si se advierten errores o imprecisio-
nes, incluso, tratándose de los efectos de la sentencia.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 155/2024 
(11a.); Registro digital: 2029451

incompetencia en procedimientos paraprocesales regulados 
por la ley federal del trabajo. previo a declararla, el juez 
laboral debe citar a las partes [aplicabilidad de la jurispru-
dencia 2a./j. 16/2023 (11a.)].
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 65/2024 
(11a.); Registro digital: 2029392

jubilación por ajustes de personal de trabajadores de con-
fianza de petróleos mexicanos y organismos subsidiarios. 
cuando se autoriza con dispensa de edad se configura una 
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jubilación excepcional y su cálculo debe ser proporcional a 
la edad y años de servicio prestados [artículo 85, inciso b), 
relacionado con el 82, regla ii, del reglamento de trabajo 
relativo vigente en 2019].
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/14 L (11a.); Registro digital: 2029395

pago de cuotas patronales al instituto de pensiones del es-
tado de jalisco. el derecho de las personas servidoras públi-
cas para reclamarlo es imprescriptible.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/20 L (11a.); Registro digital: 2029432

pensión de cesantía en edad avanzada. su cuantía debe actua-
lizarse anualmente conforme al índice nacional de precios 
al consumidor.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 71/2024 
(11a.); Registro digital: 2029402

prescripción en materia laboral. forma de computar el pla-
zo de 2 meses previsto en el artículo 518 de la ley federal del 
trabajo para ejercer las acciones de las personas que sean 
separadas del empleo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 63/2024 
(11a.); Registro digital: 2029403

recurso de revisión en amparo indirecto. los centros de 
conciliación laboral (locales y federal) carecen de legiti-
mación para interponerlo cuando los actos reclamados de-
riven de sus funciones de conciliación.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/13 L (11a.); Registro digital: 2029404

reintegro de gastos médicos. el artículo 87 del reglamento 
de prestaciones médicas del instituto mexicano del seguro 
social, que releva de responsabilidad al instituto cuando 
un derechohabiente decide internarse en una unidad distin-
ta, no viola los principios de reserva de ley y de subordina-
ción jerárquica.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 2a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 2a./J. 72/2024 
(11a.); Registro digital: 2029406

salarios caídos. su pago debe establecerse con fundamento 
en la legislación burocrática estatal vigente en la fecha en 
la que se presentó la demanda laboral.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/10 L (11a.); Registro digital: 2029411

secretario instructor. carece de facultades para dictar 
acuerdos, incluso por delegación de facultades del juez, 
una vez concluida la fase escrita del procedimiento labo-
ral.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/24 L (11a.); Registro digital: 2029438

suspensión en amparo directo laboral. las personas morales 
oficiales –lato sensu– como parte patronal, están exentas 
de otorgar la garantía por los daños y perjuicios que pueda 
ocasionar su concesión.
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Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/25 L (11a.); Registro digital: 2029429

suspensión en amparo directo laboral. su negativa contra 
la ejecución de la reinstalación a que fue condenada la par-
te patronal, es eficaz para considerar asegurada la subsis-
tencia de la persona trabajadora, si ésta recurre esa reso-
lución.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: Plenos Re-
gionales; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 
PR.P.T.CS. J/16 L (11a.); Registro digital: 2029430

MERCANTIL

adjudicación de bien inmueble por remate judicial. es in-
constitucional exigir la escritura pública como requisito 
para que se entregue su posesión por violar el derecho de 
propiedad (legislación civil federal).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 145/2024 
(11a.); Registro digital: 2029364

retención de bienes en materia mercantil. para otorgarla 
como medida cautelar no le aplican las condiciones de la 
“apariencia del buen derecho” y el “peligro en la demora”, las 
cuales corresponden a la suspensión en materia de amparo.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 142/2024 
(11a.); Registro digital: 2029409
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PENAL

declaraciones o informes de testigos fallecidos antes de 
la audiencia de juicio oral. el artículo 386, fracción i, del 
código nacional de procedimientos penales, al prever su in-
corporación mediante lectura, no vulnera los principios de 
contradicción, inmediación e igualdad procesal.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 138/2024 
(11a.); Registro digital: 2029380

declaraciones o informes de testigos fallecidos leídos en la 
audiencia de juicio oral. se incorporan por razones distin-
tas a las que dan lugar a la posibilidad de desahogar medios 
de prueba de forma anticipada (artículos 386, fracción i, y 
304, fracción ii, del código nacional de procedimientos pena-
les).
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 139/2024 
(11a.); Registro digital: 2029379

demora en el dictado de la sentencia en un procedimiento 
penal acusatorio. no se vulnera el principio de inmediación 
cuando ocurre con motivo de la interposición de medios de 
impugnación, como parte del ejercicio de la defensa.
Tipo de tesis: Jurisprudencia; Época: Undécima; Instancia: 1a. Sala; Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación; Número de Tesis: 1a./J. 140/2024 
(11a.); Registro digital: 2029382 
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Pág.MATERIA CIVIL

-C-
concubinato, acción personal sustentada en la ter-
minación de éste, el o la concubina que tenga el ca-
rácter de poseedor derivado deberá desocupar el 
inmueble en el que se haya hecho vida en común, por 
haber finalizado el acto jurídico causal de su pose-
sión.

Hechos: Dos personas estuvieron unidas en concubinato y, al 
disolverse éste, el concubino demandó a la concubina la devo-
lución del bien que tuvieron como domicilio común. El juez 
de origen ordenó la desocupación del inmueble a la concubi-
na, quien se inconformó e interpuso recurso de apelación. 

Criterio jurídico: Al analizar las prestaciones y hechos de la 
demanda de manera conjunta con los documentos exhibidos 
como base de la acción, se advierte claramente que lo que el 
actor planteó fue una acción personal sustentada en la termi-
nación del concubinato que lo unía con la demandada, solici-
tando la desocupación del inmueble que cohabitaban. Es decir, 
se advierte que la causa de pedir es la disolución del vínculo de 
concubinato, ejerciendo una acción personal sustentada en la 
terminación de dicha relación, solicitando la desocupación del 

3
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inmueble que de forma derivada ocupa la demandada. En esa 
tesitura, no resulta compatible con el presente controvertido 
que se analicen cuestiones relativas al derecho de propiedad, 
que aduce tener el actor, pues ello es propio de una acción 
real, que no es materia de juicio que nos atañe. En ese sentido, 
se tiene por cierto que la causa que generó la posesión que 
ostenta la demandada del inmueble materia de la litis, lo fue 
la relación de concubinato existente entre las partes. Razón 
por la cual, resulta procedente que se condene a la demandada 
a desocupar y entregar del inmueble materia de controversia 
que solicita el actor. 

Justificación: La demandada reconoció que carece de título 
que la avale como propietaria del inmueble basal, teniéndose 
por demostrado mediante la prueba confesional a su cargo, 
que la posesión que detenta respecto del inmueble materia 
de juicio es derivada y, por ende, tiene obligación de devol-
verla a quien se la entregó, es decir, al actor, y no alegó di-
versa causa o vinculo jurídico como la o el, generador de su 
posesión. De igual forma, se tiene por demostrado que el 
concubinato en comento ha cesado. El Código Civil aplicable 
para la Ciudad de México dispone en su artículo 291 Bis, 
que las concubinas y los concubinos tienen derechos y obli-
gaciones recíprocos, siempre que sin impedimentos legales 
para contraer matrimonio, hayan vivido en común en forma 
constante y permanente por un periodo mínimo de dos años 
que precedan inmediatamente a la generación de derechos y 
obligaciones a los que alude este capítulo. Como puede ob-
servarse, lo relevante en torno al concubinato lo es la vida en 
común en forma constante y permanente de los concubinos, 
quienes tienen, entre otras obligaciones, la de proporcionar 
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alimentos, puesto que, la ley les otorga derechos y obligacio-
nes a ese respecto.

Los concubinos pueden establecer su domicilio, en el que 
harán vida en común en forma constante y permanente, en 
un inmueble que no sea propio de ninguno de ellos; que sea 
propiedad de ambos o, en el que el dominio pertenezca sólo 
a uno de ellos, ya sea que lo haya adquirido antes o durante 
el concubinato. En el último de los supuestos indicados, el 
inmueble respectivo permanecerá en todo momento como 
propiedad del concubino respectivo, quien conservará la po-
sesión originaria, mientras que el diverso concubino o con-
cubina tendrá una posesión derivada, puesto que, su pose-
sión deriva precisamente de la existencia de la relación jurí-
dica de concubinato. En esa tesitura, una vez que se disuelve 
el concubinato existente entre las partes, el o la concubina 
que tenga el carácter de poseedor derivado deberá desocupar 
el inmueble, pues terminó el acto jurídico causal de su pose-
sión derivada. Ello en virtud de que la posesión que detenta 
el o la concubina que carece del carácter de propietario es 
derivada, precisamente porque tiene su origen en un acto 
jurídico consistente en el vínculo del concubinato, en virtud 
del cual el o la concubina propietario le entregó la posesión 
del inmueble al establecerse el domicilio en el que hicieron 
vida en común en forma constante y permanente. Razón por 
la cual, se estima acertado y procedente que la demandada 
en su carácter de poseedora derivada sea compelida a resti-
tuir el bien inmueble que posee, a través de la acción perso-
nal relacionada con la terminación del concubinato.
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JUZGADO TRIGÉSIMO QUINTO 

-D-
daño moral, conforme a la teoría de la comproba-
ción objetiva, la demostración del hecho ilícito 
conlleva la del daño, por lo que es dable sostener 
una afectación de ese tipo, al haberse dado la venta 
de unos neumáticos caducos que ocasionaron un ac-
cidente automovilístico. 

Hechos: Un establecimiento mercantil dedicado al comercio 
de partes automotrices vendió a una persona física dos neu-
máticos, cuya fecha de caducidad se encontraba vencida por 
más de diez años. Posteriormente ocurrió un accidente auto-
movilístico por haber estallado uno de los neumáticos adqui-
ridos, cuya causa, según el comprador, se debió al mal estado 
de la llanta, razón por la cual presentó una demanda contra 
la vendedora, reclamando, entre otras prestaciones, el reem-
bolso de las cantidades erogadas por dichos neumáticos, así 
como una indemnización por daño moral, que sostuvo, le fue 
ocasionado.

Criterio jurídico: Conforme a la interpretación realizada por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, respecto del 
derecho de reparación, el daño causado es el que determina 
la indemnización. Las reparaciones, como el término lo indi-
ca, consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer 
los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su 
monto depende del nexo causal con los hechos del caso, las 
violaciones declaradas, los daños acreditados, así como con 
las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Las 

41
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reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empo-
brecimiento para las víctimas.

Y debe valorarse especialmente en aquellos casos, como en 
éste, en los que la responsable obtiene un beneficio o lucro por 
la actividad que originó el daño. Así, también debe tomarse en 
cuenta si la parte responsable recibe un beneficio económico 
por la actividad que afectó los derecho e interés de la víctima.

Por lo cual, esta juzgadora, atendiendo a las particularidades 
del presente caso en estudio, estima procedente imponer una 
condena a la parte demandada, por concepto de indemnización 
como compensación por los daños ocasionados a la parte acto-
ra, al surgir el deber de reparar el daño inmaterial por concep-
to de daño moral, que comprende tanto los sufrimientos y las 
aflicciones causados a las víctimas, hoy accionantes, incluyendo 
el menoscabo de valores significativos a estas personas, por la 
cantidad de $1,000,000.00 un millón de pesos 00/100 m. n.), 
con el objeto de reparar las afectaciones sufridas por los hoy 
accionantes, así como el disuadir la conducta negligente de la 
parte vendedora y prevenir conductas ilícitas futuras.

Justificación: Con base en los dictámenes rendidos en el pre-
sente juicio se desprende que existen datos objetivos para es-
tablecer que de forma clara evidencian la existencia de ele-
mentos para determinar que los neumáticos vendidos a la hoy 
parte actora, no se encontraban en condiciones de ser comer-
cializados, faltando con ello la hoy parte demandada a un de-
ber de debido cuidado.

Pues de acuerdo con los dictámenes de las pruebas pericia-
les rendidas, se desprende que los neumáticos no contaban 
con las características de unas llantas nuevas, por lo que, de 
forma alguna podían tener la resistencia propia del neumático 
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nuevo, debido al envejecimiento de la banda de rodamiento, 
que según describieron los peritos de acuerdo con las especifi-
caciones de la fecha de fabricación el propio fabricante, fueron 
manufacturadas en el año 2003.

Por lo que, con base en los razonamientos expuestos se tie-
ne que la parte demandada dejó de realizar aquellos actos de 
cuidado a los que se encontraba obligada, causándose así un 
daño, al vender los neumáticos a la parte actora sin las condi-
ciones de uso necesarias para su debida funcionabilidad.

Ahora bien, por lo que hace al elemento de la acción, con-
sistente en que exista afectación en la persona, de cualesquie-
ra de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil 
para la hoy Ciudad de México, al respecto debe reiterarse que 
se trata de un elemento inmaterial propio de los derechos de 
la personalidad, el cual consiste en acreditar la afectación de 
valores morales.

Siendo que en el caso a estudio, se establece una afectación 
a los sentimientos, que la accionante argumentó que le fue 
ocasionada a los miembros de su familia que viajaban en su 
automóvil, en términos del artículo 1916 citado, como conse-
cuencia directa del hecho ilícito que manifiesta fue cometido 
por la demandada, al haberles vendido unas llantas que fue-
ron fabricadas en el año 2003, sin que se les hubiera hecho de 
su conocimiento; lo que argumenta generó y fue el motivo de-
terminante por el cual sufrieron un accidente automovilístico, 
que aun cuando no tuvo consecuencias fatales, sí repercutió 
en y produjo una afectación a sus sentimientos, afectos, creen-
cias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y 
aspectos físicos y en la consideración que de ellos tienen las 
demás personas, además del daño material.
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En ese sentido, debe contemplarse que el daño puede acredi-
tarse indirectamente, es decir, el juez puede inferir, a través de 
los hechos probados, el daño causado a las víctimas; en efecto, 
el Código de Procedimientos Civiles para la hoy Ciudad de 
México permite la prueba indirecta a través de las presuncio-
nes humanas.

Así, debe contemplarse que, desde el punto de vista objeti-
vo, el accionante no tiene por qué demostrar ante el juzgador 
la intensidad o la magnitud del daño internamente causado, 
sino que el daño moral será justificado desde el momento en 
que se acredite la ilicitud de la conducta y la realidad del ata-
que, lo que igualmente demostrará la vinculación jurídica en-
tre el agresor y agraviado. La legislación mexicana adopta la 
comprobación objetiva del daño moral y no la subjetiva, como 
se advierte en la parte conducente de la exposición de moti-
vos del decreto de reformas publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 31 de diciembre de 1982, en relación con el 
artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal. De ahí 
que se considere que la citada teoría tiene como presupuesto 
que la demostración del hecho ilícito conlleva también la del 
daño, debido a la vinculación existente. Por lo cual, resulta 
procedente la acción de pago por daño moral.

JUZGADO SEXTO DE PROCESO ORAL

-P-
perspectiva para eliminar la discriminación, análi-
sis de la negativa a permitir el abordaje a un vuelo 
comercial con un animal de servicio para persona 
con discapacidad. 137
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Hechos: Una persona contrató con una aerolínea comercial 
un pasaje aéreo, y pretendió abordar el avión con un perro de 
apoyo, ya que indicó que se trataba de un animal de servicio 
que la auxilia por tener una discapacidad. La compañía aérea 
le negó el acceso a la mascota, al exigir diversos requisitos para 
ello. Ante tal situación el usuario no hizo el traslado aéreo que 
había adquirido y, posteriormente, demandó en la vía ordina-
ra mercantil el pago de diversas sumas, entre ellas, la erogada 
con motivo de los boletos de avión.

Criterio jurídico: No existen elementos para negar el aborda-
je a la actora con un perro de servicio en el vuelo contratado, 
y no corresponde a la enjuiciada exigir mayores elementos de 
prueba sobre la condición de la actora, bajo el argumento poco 
sensible de que debía acreditar su situación de discapacidad 
en el momento de presentarse a solicitar los pases de abor-
dar. Exigirle a la accionante un certificado médico expedido 
por un médico psiquiatra, en donde se indique la necesidad 
de viajar con un animal a causa de una discapacidad relacio-
nada con la salud mental, atenta contra la dignidad humana, 
así como haber llenado el formulario que se encuentra en la 
página de internet para las mascotas de apoyo emocional, as-
pectos que son contrarios a lo previsto en la Ley General para 
la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Si la actora justificó que su animal es de servicio, como se 
advierte del registro correspondiente, ello bastaba para permi-
tirle el abordaje al vuelo contratado con el perro de servicio, sin 
mayores requisitos sobre el acreditamiento de la condición de 
la actora. A mayor abundamiento, la demandada tampoco de-
bió requerir a la actora la documentación para los pasajeros que 
viajen con animales de apoyo emocional, como lo es el certifi-
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cado expedido por médico psiquiatra que indique la necesidad 
de viajar con el animal a causa de una discapacidad relacionada 
con la salud mental, en razón de que al haberse exhibido el re-
gistro del animal de servicio, se demuestra por sí mismo, que el 
dueño del perro tiene una discapacidad, ya sea física o mental, 
sin que sea menester justificar en qué consiste la misma, y el 
hecho de tratar de ceñir la discapacidad de la actora a sus polí-
ticas publicadas en su página de internet, contraviene las legis-
laciones emitidas para regular la inclusión de las personas con 
discapacidad, así como la relativa para prevenir y eliminar la 
discriminación, las cuales deben prevalecer y estar por encima 
de las políticas de vuelo establecidas por la enjuiciada. 

Por lo anterior, la parte demandada debe resarcir a su con-
traria el importe de los gastos que erogó con motivo del in-
cumplimiento señalado.

Justificación: La Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad prevé como uno de los derechos de las 
personas con discapacidad, la accesibilidad, seguridad, como-
didad, calidad y funcionalidad en los medios de transporte 
público aéreo, terrestre y marítimo, tal y como se advierte de 
su artículo 19, fracción I.

Por su parte, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación prevé en su artículo 4, que queda prohibida 
toda práctica discriminatoria que tenga por objeto o efecto 
impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos 
y la igualdad real de oportunidades en términos del artícu-
lo 1 constitucional y el artículo 1, fracción III, de la referida 
Ley; a su vez esta fracción dispone que debe entenderse por 
discriminación toda distinción, exclusión, restricción o prefe-
rencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no 
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sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o re-
sultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos 
y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes 
motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, 
el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición so-
cial, económica, de salud física o mental, jurídica, la religión, 
la apariencia física, las características genéticas, la situación 
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferen-
cias sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la 
situación familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, 
los antecedentes penales o cualquier otro.

Asimismo, el artículo 9, fracción XXII, de la Ley Federal 
invocada, prevé que se considera como discriminación, entre 
otras hipótesis: impedir el acceso a cualquier servicio público o 
institución privada que preste servicios al público, así como li-
mitar el acceso y libre desplazamiento en los espacios públicos.

De igual manera resulta relevante para efectos del presente 
asunto, considerar lo dispuesto por la Ley de Protección a los 
Animales de la Ciudad de México, cuyo artículo 4, fracción 
VIII, prevé que se entenderá por  perro de asistencia  y sus 
clasificaciones, al adiestrado individualmente en instituciones 
y centros especializados, nacionales o del extranjero, para lle-
var a cabo actividades de apoyo a personas con discapacidad 
física, mental o sensorial. Y destaca que el artículo 34 de la 
Ley invocada dispone que todo perro de asistencia tiene acce-
so libre e irrestricto al espacio público, establecimientos mer-
cantiles, instalaciones o transportes, individuales o colectivos, 
sean de carácter público o privado, siempre que vaya acompa-
ñado de la persona a la que asiste. 
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Bajo las anteriores premisas legales es menester valorar las 
pruebas allegadas a juicio con perspectiva para eliminar la dis-
criminación, así como con la sensibilidad que exige la circuns-
tancia de los elementos puestos a consideración de esta juzga-
dora y, sobre el particular, aun cuando el registro del animal 
de servicio se encuentre emitido en el extranjero tal aspecto 
no es obstáculo para restarle validez, en razón de que en tér-
minos de artículo 4, fracción VIII, de la Ley de Protección 
a los Animales de la Ciudad de México, se considera como 
perro de asistencia al adiestrado individualmente en institu-
ciones y centros especializados, nacionales o del extranjero.

MATERIA FAMILIAR

JUZGADO SEGUNDO DE PROCESO ORAL Y DE TUTELA 
DE DERECHOS HUMANOS 

-A-
acción de nulidad de matrimonio, caso en que ha de 
juzgarse con perspectiva de género y de protección 
a los derechos de familia, y reconocer todas las pre-
rrogativas que la ley prevé tratándose de cónyuge 
inocente o de buena fe. 

Hechos: Un cónyuge demandó a su consorte la nulidad de 
matrimonio, bajo el argumento de que ya existía un matrimo-
nio, el cual no había sido objeto de disolución. El juzgador al 
momento de resolver decidió tomar en consideración las cir-
cunstancias especiales de la cónyuge demandada, para valorar 
los efectos de la nulidad solicitada. 
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Criterio jurídico: Ante la demanda de nulidad de matrimonio 
intentada, con motivo de haber otra unión marital preexisten-
te, este juzgador considera que, en pro y salvaguarda de los 
derechos humanos de la demandada, nos apartaremos de lo 
que prevé la fracción III del artículo 198 del Código Civil para 
el Distrito Federal, y se reconocen a la antes nombrada todos 
los derechos de familia que operen a su favor al igual que a un 
cónyuge inocente, como son los previstos en la fracción I del 
precepto legal antes invocado. 

Por lo que, para la división de los bienes, quedan a salvo 
los derechos de las partes para que los hagan valer en la vía y 
forma que corresponda, debiéndose estar a lo señalado en el 
artículo 261 en concordancia con el numeral 198 del Código 
Civil para la Ciudad de México. 

Justificación: El actor en el desahogo de la prueba de declara-
ción a su cargo reconoció que la demandada no sabía escribir 
bien, incluso señaló que él la impulsó para que tomara el pro-
grama de alfabetización, así como que trabajó para ayudarle, 
que empezaron a superarse; asimismo, en actuaciones obran 
sendos atestados de nacimiento de las cinco hijas que procrea-
ron durante el matrimonio, circunstancias todas éstas que se 
deben de tomar en consideración para efecto de analizar y re-
solver el presente asunto bajo un enfoque de derechos huma-
nos, con perspectiva de género y en protección a los derechos 
de familia que consagra el artículo 4° de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, pues una realidad en 
nuestro país es que pueden coexistir diversas formas y tipos 
de familia sin importar el modo en que fueron conformadas; 
la nulidad de un matrimonio con base en una distinción del 
estado civil de las personas que se unen sin estar divorciadas 
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del anterior no encuentra una finalidad constitucionalmente 
imperiosa que justifique robustamente la utilización de dicha 
categoría sospechosa, sino que, por el contrario, afecta el prin-
cipio de igualdad al establecer privilegios de protección sólo 
para las familias conformadas por la primera unión familiar y 
no para las subsecuentes, aunado a que esta nulidad reitera un 
estereotipo de género prejuicioso en contra de las relaciones 
extramaritales, cuando además de actuaciones claramente se 
advierte que tanto el actor como la demandada vinieron cum-
pliendo con los fines del matrimonio, estableciendo un domi-
cilio conyugal, contribuyendo al sostenimiento del mismo, a 
su alimentación y a la de sus hijas e incluso al haber referido 
el demandante que trabajó durante varios años como chofer, 
por lo que es incuestionable que la persona que cuidaba a sus 
hijas mientras el actor salía a trabajar lo era la demandada, así 
como que ambos formaron un patrimonio. Se insiste lo ante-
rior, ya que estaríamos frente a un grave acto de discrimina-
ción y desigualdad al pretender que la demandada no tuviera 
derecho a los bienes y utilidades en razón de la nulidad de ma-
trimonio que se declare, cuando ella ha dado cuarenta y siete 
años de su vida a una familia. No debemos perder de vista, 
que muchas mujeres al igual que la demandada se encuentran 
en la misma situación y precisamente las leyes mexicanas, bajo 
un estándar de protección de derechos humanos, tienen como 
objetivo primordial que lo que está plasmado en la letra se 
puede materializar; se busca que esa protección a sus dere-
chos sea coincidente con las situaciones y sus vivencias del día 
a día y, por ello, se debe resolver partiendo de las implicacio-
nes sistemáticas que la reforma constitucional al artículo 1º 
ha impuesto en nuestro orden jurídico nacional y local.
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